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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Justicia, señor Carlos Maldonado Curtis; del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade Lara, y la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz Pollmann.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 5ª, ordinaria, en 1 de abril; 6ª, especial, y 7ª, ordinaria,  ambas en 2 de abril, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que aprobó el proyecto que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la Ley Penal, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.458-07) Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos” del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 5.612-10) Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Alvear, referente a antecedentes estadísticos relacionados con el funcionamiento de la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción:



Con el primero responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de las empresas y pescadores artesanales de la Undécima Región afectados por el denominado “enjambre sísmico” en la zona austral.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a las medidas de bioseguridad adoptadas respecto del virus de anemia infecciosa (ISA) que afecta a los salmones.



Del señor Ministro de Obras Públicas, por el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, sobre la reconstrucción del puente Laucha, de la localidad de Cajón, comuna de Vilcún, y a la construcción de una nueva pasarela peatonal.


Del señor Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones subrogante, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, relacionado con el número de municipios que se encuentran al día en el pago de las cotizaciones previsionales de los profesores y demás trabajadores de la educación.


Del señor Administrador del Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, con el que da respuesta a un oficio despachado en nombre del Senador señor Espina, referido a dicho Fondo y a las modificaciones legales en estudio a su respecto.


Tres del señor Secretario General de Carabineros de Chile:


Con los dos primeros contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, relativos a medidas de vigilancia y protección policial en el sector de Huiñilhue, comuna de Traiguén, y a los incendios y quema de pastizales en el sector de San Martín Norte, comuna de Victoria, ambos de la Novena Región. 


Con el tercero da respuesta a un oficio remitido en nombre del  Honorable señor Espina -al cual adhirieron los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela y Vásquez-, concerniente a villas y poblaciones con altos niveles de delitos graves, tráfico y microtráfico de drogas.



Del señor Fiscal Regional subrogante del Ministerio Público de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, sobre adopción de medidas de vigilancia y protección policial en Huiñilhue, comuna de Traiguén, Novena Región.


Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Valparaíso, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, relativo a la instalación de una planta procesadora de residuos provenientes de barcos mercantes, cruceros y otros en la zona de Belloto Norte, comuna de Quilpué.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Vásquez, referente a regulación de los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas (boletín Nº 4.908-03) Véase en los Anexos, documento 3).

De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, a fin de permitir que los agricultores arrendatarios postulen a los proyectos de riego (boletín N° 3.336-01) Véase en los Anexos, documento 4).

--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Horvath, Girardi, Navarro y Prokurica, con la que inician un proyecto que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y el Código de Aguas, en lo relativo a la Evaluación de Impacto Ambiental de las pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas y al otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas (boletín Nº 5.805-12) Véase en los Anexos, documento 5).

--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


De los Senadores señores García, Chadwick, Espina, Novoa y Romero, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que otorga rango de órgano constitucional al Consejo de Defensa del Estado (boletín Nº 5.806-07) Véase en los Anexos, documento 6).

--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Romero, Flores, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Prokurica y Zaldívar, mediante el cual solicitan que el Senado exprese su rechazo a las actividades terroristas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en el continente (boletín Nº S 1.053-12) Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores. 



De los Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Núñez, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a tramitación legislativa los proyectos conducentes a una rebaja impositiva al pan, y que el Ministerio de Hacienda y el Servicio de Impuestos Internos realicen los estudios técnicos para implementarla (boletín Nº S 1054-12) Véase en los Anexos, documento 8).

--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Comunicación



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en la cual informa que eligió como su Presidente al Senador señor Navarro.


--Se toma conocimiento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

ADECUACIÓN ORGÁNICA Y PROCEDIMENTAL DE

JUSTICIA DE FAMILIA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Corresponde efectuar la votación particular del proyecto que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, y a otros cuerpos legales. Cuenta con informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4438-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 89ª, en 6 de marzo de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 53ª, en 2 de octubre de 2007.


Constitución (segundo), sesión 5ª, en 1° de abril de 2008.


Hacienda, sesión 5ª, en 1° de abril de 2008.


Discusión:



Sesiones 55ª, en 3 de octubre de 2007 (se aprueba en general); 7ª y 8ª, en 2 y 8 de abril de 2008 (queda pendiente su discusión particular).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en la sesión de ayer el señor Presidente declaró cerrado el debate respecto de tres de las enmiendas introducidas por la Comisión de Constitución al texto aprobado en general y que la Comisión de Hacienda acogió por mayoría, con una abstención en cada una de ellas.



Ahora deben efectuarse las votaciones pertinentes.



La primera recae en la modificación que consiste en insertar, en el artículo 1º, un número 2 bis), nuevo, el cual intercala un artículo 4º bis, nuevo. En la respectiva votación se abstuvo el Senador señor García.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Me permite una pregunta, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Qué quórum requiere este precepto para su aprobación?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Necesita quórum de Ley Orgánica Constitucional, o sea, 22 votos, señor Senador.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación el número 2 bis), nuevo.



--(Durante la votación). 

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Para fundar el voto, tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo hacer un comentario que me parece importante dejar consignado en la historia de la ley.



A nuestro juicio, las enmiendas que la iniciativa introduce a la ley que creó los Tribunales de Familia son muy relevantes, por cuanto corrigen las diversas dificultades que han tenido para su funcionamiento.



Entre esas modificaciones se consigna un aumento en el número tanto de jueces como de funcionarios. Sin embargo, es indispensable que haya una adecuada evaluación acerca del incremento de unos y otros, a fin de que tales Tribunales puedan superar todos los problemas que hasta el momento han enfrentado para operar. 



Además, creo que está pendiente aún la creación de una Defensoría en los ámbitos de familia y laboral. De manera tal que podamos tener abogados que representen a las partes en los tribunales de familia.



Creo que este es un gran avance. Sin embargo, insisto en la necesidad de evaluar el funcionamiento del sistema con esta nueva cantidad de jueces, así como también en que a futuro legislemos sobre la creación en aquellos de una Defensoría para quienes la requieran.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, señoras y señores Senadores, coincido plenamente con los planteamientos de la Honorable señora Alvear.



Por una parte, atendido el impacto público, es decir, el que ha tenido en los usuarios y en la ciudadanía el funcionamiento insuficiente de la judicatura de familia, la cual pretendemos corregir a través del proyecto de ley sometido a vuestra consideración, es de mi interés -y estoy seguro de que el Senado lo compartirá- evaluar periódicamente e informar, en forma trimestral en una primera etapa, a la Comisión de Constitución de la Cámara Alta acerca de la aplicación práctica de estas normas, una vez que se transformen en ley, y cómo inciden de modo efectivo en la normalización del sistema, a fin de determinar si es necesario hacer algún mejoramiento adicional.



Es sano dar cuenta siempre del cumplimiento de las leyes y de cómo se aplican. Y me gustaría proceder de esa manera particularmente en este caso, que ha tenido un impacto negativo en los usuarios y una justificada trascendencia respecto de sus defectos.



En cuanto a la Defensoría, el Gobierno ha manifestado en forma pública su voluntad de presentar al Parlamento en los próximos meses un proyecto relativo al Nuevo Sistema Nacional de Asistencia Jurídica, el cual, más que defensas por materias o especializadas, contenga algunos elementos de especialización que lo hagan integral y que mejore la actual asistencia jurídica, la que, descontando la Defensoría Penal Pública, requiere una modernización importante. 



En consecuencia, informo públicamente a la Senadora señora Alvear -quien ha propugnado este asunto- que se está trabajando en esa dirección.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela para fundar el voto.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en las dos últimas sesiones, el debate en la Sala se ha relacionado con el artículo 4º bis que la Mesa ahora somete a votación. Y si bien es cierto que en la de ayer el señor Ministro de Justicia vinculó dicho precepto con lo que dispone el artículo 115 -el que establece la nueva dotación de los funcionarios de los tribunales en cuestión-, es menester insistir en que la situación no se resuelve en toda su magnitud.



Quienes me han antecedido en el uso de la palabra sostuvieron con claridad que los tribunales de familia han sufrido dificultades y problemas. Digámoslo con toda claridad: han colapsado en gran parte del país. En casi todas las ciudades medianas y grandes la primera audiencia queda fijada para el cuarto o quinto mes, lo cual significa un problema importante de acceso a la justicia.



Es indudable que la norma del artículo 115 genera un aumento significativo de funcionarios. Pero hay que tener presente que en tal instancia judicial el  juez es solo una parte. Otro elemento fundamental que actúa en la audiencia que preside el magistrado son los consejeros técnicos. Por ejemplo, en Chillán tenemos cuatro jueces y ahora se suma un quinto sin dotación. Es decir, habrá cuatro consejeros técnicos y el quinto magistrado no tendrá ninguno. Entonces, ¿cómo va a poder llevar adelante la audiencia? En Los Ángeles, se aumenta de cuatro a cinco jueces con dotación, pero habrá un sexto que no la tendrá. Solo hay cinco consejeros técnicos. Por lo tanto, ¿cómo va a poder llevar adelante la audiencia, sin la presencia de ese consejero técnico que es fundamental?



Me parece indispensable que el señor Ministro de Justicia nos aclare o dilucide ese punto esencial para seguir avanzando y así conseguir una votación favorable respecto de este elemental artículo, teniendo presente que partimos de una base de tribunales especialmente colapsados y con profundas dificultades, lo cual ha significado un esfuerzo notable de parte de jueces y funcionarios para enfrentar estas modificaciones. Por eso, ellos esperan hoy día, con grandes expectativas, que resolvamos los problemas generados por el colapso existente en todos los juzgados.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿no estamos en votación?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Sí, señor Senador; se está fundamentando el voto.

El señor ORPIS.- Estamos en la discusión particular del artículo 4º bis.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Así es.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, después de la sesión de ayer, el señor Ministro no ha contestado una pregunta cuya respuesta  es importante. 



Tiene que ver con lo siguiente: pese a que los tribunales de familia llevan solo un tiempo funcionando, ya colapsaron. Todas las estadísticas previas estuvieron equivocadas respecto del número de causas que tendrían que atender. A raíz de eso se solicitó, entre otras materias, aumentar el número de jueces y de funcionarios. 



Y la pregunta que formulé ayer al Ministro no ha sido respondida. Consulté si con esta modificación legal, particularmente respecto del número de jueces y de funcionarios adicionales, el Gobierno podía garantizar que el sistema no colapse nuevamente o que no tenga las serias deficiencias que presenta en la actualidad.



Sabemos que muchas veces algunas Secretarías de Estado negocian con la  de Hacienda, pero no siempre esta última les otorga los recursos necesarios para implementar las leyes como corresponde. 



En este caso, dada la magnitud del colapso sufrido por los tribunales de familia, pienso que el Gobierno debe dar garantías al Senado de que el sistema va a funcionar bien. Y esa consulta no ha sido satisfecha. Por su intermedio, señor Presidente, solicito que el Ministro la conteste. No queremos que nos diga que se va a aumentar el número de funcionarios y que el sistema va a estar mejor que ahora. Queremos saber si va o no a funcionar bien.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina para fundamentar el voto.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, es inconstitucional la petición, porque el Gobierno no puede garantizar un colapso.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¡Veo que tenemos un Ministro del Tribunal Constitucional en la Sala...!

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en la sesión pasada se despachó un oficio, entiendo que suscrito por la totalidad de los señores Senadores, tanto al Presidente de la Corte Suprema cuanto al Ministro de Justicia, para que informaran si, en opinión del Gobierno,  el número de tribunales de familia que se aumentaba y la mayor cantidad de funcionarios que trabajarán en ellos, van a permitir un funcionamiento normal.



Sin embargo, hasta ahora eso no ha sido contestado y este es un tema importante. Ya se habló del colapso de esos tribunales. 



De otra parte  -espero que los Senadores tengamos conciencia de ello-, hubo una enorme diferencia entre lo que la Corte Suprema pedía y lo que inicialmente se ofrecía en cuanto al número de jueces. Se requerían 257 nuevos magistrados y el Gobierno daba 30. Al final se llegó a un acuerdo: 95. En el Máximo Tribunal hubo una opinión distinta, la de la Ministra señora Margarita Herreros, quien sostuvo que con los 257 jueces pedidos el sistema apenas salía de la UTI. Así lo dijo. Al final solo se aumentó en 95. Posteriormente, la Corte Suprema en la Subcomisión de Presupuestos, manifestó que con 95 magistrados más se podía funcionar. De manera que se produjo un cambio de opinión de esa Corte.



Señor Presidente, voy a votar a favor de esta norma. Quiero que los tribunales funcionen bien, pero tengo fundadas aprensiones en cuanto a que podríamos tener graves dificultades. Pero como no depende de nosotros aumentar el número de jueces -no es facultad nuestra- y como no quiero que esta ley fracase, porque lo peor es lo que tenemos hoy día, la voy a votar favorablemente. No obstante, si el sistema llega a fracasar, cosa que no quiero que ocurra, también es importante sentar el precedente y dejar en claro las dudas respecto de que el número de jueces y funcionarios que se aprueba sea el que efectivamente se necesita. Este no constituye un tema menor. Porque, si los tribunales -Dios no lo quiera- colapsan, los usuarios del sistema, en su gran mayoría mujeres, van a responsabilizar, entre otros, al Parlamento, al que dirán: “¿Por qué aprobaron la ley cuando ustedes mismos sostuvieron que el número de jueces y de funcionarios era insuficiente?



Entonces, a lo menos deseo dejar mi prevención.



Voto a favor porque, obviamente, este proyecto es mejor que lo existente en la actualidad. Pero tengo aprensión y preocupación -espero equivocarme- por que el número de jueces y funcionarios sea insuficiente. No es lo que uno desea. Pero la responsabilidad de un Senador y de toda la Corporación es dejar claramente establecida esa inquietud.



Por las razones señaladas, a pesar de tener dudas de que el sistema vaya a funcionar bien -mi deseo es que opere bien- y advirtiendo de que si fracasa no es responsabilidad de los Senadores que hemos compartido esta opinión, sino del Gobierno y, en la parte que corresponda, de la Corte Suprema, voy a votar a favor de la norma.



El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, de acuerdo con la lógica que han expresado algunos Senadores, serían pésimos gasfiteros. Si los llaman para reparar un baño y en el examen de la situación concluyen que este va a colapsar, deben abstenerse. Pero, si lo reparan sabiendo que va a colapsar, se transforman en cómplices, es decir, han intervenido solo para crear un desastre.



Estimo que lo lógico, lo obvio, lo de sentido común, si esa prevención les quita el sueño y llega casi a torturarlos en el momento de votar, es sencillamente negar su anuencia a la iniciativa. De lo contrario, no se trataría sino de un canto de agoreros que se hace “por si las moscas”. Y eso no resulta serio.



Yo simplemente confío, y elevo preces a la cuasimodista para que el proyecto realmente cumpla con la finalidad que aquí se establece.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, voy a reiterar algunos conceptos, porque creo importante tenerlos presentes.



Lo que discutimos es la incorporación de 41 nuevos jueces en los tribunales de familia de las distintas Regiones. En tal sentido, habrá uno, dos, tres o cuatro jueces más en cada tribunal. Y se está debatiendo que habría un número de jueces que se crea, aparentemente, sin la totalidad del personal que se establece en otro artículo del proyecto, que se refiere a la cantidad de funcionarios dependiendo del número de jueces del tribunal.



El Ejecutivo propuso en un comienzo un total de mil 67 empleados, pero luego los aumentó a mil 707. Es decir, se trata de 640 funcionarios más que los planteados originalmente.



¿Y qué ha significado eso en términos prácticos? Que, por ejemplo, en la Segunda Región, donde se había planificado la existencia de 35 funcionarios, se aumenta a 46. Y los distintos empleados, como miembros del consejo técnico, administrativos, administrativos contables, en fin, se pueden distribuir el trabajo del pool de jueces del tribunal. Es decir, desde el punto de vista técnico, no significa que los nuevos jueces se vayan a quedar sin personal. Probablemente no contarán con todo el que se había planteado en un comienzo. Pero ello no quiere decir que los magistrados permanecerán sentados sin trabajar.



Por lo tanto, votar en contra de la norma significa que las Regiones se quedarán sin 41 jueces. En cambio, si se aprueba habrá 41 jueces más y una mayor cantidad de personal.



Ya señalé en una sesión anterior que el reparo no posee lógica desde el punto de vista de la administración, pues si los tribunales no funcionan bien con el número de personal asignado, de todas maneras la Corte Suprema, a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, pedirá al Ejecutivo que aumente la dotación. Y sería absurdo que, habiendo hecho un esfuerzo de esta magnitud, el Gobierno no incrementara el personal.



El sistema se probará durante su funcionamiento. No es dable preguntar hoy al Ministro de Justicia si este va a operar o no, toda vez que los estudios técnicos desarrollados indican que la situación se va a resolver de la manera que está planteada.



También constituye un error elevar a categoría de palabra divina la petición de la Corte Suprema. Porque los cálculos y la opinión del Poder Judicial no siempre son necesariamente la última palabra en estas materias. Pues a veces se pide más personal, más apoyo tecnológico.



Lo que no hemos podido debatir son las normas y cambios procedimentales, procesales y de fondo, que mejorarán también la capacidad de resolución.



Este proyecto va a permitir  revisar el funcionamiento. Este no es el término. No es dable preguntar ahora si va a funcionar o no. Existe un compromiso de que el sistema funcionará de la manera en que está planteado técnicamente. Y, de haber dificultades, necesariamente tendrán que hacerse las modificaciones que resulten indispensables.



Por todo lo expuesto, es importante votar a favor.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, creo que existen variadas razones para justificar la duda o aprensión respecto de la aprobación de la norma en debate.



La primera dice relación a que se puso en marcha un sistema y se pensó mal. La prueba de ello es que se produjo un desastre en materia de tribunales de familia.



La segunda -bastaría ver el informe de la Comisión de Hacienda- se refiere a que cuando comenzamos a debatir el proyecto no había claridad de cuánto era su costo, pues los informes financieros estaban pésimamente hechos. A tal punto que la Comisión debió suspender la discusión a fin de que se nos presentara un informe financiero inteligible.



En consecuencia, no resulta muy sorprendente que uno diga: “Mire, tengamos cuidado”.



No creo que el hecho de manifestar estas aprensiones nos obligue a abstenernos o a votar en contra, porque estaríamos creando un problema mayor. Tampoco nos tenemos que encomendar a nadie. Este no es un problema sobrenatural, sino de buena administración.



Así como en la Comisión de Hacienda exigimos que se nos informara de manera clara cuánto costaba el proyecto, pienso que tenemos la obligación de señalar que hay una voz que algo debe decir en esta materia, como es la de la Corte Suprema, que expresa que no se está adicionando un número de personal suficiente.



Deseaba hacer esa prevención. Sin embargo, no le daría más vueltas a este asunto. Hay que despachar lo que se propone, y lo más rápido posible.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro para responder a las consultas formuladas.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente,
 solo quiero señalar que, a propósito de la suficiencia de funcionarios planteada por el Ejecutivo en la iniciativa sometida a vuestra consideración, la opinión del Gobierno está contenida en las indicaciones que envió al Parlamento.




Sin duda alguna, el Ejecutivo estimó, responsablemente, que desde el punto de vista técnico ese número de personas permite normalizar el funcionamiento de los tribunales. Se trata de una opinión técnica que se reflejó en los documentos con valor constitucional y legal presentados en el Congreso, haciendo presente que esa es la proposición del Gobierno.



Por lo tanto, como dije en mi primera intervención, vamos a estar muy atentos a ver cómo funcionan estas modificaciones en la práctica. Pensamos que el conjunto de enmiendas procedimentales y los fortalecimientos orgánicos deben producir las condiciones necesarias para la normalización del funcionamiento de esta judicatura. Pero, si por alguna razón ella no se produjera de modo adecuado o con la velocidad suficiente, estaremos alertas para hacer los mayores esfuerzos en el plano que corresponda: procedimental u orgánico.



Y a modo de ejemplo, deseo manifestar que el promedio actual de funcionarios por tribunal es de 17,8. Una vez aprobado y transformado en ley este proyecto, el promedio será de 28,45 por tribunal. O sea, más de 10 empleados adicionales.



Por tanto, al igual como lo expresé ayer, no quiero que quede la sensación de que se está despachando una iniciativa de “jueces sin funcionarios”. En la normativa existe un importante incremento de ellos.



Por último, señor Presidente, reitero que en estos nuevos sistemas orales, donde la gestión y la eficiencia de los tribunales resultan fundamentales para alcanzar la productividad necesaria, no hay funcionarios asignados por juez. Estos empleados se hallan asociados a distintas funciones, entre ellas, el apoyo a las salas de audiencia.



Ningún magistrado, por lógica natural de la misión que cumple, pasa todo el día en audiencias. Por lo tanto, un buen sistema de turnos y de ocupación de la sala de audiencias permite perfectamente aprovechar el pool de funcionarios para los distintos jueces que componen el tribunal.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable a este proyecto de ley respecto del cual existen aprensiones y observaciones que, a mi entender, reflejan lo que la ciudadanía percibe.



La opción de aprobar una iniciativa con la garantía de que la normativa funcionará adecuadamente -lo que estamos votando resulta ser lo requerido para que los tribunales de familia funcionen- constituye un voto de confianza.



Espero que no nos defrauden, y que efectivamente la ley en proyecto funcione. Porque, no es que se defraude a los Senadores, sino que a cientos de miles de ciudadanos y ciudadanas que piden justicia para sus problemas ahora que se cuenta con tribunales específicos para acoger sus causas.



Quiero señalar que la creación de la unidad de cumplimiento es una norma de sumo interesante en cuanto a requerir la ejecución de las resoluciones en el tiempo.



Se genera una nueva instancia para la evaluación del procedimiento de atención en los propios tribunales: de la sala, atención al público, administración de causas y servicio y la unidad de cumplimiento, que incorpora nuevos funcionarios.



Sin embargo, señor Presidente, la existencia de un control de admisibilidad plantea una interrogante necesaria. Aquí yo me anticipo.



El control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos que se presenten se refiere a que la demanda puede ser rechazada, ya sea por no cumplir los requisitos formales o por considerarse, como dice el proyecto, “manifiestamente improcedente”.



Y la propia naturaleza multidisciplinaria y la diversidad del conflicto familiar tienen como resultado que algunas veces cuando se recurre a los tribunales de familia sea otra la instancia con facultades legales para resolverlo.



Mi proposición es que ahí tendría que haber una asesoría.



Si el juzgado de familia no puede solucionar la situación, la unidad de control no solo debería dictaminar la improcedencia, sino que debe orientar, porque con la creación de esta instancia se busca precisamente orientación y resolución.



Disminuir el atochamiento mediante la vía de la inadmisibilidad o la consideración de manifiestamente improcedente no puede constituir una alternativa para disminuir la cantidad de demandas.



Siento que puede ser una tentación propia de un sistema recargado el que la mejor forma de regular las demandas sea no aceptarlas.



Por lo tanto, se requerirá una supervigilancia permanente, de manera que el objetivo final sea atender los casos de naturaleza familiar, propios de esos tribunales, y orientar aquellos que no correspondan a esos juzgados, pero cuidando que la vía de no aceptar o declarar improcedentes esas solicitudes no sirva para bajar el número de demandas ante la sobrecarga natural que estos tendrán.



Me pronunciaré a favor, señor Presidente, mediante un voto de confianza.



Y espero que no nos defrauden, porque -reitero- los defraudados no serán los Senadores sino los ciudadanos que esperan obtener justicia a través de este proyecto de ley.

El señor LETELIER.-  Señor Presidente, yo pedí la palabra.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Estamos en votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 4º bis nuevo (29 votos a favor y una abstención), dejando constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor García.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, corresponde ocuparse en el artículo 114, que en la Comisión de Hacienda fue aprobado con la abstención del Honorable señor Novoa.



--(Durante el fundamento de voto).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, según entendí, no se harían tres votaciones sino una.



En cuanto al proyecto, valoro profundamente el esfuerzo realizado por incrementar la dotación de jueces y funcionarios.



Y quiero dar solo un ejemplo de ese tremendo esfuerzo adicional, ante el cual a veces no se entienden las críticas de algunos.



En la ciudad de Rancagua, ¿se aumenta de 8 a 10? No, ¡se incrementa de 8 a 13 jueces de familia! Es un gran avance que uno ve en cada Región.



Por eso, a veces me pregunto el porqué de las críticas de algunos miembros de la Corte Suprema que, injustamente, quieren echarle la culpa a otros de un problema relacionado con nuestra sociedad.



El nivel de conflictividad existente en la familia no es culpa ni de la Oposición, ni del Gobierno. Ello tiene que ver con una realidad social.



En nuestra sociedad hay un nivel de conflictividad que se halla por encima de lo reseñado en múltiples estudios. Y estoy seguro de que estos se realizaron de muy buena fe.



Siento que se debe dejar constancia de ello, por cuanto los problemas de familia no tienen colores; sí tienen historia y drama, que son tremendos para los niños y para las mujeres jefas de hogar, que terminan muchas veces haciéndose responsables de la economía familiar.



A uno le gustaría que la mayor parte de estos conflictos nunca llegasen a tribunales. 



Y ocurrirá lo mismo con los juzgados laborales.



Si hubiera poca conflictividad laboral, trabajadores y empresarios no recurrirían a los tribunales. Estos deberían constituir un recurso, no de primera, sino de última instancia.



De ahí que, junto con la creación de estos tribunales -donde reconozco el tremendo esfuerzo-, el artículo 4º bis, nuevo, que aumenta el número de jueces, es fiel reflejo del esfuerzo adicional realizado. Y ello es muy importante.



En cuanto al nuevo procedimiento que hemos definido, me consta el esfuerzo hecho por el Ministro de Justicia para hacerse cargo de una iniciativa que estaba en trámite cuando él asumió la Cartera de Justicia. Se implementó todo de una vez -quizás debió haberse hecho en forma gradual, como se ha procedido en otras reformas de esta magnitud- y se logró una dotación de jueces mayor.



Estoy muy contento también de que se haya establecido la mediación con una categoría diferente de la que había antes. Y lo planteamos originalmente, pero no fue acogido, por la percepción de académicos que no se dan cuenta de que se necesitan instancias de resolución de conflictos distintas de los tribunales.



Por último, me asalta una duda, señor Presidente, y quisiera que se me ilustrara al respecto.



Muchos funcionarios de diversos juzgados de menores no tienen garantizada -y subrayo el concepto: garantizada- la estabilidad laboral: los oficiales 1º. Si están en la planta, quizás la tengan más asegurada. Pero nuestros tribunales cuentan con una cantidad de personal que no se halla en esta condición, lo cual genera incertidumbre. 



Sé que un artículo transitorio toca ese punto. Sin embargo, me gustaría que el señor Ministro nos diera alguna explicación sobre lo que va a pasar con muchos trabajadores del Poder Judicial, profesionales jóvenes que han laborado en diferentes juzgados de menores, que mañana, “sin querer queriendo” -como dirían algunos- podrían quedar cesantes a pesar del tremendo aumento de dotaciones que contempla este proyecto. Porque, de la norma expresa, no me queda claro si solo por su experiencia o por haber trabajado en un juzgado esas personas tendrán una ventaja comparativa para incorporarse a las nuevas plantas.



Me pronunciaré a favor de la norma que se pondrá en votación.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación el artículo 114.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba (29 votos favorables y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor García.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NOVOA.- Acabo de votar a favor. En la Comisión me abstuve. Y la razón de mi abstención no fue la gratuidad de la mediación -siendo un trámite obligatorio, está bien que sea gratuita-, sino el establecimiento de una norma que podría generar conflictos, por cuanto deja al juez la facultad de determinar a quien se cobra.



Creo que ese precedente no es el más adecuado. Y a eso obedeció mi abstención.



Y perdóneme, señor Presidente, por no haberlo expresado oportunamente.



Gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por último, corresponde pronunciarse sobre el artículo 115, que en la Comisión de Hacienda fue aprobado con la abstención del Senador señor García.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solo deseo dejar constancia de un planteamiento que formulé ayer al señor Ministro de Justicia.



Con relación al número de jueces asignados a las comunas de Talcahuano y Los Ángeles, debo puntualizar que entre octubre de 2005 y noviembre de 2007 ingresaron a los tribunales de Talcahuano 16 mil 836 causas, con un promedio anual de 8 mil 81, mientras a los de Los Ángeles, en igual período, ingresaron 12 mil 856 causas, con un promedio anual de 6 mil 171.



Talcahuano tiene una población cercana a los 250 mil habitantes, versus 180 mil de Los Ángeles, más Antuco y Quilleco, y enfrenta situaciones de pobreza, de contaminación, en fin, y problemas sociales mucho más graves.



Anticipé al Ministro señor Maldonado mi votación a favor. No obstante, le subrayé que podría pronunciarme en contra, porque las cifras reafirman lo que argumenté ayer en la Sala y que hoy reitero: Talcahuano se quedará con igual número de jueces, a diferencia de Los Ángeles, donde habrá un aumento pese a que su población es menor, a que la cantidad de causas que ingresan a los tribunales es más reducida y a que la condición social de la ciudadanía en general es inferior.



En consecuencia, hay una deuda pendiente, y la voy a reclamar en su debido momento.



Aprobaré la proposición del Gobierno, pero connotando que, en el caso específico a que acabo de referirme, las cifras no mienten, se ajustan estrictamente a la verdad. Y así lo revelan las estadísticas.



No detendré la marcha del proyecto. Y espero que lo planteado en la respuesta del señor Ministro sea revisado en su oportunidad.



Votaré a favor.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 115 (27 votos favorables y 2 abstenciones), y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores García y Orpis.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DEL TRABAJO 

EN MATERIA DE SALARIOS BASE

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.













5433-13

--Los antecedentes sobre el proyecto (5433-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 3ª, en 18 marzo de 2008.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 8ª, en 8 de abril de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito cardinal de la iniciativa es establecer en el Código del Trabajo que el sueldo base que recibe el trabajador por sus servicios no puede ser inferior a un ingreso mínimo mensual.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto solo en general y aprobó idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Allamand, Muñoz Aburto y Pérez Varela), en los mismos términos del texto que despachó la Honorable Cámara de Diputados.



El articulado de la iniciativa figura en el primer informe.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra al Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, esta iniciativa pone fin a una serie de situaciones irregulares y anormales que suceden en el mundo laboral, particularmente en la relación empresario-trabajador.



El objetivo es asimilar el sueldo base al ingreso mínimo legal.



¿Qué quiero decir con eso? Que en la actualidad existen remuneraciones que están por debajo del ingreso mínimo.



Hay sueldos base que oscilan entre mil, 10 mil, 15 mil y 20 mil pesos.



Existe una interpretación del artículo 44 del Código del Trabajo, el cual señala que el monto mensual de la remuneración no podrá ser inferior al sueldo mínimo mensual. Y más adelante se incluyen elementos fijos y variables que conforman una remuneración.



Se ha entendido con ello que, al asimilar el sueldo base al ingreso mínimo legal, dicho sueldo, por la relación de dependencia, de subordinación, y por la jornada de trabajo, nunca podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual. 



Existen otros textos legales que ya se encuentran orientados hacia esa finalidad.



Es así como mediante la ley Nº 19.988 se modificó la base de cálculo para el pago de las horas extraordinarias. Antes de que se dictara ese cuerpo legal, ellas se calculaban en función del sueldo base; vale decir, de los mil, 10 mil o 15 mil pesos estipulados en el contrato de trabajo. A partir de la entrada en vigencia de la referida legislación, se comenzó a utilizar como base de cálculo el ingreso mínimo mensual.



Se ha querido regular toda la situación prevista sobre el particular en el Código del Trabajo, estableciéndose que el sueldo base nunca podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual, pero sin que ello implique dejar de lado bonificaciones u otros estipendios que conforman la remuneración.



El propósito de esta iniciativa es poner coto a los abusos que se cometen a ese respecto, particularmente en el mercado del retail, donde se fijan sueldos base bajos y se llega al ingreso mínimo a través del pago de bonos o de comisiones por ventas, con todos los perjuicios previsionales que esa práctica puede provocarles a los trabajadores.



Por eso, solicito a Sus Señorías que voten a favor de este proyecto, que termina con una serie de anormalidades que ocurren en la relación empresa-trabajador.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.



--Se aprueba en general el proyecto, y se fija el 28 de abril, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.

CREACIÓN DE CIRCUNSCRIPCIÓN EN

REGIÓN DE Arica y Parinacota 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una circunscripción senatorial y fija normas para la instalación de la Dirección Regional del Servicio Electoral en la Región de Arica y Parinacota, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5432-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 8ª, en 8 de abril de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es crear una circunscripción senatorial correspondiente a la Región de Arica y Parinacota; fijar normas para la instalación de la Dirección Regional del Servicio Electoral en ese mismo ámbito territorial, y establecer las adecuaciones necesarias en materias electorales.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismo términos del texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El articulado se consigna en el primer informe.



Por último, cabe tener presente que el artículo 1º permanente y los artículos primero, segundo y tercero transitorios son orgánicos constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en nombre del Comité Demócrata Cristiano, solicito al Gobierno que quite la “suma” urgencia del proyecto en debate. Aun más, pido que este sea retirado de la tabla, pues de lo contrario vamos a rechazarlo.



El objetivo de esta iniciativa no solo es, producto de la creación de la Región de Arica y Parinacota, corregir la legislación sobre partidos políticos y establecer la Dirección Regional del Servicio Electoral para dicho territorio. Mediante ella también se está planteando crear una nueva circunscripción, que elegiría a dos Senadores, lo cual cambiaría la conformación de esta Alta Cámara.



Pero lo que considero más delicado todavía es que se evita una discusión de fondo -imagino que todos estaremos interesados en ella- donde se busquen acuerdos en torno al sistema electoral y a la representatividad del Senado; y fundamentalmente, un debate de carácter político que signifique la incorporación de otros elementos de juicio respecto del cambio de esta Corporación.



Cuando se discutió el proyecto que creaba las Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos, esa materia no fue tocada de manera directa, sino, más bien, indirectamente.



Quiero recordar que en aquella oportunidad los integrantes de la bancada democratacristiana planteamos que el establecimiento de las nuevas Regiones no implicaba la instauración de nuevas circunscripciones. 



Por lo tanto, nos llama mucho la atención que hoy en la Sala estemos discutiendo tan urgentemente, con tanta dinámica y con tanto interés la creación de una circunscripción.



En nuestro concepto, tiene que haber una discusión global respecto a la composición del Senado y al sistema electoral vigente.



Para nadie es un misterio que la Concertación siempre ha estado por la modificación del sistema binominal. Tampoco lo es que en las bancadas de la Derecha, de la Alianza, hay una valoración del funcionamiento de dicho sistema. Pero se han iniciado conversaciones, existe cierto diálogo o debate respecto de cómo podemos perfeccionar o corregir el sistema binominal, o al menos avanzar hacia una proporcionalidad mínima; y hay sobre el particular distintas alternativas.



Se discute, asimismo, si el número actual de integrantes del Senado es conveniente y eficaz frente a las exigencias de nuestro sistema democrático y a la necesidad de representación política para todo el país.



Señor Presidente, no quiero entrar a la discusión de si la Región de Arica y Parinacota merece o no tener representación en la Cámara Alta. Sin duda, lo merece. Y de hecho la tiene. Dos colegas fueron elegidos con los votos de Arica e Iquique. Y ambos han sido muy activos en la búsqueda de fórmulas que permitan potenciar el desarrollo económico y social de Arica, que se ha visto tan afectado.



Sin embargo, eso no tiene nada que ver con la representación política ni con la conformación del Senado.



Por tanto, planteo formalmente a la Mesa que se solicite al señor Ministro Secretario General de la Presidencia retirar la urgencia, y además, que el proyecto vuelva a Comisión.



No sé si la iniciativa fue a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Porque aquí hay un cambio de orden político muy grande. Entiendo que se vio en la de Gobierno, como si se tratara de un trámite administrativo. Me parece que esto se halla fuera de toda lógica. 



Si vamos a dialogar acerca de la composición del Senado o de la Cámara de Diputados, de los asuntos electorales, de las representaciones políticas, debemos hacerlo en su globalidad, en su totalidad, no “entre gallos y medianoche” ni pasando una reforma de orden administrativo como si se tratara de crear la dirección de un servicio o de corregir el funcionamiento del Servicio Electoral en la Región pertinente estableciendo una oficina donde habrá funcionarios de clases A, B o C.



Considero que no corresponde hacer aquella discusión ahora, salvo que el Gobierno o quienes tienen interés en este proyecto busquen su rechazo.



No hay ninguna necesidad de legislar sobre esta materia mientras no tengamos un acuerdo global. 



Y, con respecto al tema de fondo, insisto en que Arica tiene representación en la Cámara Alta, y muy buena, con dos Senadores.



Solicito, entonces, que se acceda a lo solicitado. Si no, vamos a votar en contra del proyecto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, comparto absolutamente lo que ha señalado el Honorable señor Pizarro. Y ello me evita extenderme sobre el punto. 



Estamos hablando de una cuestión no menor: la creación de una circunscripción.



Tengo la impresión de que, ante un asunto de esa envergadura, se requiere un análisis mucho más a fondo respecto del actual sistema electoral, de la forma como este debe ser tratado. 



Por lo tanto, me parece que votar ahora esta materia sería inconveniente. A lo menos yo -lo digo con toda franqueza- me pronunciaría en contra, porque no la he estudiado ni he tenido la oportunidad de conocer los fundamentos existentes hoy día para crear una circunscripción adicional. El solo hecho de haberse creado una Región no es sinónimo de instauración obligatoria de una medida como la que nos ocupa.



En segundo lugar, lo relativo al sistema electoral se ha planteado en diversas ocasiones, con visiones distintas, pero se debe solucionar en forma global. 



Además, si bien no se trata de una reforma constitucional, sino de una modificación legal, pues en la última enmienda de la Carta trasladamos el tema a la ley, me parece adecuado que el proyecto, dada la serie de antecedentes que ahí se tuvieron en cuenta, también pueda ser visto por la Comisión de Constitución. Pienso que de ese modo se lograría un estudio más completo, que se obtendría una mejor información y que sería posible llegar a un consenso.



El punto en debate no es de aquellos que se pueden votar sin haberse realizado todos los esfuerzos por alcanzar un acuerdo. Me parece que esas gestiones aún no se han llevado a cabo.



Por otro lado, hago la prevención de que no se trata de que Arica o Iquique no tengan derecho a una nueva circunscripción. La dificultad radica en que el sistema electoral -y usted mismo, señor Presidente, efectuó un estudio bastante completo sobre el particular- es un asunto bastante más profundo. No creo que esta sea la oportunidad de votarlo.



En todo caso, quiero ser bien franco: si me veo forzado a emitir un pronunciamiento, este sería contrario por las razones que he señalado.



Reitero que no es el momento de tomar una decisión en circunstancias de que se pueden agotar conversaciones sobre varios aspectos del sistema político, como la objetividad o no del voto, la inscripción automática, la votación de chilenos que viven en el extranjero, la prohibición de intervención electoral por parte de funcionarios públicos y muchos otros. Es decir, existe un conjunto de disposiciones tendientes a perfeccionar nuestra institucionalidad democrática, y, a mi juicio, la cuestión en análisis se hallaría dentro de esa lógica, sin ser un apéndice aislado.



Por tales razones, solicito que la iniciativa sea enviada, si así se acuerda reglamentariamente, a la Comisión de Constitución, para que allí se pueda generar el debate respectivo -por último, puede funcionar unida con la de Gobierno-, pero la idea es agotar las instancias de conversación sobre un tema de esta envergadura. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, confieso que no son tiempos fáciles para lograr buenos resultados.



El proyecto fue aprobado unánimemente en la Cámara por los Diputados pertenecientes a los mismos partidos de Sus Señorías. Lo mismo ocurrió en la Comisión de Gobierno de esta Corporación, donde se entregaron todos los antecedentes y se hallaban presentes integrantes de gran parte de las bancadas.



El texto no hace nada más que contemplar algo muy elemental: que una nueva Región tenga la representación parlamentaria que le corresponde, tal como sucede con la recién creada Región de Los Ríos, que ya se encontraba dividida para tal propósito.



Ahora, si en el Senado existe un ambiente tan diferente al de la otra rama del Congreso -esperamos que ello se refleje el próximo martes con igual independencia-, el Gobierno no tiene ningún problema en retirar la urgencia. Después cada cual proporcionará una explicación a la ciudadanía de Arica.



Gracias. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en mi calidad de Comité, pido segunda discusión del proyecto. Para los efectos reglamentarios, debe quedar claro, entonces, que no se votará en la presente sesión. 



Lo cierto es que existen varias razones para no hacerlo. El Senador que habla puede mencionar por lo menos cuatro.



Primero, como se creó una Región en el norte, uno podría decir que es obligatorio establecer una circunscripción adicional. Sin embargo, ello no resulta claro al tenor literal del artículo 49 de la Constitución. Puede ser así, pero no necesariamente debe ser así.



En segundo término, entre la Décima y Decimocuarta Regiones existe una determinación de los límites de las circunscripciones. Es un antecedente que cabe considerar si a uno le parece que se deben mantener los sistemas electoral y político tal cual existen. 



Y no cabe duda de que una tercera razón para no votar el proyecto hoy son los procesos de diálogo registrados entre varios actores del sistema político para buscar una modificación del mecanismo electoral. 



Por último, en lo personal, creo que todos los actos destinados a robustecer instrumentos públicos que fortalezcan nuestra soberanía en el norte, así como la presencia del Estado en toda su expresión, corresponden a un interés estratégico. Esa es mi convicción. 



Es preciso no separar ese debate de lo otro, porque existe una relación.



A algunos -y a los socialistas, en general- no nos gusta el sistema electoral que tenemos. En cambio, otros estiman que el otorgamiento de una aprobación sin considerar un contexto mayor sería equívoco.



Por tales razones, señor Presidente, pido segunda discusión, porque, con espacio para más diálogo, quizás podemos buscar una solución más global en un par de semanas, sin prolongar eternamente la definición del asunto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Señor Senador, no es posible acceder a su solicitud si no se retira la urgencia del proyecto, porque el plazo de esta vencería antes de la sesión siguiente. Sería preciso que el Ejecutivo lo anunciara.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami. 

El señor PIZARRO.- Que la iniciativa pase a la Comisión de Constitución, señor Presidente. 

El señor ÁVILA.- El Ministro ya la retiró. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, comparto la sorpresa y la crítica manifestadas por varios señores Senadores que han intervenido previamente, y valoro la buena disposición del Ministro para retirar la urgencia del proyecto y situarlo en un debate más amplio, porque no cabe la menor duda de que el tema de fondo planteado aquí no se refiere a Arica y Parinacota, sino al sistema electoral. Y me parece que no corresponde, en una iniciativa de este tipo, la pretensión de legitimarlo por la vía de crear una nueva circunscripción binominal. Porque eso es lo que hace el texto.



De lo que se trata -y así se halla planteado en el país- es discutir cuál es el sistema electoral más compatible con nuestras prácticas, con nuestra configuración política, pero también con la necesidad de garantizar mayor representatividad de los ciudadanos y terminar con la exclusión.



Sin embargo, aquí se nos está llevando a un debate sobre el sistema electoral, sin que la exclusión -que ha sido uno de los temas importantes y constituyó un compromiso de todos los candidatos presidenciales en la última elección- tenga algo que ver.



En la iniciativa se establece una circunscripción electoral que funcionaría, en la eventualidad de crearse, simplemente sobre las bases del sistema electoral binominal y se consagra una vez más la exclusión. 



Entonces, creo que lo que corresponde es el retiro de la urgencia y que la discusión sobre Arica y Parinacota se pueda situar en un contexto más amplio, como el del perfeccionamiento de nuestra democracia, particularmente del sistema electoral, de suerte de garantizar una mayor proporcionalidad y poner fin a una exclusión que se ha mantenido por demasiado tiempo.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al intervenir en el debate, deseo abstraerme de mi situación personal respecto de la Región que nos ocupa.



Hago constar que comparto plenamente lo expresado por el Ministro señor Viera-Gallo.



Para mí, es inaceptable que la situación de Arica y Parinacota termine contaminándose con el problema del sistema electoral. No podemos tener una nueva Región con una especie de capitidisminución respecto de las otras, las cuales poseen sus propias autoridades políticas y administrativas. Entonces, ¿por qué no puede ocurrir otro tanto con la de Arica y Parinacota o con la de Tarapacá?



Si el día de mañana se modifica el sistema electoral, también deberá cambiarse respecto de la nueva Región. Pero hoy, de no aceptarse el criterio de la Cámara de Diputados y el consagrado en la misma Comisión de Gobierno de manera unánime, va a existir una Región con una especie de capitidisminución -repito-, lo cual no resulta aceptable, pues todas tienen al menos sus propias autoridades políticas y administrativas. Y aquí, en el caso particular de esta Corporación, dos Senadores van a representar a dos Regiones. Eso no se da en ninguna otra parte de nuestro territorio.

El señor OMINAMI.- ¡Usted puede hacerlo, Su Señoría...!

El señor ORPIS.- Por lo tanto, creo que era un asunto abordable. 

El señor OMINAMI.- ¡Insisto en que usted puede...!

El señor ORPIS.- Esta no es una cuestión personal, Honorable colega. El cargo de los Senadores se vinculó con el territorio, con las Regiones, porque eso es lo que genera identidad, al final. Desgraciadamente, es algo que no está ocurriendo con la de Arica y Parinacota, que lamento que sea el chivo expiatorio del sistema electoral. Me parece que eso no es aceptable.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- El señor Ministro ha informado que queda retirada la urgencia del proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, quiero sumarme al debate agregando algunos nuevos antecedentes.



Estoy absolutamente de acuerdo en que un tema de esta envergadura requiere un análisis en general respecto del sistema electoral y la exclusión. Sobre ello se ha dicho todo, y lo comparto.



Además, quiero rectificar en el sentido de que no se trata solo de la Primera Región, pues en las de Los Ríos y de Los Lagos se presenta la misma situación. Hoy soy Senador por las dos: tengo que ir a Valdivia, cuando veo asuntos relacionados con esa ciudad y la Región de Los Ríos, y a Puerto Montt, cuando atiendo cuestiones de Osorno.



Aún más, cuando se analizó la creación de las dos nuevas Regiones, el asunto se debatió extensamente. Lo planteamos hasta el cansancio. Dijimos que había que enfrentar el aspecto electoral. No se quiso. Y todas las indicaciones que presentamos fueron rechazadas por no contar con el patrocinio del Ejecutivo.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No se discutieron!

El señor FREI (don Eduardo).- Ni siquiera hubo posibilidad de discutirlas. 



Y, en el caso de la Región de Los Lagos, existe una dificultad adicional: la provincia de Osorno se halla repartida para el efecto de la votación. De sus siete comunas, cuatro pertenecen a un distrito, y tres, a uno diferente. Entonces, existe un problema de representación muy serio, pues al final quedó al medio, entre la cabecera regional de Los Ríos y la cabecera regional de Los Lagos, y se halla partida en la circunscripción senatorial y, adicionalmente, en dos distritos electorales.



Por consiguiente, respetando el derecho de Arica y Parinacota -la primera es una ciudad fronteriza estratégica y la situación se debe analizar-, no veo por qué no se puede estudiar también el caso de la nueva Región creada en el sur. Repito que la provincia de Osorno quedó absolutamente partida en su representación senatorial y de diputados y entre medio de dos cabeceras regionales, con todos los conflictos que ha conllevado el establecimiento de la Región de Los Ríos. Si estamos dispuestos a examinar el problema de la representación senatorial de la nueva Región Decimoquinta, podemos estudiar simultáneamente la que corresponde a las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos. Es un antecedente adicional para pedir, dentro de un marco mucho más global, la postergación de la discusión.



Y, lógicamente, median lo electoral, la exclusión, la representatividad, y, de una vez por todas, también hay que pensar que mientras en el país tenemos Senadores que representan a 2 millones y medio de habitantes, como los de la Región Metropolitana, se pretende crear circunscripciones que no llegan a los 50 mil o 60 mil votantes.



En resumen, creo que el asunto requiere un análisis mucho más profundo.



Y quiero dejar estampada aquí mi protesta, porque la provincia de Osorno ha sido objeto de un trato discriminatorio en la materia.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, me parece que el retiro de la urgencia no es suficiente, y pedir segunda discusión resulta menos funcional todavía. Lo que se necesita es que la Sala resuelva devolver el proyecto a una Comisión. 

El señor PIZARRO.- A la de Constitución.

El señor CANTERO.- Y solicito formalmente que se recabe el asentimiento de los señores Senadores para ese efecto.



El Honorable señor Pizarro indica que sea específicamente a la Comisión de Constitución.



Sin perjuicio de eso, quiero expresar que coincido con el planteamiento de buscar un acuerdo amplio que no se limite al tema electoral. En mi opinión, debería realizarse una discusión que abarcara el sistema político y la Ley de Partidos Políticos, su nivel de centralismo, su poca democracia, la escasa participación y reconocimiento de las Regiones, las limitaciones para que se puedan inscribir candidatos y los acuerdos de orden nacional, no de carácter regional.



A lo anterior se sumaría el sistema electoral, que, como se ha señalado, se caracteriza por la exclusión, la poca o escasa proporcionalidad -o, en realidad, su nula proporcionalidad, como en este caso- y la inequidad absolutamente injustificada respecto de los independientes, lo cual es un insulto a cualquier inteligencia básica, pues un individuo tiene que competir con dos que suman su votación.



Me parece sumamente necesario que se alcance un acuerdo de esa naturaleza y que permita un entendimiento en torno al sistema político y a un sistema electoral más amplio.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, aquí hay dos temas que suelen confundirse: uno tiene que ver con el número de Senadores que esta Corporación requiere para funcionar adecuadamente y el otro es el sistema binominal.



La iniciativa en discusión no resuelve bien, sino muy mal, uno y otro aspecto, porque, si se trata de ir agregando miembros a esta rama del Congreso, el peor método es la política del salame: ir sacando torrejita tras torrejita -en este caso, dos-, para lograr una representatividad como la de un concejal. Tal vez, un poco más de votos...

El señor NARANJO.- Incluso, menos.

El señor ÁVILA.- Si se trata de un concejal de La Florida, muchísimo menos.



Así, entonces, vamos disminuyendo el peso y envergadura de la representación que debe tener un miembro de este Poder del Estado.



Ahora, si la idea es perfeccionar el sistema binominal, también se trata de una práctica equivocada, por cuanto ese mecanismo no se mejora aumentando el número de circunscripciones. Es como esperar que las líneas del tren se vayan a juntar en algún punto que no sea esa ilusión óptica que se crea con la distancia y que algunos suelen padecer desde la perspectiva electoral.



Por lo tanto, el Ministro señor Viera-Gallo, que siempre se ha caracterizado por su talento y, a veces, por dotes de estadista, ...

El señor CANTERO.- ¡A veces, no más!

El señor ÁVILA.- ... en esta ocasión se nos presenta haciendo pequeñas filigranas en una baldosa.



La verdad, señor Ministro, es que, con esos gestos de sapiencia que usted suele emplear en la Cartera que dirige, lo ideal sería no solo que retirara la urgencia "suma", sino que nos restara esta iniciativa, que lo único que hace es adelantar de mala manera un debate que está pendiente.


Hemos sabido -porque también se producen filtraciones del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, igual que de los tribunales de justicia y de la Contraloría- que se está ideando un planteamiento más global. Si es así, ¡adelante, Ministro, siga en esa tarea! Pero no empiece a desgranar absurdamente el choclo antes de tiempo.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, acaba de llegar a la Mesa el oficio que retira la urgencia de la iniciativa en debate, suscrito por los señores Vicepresidente de la República y Ministro Secretario General de la Presidencia.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Queda retirada la urgencia.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, lamento mucho que el señor Ministro retire la urgencia de un proyecto de esta naturaleza ahora, exactamente después de haberlo discutido en la Sala. Este mismo debate se produjo en la Comisión, y el Ejecutivo no procedió igual.



Me parecen buenos los argumentos que se han dado aquí y, en particular, valoro que el Senador señor Espina nos haya invitado a analizar estas materias a fondo. Ha señalado la necesidad de discutir acerca del sistema electoral, de la manera como se distribuyen los Senadores a lo largo del país, de cómo estos son elegidos, de la naturaleza de su legitimidad, en fin.



En consecuencia, tratemos de abordar este asunto en forma diferente.



Pero la Comisión de Gobierno no ha cometido ningún error ni ha sido sorprendida. Porque la Constitución Política establece concretamente que cada Región del país tendrá Senadores. Y cuando se discutió la creación de las dos nuevas Regiones, especialmente la de Arica y Parinacota, se expresó en este Senado que ello implicaba necesariamente tratar lo relativo a la circunscripción. Y nadie hizo cuestión al respecto. 

El señor PIZARRO.- Se dijo acá, en la Sala.

El señor NÚÑEZ.- Así es, quedó constancia de ello en la Versión Taquigráfica. Se señaló concretamente que, en especial, la creación de la Región de Arica y Parinacota, por su naturaleza y dado el mandato constitucional, requeriría dos nuevos Senadores.



Eso es lo que realmente pasó.



Asunto distinto -y me parece muy bien- es que, dado el ambiente que tenemos aquí, el señor Ministro le haya quitado la urgencia al proyecto. Ojalá lo retire. Y si no, que lo envíe a la Comisión que estime conveniente.



Lo cierto es que el Ejecutivo no se puede reír de la inteligencia de una Comisión. Estoy molesto por eso. Porque era perfectamente posible que retirara la urgencia antes. ¡El debate no ha cambiando en nada! La única diferencia es que en la Sala participan más Senadores.

El señor ÁVILA.- Así es más potente.

El señor NÚÑEZ.- Por cierto, resulta más potente, como acota el señor Senador que me interrumpió.



En consecuencia, esta no es la manera de legislar.



Si el Ejecutivo sostiene conversaciones con la Oposición respecto de esta materia, que se nos diga. Pero no demos este bochornoso espectáculo. Nadie le explicará al ciudadano de Arica que no contará con representación en la Cámara Alta. Los actuales Senadores de esa zona deberán decirle: “Resulta que ahora somos parlamentarios de dos Regiones”. Tal hecho es, en sí, anómalo.

El señor NARANJO.- ¡Tienen tamaño para representar a las dos Regiones!

El señor NÚÑEZ.- En efecto, son extraordinariamente buenos Senadores, y de seguro seguirán representando en forma adecuada a ambas Regiones. Pero destaco que son dos, distintas y separadas por una enorme cantidad de kilómetros.



Otras Regiones poseen cuatro Senadores sin ningún problema, y nadie ha alegado por la manera arbitraria como han sido divididas. ¿Qué lógica permitió separar la Quinta Región Cordillera de la Quinta Región Costa? ¡Por favor! Aquí no se aplicó un principio de geografía humana, ni de procesos productivos, ni de nada. ¿Y qué criterio operó en la Séptima Región para dividirla en Sur y Norte? ¿Actualmente esto tiene alguna lógica?



El Senador señor Frei ya nos contó lo que sucedió en la Décima Región, que es totalmente absurdo. Una provincia quedó dividida en dos: la parte sur corresponde a una circunscripción y la norte a otra. Y eso lo supimos antes. ¡Por favor, que ahora no se nos llame la atención! Conocimos esa situación cuando discutimos acerca de la creación de la Región de Los Ríos.



Tenemos que ser serios, para legislar bien. Si ahora se ha abierto una posibilidad a los efectos de abordar el problema de fondo porque, por los rumores que circulan en estas bancadas, al parecer ha habido conversaciones con la Oposición al respecto, que se nos informe. Y todo este debate lo tiramos al tacho de la basura hasta que haya acuerdo.



Pero no me parece adecuada la manera como estamos operando. Porque ya discutimos el proyecto a fondo en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y le presentamos indicaciones. Además, antes habíamos hecho planteamientos sobre la materia.



Cuando debatimos acerca de la creación  de las dos Regiones, algunos Senadores planteamos la necesidad de legislar paralelamente sobre su representación parlamentaria. Pero el Ejecutivo no quiso hacerlo, argumentando que en su momento enviaría un proyecto de ley. Y lo hizo. En la Comisión lo discutimos y lo aprobamos por unanimidad, conforme a lo establecido en la Constitución. Nada más, ni nada menos.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacer una muy breve aclaración al Ministro señor Viera-Gallo.



Varias veces él ha dicho que la Cámara de Diputados vota de una manera y que ello sería vinculante para el Senado.



Le recuerdo al señor Ministro que él fue Diputado y Senador, y en más de una oportunidad formando parte de esta Corporación se pronunció en forma distinta de como lo hizo la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, sinceramente pido que los argumentos sean de fondo. No veo por qué el Senado debe votar de una manera predeterminada. No corresponde la explicación que se nos entrega en el sentido de que, si la Cámara Baja vota de un modo, nosotros estamos obligados a hacerlo igual. Y a la inversa tampoco se justifica.



En consecuencia, solicito al señor Ministro que no utilice dicha argumentación, porque no nos logrará persuadir a quienes tenemos una posición distinta sobre la materia.



Esa es la precisión que quería hacer.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha hablado de la posibilidad de que los ciudadanos de Arica y Parinacota se queden sin representación. Pero lo cierto es que hoy día la tienen: es la que ellos mismos eligieron.



No es común que el Ejecutivo consulte a los ciudadanos. 



El Ministro del Interior, señor Pérez Yoma, acaba de anunciar un nuevo Acuerdo Nacional por la Modernización del Estado, con ocasión de un encuentro con empresarios en ICARE. Espero que haga lo mismo frente a un conjunto importante de ciudadanos “de a pie”, porque también tienen derecho a ser informados respecto de dicho Acuerdo, al cual también pueden contribuir.



Por tanto, sería importante saber qué piensa la ciudadanía de Arica y Parinacota respecto a la creación de una circunscripción.



En esta materia se requiere una norma general, señor Presidente.



Por ejemplo, soy partidario de que se genere la Región de Ñuble, anhelo planteado en la Región del Biobío mediante un proyecto. Tendría sus características propias y también una circunscripción, según el diseño discrecional del territorio electoral. De modo que sería posible crear dicha Región.



Espero que cuando se concrete tal iniciativa se encuentren resueltas estas materias, para no tener que improvisar y discutir cada vez si en esos lugares vamos a tener Senadores o no. Eso tiene que estar definido en términos generales.



Del mismo modo, ya que aquí el tema de fondo es el sistema binominal, cabe recordar que desde 1990 a la fecha una mayoría importante de la Concertación -si no toda- ha señalado que quiere cambiar dicho mecanismo. Sin embargo -para ser franco-, no se ha presentado ningún proyecto en todo ese tiempo. 



Hasta ahora los ciudadanos solo nos han escuchado cuestionar  el sistema y decir que lo queremos cambiar. Lo denostamos y lo hacemos parecer como un demonio, donde 33 por ciento es igual a 66 por ciento. Y eso, por cierto, es una matemática que no cuadra en ninguna parte del mundo. ¡En nuestra democracia, 66 es igual a 33...! ¡No puede ser!



Sin embargo, cero proyecto. Nunca hemos presentado una iniciativa legal para debatir este asunto. Siempre ha estado en el ámbito del acuerdo político, pero no hay avances.



Soy de los que creen que sería iluso pensar que la Oposición aceptará una modificación al sistema binominal para las próximas elecciones presidencial y parlamentaria, cuando tiene cierta convicción de ganar. Recordemos que en los últimos comicios municipales le fue relativamente mal. La Concertación subió más de 67 alcaldes. Por lo tanto, a la Derecha no le ha ido bien en las instancias electorales.



Por consiguiente, modificar el sistema binominal requiere una evaluación política. Por eso no hay quórum para hacerlo. De ahí que vale la pena realizar este debate, pero de manera formal. 



Yo quiero saber cuál es la real intención de mi Gobierno -la propuesta concreta- para que los compañeros del Partido Comunista sepan exactamente de qué se está hablando y eso quede -como dijo el Diputado Ortiz- para la historia fidedigna de la ley. Porque, cuando se les ofrece cupos para 5 ó 6 diputados, o el umbral de 5 ó 6 por ciento, ello no es más que un “enamoramiento” o “pololeo” político, pues no existen proposiciones concretas.



Claramente, la Concertación está en deuda -una importante-, lo que obedece al desgaste progresivo que experimenta tal coalición.



En cuanto al número de electores, la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, por ejemplo, registra 91 mil 492 habitantes. Y, al respecto, siempre he sostenido -lo discutimos en más de una ocasión con el Senador señor Arancibia en la Comisión de Régimen Interior- que no resulta procedente que una circunscripción con esa cantidad de habitantes esté en las mismas condiciones para elegir Senadores que una que cuenta con 500 mil electores, como la que yo represento. Ello es absurdo. 



Desde el punto de vista de la eficacia, de la presencia, de la representación, se requiere una proporcionalidad. Por ejemplo, cada circunscripción de Santiago supera el millón de electores.



En consecuencia, corresponde realizar una reforma profunda al momento de decidir si elevamos o no el número de Senadores, pues ello no significa incrementar la eficacia en el funcionamiento de la Cámara Alta.



Finalmente, cabe destacar lo relacionado con la duración del mandato de los Senadores. Este es un debate viejo.



En su último Congreso, el Partido Socialista echó abajo una norma interna que limitaba aquel a dos períodos como máximo. De este modo habrá colegas que superarán los 30 años en esta Corporación, en circunstancias de que siempre se ha argumentado a favor del tiraje a la chimenea, de la renovación, del cambio. En verdad, dos mandatos de ocho años me parecen más que suficientes.



Por lo tanto, lo anterior forma parte de un debate más amplio y general, para llevar a cabo una reforma más profunda. Hay que incluir también un tope de dos períodos para los Diputados. Ello generaría, en mi opinión, mayor accesibilidad a los cargos de servidores públicos, lo que brindaría más aire fresco al sistema democrático.



En consecuencia, espero que el Ejecutivo recoja parte de lo que aquí se ha señalado, en cuanto a la coincidencia respecto de que se requiere una discusión más general y profunda.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo respaldar el proyecto del Gobierno. Pero debo decir que me ha sorprendido la poca convicción mostrada por el Ministro señor Viera-Gallo acerca de su propia iniciativa y la facilidad con que retiró la urgencia respectiva.



Señalo lo anterior, porque nosotros tenemos la obligación de cumplir la Constitución. Su artículo 49 señala: “El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección. 



“Los Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región Metropolitana.”.



La aplicación práctica de dicha disposición es que la Región Decimoquinta deberá elegir Senadores el próximo año. Si no nos ponemos de acuerdo para modificar el sistema electoral -seamos realistas: es bastante difícil lograrlo en los meses siguientes-, Arica y Parinacota tendrá que elegir dos Senadores en 2009, como corresponde a todas las Regiones impares.



Y nosotros no podríamos, ni por capricho ni por mera voluntad, dejar de acatar esa norma de la Carta Fundamental.



Por eso, señor Presidente, estimo enteramente pertinente el mensaje del Ejecutivo. Debemos crear dos cupos senatoriales para la Decimoquinta Región. Y la elección respectiva tendrá que realizarse el próximo año. Y, dado que en los meses venideros se celebrarán comicios municipales, el tiempo se nos acorta. Es mejor tener las reglas del juego claras con anticipación que estar legislando a última hora, porque, cuando esto ocurre, habitualmente se hacen  normas con nombre y apellido, lo cual resulta mucho peor.



Por lo anterior, voy a respaldar esta iniciativa cuando se ponga en votación. No queda más alternativa que dar cumplimiento al artículo 49 del Texto Fundamental, lo que implica crear dos cargos senatoriales en la Decimoquinta Región.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, el artículo 49 referido dispone claramente: “El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país.”.



En consecuencia, la solicitud planteada por el Senador señor Navarro -aprovecho que aún puede oírme, ya que está justo en la puerta de acceso a la Sala- corresponde a un punto resuelto en la Constitución.



Repito: las circunscripciones se establecen “en consideración a las regiones del país”. 



Habiendo todos nosotros jurado cumplir la Carta Fundamental -yo lo hice en tres ocasiones como Diputado y en una como Senador, y muchos aquí han juramentado en varias oportunidades-, me imagino que hemos tomado conocimiento del tenor del artículo 49. 



Además, entiendo que cuando resolvimos la creación de las nuevas Regiones estábamos conscientes de que tal decisión conllevaría la generación de circunscripciones senatoriales. Por consiguiente, considero que Arica y Parinacota debe disponer de una. De lo contrario, se estaría no solo cometiendo una discriminación -no quiero calificarla de esa forma, pero podría serlo-, sino también faltando a nuestra obligación.



Si de la presentación de esta iniciativa surgiera la posibilidad de abrir un diálogo para una reforma constitucional o legal encaminada a modificar el sistema electoral, ello sería una feliz coincidencia. Yo aplaudiría tal idea. Si llegamos a la conclusión de que el país está hoy en condiciones de introducir un cambio de ese tipo, ¡bienvenido sea!



No sé si lo planteado por el Senador señor Espina en su intervención iba dirigido en tal dirección.



Entiendo que el diálogo habido en la Cámara de Diputados apunta a corregir a lo menos un aspecto de las dificultades más severas que presenta el actual sistema electoral: la exclusión de fuerzas significativas en el país. Específicamente, se habla, y con razón, del Partido Comunista.



Sobre el particular, desde hace más de un año se han estado realizando consultas tendientes a hacer factible que toda fuerza política que alcance más del 5 por ciento del electorado cuente con representación en el Parlamento, lo cual permitiría resolver la marginación producida desde 1990 hasta la fecha.



Si en los meses que tenemos hasta la próxima elección parlamentaria -falta un año y medio- se abre la posibilidad de diálogo para lograr acuerdos que permitan resolver, a lo menos, algunas de las debilidades más severas del sistema electoral, ¡bienvenido sea!



Y, en tal sentido, quizá resulte útil haber postergado la decisión respecto de los ciudadanos de Arica y Parinacota mediante el retiro de la urgencia del proyecto por parte del Ejecutivo.



En consecuencia, se podría apuntar en una doble dirección: a resolver las debilidades más importantes del sistema electoral y, al mismo tiempo, a dar solución al problema de representación parlamentaria de Arica y Parinacota, en cuanto a que, de acuerdo con lo establecido expresamente en el texto constitucional, debe contar con una circunscripción por constituir una Región.



No conozco ningún parlamentario que haya sugerido enmendar el artículo 49 cuando se procedió a votar la creación de las nuevas Regiones. Por tanto, considero que estamos política y moralmente obligados a cumplir con aquello.



Deseo efectuar una última precisión, señor Presidente.



Los Gobiernos de la Concertación han formulado en tres ocasiones propuestas de “redistritaje”. Lo hizo el Ministro Boeninger en su oportunidad; luego, el Gobierno del Presidente Lagos, y al comienzo del actual período presidencial, una Comisión encabezada, de nuevo, por el señor Boeninger, donde entiendo que también participó el Ministro Viera-Gallo. Esta presentó una propuesta en la Cámara de Diputados tendiente a reorganizar los distritos, con el propósito de avanzar en la reforma del sistema electoral.



Debemos ser bastante francos: tales planteamientos no han tenido acogida -incluyendo a la Concertación-, debido a que afectan la actual conformación de los distritos. Y la prolongación de las reelecciones produce algo que es natural: los parlamentarios aspiran a presentarse fundamentalmente en los mismos distritos o circunscripciones en que ejercen sus cargos.



Por lo tanto, los proyectos de redistritaje naufragaron no por el hecho de que dejaron de presentarse, sino porque han enfrentado la dificultad que acabo de mencionar.



Si lográsemos resolver ese asunto en el curso de los próximos meses y avanzáramos en la materia, ¡miel sobre hojuelas! Si no ocurre así, espero que de todas maneras seamos capaces de cumplir con el artículo 49 de la Constitución Política.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que me reemplace por algunos minutos en la testera el Honorable señor García.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Honorable señor García, en calidad de Presidente accidental.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, este debate tiene su origen en ciertos defectos que se cometen al legislar.



Cuando aprobamos la creación de nuevas Regiones, no tuvimos en vista una visión más integral del país, y nos centramos en problemas locales. De hecho, la cuestión electoral, que se halla vinculada con la creación de regiones, se postergó por cuanto ha primado el interés de satisfacer -no digo que sean ilegítimas- aspiraciones locales.



Me preocupa que esa tendencia se repita, porque ignoro cuántas iniciativas destinadas a crear nuevas Regiones puedan ponerse sobre la mesa. Tal vez, infinitas. Si nosotros no vemos el panorama en su conjunto, en lo que dice relación con la administración del país, en lo que atañe a las facultades de las Regiones, en lo que se refiere a si, junto con ello, estamos generando condiciones efectivas para el desarrollo o solamente instaurando burocracia adicional, vamos a terminar en una verdadera ensalada.



Creo que se hace necesario analizar más a fondo el problema, con ocasión del proyecto que nos ocupa.



El Honorable señor García leyó el artículo 49 de la Carta Fundamental en el sentido de que hay un imperativo constitucional de tener Senadores por Región.



Yo interpreto la norma de una manera levemente distinta. La mencionada disposición dispone que el Senado se compone de miembros elegidos por "circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgánica constitucional determinará el número de Senadores, las  circunscripciones senatoriales...", etcétera. Entonces, no es una relación uno a uno.

El señor ÁVILA.- Efectivamente.

El señor NOVOA.-  Sin embargo, al establecer el inciso segundo del mismo artículo que los Senadores se renovarán alternadamente -los que representan a Regiones pares en una fecha y los de las impares en otra- da a entender que existe una unión entre Senador y Región.



Por tanto, es obvio que el precepto carece de la claridad meridiana que uno debiera exigir en una Constitución.



Entonces, no soy partidario de cambios en el sistema electoral. Esa es mi opinión y la he mantenido. No obstante, me parece que debemos analizar el problema en profundidad, con una amplitud mayor, porque si cada vez que aprobemos la creación de una Región vamos a aumentar el número de Senadores, yo podría pensar que hay un incentivo perverso para impulsarlas.



Las Regiones son la base de la representación política; pero, más que eso, son el pilar de la división administrativa del país.



Entonces, a pesar de que no soy partidario de que entremos en el debate del sistema electoral, lo menos que podemos hacer ahora es mirar el proyecto en debate con una visión un poco más amplia. Si se desea modificarlo -¡bueno!- en democracia las cosas se resuelven por mayoría. Si no la hay, no se cambia nada. Pero hagamos las cosas bien, porque tengo la impresión de que no lo hicimos así cuando creamos las Regiones. Por tanto, tratemos de corregir los errores ahora.



En consecuencia, opino que podemos darnos un poco más de tiempo para estudiar el proyecto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Pizarro.

El señor PIZARRO.-  Señor Presidente, me alegro del giro del debate, porque cuando solicité el uso de la palabra antes de que interviniera el Senador señor  García, me iba a referir al artículo 49 de la Carta Fundamental en los mismos términos de Su Señoría, pero con una conclusión completamente distinta.



El mencionado precepto establece: "El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección". Luego, expresa que durarán ocho años en sus cargos y la forma como se renovarán.



Sin embargo,  yo llego a una conclusión totalmente inversa a la que manifestaron los Senadores señores Escalona y García, por dos razones.



Por una parte, porque nosotros somos Senadores nacionales...

El señor ÁVILA.-  Así es.

El señor PIZARRO.-...elegidos en una determinada circunscripción, la cual no está limitada por una Región. Si no fuera así, no sería posible elegir cuatro Senadores en una sola, salvo por el hecho de que tiene más fuerza el carácter de la representatividad que la Región.



¿Por qué la Región Metropolitana elige cuatro Senadores? Porque es evidente que necesita una mayor representación dentro de este colectivo por su cantidad de electores. 



¿Por qué la Quinta tiene cuatro Senadores? No hay dos Regiones dentro de ella. En la Séptima, menos. ¿Por qué? Porque son Senadores nacionales elegidos por circunscripciones, las cuales son harto menos que una Región. En el caso de la última de las mencionadas, ni hablar. Tiene pocas comunas -no recuerdo cuántas- y cuatro provincias. En el caso de la Quinta, lo mismo. En el de la Región Metropolitana, es de Perogrullo que debería contar con muchos más Senadores, independientemente del sistema electoral a través del cual se elijan.



Entonces, hacer la relación simplista o levantar el argumento de que por crear una Región debe haber un Senador porque es una obligación establecida en la Constitución, me parece que implica exagerar el argumento. No es así. No lo establece el artículo 49 del Texto Fundamental para nada. Porque, de lo contrario, habría una incongruencia evidente. Si siguiéramos el precepto al pie de la letra, solamente podríamos tener dos Senadores en la Región Metropolitana, como estaba dispuesto en la Constitución antes de 1989, ocasión en la que se aprobó la reforma constitucional que aumentó el número de Senadores y que le dio mayor representatividad por razones obvias.



Entonces, insistir en ese argumento a mi juicio no corresponde.



El Senador señor Novoa tiene toda la razón: la enmienda legal tiene un incentivo perverso. No nos saquemos la suerte entre gitanos. Aquí hay gente muy interesada, porque ve que se abre una posibilidad. No me extraña que los integrantes de la Cámara Baja hayan planteado esta iniciativa con tanta facilidad. Muchos de los aquí presentes fuimos Diputados, salvo honrosas excepciones. Y a todos nos interesaba llegar al Senado. Ningún Senador desea formar parte de la otra rama legislativa. Algunos sostienen que la única diferencia es que nosotros duramos ocho años en los cargos y los Diputados, cuatro.



No obstante, opino que la diferencia mayor dice relación con el carácter de representatividad nacional del Senado elegido por circunscripciones, las cuales pueden ser una Región completa, media, un cuarto o dos Regiones o Región y media, como sucede en la Décima.



En consecuencia, francamente considero que la argumentación dada por el Gobierno es pobre. ¡Qué quiere que le diga, señor Presidente! Y que me perdone el Ministro Viera-Gallo. 



Y digo que me parece pobre, porque sabemos a qué nos estamos refiriendo al discutir este tema.



Estamos hablando de la composición de una de las instituciones políticas básicas del sistema democrático chileno. Y todos nos hemos impuesto de que, en  su origen,  ha venido siendo cuestionada de una u otra forma. La base de la composición de la Cámara Alta no tiene que ver con las Regiones, sino con la representatividad nacional. Por eso el Senado era mixto, con integrantes elegidos mediante un sistema binominal y otros designados o “institucionales”, como los llamaban algunos. 



Esa fue la concepción del constituyente de la época. Pero ha variado. Y, además, hoy enfrentamos otro desafío desde el punto de vista político: el de que nuestra democracia sea eficaz, representativa  y mucho más legitimada de lo que es actualmente.



Entonces, venir acá a cambiar la composición del Senado o a aumentar el número de sus miembros, perseverando en los “pecados” de origen de esta Corporación, me parece que no corresponde. 



¿Es discutible el tema? Sin duda. El Senador señor Novoa decía que no entiende esto; que no está de acuerdo en modificar el sistema electoral. Está bien. Es su postura, y yo la respeto. Nosotros queremos cambiarlo. Nos parece que debemos avanzar hacia una estructura electoral en que haya mayor proporcionalidad y más representatividad de los distintos sectores del país. Y esta es la peor fórmula para avanzar en esa dirección. Al revés: es la negación total y absoluta; es la consolidación permanente de un sistema que a todas luces nos parece poco representativo.



¿Cómo no va a ser poco representativo que un Senador por la Undécima Región salga con 20 ó 25 mil votos -o menos- mientras que en Santiago, con el debido respeto de los colegas, necesita más de 1 millón? Yo imagino que al Honorable señor Longueira le habría encantado hacer una campaña para salir elegido con 20 mil votos -y le habría salido bastante más barata- en lugar de los no sé cuántas centenas de miles que requirió y obtuvo. 



Entonces, no debemos evadir el debate de fondo.



Por otro lado, me parece que manifestar acá que el problema no se advirtió es evadir el bulto. Porque sí se discutió; estuvo en el debate. Al menos yo recuerdo haber hecho la advertencia cuando tratamos la creación de las nuevas Regiones. En esa oportunidad -como aquí se recordó-, para poder aprobarlas se dejó a un lado el asunto electoral. Y en el caso de la Primera Región, con mayor razón: por consideraciones estratégicas, y por priorizar su desarrollo económico y social pero no el político. 



¡Lo que nos interesa en Arica y Parinacota es generar condiciones para que su gente viva mejor y pueda tener mayores oportunidades de trabajo, que la lleven a jugar un papel estratégico importante! Eso no se logra con uno o dos Senadores más, ni con uno o dos Diputados más. No se consigue tampoco con aumentar la burocracia y la representatividad política. ¡Si esas importantes señales ya las tienen!



Entonces, cuando se planteó la creación de la nueva Región, claramente se la desligó del tema electoral y de las implicancias que tenía desde ese punto de vista. Si no hubiera sido así, si aquel hubiera estado en la discusión, yo les aseguro que no se habría aprobado, por las mismas razones que estamos debatiendo ahora. Y lo más probable es que en el caso de la Décima Región hubiera pasado lo mismo. Ocurre que ahí ya estaban los cuatro Senadores y la cuestión se acomodó más o menos. Como decía el Senador señor Frei, quedó mal hecha.

La señora MATTHEI.- Así es.

El señor PIZARRO.- Pero el tema de fondo es que debemos entrar en una discusión respecto de la representatividad, del carácter nacional del Senado, de la forma como se elige y, por supuesto, de la composición definitiva de esta rama del Congreso.



Algunos dirán que con la actual cantidad de Senadores funcionamos muy bien. Puede ser. Otros creemos que es necesaria una representación mayor y un número superior de ellos, no por darnos gustos personales o para favorecer a uno u otro partido, a tal o cual candidatura, sino porque tiene que haber una mayor representación en esta Cámara de las distintas fuerzas, movimientos o grupos que se van conformando dinámicamente en el país y que, sin embargo, están siendo excluidos no solo por el sistema electoral, sino también por la forma en que se hallan establecidas las circunscripciones senatoriales.



En consecuencia, señor Presidente, lo que corresponde es lo que se planteó aquí en un principio. Ya el Gobierno retiró la urgencia. Se  entiende que deberá haber una nueva discusión sobre la materia. Yo propongo, una vez más que el señor Presidente resuelva enviar el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin de que podamos retomar el debate en serio. Si hay que proceder a realizar algunas modificaciones constitucionales y estamos de acuerdo, hagámoslas. Y si es necesario interpretar este artículo 49, modifiquémoslo, para no tener el inconveniente de que algunos sientan la obligación de aplicarlo al pie de la letra, so pena de faltar a su juramento.



Me va a perdonar el Senador señor Escalona, pero yo no siento que falte al juramento. Al revés. 



Me parece que lo que tenemos que hacer es buscar un mecanismo que nos permita llegar a algunos acuerdos y avanzar en todo cuanto sea posible. Esa es la única manera de que tratemos seriamente esta materia.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, deseo reiterar la voluntad del Gobierno de que la nueva Región de Arica y Parinacota, como todas las demás, pueda contar con la representación parlamentaria que se merece, conforme a la Constitución y a sus necesidades, a su ubicación geopolítica y a la aspiración de sus habitantes. 



Si hemos retirado la urgencia, no ha sido para hacer un desaire a la Comisión de Gobierno -agradecemos la unanimidad con que aprobó la iniciativa y el empeño que puso en estudiarla- sino, al contrario, como deferencia al Senado, que en este momento demuestra distintas opiniones al respecto.



Esperamos que esta idea vaya madurando, que se oiga lo que los habitantes de Arica quieren. Yo he estado allá y me he podido percatar de lo que desean. Nadie es tan ingenuo como para pensar que con más Senadores los problemas se van a solucionar. Pero los habitantes de Arica creen que ellos sirven para algo y que pueden ayudar. Si no, esta Institución no tendría razón de ser.



Por tanto, señor Presidente, solo quiero reiterar la voluntad del Gobierno de que esto se pueda resolver.



Sobre las disquisiciones de posibles cambios electorales, y justamente para que puedan llevarse a cabo, creo que esta tarde no es la ocasión de discutirlos.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, yo soy miembro de la Comisión de Gobierno. Y si aprobamos por unanimidad el proyecto en debate  fue porque tiene el propósito de complementar la ley que creó la Región de Arica y Parinacota, la cual señaló que los Senadores de la Primera Región quedaban transitoriamente representándola a ella también. Y eso es lo que hace la iniciativa en debate: terminar con esa transitoriedad, a fin de que se puedan elegir los Senadores correspondientes el próximo año, dado que, por ser impar, le corresponde hacerlo en tal oportunidad.



¿Por qué no se vio inmediatamente el caso de la Región de Los Ríos? Porque para que los Senadores de ella se renueven quedan todavía seis años. Pero en la que nos ocupa habrá un proceso conforme al cual en el plazo de 200 días, según el proyecto, los partidos políticos todavía no creados allí tendrán que formalizarse y legalizarse.



Además, se crea el Servicio Electoral,  con el personal y los recursos correspondientes.



La iniciativa, además, fue aprobada por unanimidad en la Cámara de Diputados. Y tal antecedente llevó a los cinco miembros de la Comisión de Gobierno a acogerla en igual forma.



Aquí se han dicho muchas cosas, pero yo quiero señalar que los Senadores representamos territorialmente al país. Porque si no, ¡se podrían elegir 30 Senadores en Santiago y la Undécima Región no tendría derecho a ninguno! La Capital se llevaría el grueso de ellos. 



La Undécima Región es muy extensa. Cualquiera de las que se han creado recientemente es mucho más grande que la Región Metropolitana. ¿Tienen menos habitantes? Sí. Pero la representación de los Senadores es territorial. Por eso, los Honorables señores Horvath y Zaldívar son sus legítimos representantes. Y eso es lo que debemos tener. Yo represento a mi Región y defiendo su potestad. No quiero que Santiago mañana se lleve 20, 25 ó 26 Senadores y que en el resto del país haya 2, 3 ó 4.



Por esa razón, aprobamos el proyecto por unanimidad. Si ahora los Honorables colegas estiman que es necesario hacer un estudio completo del sistema electoral y ver si se crean más Regiones, están en su derecho.



Conozco de cerca el caso de Ñuble, que quiere ser Región y que se encuentra peleando fuertemente en esa dirección. Pero en el norte hay varios otros ejemplos. El próximo proyecto que figura en la tabla crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la Quinta Región. Es decir, hay más iniciativas en ese sentido.



Entonces, ¿qué vamos a hacer? ¿Vamos a continuar  creando comunas, provincias y regiones? ¿Por qué no realizamos un estudio global y completo sobre la materia? Estoy de acuerdo en ello. Sin embargo, el Ejecutivo presentó este proyecto y nosotros, con la mayor generosidad, lo aprobamos.



Con la venia de la Mesa, le concedo una interrupción al Senador señor Horvath.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, varios señores Senadores han mencionado la Región de Aisén.



Debo señalar, ante todo, que para los representantes de esa zona, incluido el Presidente de la Corporación -quien obtuvo menos votos que el que habla-, no es fácil ser Senador por la Undécima Región.



La verdad es que desafío, en forma saludable y amistosa, a quienes representan una Región de gran población a que traten de presentarse por la Región de Aisén. Les va a costar muchísimo más ser elegidos, porque en ella el elector es repasado por los candidatos diez veces. Y le ofrecen de todo.



En cambio, en la Región Metropolitana, se dan una vuelta en un taxi colectivo, salen dos pantallazos en televisión y se supone que son conocidos por el electorado. Porque, de acuerdo con las encuestas, el 80 por ciento de los ciudadanos de Santiago no sabe quiénes son sus parlamentarios.



Pero yo quiero llevar el asunto al tema de fondo. Una región no puede quedar sin Senadores. Creo que eso es una injusticia que no resiste análisis.



La discusión del sistema electoral, como aquí se ha señalado, es otra. Sin embargo, no podemos dejar a la nueva Región de Arica y Parinacota sin parlamentarios. Y el mejor ejemplo lo podemos ver en el continente.



En los Estados Unidos, un Senador por Alaska vale lo mismo que uno por Nueva York. Ellos, no obstante ser un Estado federal -ojalá lleguemos algún día a algo parecido-, tienen un sentido territorial y a la vez nacional. La Cámara de Representantes corresponde a la Cámara de Diputados. Ahí está representada la mayor proporcionalidad con respecto a la población.



Gracias, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, en mi opinión, el impasse que se ha producido tiene que ver con la manera -que ya empieza a no funcionar- de hacer de a poco, a medias, las reformas constitucionales, sin resolver los aspectos de fondo que están presentes en el debate institucional del país.



Creo que no fue un olvido el que no se planteara el tema de la circunscripción senatorial cuando se discutió la ley. Se esbozó, pero no se resolvió ahí. Porque, como se ha dicho aquí, si se hubiera hecho, seguramente no se habría creado esa Región. 



Lo cierto es que hay un debate de fondo sobre el tema de la representación nacional y también existe una discrepancia profunda en el país respecto del sistema de generación de las autoridades representativas.



Ese es el problema.



Llevamos más de 15 años -¡toda la transición!- y no llegamos a un acuerdo sustantivo sobre cómo nos representamos. Y no se trata de que haya una minoría cuya opinión no vale, sino que a la opinión de la mayoría política y electoral hasta ahora -en once elecciones- le ha sido imposible lograr las reformas que gran parte de la ciudadanía demanda.



Ese es el tema.



Por lo tanto, cada vez que se abre una discusión al respecto, aunque sea el debate en particular sobre una Región -a lo mejor, tienen razón-, se plantea ese otro asunto.



Si existen regiones, es razonable que estén representadas por Senadores. Se puede hacer una interpretación distinta, pero lo que ocurre es mucho más de fondo: no hay acuerdo en cómo se eligen los Senadores ni en cómo se componen las Cámaras. Todos debemos hacernos cargo de eso. Porque no se puede jugar al fútbol de manera sistemática, estable y cómoda, si no hay conformidad con las reglas, o si respecto de una parte de ellas, un equipo siente que le son impuestas de una forma un tanto arbitraria. Y sobre el particular no existe un consenso elemental sobre las reglas electorales. 



Podremos no tener acuerdo en otras cosas, pero para eso están las Cámaras.
Sin embargo, en cuanto a cómo se compone y expresa la soberanía popular, tenemos una diferencia radical. Porque hay quienes defienden el actual sistema y han impedido su cambio durante 20 años. Y podrían seguir impidiéndolo, dado que su modificación requiere -como en todo acuerdo constitucional- de mayorías muy amplias, no sólo en ambas ramas del Parlamento sino también en el país.



El hecho es que muchos chilenos encontramos que el sistema vigente nos ha sido impuesto, es completamente arbitrario y es muy poco democrático.



Entonces, hay que hacerse cargo de ese asunto –y esa no es una opinión cualquiera- con dos argumentos muy sólidos: el sistema imperante dificulta al extremo la constitución de mayorías -todos los regímenes electorales del mundo favorecen la formación de estas- e impide la incorporación de minorías sustantivas.



En cuanto a la Decimoquinta Región -con esto de los números, tenemos otro desacuerdo; pero, en fin, es menor- de Arica y Parinacota, hay tiempo para hacer un análisis sobre el particular, porque ahí puede producirse incluso un problema constitucional, según sea la interpretación que se dé.



Pero lo cierto es que cada vez va a ser más difícil resolver estos temas si no realizamos un intento por construir un acuerdo constitucional más consensuado acerca de aspectos que son esenciales en una democracia, como lo es la legitimidad de la representación.



Por lo tanto, me alegro de que nos demos un nuevo plazo para estudiar esta iniciativa. Me parece bien que vaya a la Comisión de Constitución, porque estos asuntos hay que volver a discutirlos una y otra vez.



Respecto a las regiones, tengo la impresión de que resolvimos mal. Yo, por lo menos, tuve muchas dudas cuando se votó la creación de las dos últimas Regiones. Incluso fundamenté el voto en forma bastante crítica, porque efectivamente abrimos una discusión, sin haber hecho un debate serio sobre la regionalización y la descentralización, que son dos grandes temas de la política democrática contemporánea, no solo en Chile sino en todas partes.



Hay una tendencia creciente en el mundo al poder comunal, a la descentralización de los territorios, a la identificación de regiones que tienen historias comunes, etcétera. Sin embargo, creamos aquí dos regiones sin haber realizado un debate sobre qué criterios debían existir. El único que se tuvo en vista fue que había un movimiento regional más potente que en otros lados. Efectivamente, el sentimiento de una región en Arica -al igual que en Valdivia- era fuerte.



Pero ese sentimiento no solo existe ahí. Aquí se ha dicho que hay un proyecto para crear la Región de Ñuble. Mi impresión -yo tengo ancestros chillanejos- es que se hará realidad. Ñuble siempre ha exhibido una identidad política y social de carácter provincial autónomo distinta de la de Concepción. Por lo tanto, vamos a tener ese asunto en la mesa.



Asimismo, se ha planteado el tema de la llamada "Costa Interior". Esa zona también tiene una identidad histórica: San Felipe y Los Andes, zonas por completo diferentes a lo que ha sido tradicionalmente Valparaíso.



Entonces, se nos puede abrir un abanico muy fuerte y concreto. ¿Y con qué criterio vamos a resolver? ¿Con aquel en el que haya más lobby, más propaganda, más fuerza?



Tengo la impresión -con esto término- de que hay dos temas que abordar.  En primer lugar, quiero dejar establecido desde ya que cualquier modificación de las Cámaras será casi imposible de efectuar si no llegamos a acuerdos electorales mayores. Podrá haber muchas interpretaciones constitucionales sobre el tema de las regiones, pero cualquier acuerdo para modificar las ramas del Parlamento, con el actual nivel de desacuerdo que existe sobre el sistema electoral, hará muy difícil reunir las mayorías que la Carta Fundamental exige.



Creo que debemos hacernos cargo de eso.



Desgraciadamente, puede que aquí paguen los platos rotos de las cosas insuficientemente hechas durante la transición los habitantes de Arica, a quienes todos los chilenos queremos mucho.



No obstante -insisto-, cualquier modificación, aunque sea menor, de la composición o del número de alguna de las dos Cámaras será imposible si no existe un acuerdo mayor sobre la legitimidad o la razonabilidad de nuestro sistema electoral.



En cuanto al tema regional, creo que también nos obliga a una cierta reflexión, porque hemos abierto un proceso que si no lo conducimos en los términos debidos, puede llegar a resultados que tampoco sean razonables.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día y quedan cuatro señores Senadores inscritos.



Si no hubiere objeción, se podría prorrogar la hora para que puedan intervenir los Honorables señores Espina, Orpis, Chadwick y Longueira por cinco minutos.



Acordado.



Antes de que nos quedemos sin quórum, es preciso tomar el acuerdo para que la iniciativa en estudio pueda ir a la Comisión de Constitución.



Si no hay inconveniente, se enviará el proyecto a dicho órgano técnico.

El señor ORPIS.- Con mi voto en contra.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Con el voto en contra de Su Señoría.



--Así se acuerda.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, será muy breve mi intervención, ocuparé menos de cinco minutos.



Comparto plenamente lo dicho por el Honorable señor Pizarro en cuanto a la interpretación constitucional que hizo.



En ninguno de sus artículos la Constitución señala que los Senadores se eligen por Regiones. Lo que dice el artículo 49 es que estos son elegidos “por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país”.



Ello significa que las circunscripciones senatoriales deben construirse con relación a las Regiones de Chile. Pero en ningún lugar de la Carta se expresa que cada Región es una circunscripción senatorial.



Y tanto es así, que, con el artículo 49 y la misma disposición, que no se ha modificado desde 1980, hoy tenemos circunscripciones senatoriales que equivalen a una y a media Región.



No existe impedimento alguno para que haya circunscripciones senatoriales que equivalgan a dos Regiones.



Lo que no puede ocurrir es lo que señaló el Senador señor Horvath, esto es, que una Región quede sin representación senatorial. Y, en este caso, la Región de Arica y Parinacota que se creó la tiene.



¿Ahora, puede tenerla de manera exclusiva siendo una circunscripción? Sí.



¿Y formando parte de una circunscripción compartida con la Primera Región? También, tal como ocurre en este momento.



Por lo tanto, para el debate, no es obstáculo el artículo 49 de la Constitución.



Una cuestión distinta es que discutamos -como lo señalaron varios Senadores, entre ellos, los Honorables señores Novoa, Espina y otros-, porque creo que es mucho más conveniente, lo relativo al sistema de representación del Senado (su número, su forma, su manera de elegirse) desde una perspectiva general, integral, y no estar con soluciones de parche.



En este caso, la argumentación constitucional no es impedimento para determinar si una circunscripción senatorial va a equivaler a una, a media o a dos Regiones.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina por cinco minutos.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, es muy corto lo que voy a señalar, porque ha sido un debate muy interesante y el Honorable señor Chadwick aclaró un punto al que quería referirme. Además, esto fue debatido en la Comisión de Constitución en su momento.



Cuando vimos el artículo y lo redactamos, expresamente se tuvo en consideración lo manifestado por el Honorable señor Chadwick. La Constitución, en caso alguno, establece la obligatoriedad de que cada Región tenga exclusivamente sus Senadores. Lo que dice es que todas deben estar representadas por estos.



Creo que eso deja claro que la circunstancia de que no votemos hoy a favor de que Arica tenga Senadores no es en desmedro de esta. Primero, porque los Honorables señores Orpis y Flores son Senadores de Arica (fueron elegidos por los ciudadanos de esa zona; hicieron su campaña allí).



Entonces, no tratemos de decir que la Región de Arica y Parinacota se quedó sin Senadores. Porque ambos parlamentarios están vivos; votan en el Senado; visitan su Región; cumplen, probablemente, muy bien su gestión. No tengo duda de que es así. De modo que no aparezca este debate como que hemos causado un desagravio a Arica e Iquique, dado que tienen Senadores en ejercicio, que fueron elegidos en este período.



Por consiguiente, a mi juicio, el Honorable señor Chadwick resolvió muy bien esta materia.



Un segundo punto que quiero recordar es que la Constitución se declaró neutra respecto del sistema electoral. Esta tenía incorporado el sistema mayoritario binominal. Como no llegamos a acuerdo, sacamos los sistemas mayoritario o proporcional de la Carta y los trasladamos a la ley orgánica. Y para evitarnos un conflicto sobre cómo tenía que aprobarse una enmienda, establecimos en la disposición Decimotercera transitoria del Texto Constitucional que para modificar el actual sistema electoral se requería el voto conforme de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio. De manera que la Constitución no posee un sistema electoral proporcional o mayoritario incorporado en sí mismo. Es neutra.



Así que sería perfectamente posible que el día de mañana se estableciera un sistema proporcional y se dijera, por ejemplo, que la Primera y Segunda Regiones deben tener cinco Senadores. Mientras tengan Senadores y se mantenga el sentido del Constituyente, esto es, que las Regiones cuenten con poder de representación en el Parlamento, para los efectos de que este no sea un país centralizado, se estaría cumpliendo plenamente con la Carta.



En tercer lugar, existe un tema pendiente, que es a lo que me referiré en seguida.



Soy partidario de los sistemas mayoritarios.



Hay aquí Senadores proclives a los sistemas proporcionales.



Pero hay algo que debemos discutir, y es que el sistema mayoritario tiene fortalezas y debilidades. Y dentro de sus debilidades está qué ocurre con la representación de las minorías significativas. Porque los sistemas mayoritarios favorecen la formación de grandes coaliciones, pero el costo es que las minorías no tengan representación.



A la inversa, los sistemas proporcionales, por regla general, permiten la representación de las minorías, pero no favorecen la formación de grandes coaliciones.



Y esa es una cuestión que me parece que en algún momento, después de 17 ó 18 años de transcurrido el retorno a la democracia, debemos revisar. Es absolutamente legítimo en una sociedad cambiante que se debata.



De hecho hay una propuesta del actual Vicepresidente del Senado y que apunta a la representación de las minorías significativas en la Cámara de Diputados.



Entonces, cómo se va a dejar esto al margen de un debate de tal naturaleza.



Finalmente, quiero señalar que la democracia siempre requiere perfeccionarse.



No es verdad, como se sostiene, que a la opinión pública no le interesan -obviamente, creo que sí le importan- todos los temas sociales, porque ello conforma también su principal preocupación diaria. Pero el perfeccionamiento democrático igualmente es parte de la modernización de un país.



Yo he sostenido que deben discutirse materias como el voto voluntario; la inscripción automática; el voto de extranjeros en el país sujeto a determinadas características; cómo puede perfeccionarse en un sistema en mi opinión mayoritario -para otros será proporcional- la representación de las minorías; cómo limpiar la intervención electoral que ustedes mismos, señores Senadores, han señalado en reiteradas oportunidades que ocurre. Incluso, hace poco acusaron que dentro del proceso electoral de un propio partido, del Socialista, habría habido intervención del Gobierno.



Son todas cuestiones que deben debatirse.



No hago un cargo formal a nada, sino que estoy señalando que se trata de asuntos que, si se quiere perfeccionar la democracia, tienen que discutirse.



Por lo tanto, esta materia me parece mucho más importante que simplemente debatir si se van a crear dos Senadores para una circunscripción que en la actualidad ya cuenta con dos muy buenos parlamentarios.



Por consiguiente, siento que la manera de enfocar esto es a través de un debate más profundo.



Y se podrá llegar a acuerdo o no. No hay que traumatizarlo. Si no lo hay, se votará y el país juzgará la opinión de unos u otros. Y si se llega a él, seguirá perfeccionándose la democracia.



Pero ese es el punto de fondo que sustentamos para que esta materia no se votara hoy día y se pudiera llevar a un análisis más profundo en la Comisión de Constitución o en la de Gobierno -entiendo que se designó a la de Constitución-, pero con mayor participación de todos los sectores políticos.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis por cinco minutos.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me quiero referir a varias materias vinculadas con el proyecto en debate.



En primer lugar, deseo señalar que la cuestión a que se ha hecho referencia se discutió cuando se vio lo relativo a la creación de la Región. Se debatió en la Cámara de Diputados, donde, de hecho, siendo Ministro del Interior el señor Andrés Zaldívar, se retiró la indicación y se vinculó la modificación electoral precisamente a que se enmendara todo el sistema.



También se discutió en el Senado.



Se presentaron indicaciones en el sentido de que la Región tenía que ir asociada en su representación senatorial.




La cuestión es que esto no se resolvió, o no se quiso hacerlo, y quedó pendiente. Pero el punto fue abordado.



Quiero ser muy consecuente en esta materia.



En la campaña electoral siempre fui partidario de crear las Regiones y las circunscripciones senatoriales. Y en esa línea sigo sosteniendo exactamente lo mismo.



Y digo esto porque es fundamental ir al norte, en particular a las Regiones Decimoquinta y Primera, para darse cuenta de que poseen identidades completamente distintas. Por decisiones geopolíticas cada una ha tenido auges y deterioros. Existe una adversidad muy grande entre ambas.



Geográficamente son distintas.



Entonces, desde ese punto de vista, y abstrayéndome de las modificaciones de carácter electoral, creo que también sus autoridades políticas y administrativas deben tener una identidad muy profunda con el territorio que están representando.



Por lo tanto, en esa línea igualmente me parece válido hacerlo.



En tercer término, lo tocante al eventual incentivo perverso de que al crear las Regiones se establecerían nuevas circunscripciones senatoriales y, en consecuencia, eso presionaría para crear nuevas, también fue debatido cuando se establecieron las de Arica y Parinacota y de Los Ríos.



Y el propio Ejecutivo se comprometió a dos cosas.



Primero, señaló que se paralizaba la creación de Regiones hasta que no existiera un estudio -tengo entendido que lo está realizando la Universidad Católica-, que debía estar listo en alrededor de seis meses.



Y está en mora.



En consecuencia, cualquier nueva Región quedó subordinada a estudios que realizaba la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, los cuales aún no llegan.



Señor Presidente, quiero terminar señalando que, efectivamente, los Senadores de la Primera Región de Tarapacá fuimos elegidos para representar tanto a la ciudadanía de Arica como a la de Iquique. Pero, en términos territoriales, se subentiende que cuando se crean  Regiones han de crearse también las autoridades pertinentes. Y eso debe ocurrir a partir de la próxima elección senatorial.



Repito el argumento que di al comienzo: Arica, Parinacota e Iquique no pueden ser chivos expiatorios para modificar todos los sistemas electorales.



Creo, sí, que se debe resolver lo relativo a la circunscripción. Y si se introducen las modificaciones de carácter electoral, se aplicarán a las Regiones que se crearon, de tal manera que a lo menos cada una cuente con sus propias autoridades políticas y administrativas.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solo deseo exponer una cuestión que me surgió al escuchar las distintas intervenciones.



Comparto el criterio de que la Constitución es clara en el sentido de que no vincula cada Región con una circunscripción. Así lo han planteado en forma reiterada varios Senadores. De hecho, algunos representan a parte de una Región; yo, prácticamente a la mitad de la Región Metropolitana, en la circunscripción por la cual fui elegido.



Sin embargo, hay algo que considero incoherente. 



Afortunadamente, las dos nuevas Regiones siguieron siendo impar y par, como aquellas de las que derivaron. Pero me gustaría saber qué habría pasado si la de Arica y Parinacota hubiese sido Decimocuarta, y la de Los Ríos, Decimoquinta.



Como los Senadores de la Primera Región se renuevan cuando corresponden elecciones en las Regiones impares, dado que la de Arica y Parinacota también es impar -Decimoquinta-, en ambas sus representantes en la Cámara Alta deberían elegirse simultáneamente en los próximos comicios parlamentarios.



Entonces, me gustaría que alguien me explicara qué habría pasado si la Región de Arica y Parinacota hubiese quedado como Decimocuarta, es decir, como Región par. Porque la elección de Senadores en las Regiones impares se llevará a cabo en dos años más, y en las pares, dentro de seis años.



En consecuencia, por una casualidad -digámoslo así; porque no medió un argumento de lógica-, se denominó “Decimoquinta” y “Decimocuarta” a las dos nuevas Regiones. Y pareciera que con muy poco sentido, solo por la coincidencia de quedar impar y par, como las Regiones de donde emanaron, se ha dado la discusión que hemos tenido esta tarde.



Sin embargo, creo que el debate ha sido interesante, pues algunos Senadores han dicho, entre otras cosas, que no se habrían creado esas dos Regiones si su instauración hubiese estado vinculada directamente con el sistema electoral.



En mi opinión, ese tipo de afirmaciones solo revela la debilidad de los argumentos aducidos para justificar la creación de las Regiones mencionadas.



Por eso, insto a realizar un debate a fondo y serio sobre la materia. Y ojalá no solo acordemos que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución, sino, asimismo, que se analice en profundidad todo lo manifestado durante esta sesión, para que no quede en el olvido. De lo contrario, cuando la iniciativa llegue otra vez a la Sala se repetirá la misma discusión.



Reitero: se requiere un debate a fondo. No resulta admisible lo afirmado en cuanto a que no se habría aprobado la creación de las Regiones en comento si hubiese venido aparejada con la de las respectivas circunscripciones. A mi juicio, ello debe emanar de su propio mérito. Y entiendo que así lo acotamos en forma oportuna.



Lo mismo cabe señalar con respecto al sistema binominal, señor Presidente. Y la mejor defensa de él es la que he leído en las columnas que escribe el hoy Biministro señor Cortázar (recomiendo leerlas).



La verdad es que con relación al cambio del sistema binominal hay bastante hipocresía: en los medios de comunicación muchos sostienen que se debe cambiar, pero en las instancias correspondientes se muestran reacios a hacerlo. Y, por ende, no se ha modificado. 



Esa es una realidad.



Ciertos personeros de la Concertación aparecen públicamente como partidarios de reemplazar el sistema binominal; sin embargo, en el ámbito privado aseveran que, si se cambiara, la coalición gobernante no duraría nada.



Obviamente, dicho sistema genera una energía para conformar dos coaliciones mayoritarias. Es su gran contribución a la democracia chilena. Y algunos lo defendemos desde ese punto de vista.



Por supuesto, tiene efectos negativos. Aquí se ha dicho que hay sectores minoritarios que no logran representación. Y sería conveniente analizarlo.



En todo caso, insisto en que sería bueno que nos abocáramos a una discusión a fondo. Y ojalá la efectuada en esta sesión, que por momentos ha sido apasionada y con intervenciones muy interesantes, se plasmara en algo más concreto que el mero acuerdo de que el proyecto que nos ocupa vuelva a la Comisión de Constitución. Es preciso examinar en profundidad lo que se dice que está en los pasillos -nadie sabe si en realidad lo está- y que en definitiva envuelve enmiendas mucho más profundas al sistema electoral.



En mi opinión, todos los Senadores actuales poseen la misma legitimidad, independiente de las Regiones que representan; de si estas son grandes o chicas; de cuánta gente votó por cada uno. Y lo digo yo, que pertenezco a la circunscripción más grande del país en cuanto a número de electores.



Es tan representativo como quien habla el colega que fue elegido en la Región más chica. Tal legitimidad se la otorga esta Corporación por su composición. 



No olvidemos que hemos prestado a muchas Regiones distinguidos santiaguinos, quienes les han ganado a algunos dirigentes locales. ¡Por lo tanto, somos mucho más que cuatro Senadores los que representamos a la Región Metropolitana en este Hemiciclo…!



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Recuerdo a la Sala que se acordó remitir el proyecto a la Comisión de Constitución.



Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria. 

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De los señores ESPINA y GARCÍA:



Al señor Ministro del Interior, pidiéndole DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES ANTE IRREGULARIDADES EN OBRAS DE MEJORAMIENTO EN EL RETIRO (ANGOL) CON CARGO A FONDO SOCIAL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.



Del señor FREI:



A los señores Subsecretario de Justicia y Director Nacional de Gendarmería, solicitándoles pronunciamiento acerca de PRESENTACIÓN DE GOBERNADOR PROVINCIAL SOBRE SITUACIÓN DE CENTRO DE CUMPLIMIENTO PENITENCIARIO DE OSORNO (Décima Región).



Del señor HORVATH:



A las señoras Ministra de Salud y Subsecretaria de Desarrollo Regional, requiriéndoles IMPLEMENTACIÓN DE PROGRAMA PARA TENENCIA RESPONSABLE DE MASCOTAS Y ESTERILIZACIÓN DE PERROS VAGOS.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, recabándole antecedentes sobre CAUSAS DE SUSPENSIÓN DE TRÁNSITO POR PUENTE HUAQUÉN, COMUNA DE LA LIGUA, RUTA 5 NORTE, Y FECHA DE HABILITACIÓN (Quinta Región).

)----------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Debo hacer presente a los señores Senadores que, como en las sesiones de la próxima semana no habrá Incidentes y, por ende, la Secretaría no podrá despachar los oficios que Sus Señorías hagan llegar a la Mesa hasta el miércoles 16 de abril, se requiere la anuencia de la Sala para darles curso como si esa hora existiera.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor KUSCHEL.- Conforme.

El señor ESPINA.- ¿Y los presentados ahora?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Respecto de ellos no hay problema, señor Senador. 



Es para los que se pidan la semana entrante. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Exacto. Y se precisa unanimidad para despacharlos.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Independientes.



Tiene la palabra el Honorable señor Cantero, por quince minutos.

INTERROGANTES SOBRE RECHAZO A ACREDITACIÓN 

DE UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA METROPOLITANA. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la Comisión de Educación del Senado está interesada en conocer los antecedentes que fundaron el rechazo de la acreditación de la Universidad Tecnológica Metropolitana.



El asunto se trató esta mañana en una sesión donde se acordó solicitar al Ministro subrogante una reunión para analizar en profundidad los hechos. 



El Presidente expresó que su preocupación y la de los otros miembros de ese órgano técnico responde “a que la UTEM tiene 14 mil estudiantes y el 80% de ellos vienen de un ingreso familiar susceptible de obtener crédito fiscal y la no acreditación significa la invalidación del acceso al crédito, lo que compromete gravemente la estabilidad y permanencia de más de 10 mil alumnos” pobres -agrego yo- que no van a poder acceder a ese beneficio precisamente por la circunstancia indicada.



Dicho antecedente había estado en el análisis de la Comisión. Y, a raíz de lo sucedido, pedimos a la Oficina de Informaciones del Senado que recabara los antecedentes del caso al Consejo Superior de Educación.



En comunicación de fecha de ayer, don Manuel José Guzmán, Jefe de dicha Oficina, contestó lo siguiente:

“SITUACIÓN UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA METROPOLITANA”


“Honorable Senador:



“De conformidad a lo solicitado por S.S., me comuniqué telefónicamente, en el día de ayer martes 8 del presente, con el Sr. Miguel Salazar Zegers, Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, a fin se nos informara cuál había sido la votación de dicho Consejo al resolver sobre la apelación de la negativa a la acreditación de la Universidad Tecnológica Metropolitana.



"Se me informó que no se podía entregar dicha votación mientras no estuviera firmada el acta respectiva, lo que iba a ocurrir en un lapso aproximado de dos semanas.



"Es todo cuanto puedo informar a US.,



"Valparaíso, 9 de abril de 2008.".



Ese es el texto que informé expresamente a la Comisión de Educación del Senado.



Con sorpresa, sin embargo, en la mañana de hoy tomé conocimiento del oficio Nº 116/2008 del Consejo Superior de Educación, firmado por el mismo señor José Miguel Salazar Zegers, dirigido al Rector de la Universidad Tecnológica Metropolitana, don Miguel Avendaño. En él se expresa:



"Por medio del presente oficio, cumplo con comunicar a usted el Acuerdo Nº 006/2008, del Consejo Superior de Educación, adoptado en sesión ordinaria de 2 de abril de 2008.



"Dicho acuerdo contiene el pronunciamiento del Consejo en el sentido de no acoger la apelación interpuesta con fecha 25 de febrero de 2008...". Y continúa con un pequeño relato.



Yo pregunto qué coherencia hay entre lo que manifiesta el Jefe de la Oficina de Informaciones del Senado y lo que responde el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación.



En mi opinión, eso constituye una falta grave, a la luz de lo dispuesto en los artículos 9º y 10 de la ley Nº 18.918.



El artículo 9º, en su inciso primero, dice: "Los organismos de la Administración del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras o por los organismos internos autorizados por sus respectivos reglamentos, con excepción de aquellos que por expresa disposición de la ley tengan el carácter de secretos o reservados.".



El inciso segundo expresa ideas acerca de los informes y antecedentes que revistan el carácter de "reservados" o "secretos". Por lo tanto, no es pertinente su lectura, porque con el primero queda clara la obligación de dichos organismos de entregar la información específica que se les solicite.



Por su parte, el artículo 39 de nuestro Reglamento señala con claridad: "La Secretaría del Senado, en los casos a que se refiere el artículo 105, las Comisiones y la Oficina de Informaciones podrán pedir a los organismos de la Administración del Estado los informes y antecedentes que estimen pertinentes, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 9º de la ley Nº 18.918.".



Claramente, en la situación expuesta, un servicio público ha faltado a la Constitución y al Reglamento del Senado.



Me preocupa lo sucedido, señor Presidente, porque la Comisión de Educación se halla abocada al asunto tras recibir denuncias de presuntas irregularidades, de conflictos de intereses y de no aplicación de la Ley de Probidad en la votación de los representantes del Consejo Superior de Educación para favorecer a instituciones privadas en desmedro de entes públicos.



Por consiguiente, atendida la gravedad que revisten los hechos reseñados, solicito que los antecedentes sean enviados a la Contraloría General de la República para que los investigue e informe de manera oportuna al Senado respecto de lo obrado en la materia.



Pido a la Mesa que, si lo tiene a bien, se incorporen los documentos a que he hecho referencia: declaración de la Comisión de Educación -está incorporada a la página web del Senado-; carta que me envió -acabo de leerla- el Jefe de la Oficina de Informaciones de la Cámara Alta, señor Manuel José Guzmán, y antecedentes que hizo llegar el Rector de la Universidad Tecnológica Metropolitana al referido órgano técnico a los efectos de poner de manifiesto la gravedad que lo acontecido reviste para los alumnos de esa casa de estudios superiores.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del Senador señor Cantero y en los términos expuestos por Su Señoría, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Naranjo, por veinte minutos.

FALENCIAS DE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EN MATERIA DE INHABILITACIÓN DE SUS MIEMBROS
El señor NARANJO.- Señor Presidente, los chilenos hemos quedado asombrados por la forma como nuestro Tribunal Constitucional ha actuado con relación al requerimiento presentado por Diputados de la Derecha contra el decreto que aprueba normas sobre Regulación de la Fertilidad.



Es cierto que los parlamentarios debemos respetar los fallos, cualquiera que sea su resultado, pero cuando se encuentran plenamente legitimados por las normas que rigen el debido proceso.



En el caso de tal requerimiento, el fallo, que todavía no conocemos, está irreparablemente dañado y, en consecuencia, deslegitimado por las actuaciones de algunos miembros del referido Tribunal.



Quienes tienen la responsabilidad de formar parte del Tribunal Constitucional, máximo órgano rector en materia de legalidad, deben dar ejemplo de sujeción a las normas que regulan el debido proceso.



Es por eso que han causado estupor las conductas de algunos de sus integrantes, en especial las de los Ministros Bertelsen y Cea, quienes, debiendo inhabilitarse por estar implicados de alguna manera en el fallo relacionado con la denominada "píldora del día después", no lo hicieron, sin que -esto es más grave aún- hayan sido sancionados por sus pares.



Muy por el contrario, el Tribunal Constitucional, a través de una declaración emitida públicamente ayer,  incluso intenta justificar que no se haya inhabilitado el Ministro Bertelsen.



Sin lugar a dudas, estamos en presencia de hechos de extrema gravedad que generan en la opinión pública un manto de dudas con relación a la actuación de los integrantes del mencionado órgano en temas tan delicados como los que tratan habitualmente.



En efecto, la conducta observada por el Ministro Bertelsen, quien emitió un pronunciamiento previo sobre los hechos mediante un informe en derecho del año 2004 y luego se negó a inhabilitarse, contraría lo dispuesto por el artículo 19 de la ley que regula al Tribunal Constitucional y los propios dictámenes que este organismo ha emitido anteriormente, donde se establece el derecho que asiste a toda persona de ser juzgada por un tribunal independiente e imparcial.



Más grave resulta tal actitud si se tiene en cuenta que el Ministro Enrique Navarro, quien se encontraba en igual situación que el Ministro Bertelsen, reconoció implicancia y declinó seguir conociendo del recurso porque con este último habían emitido el mismo informe en derecho.



Ante ese hecho, se puede afirmar que el Tribunal Constitucional ha violado abiertamente los principios de independencia e imparcialidad, rectores del debido proceso, ya que nadie puede ser actor o acusador y juez al mismo tiempo, más aún cuando la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ratificada por Chile y que se encuentra vigente, dispone que "Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.".



A eso, señor Presidente, hay que agregar la actuación del Ministro Cea, quien, a través de los medios de prensa, envió con fecha 4 de abril un comunicado donde da a conocer el acuerdo adoptado en el fallo, aunque este todavía se encontraba -y sigue así- en fase de redacción.



Ese comportamiento crea nuevamente una causal de inhabilidad, ya que dicho comunicado, por medio del cual se da a conocer el acuerdo, constituye un adelanto de opinión con publicidad, lo cual inhabilita a quien lo suscribe para dictar sentencia, toda vez que esta no ha sido dictada.



Tal hecho ha sido cuestionado incluso en una presentación ante el propio Tribunal Constitucional efectuada por el abogado Rosselot, quien formuló un requerimiento para la inhabilidad del Ministro Cea.



Los hechos antes expuestos, conocidos por todos, no solo deben llamarnos a escándalo, sino también a reflexionar y proponer medidas tendientes a modificar la actual legislación justamente cuando se ven en Comisión Mixta las enmiendas a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, en especial en lo que dice relación a la posibilidad de castigar de manera efectiva, incluso con sanciones penales, a aquellos de sus miembros que no cumplan con la obligación de inhabilitarse, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 de ese cuerpo legal, o aun a la de permitir acusarlos constitucionalmente bajo ciertas condiciones.



Es lamentable que situaciones como la registrada en estos días no se encuentren sancionadas de modo expreso en la legislación actual, pues ello permite que tengan lugar actuaciones como las de los Ministros Bertelsen, primero, y Cea, posteriormente, que dañan irremediablemente la imagen de la institución de que forman parte.



Por eso, señor Presidente, con el Senador Ominami hemos estado denunciando esos hechos, que nos parecen de la mayor gravedad, pues el Tribunal Constitucional es una institución supra, que se halla incluso por sobre los Poderes del Estado. Por consiguiente, uno espera que sus miembros tengan una conducta acorde con la relevancia del órgano al cual pertenecen.



En consecuencia, consideramos de la mayor seriedad el que no se garantice un debido proceso, como en este caso, más aún cuando uno imagina que los integrantes de dicho órgano no están eximidos de ninguna responsabilidad en las normas constitucionales.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, agradezco al Comité Radical Social Demócrata por haberme cedido su tiempo, que se suma al de mi Comité.

URGENCIA EN CONSTRUCCIÓN DE

NUEVO HOSPITAL PENCO-LIRQUÉN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el 16 de febrero recién pasado, el hospital Penco-Lirquén, ubicado en la comuna de Penco, Región del Biobío, sufrió un incendio que aniquiló parte importante de su infraestructura, en particular las áreas de urgencia y hospitalización.



Ante lo sucedido, el Gobierno, a través de la Ministra de Salud, Soledad Barría, y el Servicio de Salud Talcahuano, que dirige el doctor Jorge Ramos, han propuesto un plan de acción para la construcción de un nuevo centro asistencial.



El hospital Penco-Lirquén, de tipo 4, había resistido el embate del tiempo, pero registraba más de 60 años. Su vieja y gastada instalación eléctrica no pudo soportar más y estalló un incendio que, afortunadamente, no cobró vidas, pero inhabilitó de manera definitiva al recinto.



El gobierno regional y el Ministerio de Salud han resuelto la asignación de dos mil 600 millones de pesos para la construcción de un hospital nuevo.



Lo que quiero solicitar, dada la atención que presta el establecimiento a la comuna de Penco y la localidad de Lirquén, de más de 55 mil habitantes, dice relación a los plazos determinados para las obras. En agosto del año en curso se iniciaría la confección del diseño de ingeniería, la licitación se llevaría a cabo en 2009 y se estaría en condiciones de iniciar la construcción pasado el invierno del próximo año, aproximadamente entre agosto y octubre. Todo ello determinaría que el hospital podría entrar en servicio a finales de 2010 o en 2011.



Nos encontramos ante una condición muy especial: hubo un incendio, se trató de una emergencia. No estamos hablando de un proceso de renovación temporal planificada. A pesar de la habilitación de contenedores y divisiones, entonces, he solicitado al Ejército de Chile la asignación de un hospital de campaña, como se hizo en Copiapó, a fin de solventar de manera adecuada, y con el menor costo en la calidad de la atención, el servicio que se brinda a los usuarios. Estoy a la espera de la respuesta del Comandante en Jefe. Creo que será positiva. Dicha institución ha colaborado y lo seguirá haciendo frente a situaciones de emergencia.



Quiero pedir que se envíe un oficio a la Ministra de Salud, señora Soledad Barría, a quien ayer tuve la oportunidad de plantearle formalmente la situación, al objeto de que se hagan todos los esfuerzos para disminuir los plazos de diseño de ingeniería y de licitación del nuevo hospital.



Porque los recursos no faltan. El gobierno regional y el Ministerio han asignado todos los fondos necesarios.



La población ha aceptado de buena gana las ofertas de mitigación a través del hospital de campaña o de la infraestructura alternativa que se va a desarrollar. Sin embargo, considero que los plazos para la habilitación del nuevo recinto son excesivos, pues tres años para la construcción denotan y delatan burocracia administrativa. Cabe pensar que si se quema un hospital no se debieran esperar tres años para reponerlo si se cuenta con el dinero necesario.



Planteé este hecho a la Ministra, quien me respondió que están apelando a las mejores condiciones del Ministerio para la construcción. Y me señaló: “Es lo que establece la ley, lo que dispone el procedimiento administrativo. No puedo saltarme a la Contraloría.”.



Entonces, nos encontramos ante un problema. La Contraloría no puede ser barrera, contención, para la construcción de un hospital cuando este se ha incendiado. En casos extraordinarios, debiera haber un mecanismo eficaz que garantizara probidad y buena administración de los recursos.



Solicito a la señora Ministra, en consecuencia, que conformemos un equipo de trabajo con los Senadores y Diputados que estén disponibles.



Pero, más allá de la voluntad del equipo del Ministerio, que ha respondido con diligencia, este se encuentra frente a una coyuntura insalvable: no puede saltarse los plazos esenciales. Y los usuarios de Penco y Lirquén deberán esperar a lo menos tres años.



Insisto en que me parece un plazo excesivo para construir un nuevo hospital. Es posible acortarlo. Eso se hace con voluntad positiva y con una adecuada ejecución de los recursos.



Por lo tanto, pido a la señora Ministra y a la Intendenta de la Región del Biobío, señorita María Angélica Fuentes, que nos entreguen todos los antecedentes que nos permitan abocarnos, con los técnicos, a la consideración del diseño de construcción y la evaluación de los procedimientos de toma de razón y de licitación. Si los elementos involucrados conllevan plazos que, en definitiva, determinan que se contará con un hospital nuevo en tres años, en verdad no habría responsabilidad del Ministerio. En tal caso, se requeriría una revisión esencial de los procedimientos administrativos, que en situaciones de emergencia no pueden operar como en las normales, y debe mediar un proceso de diseño de reposición o renovación de planificación. Y, si ello es materia de ley o de decreto, se deberá proceder a una revisión.



Espero que la señora Ministra, tal como lo ha planteado, esté en condiciones de comprometer la creación de la comisión a que he hecho referencia, que tampoco puede durar mucho tiempo, pues se trata de una entidad de carácter más bien ejecutivo. Así, se podrán aunar los esfuerzos del consejo hospitalario, del municipio de Penco, del Servicio de Salud Talcahuano, encabezado por el doctor Jorge Ramos -la ciudadanía de Penco ha depositado su confianza en este último organismo-, pues mediante una metodología de presupuestos participativos se ha generado un clima donde la gente se expresa e integra mejor y colabora.



En tal sentido, pido oficiar al Ministerio de Salud y al gobierno regional, a fin de que informen de manera detallada acerca del procedimiento de reposición, en este caso, de emergencia y de que nos aboquemos al trabajo de acortar los plazos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

COMENTARIO SOBRE ARTÍCULO DE “THE NEW YORK TIMES”

ACERCA DE INDUSTRIA SALMONERA CHILENA. OFICIO



En otro orden de cosas, no puedo dejar de comentar un artículo publicado por Fernando Paulsen en Nueva York, titulado “Los salmones y el New York Times”. A la vez, solicitaré un oficio relativo a la cuestión de fondo.



El periodista señala: “El diario The New York Times ha caído en desgracia ante el gobierno de Chile y la industria salmonera. La decisión de uno de los supermercados más grandes de EE.UU., Safeway, de suspender sus adquisiciones de salmones chilenos, unido a la sensación térmica de desastre instantáneo que se respira cada vez que un medio internacional connotado se refiere con críticas a lo que se hace en Chile, generó uno de los abrazos más súbitos y estrechos entre Gobierno y sector privado de que se tenga memoria. En menos de una semana, La Moneda había nominado al encargado de la Imagen País, Juan Gabriel Valdés, coordinador oficial del Estado y la industria salmonera, para responder a esta situación.”.



Se pronunciaron sobre el particular los Ministros Foxley y Pérez Yoma. Y el embajador de Chile en Washington, Mariano Fernández, envió una carta al periódico enfatizando la importancia de la industria salmonera para nuestro país y estableciendo que la FDA estadounidense nunca había hecho cargos a la producción de salmones chilenos.



Prosigue Paulsen: “Juan Gabriel Valdés, ya posicionado de su nueva misión ratificó el vínculo con los productores privados de salmones: “Queremos apoyarlos (a los productores de salmón) en las medidas que ellos van a tomar y estamos atentos a que esto no se transforme en una campaña que pueda dañar seriamente un sector exportador chileno”.”.



Por mi parte, concuerdo con la expresión de Juan Gabriel Valdés; pero hay mucho más y es bueno poner todos los antecedentes sobre la mesa.



“The New York Times” recurrió a fuentes documentales y su artículo, dice Paulsen, “hace cinco afirmaciones factuales:



“1.- Existe un virus en Chile, el ISA (anemia infecciosa del salmón),” -este impide que los peces alcancen un peso normal, disminuye su talla, cambia su pigmentación y, en vez de tener un ejemplar de siete u ocho kilos, la talla se reduce a lo menos en 50 por ciento- “que está “matando a millones de salmones”, destinados a los principales mercados mundiales.



“2.- En la producción de salmones, desde hace algún tiempo, se han utilizado antibióticos para enfrentar una serie de enfermedades no-virales en los peces. Algunos de estos antibióticos estarían prohibidos para uso animal en EE.UU., principal mercado comprador.



“3.- Este nuevo virus afecta en especial a una compañía de propiedad noruega, Marine Harvest, la mayor productora de salmón del mundo y que exporta el 20% de la producción chilena.



“4.- Han habido estudios que revelan la presencia de antibióticos en salmones exportados a Europa, Japón y Estados Unidos.”.



“5.- Pescadores de las zonas contiguas a las granjas dicen que los peces silvestres están consumiendo los pellets que se escapan de las jaulas de salmones, recibiendo los medicamentos cuestionados y afectando su tamaño y coloración.”.



Para todo lo anterior existen afirmaciones y citas. Sin embargo, lo increíble es que el Gobierno de Chile, a través del Servicio Nacional de Pesca, se negó sistemáticamente a responder preguntas. Este último organismo recibió solicitudes de entrevista y cuestionarios escritos, sin contestar ninguno. Es decir, “miró para el cielo”; se hizo el leso.



Según Paulsen, “En el artículo hablan científicos, pescadores, encargados técnicos”. “La única autoridad pública chilena citada en el artículo es el director del puerto de Castro, Adolfo Flores, quien señala que una gran cantidad de bolsas encontradas en una bodega de ese puerto, y rotuladas como Marine Harvest y “medicamentos para peces” contenían comida y medicamentos, como antibióticos, colorantes y hormonas de crecimiento.”.



Más adelante, afirma: “En septiembre de 2003 en Japón fue detenido un cargamento de salmones chilenos revisado al azar, por contener dosis excesivas de oxytetracyclina, un antibiótico que, como lo resalta incluso un estudio disponible en Internet de Alpharma, una de las empresas farmacológicas más importantes de medicamentos humanos y animales, se utilizó efectivamente en Chile para enfrentar un brote del virus Vibrio Ordalii, en julio del 2003.”.



Eso, en cuanto a la ratificación de que sí existen antibióticos presentes en los peces.



Continúa Paulsen: “Como se ve, lo que dice el autor del diario neoyorquino es factualmente correcto.



“La quinta aseveración del New York Times tiene que ver con lo que está pasando con los peces silvestres”. “Solo cita a un pescador de Cochamó, Víctor Gutiérrez, para referirse a la disminución de la pesca de róbalo y a la nueva contextura rosácea de los peces tradicionales, lo que el hombre asocia a consecuencias producidas por las cercanas granjas de salmones.”.



“El articulista del New York Times pudo haber citado el documento titulado: “Residuos de tetraciclina y quinolonas en peces silvestres en una zona costera donde se desarrolla la acuicultura del salmón en Chile”, de los científicos Felipe Cabello, Antonia Fortt y Alejandro Buschmann, publicado en la Revista Chilena de Infectología, en su volumen del 24 de febrero de 2007. El título está pensado para expertos, pero lo que hicieron lo puede entender cualquiera: “Durante el mes de noviembre del año 2005 se pescaron, en la localidad de Cochamó, en el seno del Reloncaví, alrededor de un recinto acuícola que cultiva salmón del Atlántico (Oncorhynchus kisutch), trece individuos de especies de vida libre en el lugar”. Las especies incluyeron cinco róbalos, cinco cabrillas y tres truchas arco iris.



“¿Qué hicieron los científicos?: Los abrieron y vieron qué contenían sus estómagos”. “Los peces silvestres tenían la mayoría pellets de alimentación de salmones en granjas vecinas. En uno de ellos, una cabrilla, mostraba 2 partes por billón de la quinolona ácido oxolínico. Un róbalo también contenía alimento para salmón en su estómago, donde se hallaron 4 partes por billón de este mismo compuesto. Y otra cabrilla mostraba 87 partes por billón de oxitetraciclina, pero sin contener tabletas de alimento para salmón en su intestino. Una trucha arco iris mostró trazas de flumequina.



“¿Cómo llegaron esos químicos a los estómagos de peces en agua libre?, siendo que los pescaron en las inmediaciones de las jaulas”. “La respuesta obvia es que los peces silvestres comieron el alimento que se escapaba de las jaulas. Estos peces libres son capturados y consumidos por humanos, por lo que detectar medicamentos y químicos en ellos debiera ser importante, particularmente el ácido oxolínico, prohibido en varias partes del mundo por su nocividad para el ser humano.



“El articulista del New York Times citó al doctor Cabello, una eminencia mundial en Microbiología, pero no citó su documento más relevante.”. Los autores del documento “no condenan en él a la producción salmonera chilena. Pero advierten que: “Estos resultados sugieren que el uso de antibacterianos en la acuicultura del salmón, como ha sido demostrado en otros países, tiene efectos ambientales que se proyectan más allá de los recintos de acuicultura.”.



Conclusión: el uso de antibióticos se halla documentalmente comprobado en torno a Marine Harvest, “aunque se sospeche que el resto de la industria no está muy lejos,” -es decir, esa empresa se encuentra claramente cuestionada por el empleo abusivo y excesivo de tales sustancias, y, aunque no haya pruebas, se presume que el resto de la industria también lo hace- “como lo atestiguan explícitamente las fuentes, con nombre y apellido, de esa empresa.”.



Prosigue Paulsen: “El artículo del New York Times no parece presentar ningún hecho factual que no pueda ser comprobado por alguien, con nombre y apellido, o por antecedentes científicos y documentales que ratifiquen históricamente lo que se afirma.



“En numerosas ocasiones funcionarios públicos de Sernapesca se han quejado públicamente de las prácticas de aquéllas;” -se hace referencia a jaulas salmoneras- “en otras tantas, remesas de salmones al extranjero han sido retenidas o suspendidas, por descubrirse químicos que supuestamente no debieran estar permitidos en la producción de los peces.



“¿Por qué entonces este abrazo a priori tan estrecho y tan riesgoso? Porque la industria da miles de empleos y genera más de 2 mil millones de dólares en exportaciones.



“¿Acaso lo que es bueno para los salmoneros es automáticamente bueno para Chile? Resulta muy decidor que mientras los voceros de la industria salmonera se resisten a aceptar las críticas del New York Times, los ejecutivos de una de las más grandes salmoneras en el país, la noruega Marine Harvest, abiertamente digan que están porque hayan regulaciones más estrictas y anuncien que alguna vez van a volver a colocar sus jaulas en la región de Los Lagos, una vez que el área esté libre de contaminación.”.



La verdad es que, como dijo un vocero noruego, el negocio ha sido “demasiado bueno para ser real”.



Señor Presidente, se nos informa que el virus ISA traspasó el límite de la Décima Región y también se halla en la Undécima. Solicito que SERNAPESCA proporcione todas las informaciones necesarias para que se pueda dar cuenta del fenómeno e impedir que se siga propagando.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Los Comités Demócrata Cristiano, Mixto y Unión Demócrata Independiente no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor García.


PARTICIPACIÓN DE SECRETARIO GENERAL DE OEA


EN POLÍTICA INTERNA CHILENA. OFICIO.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en una de sus informaciones, el diario “El Mercurio” de hoy titula: “Insulza y Lagos se coordinan para enfrentar a la oposición”, y la bajada dice: “Compartiendo su inquietud frente a la estrategia del “desalojo”, acordaron enrostrar a la Alianza cada vez que sea necesario”.



El artículo, escrito por Blanca Arthur, señala: “Una suerte de acuerdo tendiente a actuar de manera coordinada frente a la estrategia del “desalojo” impulsada por la oposición sellaron el ex Presidente Ricardo Lagos y el Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza, en un encuentro que sostuvieron el lunes en Miami.



“En la reservada cita, que se efectuó con motivo de que ambos coincidieron en esa ciudad estadounidense, los dos personeros compartieron la inquietud por la crispación del clima político que perciben en el país, el que concordaron en adjudicar a una actitud más beligerante de parte de la Alianza.



“En ese contexto, Lagos e Insulza analizaron la conveniencia de coordinarse para tratar de contrarrestar la ofensiva opositora, tal como sucedió de manera casual con motivo de la aprobación de la acusación constitucional en contra de la ministra de Educación, Yasna Provoste, en la Cámara de Diputados, cuando ambos de inmediato salieron a cuestionarla duramente.



“Quienes conocieron el tenor de la cita relataron que la disposición de los dos fue no desperdiciar el liderazgo que ostentan en la Concertación para confrontar a la derecha cada vez que estimen necesario, especialmente frente a los hechos más relevantes.”.



Señor Presidente, quiero recordar que para que el señor José Miguel Insulza llegara a ser Secretario General de la OEA todos los estamentos públicos, y muy en particular los estamentos políticos del Congreso Nacional, se movilizaron para lograr el apoyo de los distintos países. Por lo tanto, obtuvo ese cargo, entre otras razones, gracias al esfuerzo de muchos chilenos que, aunque no compartíamos su posición política, estimábamos que podría cumplir esa alta función internacional con criterios de objetividad y de imparcialidad.



¡Qué lamentable resulta que el Secretario General de la OEA, funcionario internacional, insista en inmiscuirse en materias propias de nuestra política interna! Por el hecho de ser un connacional no se le puede permitir que haga uso y abuso del foro al cual puede acceder por su cargo.



Por tal motivo, solicito que se oficie al Ministro de Relaciones Exteriores, señor Alejandro Foxley, para que, en mi nombre, le exprese al Secretario General de la OEA que se abstenga de participar en la política interna chilena mientras ostente esa condición.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor García, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Solicito al Senador señor García que asuma como Presidente accidental.

)--------------------(



--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor García, en calidad de Presidente accidental

)------------------(

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- En el tiempo que resta al Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

CRÉDITOS PARA PEQUEÑOS Y MEDIANOS AGRICULTORES AFECTADOS POR HELADAS DURANTE 2007. OFICIOS

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como es de conocimiento público, en el año 2007, luego de las heladas que afectaron a la Región de Atacama y a otras, los agricultores se organizaron y crearon un comité de emergencia. La presión realizada por ellos junto a un grupo de parlamentarios de la zona hizo que el 17 de agosto del mismo año se decretara zona de catástrofe a las comunas de la provincia de Huasco y a las de Copiapó y Tierra Amarilla. Y lo mismo ocurrió con otras comunas del país.



En las reuniones sostenidas con diversas autoridades                  (Intendencia, Gobernación, Ministerio y Subsecretaría de Agricultura, INDAP y CORFO), se definieron dos grupos de agricultores afectados: los que tenían un perfil INDAP, quienes podían recibir ayuda sin norma especial alguna, y los que carecían de ese perfil, quienes debían ser coordinados por la CORFO en busca de una solución crediticia o de garantías nuevas.



La supuesta solución llegó en octubre del año 2007, mediante el decreto supremo Nº 48, que instruyó al INDAP para entregar recursos -unos 2 mil millones de pesos- a instituciones financieras privadas para traspasarlos posteriormente a los agricultores damnificados.



Recién en enero de 2008, tres meses después de la dictación del aludido decreto, el Instituto de Desarrollo Agropecuario realizó una primera invitación a los bancos para postular a tales fondos. En esa oportunidad solo se presentó una cooperativa de la Cuarta Región, que se adjudicó 150 millones de pesos.



El resto de los dineros (unos mil 800 millones de pesos) no fueron licitados, por lo que el INDAP está haciendo una segunda invitación, hasta el 11 de abril, a los bancos BCI, Santander, Estado y CorpBanca para que se presenten a la postulación. Y, hasta ahora, los agricultores siguen esperando una solución a su problema.



Al escuchar al Ministro del Interior el día de ayer, pareciera que estamos en otro país, porque la demora en poner los recursos a disposición de los pequeños y medianos agricultores que sufrieron serias pérdidas realmente no calza con la situación.



Si todo funciona bien, los fondos estarán disponibles para los agricultores a fines de mayo. Se da un espacio de tres meses para postular, puesto que los recursos solo se pueden ocupar hasta el 16 de agosto de este año.



Por otro lado, si todo funciona mal y los bancos nuevamente no se interesan en participar, ya no habrá tiempo para realizar otra licitación y esos dineros se perderán, quedando los agricultores -no el INDAP- sin ninguna ayuda, como han estado hasta ahora.



Las condiciones establecidas en el decreto supremo Nº 48, a mi juicio, hacen prever un nuevo fracaso en la licitación: los fondos se asignarán a los damnificados conforme a créditos otorgados a través de instituciones financieras, las que deberán entregar al INDAP una garantía equivalente al 5 por ciento de los recursos licitados. Y, además, se contempla el pago de multas si no cumplen con un mínimo de colocación. O sea, se establece una serie de barreras a la participación de dichas entidades.



Por otra parte, se dice que las solicitudes de crédito serán evaluadas por las instituciones financieras, las que aplicarán de modo especial pautas, criterios y políticas establecidas por ellas para el otorgamiento de tales préstamos.



En definitiva, ello constituye un desincentivo para las entidades bancarias, pues sus potenciales clientes están catalogados en el sistema financiero como “malos”. Se trata de gente que lo ha perdido todo, que tiene poco capital. Y, al verse expuesta a multas, no le interesará postular.



Estos no son créditos cualesquiera, señor Presidente. Insisto: son para personas que lo han perdido todo; que han caído a DICOM; que no tienen otra posibilidad de poder levantarse; que antes contrataban mano de obra y que hoy día no lo hacen. Las autoridades deben adoptar las medidas para que esa gente pueda optar a estos créditos -¡no es un regalo; solo postulan a un crédito!-, porque la situación que está viviendo no le permite subsistir.



Por lo anterior, solicito que se oficie al Ministro del Interior y a la Ministra de Agricultura para que tomen las medidas necesarias tendientes a facilitar que los dineros destinados a quienes resultaron afectados por las heladas en áreas declaradas como zona de catástrofe lleguen efectivamente a ellos.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Prokurica, conforme al Reglamento.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:20.










Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESION 5ª, ORDINARIA, EN MARTES 1 DE ABRIL DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Asiste, asimismo, la señora Ministra de Salud, doña Maria Soledad Barría Iroumé.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones tercera y cuarta, ambas ordinarias, de 18 y 19 de marzo de 2008, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

______________

CUENTA

Mensajes



Doce de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los ocho primeros, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma” respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.432-06).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base (Boletín N° 5.433-13).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.648-05).



Con el siguiente, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07). 



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los tres restantes, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami y de los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, sobre juegos de azar ilícitos (Boletín Nº 3.935-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Sabag, en lo relativo a la supervigilancia y control de armas (Boletín N° 5.373-07).



-- Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Dos de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, comunica que se ausentará del territorio nacional entre los días 2 y 6 de abril del presente año, en visita oficial y para participar en el Foro de Líderes Progresistas, en la ciudad de Londres, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.



Con el segundo, comunica que estará ausente del territorio nacional el día 9 de abril del año en curso, en vuelo hacia el continente asiático; los días 11 y 12 de abril, participación en el Foro de Boao, en la isla de Hainan, República Popular de China; los días 13 a 16 de abril, visita oficial en las ciudades de Beijing y Shanghai, República Popular de China y el día 16 de abril, en vuelo hacia el territorio nacional.



En ambos casos informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece rebaja transitoria al impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales (Boletín N° 5.752-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín N° 4.361-11).



-- Se toma conocimiento, se mandó comunicar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República y se archivó el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo, envía copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (Boletín N° 4.814-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Gómez, Kuschel, Naranjo, Núñez, Pizarro, Prokurica y Romero, referido a la aplicación de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad Penal Adolescente.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual envía copia del informe de la investigación desarrollada en la Gobernación Provincial de Malleco, en respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina,  sobre presuntas irregularidades en los proyectos del Fondo Social Presidente de la República para obras de la multicancha de la ex Escuela F-43, sector El Retiro, de Angol.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el cual remite copia del informe sobre implementación de la Convención para combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), Fase II de Evaluación.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que contesta dos oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a la cartera de deudores morosos de viviendas sociales de bancos e instituciones financieras.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a licitación de rampas y operación de transbordadores en el Canal de Chacao.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los planes especiales para enfrentar el desempleo en las comunas de Tomé, Talcahuano, Coronel y Lota, y en la provincia de Arauco.



Con el último, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre planes de evacuación de aguas lluvias para las comunas de Talcahuano y Hualpén.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la transferencia, a la Ilustre Municipalidad de Chiguayante, de terrenos destinados a construcción de su edificio consistorial.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la situación de los rellenos sanitarios del país.



Dos de la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la construcción del cuartel de la Tercera Compañía de Bomberos de Chiguayante.



Con el segundo, informa sobre la realización de diálogos participativos en torno a la Reforma Municipal.



De la señora Subsecretaria de Minería, por el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo al sistema por el que ENAMI fija diversos parámetros a los pequeños productores mineros y a la reubicación de la oficina regional de SERNAGEOMIN.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al aumento de dotación de policías en la XI Región.



De la Corte de Apelaciones de Temuco, por el cual informa que la Presidencia de ese Tribunal durante el año 2008 será ejercida por el ministro señor Leopoldo Llanos Sagristá.



De la señora Alcaldesa subrogante de la Ilustre Municipalidad de Arica, con el que remite copia del acuerdo adoptado en sesión del Concejo en relación con la discusión del proyecto de ley que modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.648-05).



Del Abogado Jefe de la División de Vivienda y Urbanismo y Obras Públicas y Transportes de la Contraloría General de la República, en relación con el oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de la presentación efectuada por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de la localidad de San Pedro respecto de la concesión de la ruta 60 CH.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06) (con urgencia calificada de “suma”).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07) (con urgencia calificada de “suma”).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (Boletín Nº 4.523-15).



-- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales (Boletín N° 5.784-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Girardi, Navarro, Prokurica y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que adopte las medidas necesarias para enviar oportunamente la solicitud que el Estado de Chile debe entregar ante la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR), para poder extender la plataforma continental jurídica más allá de la Zona Económica Exclusiva (Boletín N° S 1.049-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, por medio del cual solicitan al señor Ministro de Hacienda que estudie la posibilidad de rebajar o eliminar el IVA a los productos alimenticios que componen la denominada canasta familiar básica (Boletín N° S 1.050-12).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.502, con el objeto de considerar exportación la venta de combustibles en las comunas de Puerto Natales, Punta Arenas, Porvenir, Navarino, Aysén, Cochrane y Coyhaique.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República y por tratarse de una materia que debe tener su origen en la Honorable Cámara de Diputados, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo de dicho precepto constitucional.

Comunicaciones



De la Comisión de Obras Públicas, mediante la cual comunica que ha elegido como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Letelier.



De la Comisión de Salud, en que informa que ha elegido como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Arancibia.



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, por la cual informa que ha elegido como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Chadwick. Precisa, además, que integrarán dicha Comisión los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Kuschel y Naranjo.



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por medio de la cual comunica que ha elegido como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Escalona.



-- Se toma conocimiento.

Permisos Constitucionales


Del Honorable Senador señor Vásquez, por el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país desde el día 3 de abril de 2008.



Del Honorable Senador señor Sabag, por el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 2 de abril de 2008.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07) (con urgencia calificada de “suma”).



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación, con la enmienda que señala, al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (Boletín N° 5.431-11) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Quedan para Tabla.

Permiso Constitucional


Del Honorable Senador señor Navarro, por el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 2 de abril de 2008.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien precisa que hará uso del Permiso Constitucional precedentemente señalado, a partir del día 2 de abril del mes en curso.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien se refiere a la comunicación emanada de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en relación con la integración de la misma y plantea su inquietud sobre el particular.



En relación con este tema, el señor Presidente señala que el será analizado por los Comités o en el seno de la propia Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía con el objeto de resolver los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Pizarro en cuanto a su composición.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría y de los Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi y Escalona, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Josef Neudorfer Schmidtmeier, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, correspondiente al Boletín Nº 5.496-07.

______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:


1) Adelantar para las 11:45 horas del día de mañana, miércoles 2 de abril, el inicio de la sesión especial citada para “ocuparse de la situación del tipo de cambio”.



2) Ubicar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas (Boletín N° 5.408-07).



3) Establecer que las Comisiones deberán elaborar un texto comparado que contenga la legislación vigente y las normas que se proponen aprobar, cada vez que informen en general un proyecto de ley.



5) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de los siguientes asuntos:



a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03), hasta las 12:00 horas del día 7 de abril en curso.



b) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15), hasta las 12:00 horas del día 7 de abril en curso, en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas.

- - -



En seguida, el señor Secretario General informa que el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 63 Nº 3 y 85 del Reglamento del Senado, anuncia que en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana se tratarán los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (Boletín Nº 5.005-06).



2) Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Acuerdo sobre reconocimiento mutuo de licencias de conductor entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Corea, suscrito en Seúl el 3 de mayo de 2007, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 5452-10).



3) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Kuschel, Ávila, Bianchi y Escalona, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Josef Neudorfer Schmidtmeier, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. (Boletín Nº 5.496-07).

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, con informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, correspondiente al Boletín Nº 5.648-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Orpis, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.
- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Coloma y Horvath.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



A continuación, el señor Presidente señala que corresponde fijar plazo para formular indicaciones.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien sugiere que el plazo sea hasta el día viernes 4 de abril próximo, y al Honorable Senador señor Horvath, quien propone el día lunes 7 de abril para este efecto.



Consultada la opinión de la Sala, se acuerda fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día lunes 7 de abril de 2008.



En seguida, el señor Secretario General hace presente que Su Excelencia la Presidenta de la República ya ha presentado una indicación respecto de esta iniciativa.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente forma:

a) Reemplázanse los incisos séptimo y octavo por los siguientes:


“Los contribuyentes podrán acogerse al beneficio del crédito establecido en este artículo hasta el 31 de diciembre de 2011 y sólo se aplicará respecto de los bienes incorporados al proyecto de inversión a esa fecha, no obstante que la recuperación del crédito a que tengan derecho podrá hacerse hasta el año 2030.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, tratándose de inversiones en construcciones o inmuebles efectuadas en la provincia de Parinacota, el porcentaje de crédito a que se refiere el inciso segundo será del 40%.”.


b) Agrégase el siguiente inciso noveno:


“Igual porcentaje se aplicará a las inversiones efectuadas en la provincia de Arica en inmuebles destinados preferentemente a su explotación comercial con fines turísticos, calificados como de alto interés por medio de una resolución fundada del Director del Servicio Nacional de Turismo. Quienes soliciten este beneficio deberán presentar antecedentes técnicos suficientes que justifiquen su otorgamiento. La resolución fundada que otorgue el beneficio, así como los antecedentes que la justifican deberán ser publicadas en el sitio web del Servicio Nacional de Turismo.”.


Artículo primero transitorio.- El artículo único de esta ley comenzará a regir el 1 de enero de 2008.


Artículo segundo transitorio.- No obstante lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero de la glosa 08 de la Partida 50 Tesoro Público, Capítulo 01 Fisco, Programa 02 Subsidios, de la ley Nº 20.232, de Presupuestos del Sector Público para el año 2008, durante el año 2008 se podrán destinar al pago de bonificaciones aquellos recursos señalados en el mencionado párrafo segundo. Para efectos de la concesión de bonificaciones a pagar durante el referido año, éstas se podrán aprobar en los términos señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980 y en el decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del mismo Ministerio, estándose, además, a lo dispuesto a continuación:


1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días a contar de la publicación de esta ley.


2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.


Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.


Artículo tercero transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del artículo segundo transitorio de esta ley se financiará con traspasos desde el ítem 50-01-03.24.104, de la partida Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos vigente.”.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, con informe de 

la Comisión de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, correspondiente al Boletín Nº 4.398-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Salud discutió este proyecto sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36  del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Finalmente, el señor Secretario General señala que el inciso tercero del artículo 13; el inciso cuarto del artículo 19; los incisos tercero y cuarto del artículo 28; el inciso tercero del artículo 31; la letra d) del inciso primero y el inciso cuarto del artículo 32 y los incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 41 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículo 77 y 38 de la Carta Fundamental, respectivamente, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Girardi y  Muñoz Barra y a la señora Ministra de Salud.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 26 votos a favor, de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 28 de abril próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes que las personas tienen en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.


Sus disposiciones se aplicarán a cualquier tipo de prestador de acciones de salud, ya sea público o privado.


Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a que, cualquiera que sea el prestador que le otorgue atención de salud, ésta le sea dada oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna por razones de sexo, orientación sexual, etnia, raza, religión, condición física o mental, nivel socioeconómico, ideología, afiliación política o sindical, cultura, nacionalidad, edad, información genética, sistema de salud u otras.


La atención que se proporcione a las personas con discapacidad física o mental y a aquellas que se encuentren privadas de libertad, deberá regirse por las normas que dicte el Ministerio de Salud, para asegurar que aquélla sea oportuna y de calidad.


Artículo 3°.- Se entiende por prestador de salud aquél que se encuentra acreditado y habilitado de acuerdo con las normas legales vigentes para el otorgamiento de atenciones de salud. Para los efectos de esta ley, se distinguen las siguientes dos categorías de prestadores: institucionales e individuales.


Los prestadores institucionales son los establecimientos asistenciales, entendiendo por tales a toda organización de medios personales, materiales e inmateriales destinada al otorgamiento de prestaciones de salud, dotada de una individualidad determinada y ordenada bajo una dirección, cualquiera sea su naturaleza y nivel de complejidad. Se consideran prestadores institucionales los hospitales, clínicas, consultorios, centros médicos y otros destinados a la atención de salud, tanto de atención abierta o ambulatoria, como atención cerrada u hospitalización. Corresponde a los órganos directivos de aquéllos la misión de velar porque al interior de los establecimientos indicados se respeten los contenidos de esta ley. 


Los prestadores individuales son las personas naturales que, de manera autónoma, dependiente de un prestador institucional o a través de un convenio con éste, otorgan prestaciones de salud directamente a las personas o colaboran directa o indirectamente en la ejecución de éstas. Se consideran prestadores individuales los profesionales de la salud, tanto los médicos como los de colaboración médica. Las normas de esta ley serán aplicables también, en lo que corresponda, a los demás profesionales y trabajadores que, por cualquier causa, deban atender público o se vinculen con el otorgamiento de las atenciones de salud.

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS PERSONAS EN SU ATENCIÓN DE SALUD

Párrafo 1°

Del derecho a un trato digno


Artículo 4°.- En su atención de salud, las personas tienen derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia.


En consecuencia, los prestadores deberán:


a) Velar porque se utilice un lenguaje adecuado y comprensible durante la atención; cuidar que las personas que, por su origen étnico, nacionalidad o condición, no tengan dominio del idioma castellano, o sólo lo tengan en forma parcial, puedan recibir la información necesaria y comprensible, por intermedio de un funcionario del establecimiento, si existiere, o con apoyo de un tercero que sea designado por la persona atendida.


b) Velar porque se adopten actitudes que se ajusten a las normas de cortesía y amabilidad generalmente aceptadas, y porque las personas atendidas sean tratadas y llamadas por su nombre.


c) Arbitrar las medidas para proteger la privacidad de la persona durante la atención de salud y para evitar la toma de fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, salvo que exista autorización expresa de la persona y del profesional de la salud que corresponda.


El Ministerio de Salud deberá dictar un reglamento respecto de la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para fines de uso académico, de investigación científica, de seguridad u otros.


d) Informar, al momento de solicitarse la atención de salud, si el establecimiento tiene carácter docente asistencial o ha suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, y de lo que ello implica, sin perjuicio de requerir la autorización de la persona en los casos y forma que determine, mediante decreto, el Ministerio de Salud.

Párrafo 2°

Del derecho a tener compañía y asistencia espiritual


Artículo 5°.- Toda persona tiene derecho a que los prestadores le faciliten la compañía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con ocasión de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamentación que respecto de esta materia dicte el Ministerio de Salud.


Asimismo, toda persona tiene derecho a recibir, oportunamente, consejería, asistencia religiosa o espiritual, si así lo deseare, en conformidad a la ley.


En aquellos territorios con alta concentración de población indígena, los prestadores institucionales públicos deberán asegurar el derecho de las personas pertenecientes a los pueblos originarios a recibir una atención de salud con pertinencia cultural, lo cual se expresará en la aplicación de un modelo de salud intercultural validado ante las comunidades indígenas, el cual deberá contener, a lo menos, el reconocimiento, protección y fortalecimiento de los conocimientos y las prácticas de los sistemas médicos de los pueblos originarios; la existencia de facilitadores interculturales y señalización en idioma castellano y del pueblo originario que corresponda al territorio, y el derecho a recibir asistencia religiosa propia de su cultura.

Párrafo 3°

Del derecho de información


Artículo 6°.- Toda persona tiene derecho a que el prestador le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito, respecto de los siguientes elementos:


a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles y los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a dichas prestaciones, así como el valor de las mismas.


b) Las condiciones previsionales de salud requerida, los antecedentes o documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la atención de salud.


c) Las condiciones y obligaciones que las personas deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales, contempladas en sus reglamentos internos.


d) Las instancias y formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias.

Los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta de derechos y deberes de las personas en relación con la atención en salud, cuyo contenido será determinado mediante resolución del Ministerio de Salud.


Artículo 7°.- Toda persona tiene derecho a que todos y cada uno de los miembros del equipo de salud que la atiendan, tengan algún sistema visible de identificación personal, incluyendo la función que desempeñan, así como a saber quién, para su caso, autoriza y efectúa diagnósticos y tratamientos.


Se entenderá que el equipo de salud comprende todo individuo que actúe como miembro de un equipo de personas, que tiene la función de realizar algún tipo de atención o prestación de salud. Lo anterior incluye a profesionales y no profesionales, tanto del área de la salud como de otras que tengan participación en el quehacer de salud.


Artículo 8°.- Toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, dentro del ámbito que la ley autorice, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional. 


Dicha información será proporcionada directamente a los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho. Asimismo, los padres o representantes legales de los menores de edad serán también informados por el profesional tratante en los mismos términos del inciso anterior. Sin perjuicio de ello, si el menor solicitare que ellos no sean informados respecto de algún aspecto específico de su salud, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida. En caso que el menor solicite que sus padres o representantes no sean informados, y el profesional tratante tenga dudas acerca de la gravedad o riesgo de la situación de salud del menor o de la pertinencia de informar, deberá consultar al comité de ética que corresponda. A los menores de catorce años de edad igualmente se les deberá informar, atendiendo las condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, sin perjuicio que se informe directamente, en los términos del inciso anterior, a los representantes legales.


Cuando la condición de la persona no le permita recibir la información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con alteración de conciencia, la información a que se refiere el inciso primero de este artículo será dada a su representante legal, o en su defecto, a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de lo anterior, una vez que haya recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, deberá ser informada en los términos indicados en los incisos anteriores.


Tratándose de atenciones médicas de emergencia o urgencia, es decir, de aquéllas en las que la falta de intervención inmediata e impostergable implique un riesgo vital y/o secuela funcional grave para la persona y ella no esté en condiciones de recibir y comprender la información, ésta será proporcionada a su representante o a la persona a cuyo cuidado se encuentre, velando porque se limite a la situación descrita. Sin perjuicio de lo anterior, la persona deberá ser informada, de acuerdo con lo indicado en los incisos precedentes, cuando a juicio del médico tratante, las condiciones en que se encuentra lo permitan, siempre que ello no ponga en riesgo su vida.   La imposibilidad de entregar la información no podrá, en ningún caso, dilatar o posponer la atención de salud de emergencia o urgencia.


Los prestadores deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la adecuada confidencialidad durante la entrega de esta información, así como la existencia de lugares apropiados para ello.  


Artículo 9º.- Toda persona tiene derecho a manifestar por escrito su voluntad de no ser informada, a menos que lo exija la protección de la vida de otra persona o que, por razones de orden sanitario, resulte necesaria la adopción de conductas y hábitos especiales por parte de ella. Podrá designar, en ese mismo acto, la o las personas que en su nombre reciban la información respectiva.


Si la persona decide no designar un receptor de esa información, el médico o profesional tratante deberá registrar los antecedentes relevantes asociados a las acciones vinculadas a la atención de salud en la ficha clínica, y el prestador o el establecimiento de salud deberán tomar los resguardos necesarios para la debida protección de dicha información.


El ejercicio de este derecho constituye una manifestación voluntaria, consciente y esencialmente revocable. 


Artículo 10.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente, la información acerca del estado de salud de la persona no deberá ser revelada a terceros, salvo razones de salud pública que así lo justifiquen, o bien, que la falta de información suponga un grave riesgo para la salud de terceros identificables.


La información proporcionada a los familiares directos deberá ser previamente autorizada por la persona. La información entregada a terceros en razón del tratamiento, deberá resguardar el derecho a la confidencialidad de la atención de salud y de la información personal que surge de ésta.


Artículo 11.- Toda persona tendrá el derecho a recibir, por parte del médico tratante, una vez finalizada su hospitalización, un informe legible que, a lo menos, deberá contener:


a) La identificación de la persona;


b) El período de tratamiento, y


c) Una información comprensible acerca del diagnóstico de ingreso y de alta, con sus respectivas fechas, y los resultados más relevantes de exámenes y procedimientos efectuados que sean pertinentes al diagnóstico e indicaciones a seguir.


Adicionalmente, el prestador deberá, previo al pago, si correspondiere éste, entregar por escrito la información sobre los aranceles y procedimientos de cobro de las prestaciones de salud que le fueron aplicables, incluyendo pormenorizadamente, cuando corresponda, los insumos, medicamentos, exámenes, derechos de pabellón, días-cama y honorarios de quienes le atendieron.


Además, toda persona podrá solicitar, en cualquier momento de su tratamiento, un informe que contenga el período de su tratamiento, el diagnóstico y  los procedimientos aplicados.


Asimismo, toda persona tiene el derecho a que se le extienda un certificado que acredite su estado de salud y licencia médica si corresponde, cuando su exigencia se establezca por una disposición legal o reglamentaria, o cuando lo solicite para fines particulares.
Párrafo 4°

De la reserva de la información contenida en la ficha clínica


Artículo 12.- La ficha clínica es el instrumento en el que se registra la historia médica de una persona. Podrá configurarse de manera electrónica, en papel o en cualquier otro soporte, siempre que asegure la conservación y adecuada confidencialidad de la información en ella contenida.


Toda la información que surja, tanto de la ficha clínica como de los estudios y demás documentos donde se registren procedimientos y tratamientos a los que fueron sometidas las personas, será considerada como dato sensible, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° de la ley N° 19.628.


Artículo 13.- La ficha clínica permanecerá en poder del prestador, quien será responsable de la reserva de su contenido y deberá mantenerla por un período de, al menos, diez años. El Ministerio de Salud establecerá, mediante decreto, el tiempo, la forma y las condiciones bajo las cuales los prestadores deberán efectuar el almacenamiento de las fichas, así como las normas necesarias para su administración y adecuada protección.


Ningún tercero que no esté directamente relacionado con la atención de salud de la persona tendrá acceso a la información que emane de la respectiva ficha clínica.


Sin perjuicio de lo anterior, la información contenida en la ficha podrá ser entregada, total o parcialmente, a solicitud expresa de las personas y organismos que se indican a continuación, en los casos, forma y condiciones que se señalan:


a) Al titular de la ficha clínica.


b) A los representantes legales del titular de la ficha clínica, a su apoderado, a un tercero debidamente autorizado por escrito, y a los herederos en caso de fallecimiento del titular. Todas estas personas podrán obtener copia de las informaciones que sean de su interés. En caso de que el titular de la ficha sea menor de edad, se aplicará, en lo que corresponda, lo establecido en el inciso segundo del artículo 8º.


c) A los Tribunales de Justicia, al Ministerio Público y a la Defensoría Penal Pública, en los procesos e investigaciones que se instruyan y en los casos en que la información de la ficha clínica, de quien tenga la calidad de parte o imputado, sea relevante para la dictación de las correspondientes resoluciones. En estos casos, será necesaria la autorización previa del juez de garantía que corresponda.


d) Al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, en los casos en que los datos sean necesarios para estudios estadísticos, de seguimiento, de salud pública, de fiscalización o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social. Para dichos efectos podrán solicitar informes sobre el contenido de la ficha, así como copia de toda o parte de ella. En caso que las conclusiones o resultados sean divulgados, el tratamiento de la información emanada de las fichas deberá garantizar que ésta no pueda asociarse a persona determinada o determinable.


Los demás organismos públicos y privados que se encuentren facultados por ley para fiscalizar o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social, podrán solicitar un informe sobre aspectos específicos de la ficha clínica.


Las personas y los organismos a que se refieren los incisos tercero y cuarto serán responsables de mantener la confidencialidad del contenido de la ficha y de la identidad de su titular, así como también de utilizar la información que de ella emana exclusivamente para los fines requeridos.


Sin perjuicio de lo indicado en los dos incisos anteriores, cuando por razones de investigación científica o epidemiológica, terceros ajenos a la atención de salud sean autorizados por el prestador para acceder al contenido de la ficha, se deberá asegurar la debida protección de la confidencialidad de la información de salud a que tengan acceso.

Párrafo 5º

De la autonomía de las personas en su atención de salud


& 1. Del consentimiento informado


Artículo 14.- Toda persona tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, con las limitaciones establecidas en el artículo 17.


Este derecho debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada, para lo cual será necesario que el profesional tratante entregue información adecuada, suficiente  y comprensible, según lo establecido en el artículo 8°.


Por regla general, este proceso se efectuará en forma verbal, pero deberá constar por escrito en el caso de intervenciones quirúrgicas, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos y, en general, para la aplicación de procedimientos que conlleven un riesgo relevante y conocido para la salud del afectado. En estos casos, tanto la información misma, como el hecho de su entrega, aceptación o rechazo deberá constar por escrito y referirse, al menos, a los contenidos indicados en el inciso primero del artículo 8º.  Se presume que la persona ha recibido la información pertinente para la manifestación de su consentimiento, cuando hay constancia de su firma en el documento explicativo del procedimiento o tratamiento al cual deba someterse.


Artículo 15.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, no se requerirá la manifestación de voluntad en las siguientes situaciones:


a) En caso que la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones señalados en el artículo 14, supongan un riesgo para la salud pública, de conformidad con lo dispuesto en la ley, debiendo dejarse constancia de ello en la ficha clínica de la persona.


b) En aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital y/o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable y ésta no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.


c) Cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos se deberán adoptar las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida.


Artículo 16.- Tratándose de personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, o que carezcan de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad mental, certificada por un médico cirujano, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, sin perjuicio que la decisión temporal o definitiva, según corresponda, deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal o, en su defecto, por el apoderado designado para fines vinculados a su tratamiento y, en último caso, por la persona a cuyo cuidado se encuentre.


Los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho expresarán su voluntad personalmente. Sin perjuicio de ello, los padres o representantes legales deberán ser también consultados al respecto. Sin embargo, si el menor se opone a que ellos sean consultados, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida. Cuando el profesional tratante tenga dudas acerca de las situaciones anteriormente descritas o si el menor se opone a que dicha opinión sea requerida, corresponderá al comité de ética decidir acerca de la pertinencia de que el médico efectúe la consulta. Asimismo, dicho comité deberá ser consultado, en caso de que exista discrepancia entre la voluntad expresada por el menor y la opinión de sus padres o representantes. Los menores de catorce años de edad también deberán ser consultados, atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, su competencia cognitiva y su situación personal, sin perjuicio que la decisión definitiva corresponderá a sus padres o representantes legales.


& 2. Del estado de salud terminal y la voluntad manifestada previamente


Artículo 17.- La persona que fuere informada que su estado de salud es terminal, tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida.  En ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.


Este derecho de elección no resulta aplicable cuando, como producto de la falta de esta intervención, procedimiento o tratamiento, se ponga en riesgo la salud pública, en los términos establecidos en el Código Sanitario. De esta circunstancia deberá dejarse constancia por el profesional tratante en la ficha clínica de la persona.


Para el correcto ejercicio del derecho establecido en el inciso primero, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar información completa y comprensible.


Las personas que se encuentren en este estado tendrán derecho a vivir con dignidad hasta el momento de la muerte.  En consecuencia, tienen derecho a los cuidados paliativos que les permitan hacer más soportables los efectos de la enfermedad, a la compañía de sus familiares y personas que estén a su cuidado y a recibir, cuando lo requieran, asistencia espiritual.


Tratándose de menores de edad, personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, cuando sea posible, sin perjuicio que la decisión definitiva deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal.


Sin perjuicio de lo anterior, podrá solicitar el alta voluntaria la misma persona o el apoderado designado de acuerdo al inciso cuarto del artículo siguiente o los parientes señalados en el artículo 42 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enumeración.


Artículo 18.- La persona podrá manifestar anticipadamente su voluntad de someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud.


Dicha manifestación de voluntad deberá expresarse por escrito ante un ministro de fe o, al momento de la internación, ante el Director del establecimiento o en quien éste delegue tal función y el profesional de la salud responsable de su ingreso.


Mediante esta declaración anticipada una persona podrá manifestar su voluntad sobre los cuidados y tratamientos a los que desearía ser sometida en el evento de que se encuentre en una situación en la cual no esté en condiciones de expresar su consentimiento personalmente.


En esta declaración también se podrá expresar la voluntad de donar órganos de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.451. También en ella podrá designarse un apoderado para las decisiones vinculadas a los tratamientos. Asimismo, podrá expresarse la voluntad de que todos o algunos de los antecedentes específicos de su salud y de su ficha clínica no sean comunicados a terceros. De la existencia de esta declaración se deberá dejar constancia en la ficha clínica de la persona.


En esta declaración no se podrán incorporar decisiones o mandatos contrarios al ordenamiento jurídico vigente o propios del arte médico. En caso de duda, su aplicación concreta deberá ser revisada por el comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 22 le corresponda al establecimiento de salud donde ésta sea atendida, el que velará especialmente por el cumplimiento de los supuestos de hecho en ella descritos. De lo anterior, deberá dejarse constancia en la ficha clínica de la persona.


Las declaraciones de voluntad regidas por este artículo son actos personalísimos y esencialmente revocables, total o parcialmente. La revocación podrá ser verbal y en cualquier momento, pero para ser oponible, deberá dejarse testimonio de ella por escrito.


& 3. Normas generales aplicables


Artículo 19.- En caso que el profesional tratante tenga dudas acerca de la competencia de la persona, o estime que la decisión manifestada por ésta o sus representantes legales la expone a graves daños a su salud o a riesgo de morir, que serían evitables prudencialmente siguiendo los tratamientos indicados, deberá solicitar la opinión del comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 22 le corresponda. 


Asimismo, si la insistencia en la indicación de los tratamientos o la limitación del esfuerzo terapéutico son rechazados por la persona o por sus representantes legales, se podrá solicitar la opinión de dicho comité. 


En ambos casos, el pronunciamiento tendrá sólo el carácter de recomendación y sus integrantes no tendrán responsabilidad civil o penal respecto de lo que ocurra en definitiva. En caso que la consulta diga relación con la atención a menores de edad, el comité deberá tener en cuenta especialmente el interés superior de estos últimos.


Tanto la persona como cualquiera a su nombre podrán, si no se conformaren con la opinión del comité, solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva la revisión del caso y la adopción de las medidas que estime necesarias.  Esta acción se tramitará de acuerdo con las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República y tendrá preferencia para su vista.


Si el profesional tratante difiere de la decisión manifestada por la persona o su representante, podrá declarar su voluntad de no continuar como responsable del tratamiento, siempre y cuando asegure que esta responsabilidad será asumida por otro profesional de la salud idóneo.


Artículo 20.- En caso que la persona, en virtud de los artículos anteriores, expresare su voluntad de no ser tratada, quisiere interrumpir el tratamiento o se negare a cumplir las prescripciones médicas, podrá solicitar el alta voluntaria. Asimismo, en estos casos, la Dirección del correspondiente establecimiento de salud, a propuesta del profesional tratante y previa consulta al comité de ética, podrá decretar el alta forzosa. 


Artículo 21.- Tratándose de personas en estado de muerte cerebral, la defunción se certificará una vez que ésta se haya acreditado de acuerdo con las prescripciones que al respecto contiene el artículo 11 de la ley N° 19.451, con prescindencia de la calidad de donante de órganos que pueda tener la persona.


Artículo 22.- El Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, las normas necesarias para la creación, funcionamiento y control de los comités de ética, las facultades de la Autoridad Sanitaria para acreditar y fiscalizar, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética en caso de que no posean o no estén en condiciones de constituir uno. Además, fijará, a través de instrucciones y resoluciones, las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo.

Párrafo 6º

De la protección de la autonomía de las personas respecto de su participación en protocolos de investigación científica


Artículo 23.- Toda persona deberá ser informada y tendrá derecho a elegir su incorporación en cualquier tipo de protocolo de investigación científica biomédica. Su expresión de voluntad deberá ser previa, expresa, libre, informada, personal y constar por escrito. En ningún caso esta decisión podrá significar menoscabo en su atención ni menos sanción alguna.


En el caso de los menores de edad, se estará a lo dispuesto en los artículos 8° y 16.


Artículo 24.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas necesarias para regular los requisitos de los protocolos de investigación y los procedimientos administrativos y normas sobre constitución, control, funcionamiento y financiamiento de comités para la evaluación ético-científica; las facultades de la Autoridad Sanitaria para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités; la declaración y efectos sobre conflictos de interés de investigadores, autoridades y miembros de comités y, en general, las demás normas necesarias para la adecuada protección de los derechos de las personas respecto de la investigación científica biomédica.

Párrafo 7º

De los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual


Artículo 25.- En aquellas situaciones en que las personas con discapacidad psíquica o intelectual no pudieren comprender adecuadamente la información entregada, tanto en los aspectos médicos como administrativos, los prestadores deberán guardar especial cuidado en brindarles un trato digno y en respetar la autonomía y confidencialidad de su atención de salud.


Las personas con discapacidad psíquica o intelectual, que se encuentren en condiciones de manifestar su voluntad, tendrán derecho a designar un apoderado para que se relacione con el equipo de salud tratante y el establecimiento que las acoja y para que las acompañe y asista en todo el proceso de atención de su salud, siendo éste el apoderado o representante legal para todos los efectos indicados en esta ley. Corresponderá al médico tratante resolver acerca de si la persona se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad.


En ningún caso podrán efectuarse, aun cuando el profesional de salud lo autorice, fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no está en condiciones de dar la autorización que el artículo 4º exige.


Artículo 26.- La reserva de la información que el profesional tratante debe mantener o la restricción al acceso, por parte de la persona, a los contenidos de su ficha clínica, en razón de los efectos negativos que esa información pudiera tener en su estado mental, obliga al profesional a informar de manera pormenorizada a su representante o, en su defecto, al apoderado designado de acuerdo con el artículo 25, o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre, las razones médicas que justifican tal restricción y, al mismo tiempo, entregar esta información al apoderado.


Artículo 27.- Si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad, deberá siempre contarse con el consentimiento del representante legal o, en su defecto, del apoderado designado por ésta, en los siguientes casos:


a) Aplicación de procedimientos invasivos e irreversibles; 


b) Aplicación de medidas o tratamientos que priven a la persona de libertad de desplazamiento o restrinjan de manera severa su contacto con otros seres humanos.


Esta norma no será aplicable a los supuestos de aislamiento y contención que tengan lugar en las condiciones expresadas en el artículo 29.


Artículo 28.- Una persona puede ser objeto de internación involuntaria siempre que se reúnan todas las condiciones siguientes:


1) Certificación de un médico cirujano que indique fundadamente la necesidad de proceder al ingreso de una persona para llevar a cabo la evaluación de su estado de salud mental;


2) Que el estado de la misma comporte un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros;


3) Que la internación tenga exclusivamente una finalidad terapéutica;


4) Que no exista otro medio menos restrictivo de suministrar los cuidados apropiados, y


5) Que el parecer de la persona atendida haya sido tenido en consideración. De no ser esto último posible se tendrá en cuenta la opinión de su representante legal o, en su defecto, de su apoderado a efectos del tratamiento y en ausencia de ambos de la persona a él más vinculada por razón familiar o de hecho.


La Autoridad Sanitaria Regional velará por el respeto de los derechos de las personas ingresadas en instituciones de salud mental, teniendo libre acceso a las mismas y a la documentación en ellas obrante y resolverá las quejas que planteare la persona internada, su representante legal, su apoderado a efectos del tratamiento o la persona a ella vinculada por razón familiar o de hecho. Asimismo, autorizará el ingreso o revisará la legalidad e idoneidad de la internación involuntaria cuando exceda de setenta y dos horas, de acuerdo a lo establecido en los artículos 130 y 131 del Código Sanitario.


En contra de los tratamientos involuntarios podrán recurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva tanto la persona con discapacidad psíquica o intelectual como cualquiera a su nombre.


Asimismo, la información del caso podrá ser revisada por la comisión indicada en el artículo 32, la que podrá informar al Secretario Regional Ministerial de Salud para que éste, a su vez, ejerza la facultad indicada en el artículo 132 del Código Sanitario.  En el evento que dicha autoridad decida no ejercer esta facultad, la comisión podrá presentar los antecedentes a la Corte de Apelaciones correspondiente para que ésta resuelva en definitiva.


Artículo 29.- El empleo extraordinario de las medidas de aislamiento o contención mecánica deberá llevarse a cabo con pleno respeto a la dignidad de la persona objeto de tales medidas, las cuales sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta gravemente perturbadora o agresiva.


Estas excepcionales medidas se aplicarán exclusivamente por el tiempo estrictamente necesario para conseguir el objetivo terapéutico, debiendo utilizarse los medios humanos suficientes y los medios materiales que eviten cualquier tipo de daño. Durante el empleo de las mismas, la persona con discapacidad psíquica o intelectual tendrá garantizada la supervisión médica permanente.


Todo lo actuado con motivo del empleo del aislamiento o la sujeción deberá constar por escrito en la ficha clínica. Además de lo anterior, se comunicará el empleo de estos medios a la Autoridad Sanitaria, a cuya disposición estará toda la documentación respectiva. 


Mediante reglamento, el Ministerio de Salud establecerá las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener durante su internación en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.


Artículo 30.- Sin perjuicio del derecho de la persona con discapacidad psíquica o intelectual a otorgar su autorización o denegarla para ser sometida a tratamientos, excepcionalmente y sólo cuando su estado lo impida, podrá ser tratada involuntariamente siempre que:


1) Esté acreditado que la persona padece una enfermedad o trastorno mental grave, suponiendo su estado un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros;


2) El tratamiento responda a un plan prescrito individualmente, que atienda las necesidades de salud de la persona, esté indicado por un médico psiquiatra y sea la alternativa terapéutica menos restrictiva de entre las disponibles;


3) Se tenga en cuenta –siempre que ello fuere posible- la opinión de la misma persona, se revise el plan periódicamente y se modifique en el caso de ser necesario, y


4) Se registre en la ficha clínica de la persona.


Excepcionalmente podrá aplicarse un tratamiento sin consentimiento de la persona cuando un médico psiquiatra determine que es urgente y necesario para impedir un daño inmediato o inminente a ella misma o a terceros.  Dicho tratamiento no se aplicará más allá del período estrictamente necesario a tal propósito.


Artículo 31.- Respecto de la participación en protocolos de investigación científica no vinculados a las particularidades de su propia patología, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no puede expresar su voluntad, no podrá realizarse la investigación, aun cuando se cuente con la voluntad favorable de su representante o de su apoderado, en su caso.


En los casos en que se realice investigación científica con participación de dichas personas, además de la evaluación ético científica que corresponda, será necesaria la autorización de la Autoridad Sanitaria competente.


En contra de las actuaciones de la Autoridad Sanitaria se podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones que corresponda y, asimismo, solicitar un informe de la comisión indicada en el artículo siguiente y siempre que el asunto no se encuentre radicado en dicha jurisdicción. 


Artículo 32.- Sin perjuicio de las facultades de los tribunales ordinarios de justicia, el Ministerio de Salud deberá asegurar la existencia de una comisión de protección de los derechos de las personas con enfermedades mentales a nivel nacional y en cada región del país, cuya función será velar por la protección de derechos de las personas en la atención de salud entregada por los prestadores públicos o privados, ya sea en las modalidades de atención comunitaria, ambulatoria, hospitalaria o de urgencia. Esta  función será ejercida a través de:


a) El análisis de los requerimientos que los usuarios realicen sobre actuaciones de la Autoridad Sanitaria, internaciones no voluntarias, y respecto de la realización de tratamientos invasivos e irreversibles;


b) La visita a las instalaciones donde se realicen las internaciones y demás tratamientos;


c) La emisión de informes a la Autoridad Sanitaria respecto de los casos sometidos a su conocimiento. 


d) Cuando sea necesario, el envío de antecedentes y sus informes a la Corte de Apelaciones que corresponda.


Esta comisión estará conformada por las siguientes personas, quienes se desempeñarán ad honorem:


- Dos miembros de asociaciones gremiales de profesionales del área de la salud;


- Un miembro de la asociación gremial de abogados que cuente con el mayor número de adherentes;


- Dos miembros de sociedades científicas del área de la salud;


- Un representante de asociaciones de usuarios de la salud;


- Un representante de asociaciones de familiares de personas con discapacidad psíquica o intelectual;


- Un representante de la Autoridad Sanitaria.


El reglamento señalará la manera en que se designarán dichas personas y las normas necesarias para el adecuado funcionamiento de esta Comisión.


Las acciones ante las Cortes de Apelaciones se tramitarán de acuerdo a las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política y tendrán preferencia para su vista.

Párrafo 8°

De la participación de las personas usuarias.


Artículo 33.- El Ministerio de Salud, con consulta a las instancias de participación creadas por ley, reglamentará los procedimientos para que los usuarios ejerzan este derecho, y el plazo y la forma en que los prestadores deberán responderlos o resolverlos, según el caso.


Sin perjuicio de todos los mecanismos e instancias de participación creados por ley, por reglamento o resoluciones, toda persona tiene derecho a efectuar las consultas y los reclamos que estime pertinentes.


Asimismo, los usuarios pueden manifestar, en forma personal o por escrito, sus sugerencias y opiniones respecto de las atenciones recibidas.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Salud, al reglamentar la existencia de comités de ética que atiendan las consultas de las personas que consideren necesaria la evaluación de un caso desde el punto de vista ético clínico, deberá asegurar la participación de los usuarios en dichos comités. En el caso de los prestadores institucionales, deberán ser éstos los que provean los medios para que sus usuarios accedan a un comité de ética, si así lo requirieren. Los prestadores individuales deberán dar a conocer a las personas el comité de ética al cual estuvieren adscritos.  Los Servicios de Salud deberán disponer de, al menos, un comité de ética, al cual se entenderán adscritos los prestadores privados individuales de su territorio, en caso de no estarlo a algún otro.

Párrafo 9°

De los medicamentos e insumos


Artículo 34.- Los prestadores institucionales, públicos y privados, deberán exhibir en forma destacada, los precios de las prestaciones, de los insumos y de los medicamentos que cobren en la atención de las personas, debiendo poner la lista correspondiente a disposición de quienes lo soliciten.


Asimismo, al momento de ingresar, se informará por escrito, a la persona o a su representante, de los posibles plazos para el pago de las prestaciones, medicamentos e insumos utilizados, así como de los cargos por intereses u otros conceptos.


En los casos en que la persona deba concurrir al pago de las atenciones que recibe, ya sea total o parcialmente, podrá solicitar, en cualquier oportunidad, una cuenta actualizada y detallada de los gastos de todo tipo en que se haya incurrido en su atención de salud.


Artículo 35.- Si las dosis de medicamentos o insumos fueren unitarias, en caso que la persona deba concurrir al pago de ellas, sólo estará obligada al pago de aquellas unidades efectivamente usadas en el tratamiento correspondiente.

TÍTULO III

DE LOS DEBERES DE LAS PERSONAS EN SALUD


Artículo 36.- Las personas deberán respetar las normas vigentes en materia de salud. Para ello, la autoridad competente deberá implementar las medidas que aseguren una amplia difusión de ellas. 


Las personas, al momento de solicitar o recibir atención de salud por parte de un prestador institucional, asumen el deber de respetar el reglamento interno de dicho establecimiento.


Artículo 37.- Sin perjuicio del deber preferente del prestador de informar de acuerdo a lo indicado en el Párrafo 3º del Título II de esta ley, la persona que solicita una atención de salud procurará informarse acerca del funcionamiento del establecimiento que la recibe para los fines de la prestación que requiere, especialmente, respecto de los horarios y modalidades de atención, así como sobre los mecanismos de financiamiento existentes, sin perjuicio de la obligación del prestador de otorgar esta información.


Asimismo, deberá informarse acerca de los procedimientos de consulta y reclamos establecidos.


Artículo 38.- Todas las personas que ingresen a los establecimientos de salud deberán cuidar las instalaciones y equipamiento que el prestador mantiene a disposición para los fines de atención, haciéndose responsables, según corresponda, de acuerdo a la ley.


Las personas deberán tratar respetuosamente a los integrantes del equipo de salud, sean éstos profesionales, técnicos o administrativos. Igual obligación corresponde a los familiares, representantes legales y amigos. 


El trato irrespetuoso grave o los actos de violencia verbal o física en contra de los integrantes del equipo de salud, de las demás personas atendidas o de otras personas, dará derecho a la autoridad del establecimiento a ordenar el alta disciplinaria de la persona, la cual sólo procederá por sus propios actos o, a requerir, cuando la situación lo amerite, la presencia de la fuerza pública para restringir el acceso al establecimiento de quienes afecten el normal desenvolvimiento de las actividades en él desarrolladas, sin perjuicio del derecho a perseguir las responsabilidades civiles o penales que correspondan.


Artículo 39.- La persona que solicita atención de salud deberá colaborar con los miembros del equipo de salud que la atiende, informando de manera veraz acerca de sus necesidades y problemas de salud y de todos los antecedentes que conozca o le sean solicitados para su adecuado diagnóstico y tratamiento.

TÍTULO IV

DEL CUMPLIMIENTO DE LA LEY


Artículo 40.- Sin perjuicio del derecho de las personas a reclamar ante las diferentes instancias o entidades que determina la normativa vigente, toda persona tiene derecho a reclamar el cumplimiento de los derechos que esta ley le confiere ante el prestador institucional, el que deberá contar con una dependencia y con personal especialmente habilitado para este efecto y un sistema de registro y respuesta escrita de los reclamos planteados. El prestador deberá adoptar las medidas que procedan para la acertada solución de las irregularidades detectadas.


Si la persona estimare que la respuesta no es satisfactoria o que no se han solucionado las irregularidades, podrá recurrir ante la Superintendencia de Salud.


El reglamento regulará el procedimiento a que se sujetarán los reclamos, el plazo en que el prestador deberá comunicar una respuesta a la persona que haya efectuado el reclamo por escrito, el registro que se llevará para dejar constancia de los reclamos, y las demás normas que permitan un efectivo ejercicio del derecho a que se refiere este artículo.


Asimismo, las personas tendrán derecho a requerir, alternativamente, la iniciación de un procedimiento de mediación, en los términos en que está establecido en la ley Nº 19.966 y sus normas complementarias.


Artículo 41.- Corresponderá a los prestadores públicos y privados dar cumplimiento a los derechos que esta ley consagra a todas las personas.  En el caso de los prestadores institucionales públicos, deberán, además, adoptar las medidas que sean necesarias para hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios, mediante los procedimientos administrativos o procesos de calificación correspondientes.


La Superintendencia de Salud, a través de su Intendencia de Prestadores, controlará el cumplimiento de esta ley en los prestadores de salud públicos y privados, recomendando la adopción de medidas necesarias para corregir las irregularidades que se detecten.


En el caso que ellas no sean corregidas dentro de los plazos fijados para este efecto por el Intendente de Prestadores, éste dejará constancia de ello en un lugar visible para conocimiento público, dentro del establecimiento de que se trate. 


Si transcurrido el plazo que fijare el Intendente de Prestadores para la solución de las irregularidades, el que no podrá ser superior a dos meses, y el prestador no cumpliere la orden, sancionará al prestador de acuerdo con las normas establecidas en los Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. 


El prestador podrá interponer, en contra de las sanciones aplicadas, dentro del plazo de cinco días hábiles, un recurso de reposición ante el Intendente de Prestadores.  En forma subsidiaria, podrá interponerse el recurso jerárquico.  Rechazada total o parcialmente una reposición, se elevará el expediente al Superintendente de Salud, si junto con ésta se hubiere interpuesto subsidiariamente el recurso jerárquico.


Cuando no se haya deducido reposición, el recurso jerárquico se podrá interponer para ante el Superintendente de Salud, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. En este caso, el Superintendente deberá oír previamente al Intendente, el que podrá formular sus descargos por cualquier medio, escrito o electrónico.


Tanto el Intendente de Prestadores como el Superintendente, tendrán un plazo no superior a treinta días hábiles para resolver los recursos a que se refieren los incisos precedentes.

TÍTULO V

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 42.- Agrégase, en el número 1 del artículo 3° de la ley N° 4.808, a continuación del punto (.) que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “lo cual se hará de acuerdo al domicilio permanente de la madre y no donde ocasionalmente ocurrió el nacimiento, pudiendo concurrir a cualquier oficina del Registro Civil. La inscripción se deberá hacer por requerimiento en la oficina del domicilio de la madre, y en donde no se cuente con oficina, deberá hacerse en la oficina cabecera comunal.”.


Artículo 43.- Se considerará como un derecho de las personas, en cuanto a su atención de salud, que ante el fallecimiento de un integrante de la familia que, de acuerdo con las disposiciones judiciales, requiera de la realización de una autopsia, ésta deberá ser realizada por los organismos pertinentes en un plazo no mayor a veinticuatro horas, salvo por expresa disposición del fiscal.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Dentro de los seis meses contados desde la fecha de publicación a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio de Salud deberá dictar los reglamentos complementarios de la presente ley.".

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares, con 

informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités el día 22 de enero del año en curso y ratificado por la Sala en sesión 85ª, ordinaria, de esa fecha.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares, correspondiente al Boletín Nº 4.975-14.



Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36  del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Pérez Varela, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Finalmente, el señor Secretario General señala que el artículo 4º del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.
- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Pérez Varela.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 24 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día 28 de abril del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcese en el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975,  del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fija el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el siguiente artículo 159 bis, nuevo: 



“Artículo 159 bis.- Los ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas, que se emplacen en propiedades privadas o públicas, deberán ser instalados y mantenidos conforme a las indicaciones de sus fabricantes y a las disposiciones que al efecto determine la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Serán responsables de la mantención, los propietarios y las municipalidades en el caso de los bienes nacionales de uso público, quienes deberán celebrar los correspondientes contratos de mantención. 



La instalación y mantención de los ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas, deberá ser ejecutada por instaladores y mantenedores que cuenten con una inscripción vigente en un registro que al efecto llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo N° 1115, de 1996, del Ministerio de Justicia o a otras entidades públicas o privadas, habilitadas para dicho efecto.



Asimismo, los propietarios y las municipalidades, en su caso, deberán acreditar, mediante un certificado emitido por una entidad de certificación inscrita en la categoría correspondiente del registro a que se refiere el inciso anterior, que los ascensores, montacargas, escaleras y rampas mecánicas han sido adecuadamente mantenidos y se encuentran en condiciones de seguir funcionando. Los plazos y condiciones de la certificación y el contenido del certificado, serán establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones en función de la capacidad de transporte de la instalación y el destino de las edificaciones.



Las certificaciones a que se refiere el inciso precedente deberán ser colocadas en un lugar visible del ascensor e ingresadas y registradas, en la oportunidad que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, a la Dirección de Obras Municipales respectiva. El no ingreso oportuno deberá ser puesto en conocimiento del juzgado de policía local, por la Dirección de Obras Municipales.



En caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas del presente artículo se aplicará lo previsto en los artículos 20 y 21 de la presente ley.”.



Artículo 2º.- Modificase la ley N° 19.537, Sobre Copropiedad Inmobiliaria, en los siguientes términos:



1) Intercálase en su artículo 2º, numeral 3, letra a), entre la locución “techumbres,” y la palabra “instalaciones”, la siguiente frase: “ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas, así como todo tipo de”.



2) Intercálase en su artículo 7º, inciso primero, entre las frases “certificación periódica de las instalaciones de gas” y “o a gastos comunes urgentes o imprevistos”, el siguiente texto, precedido de una coma:



“certificación de los ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones”.



3) Agrégase en el artículo 14 bis, el siguiente inciso final, nuevo:



“Asimismo, las alteraciones o transformaciones que afecten a las instalaciones de ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas, sean en bienes de dominio común o en las unidades de los condominios, deberán ser ejecutadas por empresas o personas que cuenten con una inscripción vigente en el registro de instaladores, mantenedores y certificadores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y contar con el acuerdo de la asamblea de copropietarios y el permiso de la Dirección de Obras Municipales, cuando corresponda.”.



4) Modifícase su artículo 23, del siguiente modo:



a) Intercálase, en su inciso primero, entre las expresiones “efectuar los actos necesarios para realizar la certificación de las instalaciones de gas” y “ejecutar los actos de administración”, el siguiente texto:“y el mantenimiento y certificación de los ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones;”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:



“El administrador o quien haga sus veces está facultado para contratar la mantención y la certificación de los ascensores, montacargas, escaleras o rampas mecánicas y sus instalaciones, para lo cual deberá notificar al comité de administración conforme al procedimiento establecido en el inciso precedente.”.



Artículo 3°.- Créase el Registro Nacional de personas naturales y jurídicas que presten servicios de instalación, mantención y certificación de ascensores, montacargas, y las escaleras o rampas mecánicas, en adelante el Registro, a que se refiere el artículo 1° de esta ley.



La Dirección del Registro dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 1° de esta ley.



El reglamento, en función de la calidad técnica y experiencia, establecerá los requisitos de inscripción y las causales de inhabilidad e incompatibilidad para inscribirse y mantenerse en él.



Artículo 4°.- Las infracciones a las normas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas se clasificarán en leves, graves y gravísimas. 



Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito y multas de hasta 50 unidades de fomento el incumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas que regulen la instalación, mantención y certificación de funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas que no estén calificadas como infracciones graves o gravísimas.



Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro, hasta por el plazo de un año, y multa de hasta 100 unidades de fomento:



a) El incumplimiento de las disposiciones señaladas en el inciso anterior, cuando provoque fallas graves en el funcionamiento de los ascensores, montacargas y las escaleras o rampas mecánicas;



b) El incumplimiento imputable de los plazos o condiciones acordadas al contratarse sus servicios, si de ello se siguiere perjuicio para el mandante;



c) La reincidencia en la comisión de alguna infracción leve dentro de un período de tres años, y



d) La emisión de certificaciones erróneas.



Se considerará como infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años en el segundo caso, y multa de hasta 150 unidades de fomento:



a) El incumplimiento de las disposiciones señaladas en el inciso anterior, cuando cause daño a la seguridad de las personas, lesiones o muerte;



b) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de tres años;



c) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad, o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro; 



d) La emisión de certificaciones falsas, y



e) Ser condenado por sentencia ejecutoriada debido a responsabilidades civiles o penales derivadas de la prestación de los servicios referidos en el artículo 3º.



Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este artículo prescribirán en el plazo de dos años contados desde su comisión y su conocimiento corresponderá a los juzgados de policía local.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por esta ley, también se aplicarán para la mantención y certificación de instalaciones existentes a su entrada en vigencia y comenzarán a regir cuando entre en funcionamiento el Registro a que se refiere el artículo 1°.



Artículo 2°.- El reglamento del  Registro Nacional de personas naturales y jurídicas que presten servicios de instalación, mantención y certificación de ascensores, montacargas y escaleras o rampas mecánicas deberá ser dictado dentro del plazo de 180 días contado desde la publicación de esta ley.”.

______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath, Orpis, Romero y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosos, con informes de la Comisiones de Minería y Energía y de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosos, correspondiente al Boletín Nº 4.704-07.



Añade que la Comisión de Minería y Energía dio aprobación a la idea de legislar por tres votos a favor, de los Honorables señores Orpis, Prokurica y Zaldívar, y dos votos en contra, de los Senadores señores Gómez y Núñez.



El señor Secretario General agrega que, posteriormente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y rechazó la idea de legislar por tres votos, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, contra dos, de los Senadores señores Espina y Larraín.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.



En discusión en general el proyecto de reforma constitucional, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Prokurica y Orpis.



Luego, el señor Presidente informa a la Sala que se encuentran inscritos varios señores Senadores para intervenir y que quedan pocos minutos para el término del Orden del Día de esta sesión, por lo que propone dejar pendiente la discusión de este asunto para la sesión del día de mañana manteniendo el orden en que se ha solicitado el uso de la palabra, esto es, Honorables Senadores señores Núñez, Muñoz Aburto y Letelier, señora Alvear y señores Horvath, Cantero, Gómez, Ávila y Navarro.



Así se acuerda.

Queda pendiente la discusión de este asunto.

_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca de la construcción del tramo de camino que falta y de la implementación de la balsa motorizada, para conectar el sector de La Junta con Puerto Raúl Marín Balmaceda, así como la instalación de una balsa sobre el río Palena - para el sector norte de La Junta  - y de la construcción de caminos vecinales en el sector.



2) Al señor Subsecretario de Transportes, solicitando aplicar el beneficio del subsidio de transporte terrestre, marítimo y aéreo a los habitantes de las localidades de La Junta, Puyuhuapi, Lago Verde y Raúl Marín Balmaceda, en la XI Región.



3) Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriendo información acerca de la implementación de la red de fibra óptica existente entre la provincia de Palena y el sector centro y norte de la XI Región, precisando las obras que se han comprometidas y el detalle de las especificaciones de mantención de la red.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca del Proyecto de Concesión de la Variante Vespucio-El Salto-Kennedy, en la ciudad de Santiago.



2) Al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitando información acerca del procedimiento establecido para la aplicación de las tarifas de regulación eléctrica en el Litoral Sur de la V Región  y la posibilidad de introducir reformas en su determinación.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo de los Comités Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominami, quien efectúa diversos comentarios sobre la reciente visita que efectuó el señor Sebastián Piñera a la República del Perú.

____________



En el tiempo de los Comités Partido Renovación Nacional y Partido Unión Demócrata Independiente, interviene el Honorable Senador señor Romero, quien efectúa diversos planteamientos acerca del tema abordado por el Honorable Senador señor Ominami precedentemente.

____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominami, quien realiza algunas precisiones en relación con su anterior intervención y sobre los dichos del Honorable Senador señor Romero.



En seguida, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Navarro y Gazmuri, quienes efectúan otros comentarios en relación con el tema abordado por los Honorables Senadores señores Ominami y Romero, precedentemente reseñado, y expresan su apoyo a los juicios vertidos por el Honorable Senador señor Ominami.



A continuación, y en relación con este mismo tema, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor  Pizarro. 

____________



En el tiempo correspondiente al Comité Partido Renovación Nacional, intervienen los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Allamand y Espina, quienes realizan diversos comentarios acerca de la visita del señor Sebastián Piñera a la República del Perú y respecto de algunas de las expresiones proferidas en la Sala precedentemente.

- - -



Se deja constancia que no hace uso de su tiempo el Comité Independientes.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 6ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 2 DE ABRIL DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero y Ruiz-Esquide.



Asisten, asimismo, la señora Ministra de Hacienda subrogante, doña María Olivia Recart Herrera; los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Hugo Lavados Montes y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara; la señora Ministra de Agricultura, doña Marigen Hornkohl Venegas; el señor Presidente del Banco Central, don José De Gregorio Rebecco y los señores Gerente de Estudios y asesor de dicha Institución, don Pablo García Silva y Fernando Coulon Dendal, respectivamente.



Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras.

_________________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación para ocuparse de la situación del tipo de cambio.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada por acuerdo unánime de Comités, adoptado el día 19 de marzo del año en curso y  ratificado por la Sala en la sesión 4ª, ordinaria, de ese día. 



Añade que a esta sesión han sido invitados los señores Ministros de Hacienda; de Economía, Fomento y Reconstrucción; la señora Ministra de Agricultura y el señor Presidente del Banco Central.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala de los señores Gerente de Estudios y asesor del Banco Central.



Así se acuerda.

- - -



En seguida, el señor Presidente señala que, como esta sesión especial fue solicitada por el Honorable Senador señor Romero, le dará el uso de la palabra en primer lugar por un tiempo de 12 minutos.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo.



Luego, el señor Presidente anuncia que los Comités acordaron la siguiente distribución de los tiempos de que dispondrán los señores Senadores para hacer uso de la palabra: Comité Mixto, Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, 12 minutos; Comité Partido Unión Demócrata Independiente, 16 minutos; Comité Partido Renovación Nacional, 14 minutos; Comité Independientes, 12 minutos; Comité Partido Socialista, 16 minutos; Comité Partido Demócrata Cristiano, 12 minutos; Ministros de Estado, 10 minutos y  Presidente del Banco Central, 10 minutos, lo que hace un total de 114 minutos.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Romero, quien durante su intervención solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que la Comisión de Hacienda del Senado incluya en su agenda de trabajo el tema objeto de esta sesión especial.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ominami, Coloma, Chadwick, Gazmuri y Frei, señora Alvear y señores Naranjo, García, Larraín y Zaldívar.



En sus intervenciones, los Honorables Senadores señores Frei, García, Larraín y Zaldívar, adhieren a los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Romero y abogan por que la Comisión de Hacienda, u otra especial, realice un estudio de la materia objeto de esta sesión especial  y haga un seguimiento a las medidas que deberá adoptar el Gobierno para solucionar los problemas que se han debatido.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término de esta sesión especial, hasta las 14.10 horas, con el objeto de continuar con la intervención del señor Presidente del Banco Central y de los señores representantes del Ejecutivo.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central, a la señora Ministra de Hacienda subrogante, al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, a la señora Ministra de Agricultura y al Honorable Senador señor Flores.

- - -



Con posterioridad, el señor Presidente propone a la Sala aprobar un proyecto de acuerdo dirigido al señor Presidente de la Comisión de Hacienda de la Corporación, que es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:


Lo expresado por la unanimidad de los señores Senadores presentes sobre la situación del tipo de cambio, el Senado acuerda solicitar a Usía se sirva constituir a las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, bajo su digna presidencia, en forma ampliada y en sesión permanente, para proponer y requerir al Ejecutivo y al Banco Central de Chile, dentro de un plazo que no exceda del mes de abril en curso, medidas concretas de política fiscal, tributaria y monetaria tendientes a superar la grave crisis por la que atraviesa el país, tanto en materia de precio del dólar, cuanto de crecimiento e inflación.”.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira, Frei y Coloma.



En relación con la intervención del Honorable Senador señor Flores, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



A continuación, el señor Presidente somete a votación el proyecto de acuerdo precedentemente transcrito, el que es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 7ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE ABRIL DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero,  y Ruiz-Esquide.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DEL EX SENADOR SEÑOR JAIME GUZMÁN ERRÁZURIZ.



El señor Presidente solicita a la Sala guardar un minuto de silencio con motivo de conmemorarse esta semana el 17º aniversario de la muerte del ex Senador señor Jaime Guzmán Errázuriz.



La Sala guarda un minuto de silencio.

____________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones tercera y cuarta, ambas ordinarias, de 18 y 19 de marzo de 2008, respectivamente, que no han sido observadas.

______________

CUENTA

Oficios



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a opiniones expresadas respecto de las labores y funciones que competen al Presidente del Senado.



Con el segundo, acusa recibo de la comunicación del Honorable Senado a Su Excelencia la Presidenta de la República respecto de la elección de Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Moción



De los Honorables Senadores señores Novoa y Coloma, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Civil en lo relativo al cuidado personal de los hijos cuyos padres viven separados (Boletín N° 5.793-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Comunicaciones



De la Comisión de Relaciones Exteriores, por medio de la cual informa que acordó acceder a la solicitud de formar el Grupo de Amistad Chile-India.



-- Se toma conocimiento y se invita a los Honorables señores Senadores que deseen integrar dicho Grupo a inscribirse en la Secretaría de la Comisión de Relaciones Exteriores.



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, mediante la cual comunica que ha elegido como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Ávila.



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por la cual comunica que ha elegido como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Naranjo.



De la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, por la que informa que eligió como su nuevo Presidente al Honorable Senador señor Frei.



-- Se toma conocimiento.

Permisos Constitucionales



Del Honorable Senador señor Letelier, por el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 2 de abril de 2008.



Del Honorable Senador señor Muñoz Barra, mediante el cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 2 de abril de 2008.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso, correspondiente al Boletín Nº 5.005-06.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización  Salud discutió este proyecto sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36  del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Finalmente, el señor Secretario General señala que los artículos 1º y 3º transitorio, de conformidad a lo dispuesto en los artículo 110 y 113 de la Carta Fundamental, respectivamente, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pérez Varela, quien de conformidad a lo dispuesto en el artículo 88 del Reglamento del Senado y en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita el retiro del proyecto de la tabla de Fácil Despacho.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Naranjo y Ominami.



A continuación, y de conformidad a lo dispuesto en la referida norma reglamentaria, el señor Presidente somete a votación la solicitud del Honorable Senador señor Pérez Varela, la que es aprobada por 23 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



El proyecto queda para el Orden del Día de la próxima sesión ordinaria.

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Acuerdo sobre reconocimiento mutuo de licencias de conductor entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Corea, suscrito en Seúl el 3 de mayo de 2007, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.

.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo sobre reconocimiento mutuo de licencias de conductor entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Corea, suscrito en Seúl el 3 de mayo de 2007, correspondiente al Boletín Nº 5.452-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.
- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de acuerdo, ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra. 



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre reconocimiento mutuo de licencias de conductor”, suscrito en Seúl, República de Corea, el 3 de mayo de 2007.".

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Kuschel, Ávila, Bianchi y Escalona, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Josef Neudorfer Schmidtmeier, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Josef Neudorfer Schmidtmeier, correspondiente al Boletín Nº 5.496-07.



Añade que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Kuschel y Naranjo.

- - -



En discusión general y particular el proyecto, ningún Honorable señor Senador hace uso de la palabra. 



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Josef Neudorfer Schmidtmeier.”.
____________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, en segundo trámite, recaído en el proyecto de ley que regula el 

lobby.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia, cómo si fuera de Fácil Despacho.



El señor Secretario General informa que se trata del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que regula el lobby, correspondiente al Boletín Nº 3.407-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la controversia entre ambas Cámaras se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de diversas enmiendas había hecho el Senado en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General agrega que la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans, aprobó en los mismos términos en que lo había despachado el Senado las normas contenidas en los artículo 1º, 3º, 4º, letras k), l) y m), 5º, 6º, 7º, 10, 12, 14, 17, 18, 19, 20, 22, 26 y 29 y concentró el debate sólo en una proposición del Ejecutivo, que estaba dirigida a modificar los artículos 2º, 11 y 15 permanentes y 1º y 2º transitorios.



Añade que la Comisión Mixta formula, como forma y modo de resolver las discrepancias entre ambas Cámara, la siguiente proposición:

Artículo 1°, texto de ambas Cámaras


Consultarlo como sigue:


“Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad profesional de promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas ante los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º, y propende a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado.”.

Artículo 2°, texto de ambas Cámaras

Letra a)


Aprobar el siguiente texto:


“Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Lobby: aquella actividad remunerada que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés de carácter individual, sectorial o institucional con decisiones de toda naturaleza que en el ejercicio de sus funciones deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional. Son órganos de la Administración del Estado, para estos efectos, los señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fijó el texto de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046.


Se entenderá que también existe lobby cuando la actividad de promoción, defensa o representación de intereses se efectúe  ante los jefes de gabinete o asesores directos o de exclusiva confianza de las autoridades correspondientes a los órganos de la Administración del Estado individualizados precedentemente.”.

Letra b)


Aprobarla con el siguiente texto:


“b) Lobbysta: es la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realiza actividades remuneradas de promoción, defensa o representación de intereses individuales, sectoriales o institucionales, y que está inscrita en el registro a que se refiere la letra c) de este artículo.


Se considerará también lobbysta al que presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar las acciones de gestión de intereses referidas en la letra a).


Se entenderán excluidos de la categoría de lobbystas, quedando en consecuencia eximidos de la obligación de inscribirse en los Registros de Lobbystas a que se refiere el artículo 7°, los miembros de las directivas de organizaciones gremiales, sindicatos, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, centros de estudio y colegios profesionales, así como cualquiera otra entidad análoga, con independencia de la naturaleza u origen del interés que promuevan, como asimismo, los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro. No obstante, las audiencias y reuniones que soliciten formalmente con autoridades o funcionarios del Estado, y que se realicen en sus oficinas o despachos de trabajo, quedarán sometidas al procedimiento de registro contemplado en el artículo 15, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, así como a la individualización de los asistentes y la materia específica tratada, y a la obligación de información contenida en el inciso segundo del artículo 8°, en lo que correspondiere.”.

Letras c) y d)


Consultar el siguiente texto:


“c) Registro de lobbystas: es el registro de carácter público, en el cual deben inscribirse todas las personas que opten por desarrollar actividades de lobby.


d) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos estatales mencionados en la letra a) precedente, hasta el nivel que determine el Reglamento.”.

Letra e) del texto de la Cámara


Suprimirla.

 - - 


Incorporar el siguiente artículo 2° bis, nuevo:


“Artículo 2° bis.- Toda persona que contrate los servicios de un lobbysta, deberá informarlo en sus sitios electrónicos y a las autoridades encargadas de los Registros de Lobbystas, a más tardar, dentro de quinto día hábil.


El incumplimiento de la obligación de informar establecida en el inciso anterior, será sancionado con una multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.”.

- - -

Artículo 3°, texto de ambas Cámaras.


Consultar el siguiente encabezamiento:


“Artículo 3º.- La actividad de lobby estará dirigida a las siguientes categorías de decisiones:”.

Letra c), texto del Honorable Senado


Aprobarla como sigue:


“c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título de los actos y contratos que realicen los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2°, que sean necesarios para su funcionamiento.”.

Artículo 4°, texto de ambas Cámaras

Letra k)


Consultar el siguiente texto:


“k) Todo tipo de asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado;

Letras l) y m), texto del Honorable Senado


Aprobarlas de la siguiente forma:


“l) La presencia y participación verbal o escrita en las comisiones permanentes y especiales de ambas ramas del Congreso Nacional, así como en sus comisiones mixtas, de profesionales de las entidades señaladas en la letra precedente, lo que, sin embargo, será registrado por dichas comisiones, y


m) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en la letra k).”.

Artículo 5°, texto de ambas Cámaras


Aprobarlo como sigue:


“Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, debidamente inscrita en los registros que establece la presente ley, podrá ejercer como lobbysta, quedando sujeta al sistema de derechos y obligaciones contemplado por ésta.”.

Artículo 6°, texto de ambas Cámaras


Consultar la siguiente redacción:


“Artículo 6º.- Créanse los Registros Públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan dicha actividad. 


El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 22.


La información contenida en los registros será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.


Los registros deberán ser actualizados en la forma y con la periodicidad que fije el reglamento.”.

Artículo 7°, texto de ambas Cámaras


Aprobarlo como sigue:


“Artículo 7°.- Existirán tres Registros Públicos de lobbystas:


a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio de Justicia, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de la administración a que se refiere el párrafo primero de la letra a) del artículo 2° de esta ley.


b) Dos registros públicos, uno de ellos a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro a cargo de la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, en los que deberán inscribirse quienes desarrollen las actividades definidas por esta ley ante los miembros o funcionarios de las respectivas Corporaciones.

Los lobbystas podrán realizar sus actividades ante cualquiera de los sujetos señalados en la letra a) del artículo 2º de esta ley, siempre que se inscriban en los registros.


Los registros quedarán comunicados entre sí mediante procedimientos técnicos que procesen la información que reciba cada uno, de modo que automáticamente el contenido de esa información quede asentado en los tres.”.

Artículo 10, texto de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

Artículo 12, texto de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

- - -

Artículo 13, texto de la Honorable Cámara

Artículo 11, texto del Honorable Senado


Aprobarlo como sigue:


“Artículo 11.- No podrán ejercer la actividad de lobbysta:


a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º de esta ley, y las autoridades unipersonales de los partidos políticos, durante el ejercicio de sus funciones, y


b) Los sancionados con la cancelación de su inscripción en el registro público de lobbystas, en cualquier tiempo.


Asimismo, las siguientes personas no podrán ejercer la actividad de lobbysta hasta después de dos años de haber cesado en sus cargos:


1) En la Administración del Estado:


Las autoridades y funcionarios mencionados en los números 7º y 10° del artículo 32 de la Constitución Política que se desempeñen en los Ministerios; Intendencias; Gobernaciones; en los órganos y servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa, y en las empresas públicas creadas por ley.


2) En el Poder Legislativo:


Los Diputados y Senadores, los Secretarios, Prosecretarios y Secretarios de Comisiones de ambas Cámaras.


3) En el Poder Judicial:


Los Ministros, Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.


4) En el Ministerio Público:


El Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.


5) En el Tribunal Constitucional:


Los miembros y el Secretario del Tribunal.


6) En la justicia electoral:


Los miembros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los miembros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Regionales Electorales.


7) En la Contraloría General de la República:


El Contralor; el Subcontralor; los Jefes de División, y los Contralores Regionales.


8) En el Banco Central:


Los Consejeros, inclusos el Presidente y el Vicepresidente del Banco; el Gerente General; el Fiscal, y el Revisor General.


9) En el Gobierno y Administración Interior del Estado:


Los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


10) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.”.

- - -

Artículo 14, texto de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

Artículo 15, texto de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

Artículo 17, texto de la Honorable Cámara

Artículo 13, texto del Honorable Senado


Consultar el siguiente texto: 


“Artículo 13.- La solicitud de audiencia realizada por un lobbysta a una autoridad, miembro o funcionario de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2°, deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes:


a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, la de su representante legal;


b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyos intereses se busca gestionar, y


c) La materia que se tratará en la audiencia.”.
Artículo 18, texto de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

Artículo 19, texto de la Honorable Cámara

Artículo 14, texto del Honorable Senado

Aprobar el siguiente texto:


“Artículo 14.- Los datos, informaciones o antecedentes que se entreguen a las autoridades, miembros y funcionarios del Estado para respaldar una actividad de lobby, deberán identificar claramente su origen y autoría.


Sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda, el lobbysta que entregare a las personas mencionadas en el inciso precedente datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos, será sancionado en la forma dispuesta en la letra d) del artículo 18 de esta ley.”.

Artículo 20 del texto de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

Artículo 21 del texto de la Honorable Cámara

Artículo 15 del texto del Honorable Senado


Consultar el siguiente texto:


“Artículo 15.- Sin perjuicio de la información contenida en los registros públicos de lobbystas, las autoridades y funcionarios que se señalan a continuación deberán contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas con lobbystas o con miembros de las entidades a que se refiere el párrafo final de la letra b) del artículo 2º de esta ley:

a) En la Administración Central: el Presidente de la República, los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.


b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y los Contralores Regionales.


d) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente, los consejeros, el gerente general, el fiscal y el Revisor General.


e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


f) En las empresas públicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del Directorio y el gerente general.


g) En el Congreso Nacional: los Diputados y Senadores, los asesores permanentes de los parlamentarios y los Secretarios de Comisión.


h) En el Poder Judicial: los Ministros, los Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.


i) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.


j) En el Tribunal Constitucional: los Ministros y el Secretario.


k) En la justicia electoral: los Ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los Ministros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Electorales Regionales.


l) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.


m) En las embajadas y consulados chilenos y también tras viajes en comisión de servicio dentro y fuera del país: todos los funcionarios del Gobierno, del Congreso Nacional y del Poder Judicial.

En el caso que la autoridad o funcionario del Estado haya sido sujeto pasivo de lobby en reuniones o audiencias que se hayan efectuado en un sitio diferente de la oficina o despacho de trabajo, deberá informarlo en la forma y plazos establecidos en el reglamento.


Los procedimientos de registro indicados en el inciso anterior serán fijados por el reglamento, el cual establecerá también los antecedentes que deberán consignarse y hacerse públicos.


La información contenida en el registro a que se refiere el inciso primero será pública. Dicha información deberá ser publicada en el sitio electrónico institucional pertinente, o, en su caso, en el del obligado a efectuar la publicación. Si éste último o la institución a que pertenece o representa no dispone de sitio electrónico, la publicación se efectuará por cualquier otro medio que garantice efectivamente su acceso público.”.

Artículo 22, texto de la Honorable Cámara

Artículo 16, texto del Honorable Senado

Aprobarlo como sigue:


“Artículo 16.- Las autoridades encargadas del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, serán, según corresponda, el Ministerio de Justicia y las Comisiones a que se refiere la letra b) del artículo 7° de esta ley.


A cada una de las autoridades previamente individualizadas les corresponderá, ya sea de oficio o a petición de parte, investigar y sancionar a quienes desempeñen actividades de lobby, dentro de su ámbito de competencia, con infracción a la presente ley.


El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso primero, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.”.

Artículo 26, texto de la Honorable Cámara

Artículo 20, texto del Honorable Senado

Consultar el siguiente artículo:


“Artículo 20.- Las infracciones a esta ley cometidas por autoridades o funcionarios de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º de esta ley, con excepción de los Diputados y Senadores, se regirán por las normas de sus respectivos estatutos. En el caso de los parlamentarios, la respectiva Cámara determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.”.

Artículo 29 de la Honorable Cámara


Suprimirlo.

Disposiciones Transitorias

Artículo 1°, texto de ambas Cámaras


Aprobarlo como sigue:


“Artículo 1°.- El financiamiento del mayor gasto que irrogue esta ley durante el año 2008, se hará con cargo al Presupuesto de las respectivas reparticiones.”.

Artículo 2°, texto de ambas Cámaras


Consultar la siguiente redacción:


“Artículo 2º.- Mediante decreto supremo, emanado del Ministerio de Justicia, se fijará el reglamento de esta ley. En dicho reglamento se establecerán los requisitos, exigencias e informaciones que deberán acompañar los interesados al momento de su inscripción en los registros públicos. 


Este reglamento deberá dictarse dentro del plazo de ciento ochenta días de publicada esta ley. Los registros a que se refiere el artículo 7º y los procedimientos a que se refiere el artículo 15, inciso primero, deberán quedar establecidos dentro de ciento veinte días de publicado dicho reglamento.

Con todo, el reglamento a que alude el artículo 23, en el caso del Congreso Nacional, se dictará en la forma prevista en dicho artículo.”.

- - -



El señor Secretario General señala que esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, con excepción del artículo 2º bis, en el cual se abstuvo el Honorable señor Orpis.



Añade que la Cámara de Diputados aprobó esta proposición en sesión del 1º del mes en curso.



Finalmente, el señor Secretario General indica que los artículos 2º, 11, 15 y el inciso final del artículo 2º transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por contener disposiciones que inciden en leyes de tal rango, como son la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado, y las leyes orgánicas constitucionales que inciden o regulan la Administración Central del Estado; el Gobierno y Administración Regional y Comunal; la Contraloría General de la República; el Banco Central; las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; el Poder Judicial; el Ministerio Público; el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral, en relación con las normas de este proyecto de ley que se refieren a esas instituciones,  por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien expresa su preocupación por el hecho que los proyectos que quedan pendientes en su discusión en una sesión no sean incluidos con preferencia en la próxima, como ha ocurrido con el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosas, correspondiente al Boletín Nº 4.704-07, cuya discusión general quedó pendiente en la sesión de ayer.



Sobre el particular, el señor Secretario General señala que en el Orden del Día de esta sesión se encuentra incluida esa iniciativa, en el lugar que reglamentariamente le corresponde. 



Por su parte, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para tratar inmediatamente el proyecto de reforma constitucional señalado.



No hay acuerdo.



Luego, el señor Presidente, a proposición del Honorable Senador señor Orpis, recaba el acuerdo de la Sala para que el señalado proyecto de reforma constitucional sea incluido en la Tabla de la próxima sesión ordinaria en el primer lugar.



Así se acuerda.

- - -



En discusión el informe de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pérez Varela. 



Cerrado el debate y puesto en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobado por 28 votos a favor y dos abstenciones, de un total de 33 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Ávila y Ruiz-Esquide.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Congreso es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad profesional de promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas ante los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º, y propende a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Lobby: aquella actividad remunerada que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés de carácter individual, sectorial o institucional con decisiones de toda naturaleza que en el ejercicio de sus funciones deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional. Son órganos de la Administración del Estado, para estos efectos, los señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fijó el texto de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046.


Se entenderá que también existe lobby cuando la actividad de promoción, defensa o representación de intereses se efectúe  ante los jefes de gabinete o asesores directos o de exclusiva confianza de las autoridades correspondientes a los órganos de la Administración del Estado individualizados precedentemente.

b) Lobbysta: es la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realiza actividades remuneradas de promoción, defensa o representación de intereses individuales, sectoriales o institucionales, y que está inscrita en el registro a que se refiere la letra c) de este artículo.


Se considerará también lobbysta al que presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar las acciones de gestión de intereses referidas en la letra a).


Se entenderán excluidos de la categoría de lobbystas, quedando en consecuencia eximidos de la obligación de inscribirse en los Registros de Lobbystas a que se refiere el artículo 7°, los miembros de las directivas de organizaciones gremiales, sindicatos, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, centros de estudio y colegios profesionales, así como cualquiera otra entidad análoga, con independencia de la naturaleza u origen del interés que promuevan, como asimismo, los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro. No obstante, las audiencias y reuniones que soliciten formalmente con autoridades o funcionarios del Estado, y que se realicen en sus oficinas o despachos de trabajo, quedarán sometidas al procedimiento de registro contemplado en el artículo 15, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, así como a la individualización de los asistentes y la materia específica tratada, y a la obligación de información contenida en el inciso segundo del artículo 8°, en lo que correspondiere.


c) Registro de lobbystas: es el registro de carácter público, en el cual deben inscribirse todas las personas que opten por desarrollar actividades de lobby.


d) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos estatales mencionados en la letra a) precedente, hasta el nivel que determine el Reglamento.


Artículo 2° bis.- Toda persona que contrate los servicios de un lobbysta, deberá informarlo en sus sitios electrónicos y a las autoridades encargadas de los Registros de Lobbystas, a más tardar, dentro de quinto día hábil.


El incumplimiento de la obligación de informar establecida en el inciso anterior, será sancionado con una multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.


Artículo 3º.- La actividad de lobby estará dirigida a las siguientes categorías de decisiones:


a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas.


c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título de los actos y contratos que realicen los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º, que sean necesarios para su funcionamiento.


Artículo 4°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente y sin que la enunciación sea taxativa, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:


a) Toda expresión realizada por discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación;


b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía;


c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público;


d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios o autoridades de las instituciones mencionadas en la letra a) del artículo 2º, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales;


e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos;


f) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso Nacional;


g) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo;


h) La información entregada por escrito a una autoridad pública, quien la ha solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia;


i) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros;


j) Las presentaciones hechas por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, con el fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias;


k) Todo tipo de asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado;


l) La presencia y participación verbal o escrita en las comisiones permanentes y especiales de ambas ramas del Congreso Nacional, así como en sus comisiones mixtas, de profesionales de las entidades señaladas en la letra precedente, lo que, sin embargo, será registrado por dichas comisiones, y


m) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en la letra k).

TITULO II

De los Registros Públicos y de las Obligaciones y Prohibiciones aplicables a los Lobbystas

Párrafo 1º

Disposiciones Generales


Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, debidamente inscrita en los registros que establece la presente ley, podrá ejercer como lobbysta, quedando sujeta al sistema de derechos y obligaciones contemplado por ésta.

Párrafo 2º

De los Registros Públicos

Artículo 6º.- Créanse los Registros Públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan dicha actividad.


El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 22.


La información contenida en los registros será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.


Los registros deberán ser actualizados en la forma y con la periodicidad que fije el reglamento.


Artículo 7°.- Existirán tres Registros Públicos de lobbystas:


a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio de Justicia, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de la administración a que se refiere el párrafo primero de la letra a) del artículo 2° de esta ley.


b) Dos registros públicos, uno de ellos a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro a cargo de la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, en los que deberán inscribirse quienes desarrollen las actividades definidas por esta ley ante los miembros o funcionarios de las respectivas Corporaciones.

Los lobbystas podrán realizar sus actividades ante cualquiera de los sujetos señalados en la letra a) del artículo 2º de esta ley, siempre que se inscriban en los registros.


Los registros quedarán comunicados entre sí mediante procedimientos técnicos que procesen la información que reciba cada uno, de modo que automáticamente el contenido de esa información quede asentado en los tres.

Párrafo 3º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas


Artículo 8º.- Todo aquel que se desempeñe como lobbysta estará obligado a informar semestralmente, por escrito o por medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de llevar el Registro, sobre cualquier cambio o modificación respecto de la información que exija el Registro, tales como, cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados y aumentos de capital social.


Dentro del mismo plazo y forma deberán también informar sobre las autoridades, miembros y funcionarios y organismos ante los cuales hayan desarrollado gestiones de intereses propios o en representación de terceros, las materias en las que hayan intervenido, los intereses que hayan promovido y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas.


Artículo 9º.- No obstante las obligaciones establecidas en el artículo anterior, la autoridad competente podrá requerir, en cualquier momento, y por resolución fundada, informaciones o antecedentes adicionales relativos a gestiones determinadas. 


Ningún lobbysta estará obligado a suministrar información confidencial o estratégica, propia o de sus representados. Con todo, deberá precisar el objetivo de las gestiones realizadas.


Artículo 10.- Los lobbystas no podrán contribuir al financiamiento de partidos políticos, campañas electorales ni campañas internas de partidos políticos, pactos o coaliciones de partidos.

Artículo 11.- No podrán ejercer la actividad de lobbysta:


a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º de esta ley, y las autoridades unipersonales de los partidos políticos, durante el ejercicio de sus funciones, y 


b) Los sancionados con la cancelación de su inscripción en el registro público de lobbystas, en cualquier tiempo.


Asimismo, las siguientes personas no podrán ejercer la actividad de lobbysta hasta después de dos años de haber cesado en sus cargos:


1) En la Administración del Estado:


Las autoridades y funcionarios mencionados en los números 7º y 10° del artículo 32 de la Constitución Política que se desempeñen en los Ministerios; Intendencias; Gobernaciones; en los órganos y servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa, y en las empresas públicas creadas por ley.


2) En el Poder Legislativo:


Los Diputados y Senadores, los Secretarios, Prosecretarios y Secretarios de Comisiones de ambas Cámaras.


3) En el Poder Judicial:


Los Ministros, Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.


4) En el Ministerio Público:


El Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.


5) En el Tribunal Constitucional:


Los miembros y el Secretario del Tribunal.


6) En la justicia electoral:


Los miembros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los miembros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Regionales Electorales.


7) En la Contraloría General de la República:


El Contralor; el Subcontralor; los Jefes de División, y los Contralores Regionales.


8) En el Banco Central:


Los Consejeros, inclusos el Presidente y el Vicepresidente del Banco; el Gerente General; el Fiscal, y el Revisor General.


9) En el Gobierno y Administración Interior del Estado:


Los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


10) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.

TÍTULO III

Normas comunes a la actividad de lobby

Párrafo 1º

Derechos y Obligaciones


Artículo 12.- Todo lobbysta estará obligado a indicar la naturaleza de sus actividades ante la autoridad y le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a error respecto de su verdadera identidad, representación o intereses, o le otorguen una pertenencia o membresía de la que carece.


Artículo 13.- La solicitud de audiencia realizada por un lobbysta a una autoridad, miembro o funcionario de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2°, deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes:


a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, la de su representante legal;


b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyos intereses se busca gestionar, y


c) La materia que se tratará en la audiencia.

Artículo 14.- Los datos, informaciones o antecedentes que se entreguen a las autoridades, miembros y funcionarios del Estado para respaldar una actividad de lobby, deberán identificar claramente su origen y autoría.


Sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda, el lobbysta que entregare a las personas mencionadas en el inciso precedente datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos, será sancionado en la forma dispuesta en la letra d) del artículo 18 de esta ley.

Párrafo 2°

Del Registro


Artículo 15.- Sin perjuicio de la información contenida en los registros públicos de lobbystas, las autoridades y funcionarios que se señalan a continuación deberán contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas con lobbystas o con miembros de las entidades a que se refiere el párrafo final de la letra b) del artículo 2º de esta ley:

a) En la Administración Central: el Presidente de la República, los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.


b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y los Contralores Regionales.


d) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente, los consejeros, el gerente general, el fiscal y el Revisor General.


e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


f) En las empresas públicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del Directorio y el gerente general.


g) En el Congreso Nacional: los Diputados y Senadores, los asesores permanentes de los parlamentarios y los Secretarios de Comisión.


h) En el Poder Judicial: los Ministros, los Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.


i) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.


j) En el Tribunal Constitucional: los Ministros y el Secretario.


k) En la justicia electoral: los Ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los Ministros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Electorales Regionales.


l) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.


m) En las embajadas y consulados chilenos y también tras viajes en comisión de servicio dentro y fuera del país: todos los funcionarios del Gobierno, del Congreso Nacional y del Poder Judicial.

En el caso que la autoridad o funcionario del Estado haya sido sujeto pasivo de lobby en reuniones o audiencias que se hayan efectuado en un sitio diferente de la oficina o despacho de trabajo, deberá informarlo en la forma y plazos establecidos en el reglamento.


Los procedimientos de registro indicados en el inciso anterior serán fijados por el reglamento, el cual establecerá también los antecedentes que deberán consignarse y hacerse públicos.


La información contenida en el registro a que se refiere el inciso primero será pública. Dicha información deberá ser publicada en el sitio electrónico institucional pertinente, o, en su caso, en el del obligado a efectuar la publicación. Si éste último o la institución a que pertenece o representa no dispone de sitio electrónico, la publicación se efectuará por cualquier otro medio que garantice efectivamente su acceso público.

TÍTULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas a lobbystas

y procedimiento para su aplicación


Artículo 16.- Las autoridades encargadas del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, serán, según corresponda, el Ministerio de Justicia y las Comisiones a que se refiere la letra b) del artículo 7° de esta ley.


A cada una de las autoridades previamente individualizadas les corresponderá, ya sea de oficio o a petición de parte, investigar y sancionar a quienes desempeñen actividades de lobby, dentro de su ámbito de competencia, con infracción a la presente ley.


El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso primero, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.


Artículo 17.- Toda sanción deberá fundarse en un procedimiento, que se iniciará con la formulación precisa de los cargos y su notificación al imputado para que presente su defensa. El plazo conferido para presentar los descargos no podrá ser inferior a quince días.


Se podrá dar lugar a las medidas probatorias que solicite el imputado en sus descargos. El rechazo deberá ser fundado. La resolución que se dicte en definitiva deberá pronunciarse sobre las alegaciones y defensa del imputado y contendrá la declaración de la sanción impuesta o la absolución. El pronunciamiento anterior se hará dentro de los treinta días de evacuada la última diligencia ordenada en el expediente. 


Artículo 18.- La autoridad competente podrá aplicar algunas de las siguientes medidas disciplinarias, atendida la gravedad de la falta:


a) Amonestación escrita;


b) Multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales;


c) Suspensión del Registro Público, hasta por tres años, y


d) Eliminación del Registro. La eliminación en alguno de los registros acarrea la eliminación automática en los demás y la prohibición definitiva para ejercer acciones de lobby.


Artículo 19.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, podrá reclamarse dentro del plazo de treinta días ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta.  Del reclamo deberá darse traslado a la autoridad que aplicó la sanción, la que tendrá un plazo de quince días para aportar los antecedentes del caso y fundamentar su decisión. Evacuado el traslado o declarada la rebeldía, se dictará sentencia dentro del plazo de quince días.

Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios


Artículo 20.- Las infracciones a esta ley cometidas por autoridades o funcionarios de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2º de esta ley, con excepción de los Diputados y Senadores, se regirán por las normas de sus respectivos estatutos. En el caso de los parlamentarios, la respectiva Cámara determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.


Artículo 21.- Si durante el curso de la investigación, el fiscal conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público. 


Artículo 22.- El que ejerciere la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley o continúe desarrollándola una vez eliminado de aquéllos, será sancionado con multa de cien a doscientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 23.- El reglamento a que aluden la letra d) del artículo 2º y el inciso segundo del artículo 15, en el caso del Congreso Nacional, será, para cada Cámara, el que apruebe la Sala de cada una de ellas, a proposición de la Comisión de Ética o de la Comisión de Conductas Parlamentarias, respectivamente.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- El financiamiento del mayor gasto que irrogue esta ley durante el año 2008, se hará con cargo al Presupuesto de las respectivas reparticiones.


Artículo 2º.- Mediante decreto supremo, emanado del Ministerio de Justicia, se fijará el reglamento de esta ley. En dicho reglamento se establecerán los requisitos, exigencias e informaciones que deberán acompañar los interesados al momento de su inscripción en los registros públicos. 


Este reglamento deberá dictarse dentro del plazo de ciento ochenta días de publicada esta ley. Los registros a que se refiere el artículo 7º y los procedimientos a que se refiere el artículo 15, inciso primero, deberán quedar establecidos dentro de ciento veinte días de publicado dicho reglamento.

Con todo, el reglamento a que alude el artículo 23, en el caso del Congreso Nacional, se dictará en la forma prevista en dicho artículo.”.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités el día de ayer y ratificado por la Sala en sesión 5ª, ordinaria, de esa fecha.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas, correspondiente al Boletín Nº 5.408-07.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió esta iniciativa en general y en particular y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien solicita que se recabe igual acuerdo para que el proyecto sea discutido sólo en general, abriéndose un plazo para formular indicaciones.



Consultada la opinión de la Sala respecto de ambas solicitudes, se accede a lo solicitado. 

- - -



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de reforma constitucional, es aprobado por 29 votos a favor, de un total de 33 señores Senadores, dándose cumplimiento, de esta forma, alo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar. Fundamentan sus votos, los Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Espina, García, Gazmuri, Gómez, Larraín y Romero.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 7 de abril próximo, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 

Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de reforma constitucional aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL 


“Artículo único.- Agrégase al final del inciso segundo del artículo 83 la siguiente oración, en punto seguido: “Para este efecto, la ley señalará los casos y establecerá la forma en que se otorgará asesoramiento y defensa jurídica a las personas naturales víctimas de delitos que no puedan procurárselas por sí mismas.”.”.

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales, con segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de 

Hacienda, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales, correspondiente a los Boletín Nº 4.813-06, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas , para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejan constancia de lo siguiente:


1. Artículos o números del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 1º, números 1, 3, 4 y 5, y artículo 2º, números 1, 4, 5, 9 y 10.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 1, 18 y 20.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las signadas con los numerales 16 y 17.


4. Indicaciones rechazadas: las signadas con los números 2 bis, 6 bis, 7, 8, 9 y 19.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: las de los números 3 y 6.


6. Indicaciones retiradas: las signadas con los numerales 2, 4, 5, 10, 11, 12, 13, 14 y 15.



- En seguida, el señor Presidente declara aprobadas las disposiciones que se han mencionado el número 1, de conformidad a lo dispuesto en la disposición reglamentaria precedentemente citada.



El señor Secretario General añade que las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, proponen aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1º

Nº 2


Modificarlo de la siguiente forma:


a) Sustituir en su encabezamiento la frase “incisos primero y segundo” por “incisos primero, segundo y tercero”; y la expresión final “inciso tercero” por “inciso cuarto”, y


b) Agregar, a continuación de los incisos primero y segundo del artículo 8º propuesto en este número, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En los casos en que, con motivo de un siniestro o por causa no imputable al propietario u ocupante, se produzca la demolición total de las construcciones de un inmueble, o quede inhabilitado para ser utilizado, la sobretasa a que se refiere el inciso primero de este artículo sólo se aplicará transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha en que se verificó el hecho constitutivo del siniestro.”.

Artículo 2º

Nº 2


Suprimir en el inciso primero del artículo 7º del decreto ley Nº 3.063, de 1979, que este numeral propone como artículo sustitutivo del actual, la frase “pudiendo incorporar en ella los costos de aseo y limpieza de los bienes nacionales de uso público de la comuna.”, y reemplazar por un punto seguido (.) la coma (,) que la precede.

Nº 8


Reemplazar el Nº 5 del artículo 41 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, propuesto por este numeral, por el siguiente:


“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma, en conformidad a la Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad. El valor correspondiente a este permiso se pagará anualmente, según lo establecido en la respectiva Ordenanza Local. En todo caso, los municipios no podrán cobrar por tales permisos, cuando se trate de publicidad que sólo dé a conocer el giro de un establecimiento y se encuentre adosada a la o las edificaciones donde se realiza la actividad propia del giro.”.

Artículo 3º


Agregar, a continuación de la frase que este numeral propone agregar en el inciso final del artículo 9º de la ley Nº 19.104, las oraciones: “Entre los fundamentos de dicho decreto deberán señalarse los costos que la medida implica para las arcas municipales, con mención específica de los montos involucrados.”.

Disposiciones Transitorias

Artículo 2º


Sustituir en su inciso primero el guarismo “2005” por “2006”.



El señor Secretario General señala que las modificaciones precedentemente transcritas fueron acordadas por unanimidad, con excepción de la contenida en el Nº 2 del artículo 2º, que contó con la abstención del Honorable Senador señor García. Precisa que las referidas enmiendas deben ser votadas sin debate, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.



Finalmente, el señor Secretario General señala que Nº 2 del artículo 2º, el artículo 3º y el artículo segundo transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 119 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación las modificaciones aprobadas por unanimidad en las Comisiones unidas, las que son aprobadas por 21 señores Senadores, de un total de 33 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Secretario señala que corresponde ocuparse de la enmienda recaída en el Nº 2 del artículo 2º del proyecto, en virtud de la cual se suprimió la frase que autorizaba a los municipios para incorporar en la tarifa de aseo los costos de limpieza de los bienes nacionales de uso público.



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Orpis.



Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 21 señores Senadores, de un total de 33 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1998, del Ministerio de Hacienda:


1.- Elimínase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “N° 1”.


2.- Sustitúyese, el inciso primero del artículo 8º, por los siguientes incisos primero, segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto.


“Artículo 8º.- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, y que correspondan a sitios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables, así determinadas por los respectivos instrumentos de planificación territorial.


Con todo, en el caso de sitios no edificados, esta sobretasa regirá a contar del año subsiguiente de recepcionadas en forma definitiva, total o parcialmente, las respectivas obras de urbanización. No obstante, tratándose de proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, la sobretasa referida se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.


En los casos en que, con motivo de un siniestro o por causa no imputable al propietario u ocupante, se produzca la demolición total de las construcciones de un inmueble, o quede inhabilitado para ser utilizado, la sobretasa a que se refiere el inciso primero de este artículo sólo se aplicará transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha en que se verificó el hecho constitutivo del siniestro.”.


3.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “N° 1”.


4.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 27, la expresión “que se señalan en el Cuadro Anexo N° 2”, por la frase “fiscales y municipales en los cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos o municipales, en la forma que se señala en la letra A) del Párrafo I. del Cuadro Anexo”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Cuadro Anexo que contiene la Nómina de Exenciones al Impuesto Territorial:


a) Incorpórase en el número 1) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades fiscales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos.”.


b) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades municipales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios municipales.”.


c) Reemplázase en el número 10) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Assosiated” por “Associated”, e intercálase, a continuación de la palabra “Universities”, la expresión “Inc.”.


d) Sustitúyese en el número 13) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Bienes raíces” por la palabra “Terrenos”; e incorpórase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


e) Introdúcese en el número 14) de la letra B) del Párrafo I. la preposición “de” antes de la frase “Voluntarios de los Botes Salvavidas”, y suprímese la palabra “Cuerpo” que antecede a la expresión “de Socorro Andino”.


f) Intercálase en el número 16) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “comuna de” entre las palabras “la” e “Isla”.


g) Agrégase a la letra C) del Párrafo I. el siguiente N° 8):


“8) Sedes sociales de instituciones de Socorros Mutuos, y de las federaciones y confederaciones de las mismas.”.


h) Reemplázase el encabezado de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“D) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


i) Intercálase en el número 3) de la letra D) del Párrafo I. la conjunción “o” después de la palabra “indigentes”.


j) Reemplázase el número 5) de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“5) Sociedad Protectora de Animales Benjamín Vicuña Mackenna.”.


k) Agrégase a la letra D) del Párrafo I. el siguiente N° 6):


“6) Sociedad Protectora de Estudiantes Pobres de San Carlos, respecto de su propiedad ubicada en la calle Maipú N°702, comuna de San Carlos.”.


l) Reemplázase el encabezado de la letra A) del Párrafo II. por el siguiente: 


“A) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


m) Agrégase en la letra A) del Párrafo II. el siguiente N° 5):


“5) Protectora de la Infancia.”.


n) Reemplázase el número 1) de la letra C) del párrafo II. por el siguiente:


“1) Industrias mineras ubicadas en el Lago General Carrera, en la comuna de Puerto Cisnes y en la Isla Puerto Aguirre de la Provincia de Aysén.”.


ñ) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo III., a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:


1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo este cobro ser diferenciado, utilizando al efecto diversos criterios, tales como programas ambientales, que incluyan, entre otros, el reciclaje; la frecuencia o los volúmenes de extracción; o las condiciones de accesibilidad.  Los criterios utilizados para la determinación del cobro de estos servicios deberán ser de carácter general y objetivo, y establecerse por cada municipalidad a través de ordenanzas locales.”.


2.- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio de aseo. Dicha tarifa, que podrá ser diferenciada según los criterios señalados en el artículo anterior, se cobrará por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco o sitio eriazo. Cada municipalidad fijará la tarifa del servicio señalado sobre la base de un cálculo que considere exclusivamente tanto los costos fijos como los costos variables de aquél.


Las condiciones generales mediante las cuales se fije la tarifa indicada, el monto de la misma, el número de cuotas en que se divida dicho costo, así como las respectivas fechas de vencimiento y los demás aspectos relativos al establecimiento de la tarifa, se consignarán en las ordenanzas locales correspondientes, cuya aprobación requerirá el acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio.


Las municipalidades podrán, a su cargo, rebajar una proporción de la tarifa o eximir del pago de la totalidad de ella, sea individualmente o por unidades territoriales, a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores establecidos en las ordenanzas locales a que se refiere el inciso anterior. En todo caso, el alcalde, con acuerdo del concejo, deberá fijar una política comunal para la aplicación de las rebajas determinadas en virtud del presente inciso, la que, junto a las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo dispongan las referidas ordenanzas.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio tenga un avalúo fiscal  igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.


El monto real de la tarifa de aseo se calculará en unidades tributarias mensuales al 31 de octubre del año anterior a su entrada en vigencia y regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a las variaciones objetivas en los ítem de costos, y según se establezca en las ordenanzas a que se refiere el inciso segundo, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una  vez en el lapso de doce meses.”.


3.- Introdúcense en el artículo 24 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “junio” por “mayo”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, el Servicio de Impuestos Internos aportará por medios electrónicos a cada una de las municipalidades que corresponda, dentro del mes de mayo de cada año, la información del capital propio declarado, el rol único tributario y  el código de la actividad económica de cada uno de los contribuyentes.”.


c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“En la determinación del capital propio a que se refiere el inciso segundo de este artículo, los contribuyentes podrán deducir aquella parte del mismo que se encuentre invertida en otros negocios o empresas afectos al pago de patente municipal, lo que deberá acreditarse mediante certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que dichos negocios o empresas se encuentran ubicados. El Presidente de la República reglamentará la aplicación de este inciso.”.


4.- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 25 por los siguientes:


“Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar, dentro del mes de mayo de cada año, en la municipalidad en que se encuentre ubicada su casa matriz, una declaración en que se incluya el número total de trabajadores que laboran en cada una de las sucursales, oficinas, establecimientos, locales u otras unidades de gestión empresarial. 


Sobre la base de la declaración antes referida y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar en cada caso, según la tasa o tasas vigentes en las respectivas comunas.”.


5.- Sustitúyese en el artículo 33 la referencia a la “ley N° 17.105” por “ley N° 19.925”.


6.- Reemplázase el artículo 39 bis por el siguiente:


“Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deban efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por el Servicio de Tesorerías, de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por la recaudación del impuesto territorial o por su participación en el señalado Fondo, en un plazo máximo de seis meses, y en el número de cuotas que dicho servicio determine.


Para los efectos indicados en el inciso anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo deberá determinar para cada municipalidad, a partir del informe trimestral a que se refiere el artículo 60, los recursos que le correspondería haber enterado al Fondo Común Municipal. Este cálculo deberá ser informado al Servicio de Tesorerías dentro del mes siguiente al del vencimiento del trimestre respectivo.


Una vez recibido el informe señalado en el inciso anterior, el Servicio de Tesorerías deberá cotejar dicha información con los recursos efectivamente enterados por cada municipalidad. En el caso de existir diferencias entre el monto informado por la referida Subsecretaría y el ingreso efectivo, y una vez verificadas tales diferencias con la respectiva municipalidad, el Servicio de Tesorerías, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, deberá informar de esta situación a la Contraloría General de la República y al correspondiente concejo.”.


7.- Reemplázase el numeral 3.- del artículo 41 por el siguiente:


“3.- Extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso público, o desde pozos lastreros ubicados en inmuebles de propiedad particular.”.


8.- Sustitúyense, en el numeral 5.- del artículo 41, sus incisos primero y segundo por el siguiente inciso primero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y siguientes, a ser incisos segundo y siguientes, respectivamente:


“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma, en conformidad a la Ordenanza Local de Propaganda y Publicidad. El valor correspondiente a este permiso se pagará anualmente, según lo establecido en la respectiva Ordenanza Local. En todo caso, los municipios no podrán cobrar por tales permisos, cuando se trate de publicidad que sólo dé a conocer el giro de un establecimiento y se encuentre adosada a la o las edificaciones donde se realiza la actividad propia del giro.”.


9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 58 bis:


a) Reemplázase, en su inciso tercero, el texto que sigue a la palabra “publicado”, por el siguiente: “en la página web de la respectiva municipalidad y, en caso de no contar con ella, en el portal de internet de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Un extracto del decreto, con la individualización del propietario y la ubicación del inmueble, deberá publicarse en un diario regional de circulación en la respectiva comuna o, en su defecto, en uno de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido, la publicación en el diario hará las veces de notificación”.


b) Agrégase en su inciso cuarto, a continuación de la palabra “obras”, la frase “y las publicaciones referidas en el inciso anterior”.


c) Introdúcese en el inciso final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de pozos lastreros, se les considerará abandonados cuando no cuenten con un plan de manejo y cierre debidamente autorizado o, teniéndolo, no lo cumplan en los términos aprobados, en cuyo caso la multa a que se refiere el inciso primero será de un 10% anual.”.


10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “a la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”; y agrégase entre las expresiones “Fondo Común Municipal” y “del ingreso” la conjunción “y”.


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Para dichos efectos, las municipalidades deberán informar trimestralmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en las condiciones, formatos y medios que ésta determine y, de ser necesario, proporcione, respecto de la recaudación de recursos a que se refieren los números 2, 3 y 6 del inciso tercero del artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. La información correspondiente deberá ser enviada, a más tardar, el séptimo día hábil del mes siguiente de terminado el respectivo trimestre.


En caso de incumplimiento de esta obligación, el Servicio de Tesorerías, a solicitud de la Subsecretaría, se abstendrá de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación establecida en el inciso anterior.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, la expresión “la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”.


Artículo 3°.- Incorpórase, en el inciso final del artículo 9º de la ley N° 19.104, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“En el caso de los organismos cuyos funcionarios perciban la asignación establecida en el artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, la excepción a la limitación referida se dispondrá mediante un decreto alcaldicio fundado. Entre los fundamentos de dicho decreto deberán señalarse los costos que la medida implica para las arcas municipales, con mención específica de los montos involucrados.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Las adecuaciones introducidas en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, por el artículo 1° de la presente ley, tendrán la misma vigencia que las modificaciones efectuadas a dicha ley por los artículos 1° y 2° de la ley N° 20.033.


Artículo segundo.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para celebrar, por una sola vez, nuevos convenios de pago o reliquidar aquellos vigentes, conforme a lo dispuesto en el presente artículo, para el pago de la deuda por aportes al Fondo Común Municipal, respecto de las municipalidades que, a la fecha de publicación del presente cuerpo legal, tengan deudas pendientes por ese concepto, en los plazos y condiciones que determine la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, previa evaluación de la capacidad financiera de la municipalidad deudora. En todo caso, los plazos que se aprueben deberán considerar que el pago máximo anual de cada municipalidad no supere el 5% de la suma de los ingresos propios permanentes y de los ingresos percibidos por concepto del Fondo Común Municipal, ambos del año 2006, comparación que deberá hacerse en moneda de igual valor.


La reliquidación de los convenios anteriores en ningún caso  generará derecho a la devolución de las cuotas ya pagadas en virtud de los mismos.


Para los efectos indicados en el presente artículo, las municipalidades morosas deberán presentar, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, una propuesta de pago que contenga los plazos y condiciones para el cumplimiento de su obligación, debiendo incluir un análisis financiero de su capacidad de pago. Esta propuesta deberá contar con la aprobación del respectivo concejo.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo podrá aprobar la propuesta o acordar con la municipalidad morosa, previa evaluación de su capacidad financiera, una nueva propuesta que deberá ser ratificada por el concejo. Esta facultad se ejercerá por una sola vez y dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la Subsecretaría comunique a la municipalidad la voluntad de acordar dicha nueva propuesta.


En los convenios de pago se condonará el total de intereses devengados, debiendo procederse a la liquidación de la deuda, reajustándola en conformidad a la variación que  haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del vencimiento y la de la presentación de la propuesta a que se refiere el inciso tercero, y expresándola en unidades tributarias mensuales, o en la unidad de reajustabilidad que la reemplace, a la fecha de celebración del convenio.


Las cuotas que se pacten en los referidos convenios serán descontadas por el Servicio de Tesorerías de las respectivas remesas del Fondo Común Municipal y, de ser éstas insuficientes, de los ingresos correspondientes por concepto de impuesto territorial, de impuesto de transferencia de vehículos con permiso de circulación, o de derechos de aseo.”.

_____________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento  e informe de 

la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, correspondiente a los Boletín Nº 4.438-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 4°.


2) Artículos que sólo fueron objeto de indicaciones rechazadas: no hubo.


3) Indicaciones aprobadas: 2 a; 3 b; 12; 13; 14; 19; 25; 38 letra b); 53; 54; 68 y 69 letras a); 72 a; 73; 74 a; 74 c; 74 d; 77 a N°s 1) a 8), salvo letra k) del N° 4); 78 y 79, número 2) y 3).


4) Indicaciones aprobadas con modificaciones:  1; 4; 5 y 6, letras a) y b); 7;  7 a; 8; 9; 10; 11; 15; 20; 21; 26; 27; 28; 30; 31; 37; 38 letra a); 40; 41; 42; 43; 44; 48; 49; 50; 51; 52; 57; 58; 59; 62; 63; 64; 65; 66; 68 y 69 letras b) y c); 77 a N° 9); 78 y 79, N° 4); 80; 81y 82.

5) Indicaciones declaradas inadmisibles: 3 a.


6) Indicaciones rechazadas: 3 c; 5 y 6, letras c); 21 a; 24; 25 a; 25 b; 31 a;  35 a; 41 a; 48 a; 52 a; 69 a; 74 b; 77 a letra k) del N° 4) y N° 10); 78 y 79  N°s 1).


7) Indicaciones retiradas:  3; 16; 17; 18; 22; 23; 29; 32; 33; 34; 35; 36; 39; 45; 46; 47; 55; 56; 60; 61; 67; 70; 71; 74; 75 y 76.


8) Indicaciones reemplazadas: 2; 72 y 77.



El señor Secretario General señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1º

Nº 1)


- Reemplazarlo por el que sigue:


“1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Reemplázase en su encabezamiento la frase “señala el artículo 4°”, por “señalan los artículos 4° y 4° bis”.


b) Sustitúyese el numeral 2°, por el que sigue:


“2º. Atención de público y mediación, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado, especialmente a los niños, niñas y adolescentes, a manejar la correspondencia del tribunal y a desarrollar las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las acciones de información y derivación a mediación.”.


c) Agrégase el siguiente numeral 5°:


“5° Cumplimiento, que, dada la particular naturaleza de los procedimientos establecidos en esta ley, desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar, particularmente de aquellas que requieren de cumplimiento sostenido en el tiempo.”.


d) Insértase el siguiente inciso final:


“La Corte Suprema, a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial velará por el eficiente y eficaz cumplimiento de las funciones a que se refiere este artículo en los tribunales de letras con competencia en familia. Será aplicable lo dispuesto en el artículo 26 del Código Orgánico de Tribunales.”.”.

Nº 2)


- Sustituirlo por el siguiente:


“2) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 4°:


a) Reemplázase en la letra b), la expresión “Calama, con cuatro jueces,” por “Calama, con cinco jueces,”.


b) Reemplázase en la letra c), la expresión “Copiapó, con cuatro jueces,” por “Copiapó, con cinco jueces,”.


c) Reemplázanse en la letra d), las expresiones “La Serena, con tres jueces,” por “La Serena, con cinco jueces,”; “Coquimbo, con tres jueces,” por “Coquimbo, con cuatro jueces,”, y “Ovalle, con dos jueces,” por “Ovalle, con tres jueces,”.


d) Reemplázanse en la letra e), las expresiones “Quilpué, con dos jueces” por “Quilpué, con tres jueces”; “Villa Alemana, con dos jueces” por “Villa Alemana, con tres jueces”; “Casablanca, con un juez” por “Casablanca, con dos jueces”; “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”; “Los Andes, con dos jueces,” por “Los Andes, con tres jueces,”; “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con cuatro jueces”; “Quillota, con tres jueces,” por “Quillota, con cuatro jueces,”, y “Limache, con un juez”, por “Limache, con dos jueces”.


e) Reemplázanse en la letra f) las expresiones “Rancagua, con ocho jueces”, por “Rancagua, con diez jueces”; “Rengo, con dos jueces,” por “Rengo, con tres jueces,”; “San Fernando, con dos jueces” por “San Fernando, con tres jueces”, y “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”. 


f) Reemplázanse en la letra g), las expresiones “Talca con cinco jueces” por “Talca, con ocho jueces”; “Constitución, con un juez” por “Constitución, con dos jueces”; “Curicó, con tres jueces” por “Curicó, con cinco jueces”, y “Linares, con tres jueces” por “Linares, con cuatro jueces”.


g) Reemplázanse en la letra h), las expresiones “Los Ángeles, con cuatro jueces” por “Los Ángeles, con cinco jueces”; “Tomé, con un juez”, por “Tomé, con dos jueces”, y “Coronel, con tres jueces” por “Coronel, con cuatro jueces”. 


h) Reemplázase en la letra i), la expresión “Temuco, con siete jueces” por “Temuco, con nueve jueces”. 


i) Reemplázanse en la letra j), las expresiones “Osorno, con tres jueces”, por “Osorno, con cinco jueces”, y “Puerto Montt, con tres jueces”, por “Puerto Montt, con cinco jueces”.


j) Reemplázase en la letra l), la expresión “Punta Arenas, con tres jueces” por “Punta Arenas, con cuatro jueces”. 


k) Reemplázanse en la letra m) las expresiones “Puente Alto, con seis jueces” por “Puente Alto, con ocho jueces”; “Peñaflor, con dos jueces”, por “Peñaflor, con tres jueces”; “Colina, con dos jueces” por “Colina, con tres jueces”; “con asiento dentro de su territorio jurisdiccional” por “con asiento dentro de la Provincia de Santiago” y “Cuatro juzgados de familia: el primero, el segundo y el tercero, con diez jueces cada uno, y el cuarto, con doce jueces” por “Cuatro juzgados de familia, todos con trece jueces”.


l) Reemplázase en la letra n) la expresión “Valdivia, con cuatro jueces”, por “Valdivia, con cinco jueces”.


m) Reemplázase en la letra ñ), la expresión “Arica, con cinco jueces,”, por “Arica, con siete jueces,”.”.

- - -


- Insertar a continuación el siguiente Nº 2) bis, nuevo:


“2 bis) Intercálase el siguiente artículo 4° bis nuevo:


“Artículo 4° bis: Dotación adicional. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los tribunales que a continuación se indican contarán con el número adicional de jueces que en cada caso se señala, los que no se considerarán para la determinación de las dotaciones a que se refiere el artículo 115 de la presente ley:


1) Juzgado de familia de Iquique, con un juez.

2) Juzgado de familia de Antofagasta, con un juez.


3) Juzgado de familia de Calama, con un juez.


4) Juzgado de familia de Copiapó, con un juez.


5) Juzgado de familia de Ovalle, con un juez.


6) Juzgado de familia de Viña del Mar, con un juez.


7) Juzgado de familia de Quilpué, con un juez.


8) Juzgado de familia de Los Andes, con un juez.


9) Juzgado de familia de San Antonio, con un juez.


10) Juzgado de familia de Rancagua, con tres jueces.


11) Juzgado de familia de San Fernando, con un juez.


12) Juzgado de familia de Talca, con dos jueces.


13) Juzgado de familia de Linares, con un juez.


14) Juzgado de familia de Chillán, con un juez.


15) Juzgado de familia de Concepción, con tres jueces.


16) Juzgado de familia de Los Ángeles, con un juez.


17) Juzgado de familia de Coronel, con un juez.


18) Juzgado de familia de Temuco, con dos jueces.


19) Juzgado de familia de Puerto Varas, con un juez.


20) Juzgado de familia de Puente Alto, con dos jueces.


21) Juzgado de familia de San Bernardo, con un juez.


22) Juzgado de familia de Peñaflor, con un juez.


23) Juzgado de familia de Melipilla, con un juez.


24) Juzgado de familia de Buin, con un juez.


25) Juzgado de familia de Colina, con un juez.


26) El 1° y 2° juzgados de familia de San Miguel, con tres jueces cada uno.


27) Juzgado de familia de Pudahuel, con un juez.


28) Juzgado de familia de Valdivia, con un juez.


29) Juzgado de familia de Arica, con un juez.”.”.


Insertar luego el siguiente número 3), nuevo:


“3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


a) Intercálase en la letra c), luego de la palabra “Evaluar”, la frase “a requerimiento del juez”, entre comas.


b) Incorpórase la siguiente letra d), pasando la actual a ser letra e):


“d) Asesorar al juez, a requerimiento de éste, en la evaluación del riesgo a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 20.066, sobre violencia intrafamiliar, y”.”.

- - -

Nº 3)


- Pasa a ser Nº 4, con las siguientes enmiendas:


- Insertar la siguiente letra a), nueva, alterando en consecuencia los demás literales de este número:


“a) Sustitúyese el numeral 6), por el siguiente:


“6) Las guardas, con excepción de aquellas relativas a pupilos mayores de edad, y que digan relación con la curaduría de la herencia yacente, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 494 del Código Civil;”.”.


- Reemplazar la letra a), que pasa a ser b), por la siguiente:


“b) Elimínase el numeral 7), enmendando correlativamente la numeración de los que le siguen.”.


- Reemplazar la letra b), que pasa a ser c), por la siguiente:


“c) Sustitúyese el numeral 10), que ha pasado a ser 9), por el siguiente:


“9) Todos los asuntos en que se impute la comisión de cualquier falta a adolescentes mayores de catorce y menores de dieciséis años de edad, y las que se imputen a adolescentes mayores de dieciséis y menores de dieciocho años, que no se encuentren contempladas en el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 20.084.


Tratándose de hechos punibles cometidos por un niño o niña, el juez de familia procederá de acuerdo a lo prescrito en el artículo 102 N;”.”.


- Agregar las siguientes letras d) y e), nuevas:


“d) Suprímense la letra b) del numeral 15), que ha pasado a ser 14), pasando la actual letra c) a ser letra b), y el numeral 17).


e) Reemplázase el numeral 19), que ha pasado a ser 17), por el siguiente:


“17) Toda otra materia que la ley les encomiende.”.”.

Nº 4)


- Pasa a ser Nº 5).


- Sustitúyese el artículo 11 que él contiene, por el siguiente:


“Artículo 11.- Concentración. El procedimiento se desarrollará en audiencias continuas y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. El tribunal solo podrá reprogramar una audiencia, en casos excepcionales y hasta  por dos veces durante todo el juicio, si no está disponible prueba relevante decretada por el juez. La nueva audiencia deberá celebrarse dentro de los 60 días siguientes a la fecha de la anterior.


Asimismo, el tribunal podrá suspender una audiencia durante su desarrollo, hasta por dos veces solamente y por el tiempo mínimo necesario de acuerdo con la causa invocada, por motivos fundados diversos del señalado en el inciso precedente, lo que se hará constar en la resolución respectiva.


La reprogramación se notificará conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 23, cuando corresponda, con a lo menos tres días hábiles de anticipación. La resolución que suspenda una audiencia fijará la fecha y hora de su continuación, la que deberá verificarse dentro de los treinta días siguientes, y su comunicación por el juez en la audiencia que se suspende se tendrá como citación y notificación suficientes.”.

Nº 5)


- Pasa a ser Nº 6), sin enmiendas.

- - -


Insertar a continuación los siguientes números 7), 8) y 9), nuevos:


“7) Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- Actuación de oficio. Promovido el proceso y en cualquier estado del mismo, el juez deberá adoptar de oficio todas las medidas necesarias para llevarlo a término con la mayor celeridad. Este principio deberá observarse especialmente respecto de medidas destinadas a otorgar protección a los niños, niñas y adolescentes y a las víctimas de violencia intrafamiliar.


Asimismo, el juez deberá dar curso progresivo al procedimiento, salvando los errores formales y omisiones susceptibles de ser subsanados, pudiendo también solicitar a las partes los antecedentes necesarios para la debida tramitación y fallo de la causa.”.


8) Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Publicidad. Todas las actuaciones jurisdiccionales y procedimientos administrativos del tribunal son públicos. Excepcionalmente y a petición de parte, cuando exista un peligro grave de afectación del derecho a la privacidad de las partes, especialmente niños, niñas y adolescentes, el juez podrá disponer una o más de las siguientes medidas:


a) Impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas de la sala donde se efectúa la audiencia.


b) Impedir el acceso del público en general u ordenar su salida para la práctica de diligencias específicas.”.


9) Reemplázase el artículo 17, por el siguiente: 


“Artículo 17.- Acumulación necesaria. Los jueces de familia conocerán conjuntamente, en un solo proceso, los distintos asuntos que una o ambas partes sometan a su consideración, siempre que se sustancien conforme al mismo procedimiento. La acumulación y desacumulación procederán sólo hasta el inicio de la audiencia preparatoria y serán resueltas por el juez que corresponda, teniendo especialmente en cuenta el interés superior del niño, niña o adolescente. La acumulación procederá incluso entre asuntos no sometidos al mismo procedimiento, si se trata de la situación regulada por el inciso final del artículo 9º de la ley Nº 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, y de las materias previstas en los números 1), 2) y 7) del artículo 8º.”.”.

N° 6)


- Pasa a ser N° 10), con las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero del artículo 18, sustituir la frase “las partes sólo podrán comparecer patrocinadas”, por “las partes deberán comparecer patrocinadas”, y agregar la siguiente oración final, a continuación del vocablo “fundados”: “en resolución que deberá dictar de inmediato”, precedida de una coma.


- En el inciso segundo del mismo artículo, suprimir la frase inicial “Cuando corresponda” y la coma que le sigue, iniciando con mayúscula la palabra “ambas” que figura a continuación.


- Intercalar, después del citado inciso segundo, los siguientes dos incisos nuevos, pasando el actual tercero a ser inciso quinto:


“La renuncia formal del abogado patrocinante o del apoderado no los liberará de su deber de realizar todos los actos inmediatos y urgentes que sean necesarios para impedir la indefensión de su representado.


En caso de renuncia del abogado patrocinante o de abandono de hecho de la defensa, el tribunal deberá designar de oficio a otro que la asuma, a menos que el representado se procure antes un abogado de su confianza. Tan pronto éste acepte el cargo, cesará en sus funciones el designado por el tribunal.”.

- - -


- Insertar a continuación los siguientes numerales 11) y 12), nuevos:


“11) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 19, por el siguiente:


“La persona así designada será el curador ad litem del niño, niña, adolescente o incapaz, por el solo ministerio de la ley, y su representación se extenderá a todas las actuaciones judiciales, incluyendo el ejercicio de la acción penal prevista como un derecho de la víctima en el artículo 109 letra b) del Código Procesal Penal.”.


12) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


 “Artículo 20.- Suspensión de la audiencia. Las partes, de común acuerdo y previa autorización del juez, podrán suspender hasta por dos veces la audiencia que haya sido citada.”.”.

- - -

N° 7)


- Pasa a ser N° 13), reemplazado por el que sigue:


“13) Modifícase el artículo 21 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a los números “8), 9), 10), 12), 13) y 18)” del artículo 8°, por otra, a los numerales “7), 8), 9), 11) y 12)” del mismo artículo.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En las causas sobre violencia intrafamiliar, de verificarse las circunstancias previstas en el inciso primero, el juez ordenará el archivo provisional de los antecedentes, pudiendo el denunciante o demandante solicitar, en cualquier momento la reapertura del procedimiento. Transcurridos seis meses desde que se decrete el archivo provisional sin haberse requerido la reanudación del procedimiento, se declarará, de oficio o a petición de parte, el abandono del procedimiento, debiendo el juez dejar sin efecto las medidas cautelares que haya fijado.”.

N° 8)


- Pasa a ser N° 14), con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar el encabezado por lo siguiente:


“14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 23:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los cuatro siguientes, pasando los actuales incisos tercero, cuarto  y quinto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:”.


- Agregar la letra b) que se indica a continuación:


“b) Reemplázase el inciso final por el que sigue:


“Los patrocinantes de las partes, en la primera actuación que realicen en el proceso, deberán indicar otra forma de notificación que elijan para sí, que el juez califique como expedita y eficaz, bajo apercibimiento de serles notificadas por el Estado diario todas las resoluciones que se dicten en lo sucesivo en el proceso.”.”.

N° 9)


- Pasa a ser N° 15), sin enmiendas.

- - -


- Insertar luego los siguientes números 16) y 17), nuevos:


“16) Agréganse, a continuación del artículo 26, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 26 bis.- Facultades del juez en la audiencia. El juez que preside la audiencia dirigirá el debate, ordenará la rendición de las pruebas y moderará la discusión. Podrá impedir que las alegaciones se desvíen hacia aspectos no pertinentes o inadmisibles, pero sin coartar el ejercicio de los litigantes para defender sus respectivas posiciones.


También podrá limitar el tiempo de uso de la palabra a las partes que deban intervenir durante el juicio, fijando límites máximos igualitarios para todas ellas o interrumpiendo a quien haga uso manifiestamente abusivo de su facultad.


Además, ejercerá las facultades disciplinarias destinadas a mantener el orden y decoro durante el debate y, en general, a garantizar la eficaz realización del mismo.


Quienes asistan a la audiencia deberán guardar respeto y silencio mientras no estén autorizados para exponer o deban responder a las preguntas que se les formulen. No podrán llevar armas ni ningún elemento que pueda perturbar el orden de la audiencia. No podrán adoptar un comportamiento intimidatorio, provocativo o contrario al decoro.


Artículo 26 ter.- Sanciones. Quienes infrinjan las medidas sobre publicidad previstas en el artículo 15 o lo dispuesto en el artículo 26 bis, podrán ser sancionados de conformidad con los artículos 530 o 532 del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda.


Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal podrá expulsar a los infractores de la sala.”.


17) Incorpórase al artículo 29, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Las partes tendrán plenas facultades para solicitar a los órganos, servicios públicos, o terceras personas, la respuesta a los oficios solicitados en la audiencia preparatoria y que hayan sido admitidos por el tribunal, a fin de que puedan ser presentados como medios de prueba en la audiencia del juicio.”.”.

- - -

N° 10)


- Pasa a ser N° 18), sin enmiendas.

N° 11)


- Pasa a ser N° 19), reemplazando el inciso que él contiene, por el que sigue:


“Artículo 46.- Contenido del informe de peritos. A petición de parte, los peritos deberán concurrir a declarar ante el juez acerca de su informe. Sin perjuicio de lo anterior, deberán entregarlo por escrito, con tantas copias como partes figuren en el proceso, con la finalidad de ponerlo en conocimiento de aquellas, con cinco días de anticipación a la audiencia de juicio, a lo menos.”.

N° 12)


- Pasa a ser N° 20), con las siguientes enmiendas:


- En el inciso tercero del artículo 54-1, sustituir la referencia a los números “9) y 18) del artículo 8°”, por otra, a los números “8) y 16) del artículo 8°”.


- En el inciso final del mismo artículo, eliminar la oración “En dicho caso señalará el tribunal competente, reenviándole los antecedentes correspondientes.”.


- Reemplazar el inciso segundo del artículo 54-2, por los dos que siguen:


“El tribunal conocerá también en esta etapa de los avenimientos y transacciones celebrados directamente por las partes y los aprobará en cuanto no sean contrarios a derecho.


Si en el acta de mediación consta que el proceso de mediación resultó frustrado, dispondrá la continuación del procedimiento judicial, cuando corresponda.”.

N° 13)


- Pasa a ser N° 21).


- Agregar al artículo 56 el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“En casos calificados, el juez, por resolución fundada, podrá autorizar al demandante a interponer su demanda oralmente, de todo lo cual se levantará acta de inmediato.”.”.

- - -


- Insertar luego el siguiente número 22), nuevo:


“22) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 57:


a) Sustitúyese la oración “contener la individualización de la persona que la presenta y de aquélla contra la cual se dirige, y una exposición clara de las peticiones y de los hechos en que se funda”, por “cumplir los requisitos del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil”;


b) Agrégase la siguiente frase final, precedida de una coma: “cuando la naturaleza y oportunidad de las peticiones así lo requiera”, y


c) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En las causas de mediación previa se deberá acompañar un certificado que acredite que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 106.”.”.

N° 14)


- Pasa a ser N° 23), sustituido por el que sigue:


“23) Reemplázase el inciso primero del artículo 58 por los dos siguientes, pasando el inciso segundo a ser cuarto:


“Artículo 58.- Contestación de la demanda y demanda reconvencional. El demandado deberá contestar la demanda por escrito, con al menos cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia preparatoria. Si desea reconvenir, deberá hacerlo de la misma forma, conjuntamente con la contestación de la demanda y cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo anterior. Deducida la reconvención, el tribunal conferirá traslado al actor, quien podrá contestarla por escrito, u oralmente, en la audiencia preparatoria.


En casos calificados, el juez, por resolución fundada, podrá autorizar al demandado a contestar y reconvenir oralmente, de todo lo cual se levantará acta de inmediato, asegurando que la actuación se cumpla dentro del plazo legal y llegue oportunamente a conocimiento de la otra parte.”.”.

N° 15)


- Pasa a ser N° 24).


- Agregar la siguiente letra c):


“c) Sustitúyese, en el inciso tercero, que pasa a ser segundo, la expresión “10 días” por “quince días”.

- - -


- Insertar a continuación el siguiente número 25), nuevo:


“25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 60.- Comparecencia a las audiencias. Las partes deberán concurrir personalmente a la audiencia preparatoria y a la de juicio, patrocinadas por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio, a menos que el juez en caso necesario las exceptúe expresamente, por motivos fundados, en resolución que deberá dictar de inmediato.”.


b) Insértase en el inciso tercero, después de la frase “contestarla y demandar reconvencionalmente”, las palabras “por escrito”, entre comas.”.
N° 16)


- Pasa a ser N° 26), con las siguientes enmiendas:


- En la letra a), reemplazar los números 1) y 9), por los siguientes:


“1) Oír la relación breve y sintética, que harán las partes ante el juez, del contenido de la demanda, de la contestación y de la reconvención que se haya deducido, y de la contestación a la reconvención, si ha sido hecha por escrito.”.


9) Excepcionalmente, y por motivos justificados, recibir la prueba que deba rendirse en ese momento. La documental que se rinda en esta oportunidad no radicará la causa en la persona del juez que la reciba.”.


- Incorporar las siguientes letras c) y d), nuevas:


“c) En el inciso segundo, reemplázase la expresión final “inciso cuarto”, por “inciso tercero”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de advertir la existencia de hechos comprendidos en el número 7) del artículo 8º, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá decretar la apertura del procedimiento especial previsto en el artículo 68 y citar a la audiencia respectiva, o incluir estos hechos para los efectos de los números 5), 6), 7) y 8) de este artículo, procediendo a la acumulación necesaria del artículo 17 y pudiendo decretar medidas cautelares de las previstas en el artículo 71.”.”.

- - -


- Insertar a continuación los siguientes números 27) y 28), nuevos:


“27) Agrégase al final de la letra c) del inciso primero del artículo 62, a continuación del vocablo “juicio”, la frase “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 63 bis”, precedida de una coma.


28) Incorpórase el siguiente artículo 63 bis, nuevo:


“Artículo 63 bis.- Prueba no solicitada oportunamente. A petición de alguna de las partes, el juez podrá ordenar la recepción de pruebas que ellas no hayan ofrecido oportunamente, cuando justifiquen no haber sabido de su existencia sino hasta ese momento y siempre que el juez considere que resultan esenciales para la resolución del asunto. 


Si con ocasión de la rendición de una prueba surge una controversia relacionada exclusivamente con su veracidad, autenticidad o integridad, el juez podrá autorizar la presentación de nuevas pruebas destinadas a esclarecer esos puntos, aunque ellas no hayan sido ofrecidas oportunamente y siempre que no haya sido posible prever su necesidad.”.”.

- - -

N° 17)


- Pasa a ser N° 29), con la siguiente enmienda:


- Sustituir, en el inciso segundo del artículo 66 bis, la palabra “traslado” por los términos “nombramiento, promoción, destinación, traslado o comisión”.

- - -


- Intercalar enseguida el siguiente número 30), nuevo, enmendando en consecuencia la numeración de los que siguen:


“30) Reemplazar, en el número 3) del artículo 67, la referencia a los numerales “9), 11), 14), 16) y 17)” del artículo 8°, por otra, a los numerales “8), 10), 13) y 15)” del mismo artículo.

- - -

N° 18)


- Pasa a ser N° 31), con la siguiente enmienda:


- Reemplazar, en la letra g) contenida en este numeral, la expresión “o que” escrita a continuación de la palabra “permanezca”, por una coma.

Números 19) al 22)


- Pasan a ser Números 32) al 35), sin enmiendas.

N° 23)


- Pasa a ser N° 36), agregándose al artículo 80 bis el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Si el juez estima necesario decretar una medida respecto de la cual no existe en la región oferta de las líneas de acción indicadas en la ley N° 20.032, comunicará tal situación al Director Nacional del Servicio Nacional de Menores, quien deberá adoptar las medidas tendientes a generar tal oferta en el menor tiempo posible. Entretanto, el juez decretará alguna de las restantes medidas del artículo 71. Pero si la cautelar dispuesta es la de la letra h) de dicho artículo, el Servicio Nacional de Menores deberá darle cumplimiento de inmediato y sin más trámite.”.

- - -


- Insertar luego los siguientes números 37) a 40), nuevos:


“37) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 81, la referencia a la “ley N° 19.325”, por “ley N° 20.066”.


“38) Reemplázase, en el artículo 89, la referencia al “artículo 8° de la ley N° 19.325”, por “artículo 12 de la ley N° 20.066”.


39) Insértase en el número 1 del artículo 92, a continuación de la frase “lugar de estudios o de trabajo de ésta”, la siguiente oración: “así como en cualquier otro lugar en que la víctima permanezca, concurra o visite habitualmente”, precedida de una coma.


40) Suprímese en el inciso primero del artículo 100 la palabra “sólo” y agrégase al final del mismo, en punto seguido, la siguiente oración: “Podrá, además, terminar por archivo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 21, inciso tercero.”.

N° 24


- Suprimirlo.

- - -


- Insertar luego los siguientes números 41) y 42), nuevo: 


“41) Sustitúyese, en el artículo 102 C, la expresión “numeral 10)” por “numeral 9)”.


42) Intercálase el siguiente artículo 102 N, nuevo:


“Artículo 102 N.- En los casos en que un niño, niña o adolescente inimputable incurra en una conducta ilícita, el juez de familia deberá citar a su padre, madre o a quien lo tenga a su cuidado a una audiencia, para los fines del artículo 234 del Código Civil.”.”.

- - -

N° 25)


- Pasa a ser N° 43), con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar, en el primer inciso del artículo 106, la frase “previo a la tramitación judicial de la causa” por “previo a la interposición de la demanda”.


- Incorporar al mismo artículo el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a los casos del artículo 54 de la ley N° 19.947.”.


- Sustituir los incisos primero y segundo del artículo 107 por el que sigue:


“Artículo 107.- Derivación a mediación y designación del mediador. Cuando se trate de algunas de las materias que de acuerdo al artículo 106 son de mediación previa, las partes, de común acuerdo, comunicarán al tribunal el nombre del mediador que elijan de entre los mediadores contratados en conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 114, mediante una presentación que contenga la individualización de los involucrados y la mención de la o las materias incluidas. A falta de acuerdo en la persona del mediador o si las partes manifiestan su decisión de dejar entregada la designación a la resolución del juez, éste procederá a nombrar al mediador mediante un procedimiento objetivo y general, que garantice una distribución equitativa entre los contratados para prestar servicios en ese territorio jurisdiccional y un adecuado acceso a los solicitantes. En todo caso, siempre se hará presente al requirente la posibilidad de recurrir, a su costa, a un mediador de los inscritos en el registro señalado en el artículo 112. Estas actuaciones podrán llevarse a cabo ante cualquier tribunal de familia y para ellas no se requiere patrocinio de abogado.”.


- Reemplazar el artículo 109 por el siguiente:


“Artículo 109.- Reglas especiales sobre la mediación en causas relativas al derecho de alimentos. Tratándose de casos que versen, en todo o parte, sobre el derecho de alimentos, el mediador, en la primera sesión, deberá informar al alimentario de su derecho de recurrir en cualquier momento al tribunal para la fijación de alimentos provisorios, de acuerdo al artículo 54-2. De esta actuación deberá dejarse constancia escrita firmada por el mediador y las partes. Sin perjuicio de lo cual, las partes podrán adoptar directamente un acuerdo sobre la materia. 


Si el requerido, citado por una sola vez, no acude a la primera sesión de mediación y no justifica su ausencia, el requirente quedará habilitado para iniciar el procedimiento judicial.”.


- Sustituir los incisos tercero y cuarto del artículo 112, por los siguientes:


“El Ministerio de Justicia proporcionará a las Cortes de Apelaciones la nómina de los mediadores habilitados en su respectivo territorio jurisdiccional. Asimismo, deberá mantener en su página web dicha nómina, la cual deberá ordenar a los mediadores por comunas y contener los datos básicos de cada uno de ellos.


Para inscribirse en el Registro de Mediadores se requiere poseer título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de duración, otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste; acreditar formación especializada en mediación y en materias de familia o infancia, impartida por alguna universidad o instituto que desarrolle docencia, capacitación o investigación en dichas materias, y no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, por alguno de los delitos contemplados en los artículos 361 a 375 del Código Penal, ni por actos constitutivos de violencia intrafamiliar.”.


- Eliminar el inciso final del mismo artículo 112.

N° 26)


- Pasa a ser N° 44), sustituyendo el artículo 115 en él contenido, por el siguiente:


“Artículo 115. Composición de la planta de los juzgados de familia. Los juzgados de familia que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, en relación con el número de jueces determinado para cada uno de ellos en el artículo 4°:


1) Juzgados con un juez: un juez, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, dos administrativos 1º, cuatro administrativos 2º y un auxiliar.


2) Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, tres administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, dos administrativos 3º y un auxiliar.


3) Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, cuatro administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, cuatro administrativos 3º y un auxiliar.


4) Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, cuatro miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, seis administrativos 1º, tres administrativos 2º, cuatro administrativos 3º y un auxiliar.


5) Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, cinco miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, siete administrativos 1º, cinco administrativos 2º, cinco administrativos 3º y un auxiliar.


6) Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, seis miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, ocho administrativos 1º, cinco administrativos 2º, cinco administrativos 3º y un auxiliar.


7) Juzgados con siete jueces: siete jueces, un administrador, siete miembros del consejo técnico, tres jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, ocho administrativos 1º, cinco administrativos 2º, seis administrativos 3º y dos auxiliares.


8) Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, un administrador, ocho miembros del consejo técnico, tres jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, diez administrativos 1º, siete administrativos 2º, seis administrativos 3º y dos auxiliares.


9) Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, un administrador, nueve miembros del consejo técnico, tres jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, diez administrativos 1º, siete administrativos 2º, siete administrativos 3º y dos auxiliares.


10) Juzgados con diez jueces: diez jueces, un administrador, diez miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, once administrativos 1º, siete administrativos 2º, ocho administrativos 3º y dos auxiliares.


11) Juzgados con doce jueces: doce jueces, un administrador, doce miembros del consejo técnico, cuatro jefe de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, trece administrativos 1º, siete administrativos 2º, nueve administrativos 3º y dos auxiliares.


12) Juzgados con trece jueces: trece jueces, un administrador, doce miembros del consejo técnico, cuatro jefe de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, trece administrativos 1º, ocho administrativos 2º, ocho administrativos 3º y dos auxiliares.”.

N° 27)


- Pasa a ser N° 45), sin enmiendas.


- Insertar enseguida el siguiente número 46), nuevo:


“46) En el numeral 4) del artículo 117, intercálase, luego de la expresión “administrativo 1°” la frase “y administrativo contable”.

- - -

N° 28)


- Pasa a ser N° 47, sin enmiendas.


- Incorporar luego el siguiente número 48), nuevo:


“48) Suprímese el numeral 5) del Artículo octavo transitorio.”.

- - -

ARTÍCULO 2°


- Insertar al comienzo de la disposición contenida en el numeral 3), lo siguiente: “Artículo 68.-”.


- Reemplazar el numeral 7) por el siguiente:


“7) Derógase el artículo 92.”.


- Sustituir, en el número 8), la referencia al artículo “241” del Código de Procedimiento Civil, por otra, al artículo “242”.

ARTÍCULO 3°


- Agregar, en el número 1), a continuación de la expresión “Derechos del Niño.”, la oración “Esta facultad excluye toda forma de maltrato físico”.


- Reemplazar el número 2) por el que sigue:


“2) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “decretará medidas de resguardo del hijo”, por la siguiente: “podrá decretar una o más de las medidas cautelares especiales del artículo 71 de la ley N° 19.968, con sujeción al procedimiento previsto en el Párrafo primero del Título IV de la misma ley”.”.

ARTÍCULO 5°


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Suprímense la letra c) del artículo 23 y la letra i) del artículo 24.


2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo en el artículo 27, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Los Juzgados de Letras estarán conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional; sin embargo actuarán y resolverán unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento.”.


3) Agrégase el siguiente artículo 27 bis:


“Artículo 27 bis.- Los juzgados de letras con competencia común integrados por dos jueces, tendrán la siguiente planta de personal: un Administrador, un Jefe de Unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3°, tres ayudantes de servicios y un auxiliar.


La planta de personal de los tribunales señalados en el inciso anterior que tengan dentro de su competencia la resolución de asuntos de familia contará, adicionalmente, con un consejero técnico.


Los jueces y el personal directivo de estos juzgados tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Escalafón del Personal Superior del Poder Judicial que se indican a continuación:


a) Los jueces, el grado correspondiente según asiento del tribunal.


b) Los administradores de Juzgados de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados VIII y IX del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.


c) Los Jefes de Unidad de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados X y XI del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.


El personal de empleados de los Juzgados de Letras de competencia común con dos jueces, tendrá los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:


a) Administrativos Jefe de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XII y XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


b) Administrativos 1° de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XIII y XIV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


c) Administrativos 2° de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XIV y XV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


d) Administrativos 3° de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XV y XVI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


e) Ayudantes de servicio de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XVII y XVIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


f) Auxiliares de Juzgado de Letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grado XVIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


4) Agrégase el siguiente artículo 27 ter:


“Artículo 27 ter.- En los juzgados de competencia común con dos jueces, habrá un juez presidente del tribunal, cuyo cargo se radicará anualmente en cada uno de los jueces que lo integran comenzando por el más antiguo.


Sus atribuciones y deberes son los siguientes:


a) Velar por el adecuado funcionamiento del juzgado;


b) Designar al personal del juzgado, a propuesta en terna del administrador;


c) Relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta;


d) Decidir el proyecto de plan presupuestario anual para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial;


e) Elaborar anualmente una cuenta de la gestión jurisdiccional del juzgado;


f) Aprobar los criterios de gestión administrativa que le proponga el administrador del tribunal y supervisar su ejecución;


g) Aprobar la distribución del personal que le presente el administrador del tribunal;


h) Aprobar anualmente, un procedimiento objetivo y general de distribución de causas entre los jueces del tribunal.


i) Calificar al personal, teniendo a la vista la evaluación que le presente el administrador del tribunal;


j) Presentar al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva una terna para la designación del administrador del tribunal;


k) Proponer al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva la remoción del administrador del tribunal; y


l) Ejercer las demás atribuciones y deberes que determinen las leyes.”.


5) Agrégase el siguiente artículo 27 quáter:


“Artículo 27 quáter.- Los Juzgados de Letras de competencia común con dos jueces se organizarán en las siguientes unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las correspondientes funciones:


a) Sala, que consistirá en la organización y asistencia a la realización de las audiencias.


b) Atención a Público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al tribunal y manejar la correspondencia y custodia del tribunal.


c) Administración de Causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros de los procesos en el juzgado, incluidas las relativas a las notificaciones, al manejo de las fechas y salas para las audiencias, al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de las causas nuevas, a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado y a las estadísticas básicas del mismo.


d) Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico de la red computacional del juzgado, de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del mismo, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales que requiera el procedimiento.


e) Cumplimiento, que desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales y demás títulos ejecutivos de competencia de estos tribunales.”. 


6) En la letra B), del artículo 30, intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Chañaral,” la frase “con dos jueces,”.


7) En la letra B), del artículo 31, intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Los Vilos,” la frase “con dos jueces,”.


8) En la letra B), del artículo 35, intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de San Carlos,” la frase “con dos jueces,”.


9) En la letra B), del artículo 36, intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Villarrica,” la frase “con dos jueces,”.


10) En la letra B), del artículo 39 bis, intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Mariquina,” la frase “con dos jueces,”.”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 273:


a) Reemplázase la coma y la conjunción “y” escritas al final de la letra d), por un punto y coma.


b) Sustitúyese el punto final de la letra e) por una coma y la conjunción “y”.


c) Agrégase a continuación la siguiente letra f):


“f) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva calificará a los administradores de tribunales de la jurisdicción, teniendo a la vista informes que deberán emitir por separado el Comité de Jueces correspondiente y la Corporación Administrativa del Poder Judicial.”.


12) Agrégase al final del inciso quinto del artículo 276, en punto seguido, lo siguiente: “Las calificaciones a que se refiere la letra f) del artículo 273 serán apelables ante el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva.”.


- Incorporar el siguiente artículo 6°, nuevo:


“Artículo 6°.- Reemplázase la letra b) del artículo 9° de la ley Nº 20.066 por la siguiente:


“b) Prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.”.”.

- - -

ARTÍCULO 6°


- Pasa a ser artículo 7°, sustituyendo la referencia al número “25)” del artículo 1°, por otra, al número “43)” del mismo.

ARTÍCULO 7°


- Rechazarlo.

Artículo 1° transitorio


- Eliminarlo.

Artículo 2° transitorio


- Pasa a ser artículo 1° transitorio, reemplazando la mención del año “2007” por “2008”.

Artículo 3° transitorio


- Suprimirlo.

Artículo 4° transitorio


- Pasa a ser artículo 2° transitorio, con la siguiente enmienda:


- En el inciso primero, suprimir las palabras “del artículo 3° transitorio” que figuran entre las expresiones “entrada en vigencia” y “de esta ley”.

Artículo 5° transitorio


- Pasa a ser artículo 3° transitorio, con las siguientes enmiendas:


- En el número 1), sustituir la expresión “3° transitorio de este cuerpo legal”, por la palabra “precedente”.


- En el número 3), reemplazar la expresión “3° transitorio de esta ley”, por la palabra “precedente”.


- En el número 5), sustituir las expresiones “3° transitorio” y “3° transitorio de esta ley”, por la palabra “precedente”.

- - -


- Insertar a continuación los siguientes artículos 4°, 5°, 6° y 7° transitorios, nuevos:


“Artículo 4°.- Los secretarios cuyos cargos son suprimidos por esta ley gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer el nuevo cargo de juez de letras de competencia común, en el juzgado en que servían, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.


Asimismo, los secretarios que, por cualquier circunstancia, no sean nombrados como jueces en los juzgados de letras de competencia común que se crean por la presente ley, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha posean y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.


En el evento de que no existan vacantes en la misma jurisdicción, dentro del plazo indicado en el inciso precedente, el Presidente de la Corte de Apelaciones comunicará este hecho a la Corte Suprema, para que sea ésta la que destine al secretario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzca afectación de ninguno de sus derechos funcionarios.


Artículo 5°.- Los empleados de secretaría de juzgados de competencia común cuyos cargos son suprimidos por esta ley, que no hayan ejercido el derecho establecido en el artículo 2° transitorio de esta ley, ingresarán a cumplir funciones en los juzgados de letras a los cuales pertenecían, de acuerdo a las reglas siguientes:


1) La Corte de Apelaciones respectiva, en un acto único, confeccionará una nómina con todos los empleados de planta y otra nómina con los empleados a contrata de cada tribunal de competencia común, cuyos cargos de secretaría son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior y la antigüedad en el servicio. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia.


2) Elaboradas las nóminas, se iniciará el proceso de traspaso de aquellos empleados que se desempeñan en los cargos que son suprimidos por esta ley, que no hayan ejercido el derecho establecido en el artículo 2° transitorio, así como el nombramiento de los empleados en los cargos que se crean en la misma, que queden vacantes una vez verificado el proceso de traspaso, procediendo del modo siguiente:


a) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará las vacantes de los cargos en los juzgados de competencia común que se crean en esta ley, dentro de su jurisdicción, comenzando con aquellos empleados de planta cuyos cargos son suprimidos por la presente ley, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el numeral 1) de este artículo, se les otorgará la opción de optar a un cargo del mismo grado existente en el Juzgado de Letras de competencia común en el cual servían. A continuación efectuará el mismo procedimiento con los empleados a contrata cuyos cargos son suprimidos por la presente ley, según sus grados.


b) Aquellos funcionarios de planta o a contrata que no hayan sido designados en los cargos creados por esta ley en los juzgados de letras de competencia común, deberán ser destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, en un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en los demás tribunales del sistema judicial, en la misma jurisdicción, sin que tal destinación signifique, en ninguna circunstancia, pérdida de alguno de sus derechos funcionarios.


Si no existe vacante dentro del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario a un cargo vacante, sin que se produzca afectación de sus derechos funcionarios.


c) En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado posea al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones.


Artículo 6°.- El requisito de formación especializada en materias de familia o infancia exigido por el artículo 112 de la ley N° 19.968 para inscribirse en el Registro de Mediadores, se hará exigible un año después de la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 7°.- La mediación obligatoria a que se refiere el artículo 106 entrará en vigencia en las diversas regiones del país, según el siguiente calendario: en las regiones Iª, IIª, IIIª, IVª, VIª, IXª, XIª, XIVª y XVª, nueve meses después de la publicación de esta ley; en las regiones Vª, VIIª, VIIIª y Xª, doce meses después de la publicación de esta ley, y en la Región Metropolitana, quince meses después de la publicación de esta ley.”.

- - -

Artículo 6° transitorio


- Rechazarlo.



El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los números 3, 4, 6, 7, 8 (que pasa a ser N° 9), del artículo 4° (que pasa a ser 5°), artículos 5° y 6° (que pasan a ser artículos 6° y 7°, respectivamente).


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: nuevas primera y segunda indicaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 72 a y 77 a.



IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.



V.- Indicaciones retiradas: no hay.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: indicación del Honorable Senador señor Bianchi.



Agrega que la Comisión de Hacienda, propone aprobar el texto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°
Numeral 44)


Introducir en el numeral 4) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “tres administrativos 2°” por “cuatro administrativos 2°”.


b) Reemplazar la expresión “cuatro administrativos 3°” por “cinco administrativos 3°”.


Introducir en el numeral 5) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “cinco administrativos 2°” por “cuatro administrativos 2°”.


b) Reemplazar la expresión “cinco administrativos 3°” por “seis administrativos 3°”.


Introducir en el numeral 6) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “cinco administrativos 2°” por “cuatro administrativos 2°”.


b) Reemplazar la expresión “cinco administrativos 3°” por “seis administrativos 3°”.


Reemplazar en el numeral 7), la expresión “cinco administrativos 2°” por “cuatro administrativos 2°”.


Introducir en el numeral 8) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “dos administrativos jefes” por “tres administrativos jefes”.


b) Reemplazar la expresión “diez administrativos 1°” por “nueve administrativos 1°”.


c) Reemplazar la expresión “siete administrativos 2°” por “cinco administrativos 2°”.


d) Reemplazar la expresión “seis administrativos 3°” por “ocho administrativos 3°”.


Introducir en el numeral 9) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “dos administrativos jefes” por “tres administrativos jefes”.


b) Reemplazar la expresión “siete administrativos 2°” por “cinco administrativos 2°”.


c) Reemplazar la expresión “siete administrativos 3°” por “ocho administrativos 3°”.


Introducir en el numeral 10) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “dos administrativos jefes” por “cuatro administrativos jefes”.


b) Reemplazar la expresión “siete administrativos 2°” por “cinco administrativos 2°”.


Introducir en el numeral 11) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “tres administrativos jefes" por “cuatro administrativos jefes”.


b) Reemplazar la expresión “siete administrativos 2°” por “seis administrativos 2°”.


Introducir en el numeral 12) las siguientes modificaciones:


a) Reemplazar la expresión “tres administrativos jefes” por “cuatro administrativos jefes”.


b) Reemplazar la expresión “ocho administrativos 2°” por “seis administrativos 2°”.


c) Reemplazar la expresión “ocho administrativos 3°” por “nueve administrativos 3°”. 

Colocar en plural las expresiones ”jefe” de los numerales 11) y 12) del número 44) del artículo 1°. 
Artículo 5°

Eliminar los numerales 2) a 5), pasando los numerales 6) a 12) a ser 2) a 8), respectivamente. 
Artículo 8°, nuevo


Agregar el siguiente artículo 8°, nuevo:


“Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 3º de la ley Nº 20.022:


1) Intercálase en el párrafo tercero del inciso primero, entre las expresiones “tres jefes de unidad,” y “cuatro administrativos 1°” la siguiente: “dos administrativos jefes,”. 


2) Reemplázase en el párrafo sexto del inciso primero la expresión “siete administrativos 2°” por “ocho administrativos 2°” y “cinco administrativos 3°” por “seis administrativos 3°”.”. 
Artículos transitorios
Artículo 2°

Reemplazar en el inciso primero, la frase  “contados desde la fecha señalada precedentemente o desde  la fecha de cumplimiento de las señaladas edades, respectivamente” por la siguiente: “siguientes a cumplir sesenta y cinco años de edad, los hombres y, en el caso de la mujeres, desde que cumplan sesenta años de edad y hasta los 65 años. Con todo, la edad para impetrar la bonificación deberá cumplirse a más tardar el 31 de diciembre de 2008.”.


Intercalar el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto a ser tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 


“Respecto a quienes a la fecha de publicación de esta ley tuvieren 65 años de edad, sean hombres o mujeres, el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación.”. 
Artículo 8°, nuevo

Incorporar el siguiente artículo 8° transitorio, nuevo:


“Artículo 8°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2008 se financiará con cargo a la partida presupuestaria 50-01-03-24.03.104. En los años posteriores se considerará en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido y a las disponibilidades presupuestarias correspondientes.”. 


El señor Secretario General  señala que las enmiendas transcritas, con excepción de las recaídas en los números 2) bis, nuevo, 43 y 44 del artículo 1º - las que se podrán en discusión y votación con posterioridad - fueron acordadas por unanimidad, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 



Finalmente, expresa que los números 1), 2), 2) bis, 4), 29), 39) y 41) del artículo 1°; el artículo 5° y los artículos 1° y 4° transitorios tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, declara aprobado el artículo 4º de la iniciativa, que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones en ambas Comisiones.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación las enmiendas acordadas unánimemente, las que son aprobadas por 20 votos a favor, de un total de 33 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 
- - - 



En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el número 2) bis, nuevo, del artículo 1º, que fue aprobada con la abstención del Honorable Senador señor García.



En discusión la modificación recaída en el número 2) bis, nuevo, del artículo 1º, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Gómez, Pérez Varela, Chadwick, Espina, Muñoz Aburto y Orpis.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a los señores Presidente de la Excelentísima Corte Suprema y Ministro de Justicia, con el objeto de que informen si el números de jueces y de funcionarios judiciales que se considera en esta iniciativa garantizarán el adecuado funcionamiento de la nueva judicatura de familia.



Adhieren a esta petición, los Honorables Senadores señores Arancibia, Chadwick, García, Gómez, Horvath, Orpis , Muñoz Aburto y Romero, y la Mesa..



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente anuncia que ha llegado la hora de término del Orden del Día de esta sesión.



Queda pendiente la discusión de este asunto.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Director de Vialidad de la Región de Los Ríos, requiriendo información acerca de a quien corresponde el dominio del puente Lelfucade y, en caso de pertenecer a dicha Dirección, que se realicen las acciones necesarias para su reparación.



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Tesorera General de la República, solicitando prorrogar la rebaja del impuesto territorial a los predios agrícolas y disponer las medidas necesarias para evitar el remate de esos bienes raíces hasta que se supere la situación de emergencia agrícola.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas y señora Ministra de Agricultura, requiriendo la ejecución del Proyecto Embalse del Río Purén.



3) A la señora Ministra de Salud, al señor Secretario Regional Ministerial de esa Cartera de Estado y al señor Fiscal Regional del Ministerio Público en la IX Región, solicitando que se disponga la instrucción de una investigación en el SAMU de la ciudad de Temuco para determinar eventuales responsabilidades y la posible comisión de delitos en relación con la muerte de persona que indica.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Hacienda, solicitando que considere el planteamiento formulado por un grupo de docentes de la comuna de Puerto Varas sobre el reajuste de bonificación y exprese su opinión al respecto.



2) A la señora Ministra de Salud, requiriendo información acerca de la posibilidad de efectuar un implante coclear a menor que indica.



3) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando que considere los planteamientos de persona que indica acerca de la necesidad de regularizar los títulos de dominios de los habitantes del sector Las Rocas, en Río Puelo, X Región.



4) Al señor Intendente de la Región Metropolitana, solicitando considerar los planteamientos formulados por persona que indica en relación con la operación de la empresa minera “Florida S.A.”, en la comuna de Alhué.



5) A la señora Presidenta del Directorio de la Fundación de Orquestas Juveniles e Infantiles, requiriendo que considere los planteamientos expuestos por el Círculo de Amigos para la Integración Social de Concepción, en cuanto a la posibilidad de dotar de mayor recursos a la Orquesta de Integración Infantil Mozart. 



6) Al señor Presidente del Directorio de la Fundación Pablo Neruda, solicitando que considere la proposición de la Ilustre Municipalidad de Futrono acerca del proyecto “Ruta de Neruda”.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y a la señora Intendenta de la XI Región, requiriendo información acerca de los proyectos de pavimentación de la zona austral.



2) A los señores Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas en la XI Región y Director del Servicio Nacional de Aduanas, solicitando información acerca de la expropiación de terreno que indica para la construcción de un nuevo complejo aduanero en la comuna de Chile Chico.



3) Al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de la XI Región, requiriendo información acerca de la situación en la que se encuentra el complejo habitacional denominado “Población Antonio Ronchi” en la localidad de “La Junta”, XI Región, en lo relativo a las deudas que se mantendrían con los trabajadores que participaron en su construcción y la regularización de los títulos de las viviendas.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro de Justicia, solicitando que estudie la posibilidad de presentar un proyecto de ley que restituya los quinquenios penitenciarios.



- Del Honorable Senador señor Naranjo:



1) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, requiriendo que disponga la medidas necesarias para asegurar los derechos de estudiante chileno que indica, detenido en la ciudad de Miami.



2) A la señora Ministra de Salud y al señor General Director de Carabineros, a fin de que instruya la investigación de la actuación del personal del SAMU y de los funcionarios policiales, respectivamente, en los hechos que culminaron con la muerte de persona que indica.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Ministro del Interior, para que informe acerca de la posibilidad de implementar un Plan Cuadrante en la comuna de La Calera.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a la acción judicial entablada por ENDESA para cambiar la denominación del Lago Laja de referente natural a embalse y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al señor Director General de Obras Hidráulicas, y al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, requiriendo que informen sobre el particular y de las acciones que se realizarán en esta materia.



Adhiere a esta petición de oficio, en su nombre, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



En seguida, el señor Senador se refiere a la ejecución del Plan Arauco por parte de Su Excelencia la Presidenta de la República, anunciado el año pasado en la comuna de Lebu y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior, requiriendo la aplicación de ciertas medidas relacionadas con el referido Plan.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el Honorable Senador señor Pérez Varela, en su nombre, y respecto de la primera petición, con la adhesión del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, de conformidad al Reglamento del Senado. 

___________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien se refiere a la situación económica  y social del país y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, requiriendo información acerca de las medidas que deberían aplicarse para recuperar el ritmo de desarrollo del país y al señor Superintendente de Valores y Seguros, para que informe sobre los mecanismos existentes para enfrentar el alza desmedida de la tasa de interés.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su nombre y de conformidad al Reglamento del Senado. 

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Renovación Nacional, Independientes, Partido Socialista y Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LEY PENAL

(5458-07)
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Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal:






1. Sustitúyese el artículo 41 por el siguiente:







“Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días, pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. Con todo, si la pena fuere superior a la señalada y no se tratare de alguno de los delitos contemplados en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 372 bis, 390, 391 y 433, números 1 y 2, del Código Penal, podrá el juez decretar dicha suspensión, siempre y cuando imponga al condenado la condición de someterse a tratamiento de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol durante el período de suspensión, si ello procediere, debiendo además revisar cada dos meses el cumplimiento de la misma.





Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.






Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.






Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento. En este último caso, tratándose de la condición de someterse a tratamiento de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol conforme a la letra c) del artículo 238 del Código Procesal Penal, y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, no será aplicable, para los efectos de esta ley, el requisito establecido en la letra a) del artículo 237 del mismo Código, salvo que se trate de alguno de los delitos contemplados en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 372 bis, 390, 391 y 433, números 1 y 2, del Código Penal.”.






2. Intercálanse en el artículo 43 los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:






“Podrá existir, también, en los centros a que se refieren las letras b) y c) del inciso segundo, a requerimiento del Servicio Nacional de Menores y a cargo de Gendarmería de Chile, una guardia no armada de carácter interno, para fines de seguridad y mantención del orden del recinto. La presencia de la guardia interna de Gendarmería deberá evaluarse periódicamente y cesar cuando las condiciones de seguridad y orden del centro lo permitan, a juicio del Servicio Nacional de Menores.






Las funciones de la guardia no armada de carácter interno –donde existiere– serán cumplidas por una unidad especializada que Gendarmería de Chile organizará para el cumplimiento de estos fines y estará integrada por funcionarios especialmente capacitados en responsabilidad penal adolescente y el control de adolescentes infractores. Los contenidos y modalidades de los programas de capacitación serán determinados por Gendarmería de Chile y por el Servicio Nacional de Menores, bajo la supervisión y directrices del Ministerio de Justicia.”. 






Artículo 2°.- La guardia no armada a que se refiere el artículo 43 de la ley N° 20.084, deberá cumplir los requisitos señalados en el inciso quinto del mismo artículo, a más tardar en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.






Artículo 3°.-  Agrégase en la letra d) del artículo 3° del decreto ley N° 2.859, de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, el siguiente número:





“6. Ejercer, cuando corresponda, el control de seguridad y mantención del orden de los centros por medio de una guardia interna no armada.”.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Prosecretario de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO  DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE REQUISITOS PARA ETIQUETADO DE VINOS DEL GRUPO MUNDIAL DEL COMERCIO DEL VINO

(5612-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo sobre Requisitos para el Etiquetado de Vinos" y su anexo I, del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Prosecretario de la Cámara de Diputados
3

INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR VÁSQUEZ, QUE REGULA CONVENIOS NO CONCURSALES PARA PEQUEÑOS DEUDORES Y PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

(4908-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción del Honorable Senador señor Vásquez. 

Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una o más de las sesiones asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Justicia: el asesor de la División Jurídica, don Rodrigo Zúñiga. 

Del Ministerio de Economía: los asesores jurídicos señora Danielle Zaror y señor Carlos Rubio.


 De la Superintendencia de Quiebras: el Superintendente, don Rodrigo Albornoz; el Jefe del Departamento Jurídico, don Felipe de Pujadas, y el abogado del Departamento Jurídico, don Nicolás Mena. 

De la Cámara Nacional de Comercio: los abogados doña Francisca Gostling y don Pedro Irureta. 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL




 Se hace presente que los artículos 4°, 48, inciso segundo, y 63 del proyecto, tienen rango de norma orgánica constitucional, conforme lo dispuesto en el artículo  77 de la Carta Fundamental, por lo que deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Por oficio Nº 30/SEC/07, de fecha 14 de marzo de 2007, se  remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad a los artículos 77, inciso segundo, y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



La Excelentísima Corte Suprema emitió su opinión acerca del proyecto de ley mediante oficio Nº 97, de fecha 11 de abril de 2007.
OBJETIVOS DEL PROYECTO





El proyecto tiene por principal objeto establecer y regular convenios no concursales, que se caractericen por ser simples, baratos, libres y rápidos. De esta manera, se permitiría el acceso a los mismos de los pequeños deudores y las pequeñas y medianas empresas, atendido que los altos costos que involucra la celebración de un convenio conforme a la legislación actual, en la práctica marginan de esta posibilidad a estos deudores y empresas, que representan un altísimo porcentaje de la actividad productiva del país. 

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:


ANTECEDENTES LEGALES



1.- Código de Comercio, particularmente el Libro IV, “De las Quiebras”. 





2.- Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada en lo concerniente a datos personales.





3.- Código Civil, Libro IV, Título XLI, “De la prelación de créditos”.

ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio origen a la tramitación del presente proyecto de ley, comienza afirmando que las leyes deben dar cuenta de las realidades socio-económicas del país en un momento histórico determinado, por lo que, en el caso de la legislación mercantil, debe responder a las necesidades sociales como instrumento para la protección del crédito en general y del comercial en particular, como armonizadora de las iniciativas de emprendimiento que impone el mercado globalizado y sus riesgos comerciales consecuentes y como instrumento de desarrollo económico de la compleja realidad empresarial chilena.


El autor de la iniciativa realiza luego una rápida mirada de este fenómeno a lo largo de la historia, en lo que se refiere a la legislación concursal, pues su evolución ha sido posterior a ciertos acontecimientos sociales, políticos y económicos, que han hecho nacer la necesidad de normar situaciones que se encontraban en vacío legal inadecuadamente. Menciona al respecto a la ley Nº 4.558 que derogó el título IV del Código de Comercio, de 1931, dos años después de la crisis bursátil de 1929; el decreto ley Nº 1.509, que reguló por primera vez el tratamiento de las unidades económicas y la continuidad efectiva del giro, precedido por la crisis mundial del petróleo; la ley Nº 18.175, cuyo antecedente es la crisis bancaria y el proceso de la devaluación de la moneda. Al final de esta evolución encontramos la última modificación de la ley Nº 18.175, por la ley Nº 20.004, que tuvo por objeto incorporar normas que imponen una fiscalización más efectiva a los síndicos, disposiciones que se dictan en un marco complejo, caracterizado por la intención del legislador de dotar de transparencia a los actos de la administración pública, y de las personas fiscalizadas por aquella como son los síndicos de quiebras.


El autor de la moción se pregunta respecto de la capacidad para anticiparnos a los hitos que marcarán nuestro devenir económico y social, y la posibilidad de descubrir los hechos en su fase embrionaria, de modo tal que nos encontremos en condiciones de prever el conflicto, en lugar de procurar soluciones ex post, como en el caso de los ejemplos señalados. Sin entender la historia ni observar el presente, continúa, ninguna respuesta tendrá el acierto suficiente que permita prever futuras circunstancias, ya que tanto los antecedentes como la observación empírica constituyen las principales fuentes de un estudio objetivo.


En materia concursal, la moción plantea la duda en relación a cuál es el bien jurídico y cuál es el interés jurídico económico que se desea proteger con la actual legislación en materia de convenios. Y en este punto, teniendo presente el fenómeno de la globalización, del que no están ajenos los concursos, el autor del proyecto se pregunta si coincide el bien jurídico protegido por nuestra normativa con los requerimientos que nos plantea este nuevo orden económico mundial.

La moción se aboca a continuación a realizar un breve análisis de la legislación actual en materia concursal. Esta legislación, manifiesta, sitúa el conflicto en la relación entre los acreedores y su deudor, no trascendiendo a otros tópicos, tales como que el convenio debe posibilitar y amparar la reconversión del deudor afectado por los cambios económicos contemporáneos. La base de la legislación concursal siempre ha tenido como trasfondo el incumplimiento del crédito, pues sólo es concebible la aplicación de los mecanismos de la quiebra cuando un deudor deja de cumplir sus obligaciones, o da serias, graves y concordantes señales de que así ocurrirá. Sin embargo, el autor estima que, en este mundo global, ya no debiera ser el crédito en el sentido particular que vincula a dos o más personas mediante una obligación personal el bien jurídico protegido, sino como concepto asociado a la protección de las transacciones en general, pues la generación de las confianzas se produce en la medida que exista garantía de su cumplimiento, y en materia concursal, cuando la mala fortuna afecta a cualquier deudor, sólo dará garantía un instrumento legal que en forma expedita contenga los elementos e instituciones que hagan posible la reprogramación del pasivo, de modo tal de afectar en la menor forma el cumplimiento de las obligaciones.


Concluye que, aplicando los criterios expuestos, las dos variables señaladas pueden ser conjugadas, a saber: el proceso de globalización y la crisis por la que pasan las empresas de menor tamaño.


La moción señala que, a la luz de estos objetivos, los convenios de los deudores insolventes con sus acreedores, contemplados en el derecho de quiebras, merecen algunos reparos, por lo que cabe analizarlos con más detención. La duda matriz se refiere a si la legislación concursal vigente, en cuanto a su contenido, ha de limitar el fundamento de los convenios a la solución de la particular situación del deudor con sus acreedores, o si también existen otros bienes que jurídicamente deben ser protegidos y, en este último caso, cuales son éstos.


El autor explica que, en la celebración de un convenio, existen diversos intereses involucrados, que se pueden clasificar en tres: la masa particular que se genera entre el deudor y los acreedores afectos, esto es, el interés particular de cada uno de los involucrados en la renegociación; en segundo lugar, el interés público, que trasciende a los intereses particulares, que permite la aplicación universal de la norma y que se cristaliza en el acto de autoridad en tanto ésta finalmente garantiza sus efectos, y por último, en el entendido que el marco de referencia es la reorganización patrimonial, debe ser también un agente de la defensa del interés económico protegido, tomando en cuenta los procesos de concentración, monopolio, monopsonio, y de integración con otras economías.


De acuerdo al autor, es de alta probabilidad que la integración a economías más desarrolladas acarree más de una crisis a ciertos sectores incapaces de competir en este nuevo escenario, ya sea por su tamaño o por el precio de sus productos o servicios, y es aquí precisamente cuando la institución del convenio debe constituirse en una herramienta de desarrollo y buena convivencia y de aproximación de confianzas, siendo necesario que no exista discriminación en el acceso a estos elementos. Para que exista tal igualdad en la obtención y reprogramación del crédito, el legislador debe contemplar las condiciones de cada segmento para dotarlos de una regulación especial, ya que de otra forma y con el marco teórico ilusorio que la igualdad ante la ley se obtiene cuando es un solo concepto el ocupado para todos los segmentos de la población, hace a la discriminación pasiva tan peligrosa como la activa.


A fin de ilustrar lo anterior, en el texto de la moción se incluyen, a modo de ejemplo, los costos básicos de un convenio que considere activos de 2.000 UF, incluyendo publicaciones, honorarios del síndico o experto facilitador, del auditor autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros o, en su caso, del interventor designado por el tribunal y del abogado patrocinante del convenio, de acuerdo con la legislación en materia concursal. Estos ascienden a la cifra de $ 3.916.000, la que resulta altísima para pequeños deudores, y pequeñas y medianas empresas. Según se explica en el texto, en este monto se han considerado los siguientes supuestos: publicaciones legales $ 500.000; honorarios de experto facilitador o síndico $ 1.800.000 (25% de la tabla del artículo 34°, según lo dispuesto en el articulo 177° ter del Libro Cuarto del Código de Comercio); honorarios del auditor autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros o del auditor nombrado por el tribunal en el caso del artículo 177 ter. del Libro Cuarto del Código de Comercio, $ 900.000 (50% de los honorarios del experto facilitador); y $ 716.000 por honorarios del abogado patrocinante (2% del activo según articulo 148 del Libro Cuarto del Código de Comercio).

Por otra parte, estima que la legislación actual en materia de convenios no otorga los incentivos para evitar el conflicto final, es decir la quiebra, ya que los beneficios para ciertos acreedores, como a vía de ejemplo la recuperación de crédito fiscal, se da en el escenario de la quiebra y no del convenio. También limita la presentación de convenios la circunstancia que los de carácter extrajudicial no son obligatorios para todos los acreedores, y que el preventivo judicial, de ser rechazado, produce la declaratoria de quiebra por sola disposición legal.

El proyecto en estudio señala que, según información proporcionada por el Servicio de Impuestos Internos, en Chile, en el año 2005, existen 690 mil empresas, entre las que encontramos: grandes y medianas empresas con 6.000 y 13.000 unidades económicas respectivamente, que en conjunto concentran el 77% de las ventas nacionales y tienen 1.250.000 empleos asociados lo que representa un 23% de la población económicamente activa; pequeñas empresas, que en promedio facturan algo más de $ 10.000.000 mensuales, que con un margen mínimo del 20% tienen potenciales utilidades de $ 2.000.000 antes de impuesto, alcanzan a 91.000 unidades, correspondiente al 13 % del universo empresarial y otorgan empleo a 850.000 chilenos, esto es a algo más del 15% de la población económicamente activa, y finalmente 580.000 microempresas, correspondientes al 84% del total, aún cuando sólo alrededor de 150.000 unidades pueden ser catalogadas como empresas en su acepción clásica, pues las restantes, con ventas promedios de $ 680.000 mensuales, y empleo promedio de 1,8 trabajadores por unidad económica, corresponden mas bien a un “autoempleo”.


En conclusión, atendido los costos asociados a los actuales procedimientos concursales, un universo cercano a las 240 mil empresas queda prácticamente marginado de la celebración de los mismos, por los altísimos costos ya descritos, pues es impresentable un convenio cuyo costo ascienda a más del 10% del valor comercial de los activos, lo que significa en otras palabras, un 25% del valor de liquidación forzada de los mismos. Sin el amparo de una legislación que facilite la reprogramación de todos los agentes económicos, y no de algunos solamente, es altamente probable que para aquéllos no exista la alternativa de reconversión y se transformen en segmentos más pobres y arruinados, afirma.


El autor describe dos maneras de enfrentar esta situación: en primer término, no manifestar interés alguno en este segmento de la economía nacional, y por ende, no introducir modificaciones en la materia; y la segunda, buscar una vía que permita acceder a estos agentes económicos en igualdad de condiciones al mercado, realizando las enmiendas legislativas que resulten necesarias y procedentes.

En consideración a los antecedentes y fundamentos expuestos, el Honorable Senador señor Vásquez, autor de la moción que dio origen a la tramitación de este proyecto de ley, estima que para enfrentar el conflicto dentro de un marco económico social basado en la eficiencia, la economía, la autonomía de la voluntad y la expedición, el convenio debe reunir las siguientes características, que describe brevemente: simple, el procedimiento debe tener la menor cantidad de formalidades y ritualidades posibles, limitándose éstas a aquéllas destinadas a dar la debida publicidad y transparencia de los actos y a evitar el fraude; barato, que su costo corresponda a una cantidad mínima del capital negociado a través del convenio; libre, regido por el principio de la autonomía de la voluntad, de manera de lograr sus objetivos, lo que implica que no necesariamente el convenio debiera ser uno mismo para todos los acreedores; rápido, con un procedimiento breve y sumario, exento de actuaciones que traben su ejecutoria; y finalmente, no discriminatorio, no coercitivo y que se baste por sí mismo. En definitiva, una legislación en materia de convenios que permita el acceso de todo el universo de deudores, salvando los inconvenientes ya descritos.

El autor manifiesta finalmente que una sociedad sólo se desarrolla cuando enfrenta con madurez y juicio de realidad sus diferencias, y así analizadas dota de los cuerpos legales que tiendan a igualarlos, en competencia, en convivencia y en poder renegociador.


Expresados ya los fundamentos, el texto se aboca a describir brevemente el proyecto que se propone, que consta de 4 títulos, a saber.


1.- Disposiciones generales


Define a quienes va dirigida esta ley, algunos conceptos, señala el ámbito de aplicación de la ley a los tres convenios que regula, fija los procedimientos judiciales los recursos contra sus resoluciones, y expresamente separa este tipo de convenios de los contenidos en nuestro derecho de quiebras.


2.- El Convenio Simple.


Regula un procedimiento cuya génesis es un convenio extrajudicial, que posteriormente es sometido a consideración de los demás acreedores, de fácil factura, que tiene la posibilidad de ser homologado por los tribunales, de modo tal que sea oponible a todos los acreedores.


Es ágil, por cuanto permite que entre acreedores y deudores puedan optar por soluciones más convenientes y sin tantas formalidades como las que se producen cuando aquél se encuentra sometido al conocimiento del tribunal. Además, no es necesariamente uno mismo para todos los acreedores, ya que permite adoptar acuerdos por categorías y modalidades, entendiendo por categorías el tratamiento particular que se le de a cada grupo de acreedores de una misma preferencia y por modalidades aquellas cláusulas que contienen tratamientos distintos entre acreedores de una misma preferencia siempre que exista acuerdo unánime en tal sentido.


3.- El Convenio de los Pequeños Deudores.


El título tercero se refiere a los convenios de los pequeños deudores, definiéndose por tal a las personas naturales o microempresas en cualquiera de sus formas. En este procedimiento el deudor gozará de beneficio de pobreza y no requiere de interventor ni de informante. El derecho sólo puede ejercerse siempre y cuando se refiera a deudas que totalicen el equivalente en moneda nacional a 2.000 Unidades de Fomento, y se acredite que sus activos a lo más equivalen a la mitad de sus pasivos. La proposición de pago no puede ser inferior al 50% de las deudas, con un plazo de gracia máximo de tres meses y un plazo también máximo de pago de 24 meses.


Este convenio persigue dar la oportunidad de reprogramar los pasivos en un procedimiento expedito y gratuito, a personas y microempresarios de escasos recursos.


4.- Del convenio preventivo especial.


El título cuarto se refiere a este tipo de convenio, está inspirado en los convenios judiciales preventivos contemplados en la ley Nº 20.073, pero con modificaciones que los hacen mas fáciles, expeditos y menos onerosos.


Pueden celebrar este tipo de convenios empresarios cuyas ventas anuales no superen las 100.000 Unidades de Fomento. Como novedad, en aquellas sociedades que sean económicamente viables según la opinión de los acreedores, se admite integrar el ultimo pago del convenio a través de participación en su capital, y eventualmente que el acreedor pueda ceder este derecho en cualquier momento a personas que asuman el riesgo del mercado accionario, con lo cual el acreedor podrá obtener liquidez monetaria en forma anticipada a la fecha señalada en el cumplimiento del convenio. Esta fórmula es aplicable a los convenios que son viables por el negocio pero no por su administración, o cuando los acreedores prefieren que alguna empresa con mayor respaldo económico que la proponente sea la que pague las obligaciones; serán estos quienes decidan a la persona a quien se adjudique el establecimiento objeto del convenio, ya que es justa pretensión la mayor certeza en el pago de las obligaciones reconvenidas.


Por otra parte, se innova en lo relativo al beneficio tributario de recuperación del IVA, que el artículo 29 de la ley  Nº 18.591 otorga sólo en caso de quiebra, a través de la correspondiente nota de débito que emite el Síndico, cuando concurren los demás requisitos legales, aplicándolo también a los convenios, de modo tal, que los acreedores que ven postergados sus pagos como efecto de aquél, puedan obtener inmediatamente la Nota de Débito que les permita recuperar el IVA, que a su vez sea descontado de los pagos que en virtud del convenio se generen en la proporción que es solucionada la obligación, con cargo a enterarlos en arcas fiscales. Lo anterior particularmente considerando que al Estado le son más interesantes los convenios, ya que representan menos gastos que la quiebra, no acarrean subsidios laborales asociados por cesantía, y existe mayor posibilidad de recuperación de créditos, particularmente valistas.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión inició la discusión general del proyecto de la referencia, escuchando su presentación por parte de su autor, el Honorable Senador señor Vásquez, quien comenzó su exposición haciendo presente su satisfacción por el hecho que el tema que plantea la moción en estudio haya sido recogido por el Gobierno, e incluido en ciertos aspectos en el proyecto del Estatuto Pyme, aún cuando resaltó la entera independencia con que se gestó la iniciativa, que fue presentada hace más de un año. Ello ocasiona, naturalmente, que sea necesario concordar algunas materias de manera de que ambas iniciativas resulten armónicas, pero destacó que ello no era posible desde un comienzo, pues al presentar su moción no estaba aún ni esbozadas las ideas matrices del Estatuto Pyme.



Precisó que el Estatuto Pyme no aborda los procedimientos concursales, en circunstancias que se trata de una materia de máxima importancia, fundamentalmente para los pequeños y medianos empresarios, que tienen una enorme necesidad de solucionar la situación de agobiamiento financiero y económico que viven. La moción resulta, por tanto, un complemento indispensable al mismo.



La moción se construye bajo el prisma que no resulta procedente hoy en día vincular estos convenios de refinanciamiento con la ley de quiebras, lo que constituye una importante diferencia con la legislación actual en materia de convenios, conforme a la cual, en varios casos, particularmente en el convenio preventivo, la presentación y posterior rechazo de un convenio, trae aparejada la declaratoria de quiebra. En su lugar, el proyecto propone buscar alternativas previas que permitan “resucitar financieramente al deudor”, en vez de liquidarlo con la declaración de quiebra, por caminos más rápidos, baratos y que producen menos consecuencias jurídicas.


El proyecto desvincula los convenios que regula de la declaratoria de quiebra, lo que resulta también una modernización y adaptación a las circunstancias actuales. Asimismo, los nuevos tipos de convenios que establece tienen un costo mucho menor a los contemplados en la ley de quiebras, lo que  facilitaría el acceso a los mismos de los pequeños y medianos deudores. 



El Honorable Senador señor Vásquez hizo presente que los principales actores en la materia, agrupados en la Confederación de Comercio Detallista y Cámara Nacional de Comercio, Conapyme, han conocido el proyecto, y consideró que sería interesante escucharlos en el seno  de la Comisión.



Finalmente, manifestó su disposición a introducir en el proyecto las modificaciones que se estimen necesarias y convenientes, a fin de simplificarlo, por ejemplo, si se considera que el incorporar tres nuevos tipos de convenios torna complejo el sistema, podrían reagruparse, y de buscar la debida armonía entre la moción, el Estatuto Pyme y el Libro IV del Código de Comercio.



El representante del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, dió a conocer la opinión del Ministerio respecto al proyecto.



En primer término,  resaltó que tienen una opinión favorable a establecer mecanismos institucionales y legales que permitan a las micro, pequeñas y medianas empresas, proponer y ejecutar, con acuerdo de sus acreedores, convenios de carácter económico y financiero que otorguen viabilidad a su desarrollo, cuando existen problemas de dicho carácter, y en la misma línea, que en términos más generales, la legislación no debería ser un obstáculo para la implementación y aplicación de dichos acuerdos. Por otra parte, la celebración de convenios de empresas en crisis con sus acreedores, que impliquen incluso la cesión de sus bienes, posibilita una más rápida reinserción del empresario en nuevas actividades y emprendimiento, en donde pueda aplicar su experiencia y, asimismo, la incorporación de los activos en nuevas actividades productivas.



El señor Rubio coincidió con lo expuesto en cuanto a la complejidad y costos que la actual normativa importa para la formación de estos acuerdos, impiden en los hechos a los titulares de empresas de menor tamaño, utilizarla en su favor. Cabe hacer presente, señaló, que la actual regulación concursal obliga a efectuar las notificaciones por avisos de las resoluciones judiciales que se dictan en el contexto de un procedimiento de quiebra o de convenio, que como es sabido, representan un alto costo.


Manifestó que, precisamente para hacer frente a situaciones como ésta, el Gobierno, a través del Ministerio de Economía, ha desarrollado una serie de iniciativas legales que se contienen en el Proyecto de Ley que Establece Normas Especiales para Empresas de Menor Tamaño, consistente en generar mecanismos para que éstas puedan enfrentar de mejor manera los ciclos económicos recesivos a los que se encuentran afectas la generalidad de las empresas. No obstante, la propuesta del Ejecutivo no aborda específicamente una regulación para los convenios entre deudores de menor tamaño y sus acreedores, sino que las etapas previas a ellos. En consecuencia, afirmó que, en general, el Ministerio considera que la moción constituye una iniciativa valiosa, específicamente porque focaliza los instrumentos jurídicos que propone en razón de un sujeto determinado, cual es el empresario de menor tamaño; se preocupa de eliminar los registros de protestos y morosidades de los créditos que han sido materia de convenios; contempla rebaja de quórum para efectos de aprobar convenios, también beneficios tendientes a abaratar los costos propios de actuaciones, como es el privilegio de pobreza, entre otros.



El señor Rubio consideró que, sin perjuicio que en términos preliminares el Ministerio de Economía aplaude la iniciativa, resultaría conveniente y necesario emplazar, para el análisis de los aspectos mas importantes, a otros organismos públicos, como el Ministerio de Justicia y la Superintendencia de Quiebras, como también a los Tribunales de Justicia y los demás servicios públicos que sean competentes en estas materias, a fin que manifiesten su opinión.



Recordó que recientemente, en el año 2005, se dictó la ley Nº 20.073, que incorpora al Libro IV del Código de Comercio, una amplia y detallada normativa sobre estos convenios. Dicha reforma legal contempla, básicamente, tres tipos de convenios: los convenios extrajudiciales, que sólo obligan a quienes los suscriben; los convenios judiciales preventivos, voluntarios y obligatorios, destinados a evitar un procedimientos de quiebra, y los convenios simplemente judiciales, destinados a por fin a un procedimiento concursal, en el cual la quiebra del deudor ya se ha declarado. La moción parlamentaria, agregó, contempla otros tantos tipos de convenios: el convenio simple, el convenio de los pequeños deudores, y el convenio especial, todos ellos aplicables a las empresas de menor tamaño, con diversas características y modalidades. 



En ese sentido, coincidió con el Honorable Senador señor Vásquez en la idea de buscar la mayor armonía entre la ley vigente y las nuevas propuestas, evitando crear una institucionalidad casi completa para instituciones que obedecen a la misma naturaleza jurídica, por una parte, y además, evitar reproducir normas que ya existen para las mismas situaciones. Hizo presente que, teóricamente al menos, las normas del Código de Comercio también son aplicables a las empresas de menor tamaño. También en la búsqueda de coherencia, se debería realizar un esfuerzo tendiente a armonizar las propuestas de la moción con aquéllas contenidas en el Proyecto de Ley que establece Normas Especiales para Empresas de Menor Tamaño, toda vez que ésta contiene aspectos institucionales que podrían aprovecharse en su beneficio, como los asesores económicos, por ejemplo. En este punto dejó claramente establecido que la moción del Honorable Senador señor Vásquez se presentó con antelación a la referida iniciativa del Ejecutivo. Sin embargo, le pareció factible, y como resultado de una armonización, que se cree un sistema de convenios entre empresas de menor tamaño y sus acreedores, para constituirse en el desenlace natural de las funciones que el referido proyecto propone para dichos asesores económicos.



A continuación, abordó algunos aspectos puntuales contenidos en el proyecto, pues en su opinión la moción pretende superar dificultades que no sólo afectan a los procedimientos judiciales vinculados a las quiebras y los convenios, sino que a la generalidad de los procedimientos, como es el caso de la notificación por avisos. Explicó que la notificación por avisos, consistente en una publicación en el Diario Oficial, además de ser onerosa, particularmente para quienes cuentan con menores recursos económicos, es escasamente accesible a la población y a las pequeñas empresas. La utilización de los medios electrónicos actualmente existentes, dotada del debido valor legal, permitiría realizar esta actuación con un costo mínimo y con una accesibilidad mucho mayor, considerando que la utilización de Internet en los hogares, de acuerdo a últimos estudios, alcanza ya en nuestro país al 30% y sigue en alza, y en las empresas es aún superior. Concluyó que la pretensión de superar dificultades que afectan a la generalidad puede resultar un desgaste legislativo de proporciones, si la solución a las mismas se enfrenta de manera casuística.



En una nueva sesión que la Comisión celebró a fin de estudiar este tema, escuchó la opinión en relación al mismo de distintos invitados.



En primer término, la Comisión recibió al señor Superintendente de Quiebra, don Rodrigo Albornoz, quien hizo entrega de una minuta detallada con distintos aspectos técnicos y jurídicos concernientes al proyecto, que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión.



El señor Superintendente comenzó refiriéndose a la labor de la Superintendencia de Quiebras, servicio público que se relaciona con el Gobierno por medio del Ministerio de Justicia. Expresó que su función principal es la supervigilancia de la labor de los síndicos y, desde la reforma procesal penal, se ha transformado en una entidad eminentemente fiscalizadora. La materia concursal, por tanto, es mucho más amplia que su misión institucional. Distinguió a la quiebra, que es un concurso de liquidación, de todo aquello que la antecede, como es el caso de los convenios, que sólo desde el año 2005 quedan comprendidos dentro del ámbito de competencia de la Superintendencia que dirige, específicamente la fiscalización de las labores de síndicos que intervengan los convenios y la atribución y el deber de llevar un registro de convenios, tanto respecto de los preventivos como de los simplemente judiciales.



En relación al proyecto, manifestó en primer término que adscriben a su idea matriz y a los fundamentos expresados en la moción que dio origen al mismo. Los concursos debieran estar focalizados a las empresas de menor tamaño, y los esfuerzos debieran dirigirse en ese sentido. Precisó que, de acuerdo a un estudio realizado de las empresas de menor tamaño declaradas en quiebra, que consideró una muestra desde el 1 de enero del año 2000 al 31 de diciembre del 2006, y del que hizo entrega en resumen ejecutivo que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión, resultó que el 87% de las empresas que utilizan el sistema de  quiebras son empresas de  menor tamaño, es decir, un altísimo porcentaje del sistema está siendo usado precisamente por estas empresas de menor tamaño. En segundo lugar, destacó que en su rol de registradores de convenios, han constatado que desde enero del año 2006 al 29 de febrero de este año, los convenios preventivos no suman más de 11 y los convenios simplemente judiciales no suman más de 15. 


En su opinión, es la legislación actual la que debe enfocarse a empresas de menor tamaño, difiriendo del proyecto en cuanto este plantea subsanar el problema a través de una nueva institucionalidad. Reiteró que comparten la necesidad que el sistema concursal se enfoque a estas pequeñas y medianas empresas que, como ha quedado claramente establecido, son las que más lo requieren, pero observó el sistema propuesto por el proyecto, por el que se introducen múltiples nuevas figuras al sistema concursal, nuevos instrumentos que, agregándose a los ya existentes, tornan el sistema en bastante complejo. En este sentido, le pareció conveniente analizar la legislación actual, e introducir modificaciones a los convenios que actualmente contempla la  ley Nº 20.073.


Profundizó en la importancia de que efectivamente el acceso al sistema concursal sea universal, para todos los deudores, puesto que, del modo que se plantea en la moción, hoy en día existen muchas barreras de entrada que lo impiden, principalmente de tipo económico, como es el alto costo de las notificaciones, honorarios de abogados, entre otros, lo que resulta muy grave, pues es en definitiva un problema de acceso a la justicia. Al respecto, destacó el  privilegio de pobreza que contempla el proyecto, pues un adecuado y ponderado uso de este instrumento sería útil para superar las barreras. En la  misma línea podría analizarse la posibilidad de asistencia jurídica gratuita para los deudores en esta situación.



Por otra parte, y en un enfoque más amplio, consideró que debiera plantearse, y ya de hecho se ha planteado en algunas instancias, un debate sobre la conveniencia de la existencia de procedimientos u orgánicas de jurisdicción especializada en materia concursal. Asimismo, estimó que en el sistema debiera haber mayor participación de entidades  como las Cámaras de Comercio, los organismos sin fines de lucro que agrupen a asociaciones gremiales, prestando servicios eventuales de intermediación, de mediación, etcétera. Otro punto que estiman importante es una  difusión de la institucionalidad, dado el escaso uso del sistema de convenio en Chile que muestran los registros. 

Finalmente, hizo presente que actualmente se tramita en la Cámara de Diputados un proyecto de ley, conocido como el Estatuto Pyme, al cual ya se ha hecho mención. En su opinión, ese proyecto representa una buena oportunidad para abordar estos temas y tener una mirada de la insolvencia en general.

A continuación, intervino el señor Rodrigo Zuñiga, abogado del Ministerio de Justicia, quien luego de agradecer la invitación y excusar al señor Ministro de Justicia, a quien le resultó imposible asistir, dio a conocer la visión del referido Ministerio respecto al proyecto. Expresó que adhieren, en términos generales, a las ideas contenidas en el mismo, a la necesidad de preocuparse por la pequeña empresa, y a las cuestiones procedimentales que contempla. Consideró que está bien diseñado, sin perjuicio de algunos aspectos puntuales que hará presente. 


En miras a la coherencia legislativa, comentó que es importante buscar la conexión entre la normativa propuesta y las reformas que se están gestando, esto es, el proyecto de ley sobre Estatuto Pyme que actualmente se tramita en la Cámara de Diputados, y el anteproyecto de reforma procesal civil.


En cuanto a la reforma procesal civil, destacó que el espíritu de la reforma es introducir la oralidad como principio fundamental del sistema, contemplando un procedimiento ordinario, concentrado en dos audiencias, con una participación mucho más activa que la tradicional por parte de los jueces civiles. Es necesario tomar esto en consideración, pues son precisamente los jueces civiles los competentes en materia de convenios no concursales, y el proyecto contiene numerosas remisiones a la legislación vigente, que tienen sentido en la lógica del procedimiento escrito, pero no ocurre lo mismo con la oralidad a la que se orienta la reforma. Asimismo, se tiende a eliminar procedimientos especiales, restringiéndolos sólo a casos estrictamente necesarios, por la confusión que ello conlleva no sólo para las partes, sino también jueces y funcionarios. Este puede ser uno de esos casos excepcionales, agregó. También existe una apuesta por introducir la tecnología en el ámbito procesal civil, con utilización, a modo de ejemplo, de correos electrónicos. Este y otros aspectos requieren de un cuidadoso estudio, y estimó procedente consultar al respecto al Foro Procesal Civil.


Finalmente anunció el envío de una minuta que contenga en detalle la opinión del Ministerio.


Finalizada la intervención del señor Zuñiga, la señora Danielle Zaror, asesora jurídica y legislativa del Ministerio de Economía, precisó que sólo destacaría algunos aspectos ya abordados por el Superintendente de Quiebras, por cuanto el parecer del Ministerio ya ha sido manifestado ante la Comisión por el señor Carlos Rubio.


En efecto, hizo presente nuevamente la actual tramitación en la Cámara de Diputados del Estatuto para las Empresas de Menor Tamaño, más conocido como Estatuto Pyme, que contempla aspectos relacionados con materias del proyecto, como un sistema de reorganización o cierre simplificado de las empresas.


Por otra parte, coincidió con que el objeto del proyecto podría lograrse a través de una redefinición de los mecanismos jurídicos actuales, una refocalización de los mismos, en lugar de incorporar nuevos instrumentos que tornaran muy complejo el sistema. 



Finalmente, expuso el señor Pedro Irureta, abogado de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, quien hizo entrega a la Comisión de una minuta que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión, y cuyos contenidos fundamentales se expresan a continuación.



El señor Irureta estimó que, en términos generales, el proyecto está estructurado como un mecanismo idóneo para resolver las situaciones de insolvencia que enfrentan los pequeños y medianos empresarios, y desde esa perspectiva, constituye un aporte que en su opinión debe ser incorporado dentro de las medidas de la denominada Agenda Pro Pyme, impulsada por el Gobierno, a objeto de que el resultado final de todas estas iniciativas legales y administrativas sea homogéneo y coherente con las finalidades perseguidas.



Consideró que existen algunos elementos que es necesario resaltar, y entre esos mencionó que el proyecto parte de la base que la realidad organizativa y económica de las empresas en Chile no es homogénea. En razón de lo anterior, la legislación debe diferenciar entre las  distintas categorías empresariales ya que, en caso contrario, se estará tratando de manera similar a unidades económicas que tienen diversas fisonomías. Es así que resulta esencial distinguir, en materia de convenios no concursales, a las pequeñas y medianas empresas de aquellas de gran tamaño, y agregó que, en esa línea, el proyecto tiene una orientación correcta.


Luego se refirió a la distinción entre grandes y pequeñas empresas, pues en su opinión el proyecto es demasiado restrictivo al momento de utilizar tópicos para la distinción. En ese sentido, hizo presente que la Cámara Nacional de Comercio ha sugerido desde hace bastante tiempo que la distinción entre las empresas debe atender a un polinomio que incorpore, entre otros, el número de trabajadores, la productividad, el capital social, la utilidad real, entre otros, de tal manera que no exista un único criterio para la distinción. La aceptación de un polinomio no está suficientemente recogida en el proyecto de ley y debiera avanzarse en la aceptación de criterios diversos que permitan la utilización de los convenios, agregó. A modo de ejemplo mencionó el artículo 1º de la moción, que hace referencia a empresas “cuyas ventas anuales no superen el equivalente a cien mil Unidades de Fomento y a pequeños deudores cuyas actividades estén en mal estado económico o en cesación de pagos”. Ese ámbito de aplicación parece demasiado restrictivo y deja de lado otras variables a tomar en consideración, concluyó. Igual observación sería procedente respecto al artículo 15 del proyecto, en que el pequeño deudor es definido como “toda persona natural o microempresa bajo cualquiera de sus formas jurídicas, cuyas obligaciones valistas no excedan de dos mil Unidades de Fomento (...)”.


Continuó refiriéndose a la exposición de motivos del proyecto, en que se señala que uno de sus objetivos es el reconocimiento de un procedimiento no concursal que asegure la reconversión de las empresas, declaración de objetivos con la que están de acuerdo, pero estimó que el proyecto debiera avanzar en herramientas legislativas que aseguraran una real alternativa de reconversión pues gran parte de la propuesta se limita a establecer y regular procedimientos sin profundizar en esta línea para aquellas empresas que se ven afectadas en sus cumplimientos comerciales.


En otro orden de ideas, propuso que el proyecto podría avanzar en el apoyo técnico y legal de las pymes cuando se encuentren afectadas por un procedimiento no concursal, puesto que debido al tamaño de estas empresas, es muy probable que muchas de ellas tengan dificultades para obtener asistencia jurídica y económica adecuada a las circunstancias. Sin embargo, la legislación vigente no le ofrece estas herramientas. Por otra parte, el proyecto no contiene normas estrictamente tributarias, lo que entendió se debe a que se trata de materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo establecido en el artículo 65 de la Constitución. Por ende, es fundamental armonizar este proyecto con otras iniciativas incorporadas en la Agenda Propyme, de manera que todas ellas formen parte de un gran paquete reactivador de las pequeñas y medianas empresas. En caso contrario, se corre el riesgo de que mociones como las que se discute constituyan iniciativas aisladas y carentes de eficacia, señaló.


Formuló luego varios comentarios particulares. Así, en lo que respecta a la competencia para conocer las cuestiones relativas a los convenios, hizo presente que el artículo 4º reitera una doctrina legal antigua en el sentido que el tribunal que conoce de estas materias es competente para resolver todas las acciones, presentaciones o solicitudes que pudieran afectarlo. No obstante, en su opinión podría evaluarse una redacción más categórica, de forma tal que la radicación de las materias sea lo más amplia posible. 

Comentó también la figura del interventor, la que en su entender  también debiera ser objeto de un estudio más detenido durante la discusión particular del proyecto, pues el ideal sería conciliar un mecanismo en que el deudor siga manteniendo algunas atribuciones de dirección y gestión que se concilien con el objetivo declarado en la moción en orden a permitir la reconversión del pequeño y mediano empresario afectado por una situación de insolvencia. 

Se refirió a continuación a aspectos estrictamente procesales. Así, en referencia al sistema de notificaciones, comentó que también debiera estudiarse con detención, pues en la práctica el proyecto reitera la figura de notificación por avisos. En determinados casos sería conveniente avanzar en notificaciones distintas, sobre todo cuando se refiera a la comparecencia personal de algún tercero o acreedor, y en esa línea, la utilización de la carta certificada puede ser una herramienta que habrá que evaluar. También podría estudiarse el uso de las actuaciones electrónicas durante el proceso, conciliando este procedimiento con la Agenda Digital que lleva adelante nuestro país. El proyecto podría regular de manera más detallada la figura de los incidentes, y otros, señaló.


Los términos de prescripción para la nulidad y resolución debieran ser uniformados, señaló, y desde esta perspectiva, el término de seis meses parece el más adecuado toda vez que uno de los objetivos del proyecto es precisamente asegurar un procedimiento sencillo que de rápida certeza a los involucrados. En materia de recursos, sugirió estudiar la posibilidad de ampliarlos más allá del recurso de apelación, como podría ser que los fallos que imponga el tribunal pueden adolecer de otros vicios que ameriten, por ejemplo, la utilización del recurso de casación en la forma.

Concluyó su exposición reiterando su apoyo a la iniciativa y manifestando que, las materias antes mencionadas, pudieran abordarse durante la  discusión particular del proyecto. En su entender, esta iniciativa debe ser incorporada dentro del paquete legislativo de apoyo a las pymes, de forma tal que el resultado de dicha agenda sea una legislación coherente y homogénea con el desarrollo y reconversión de las pequeñas y medianas empresas, agenda a la que habría que incorporar, además, medidas específicas de orden tributario y administrativo.


Finalizadas las exposiciones, los Honorables Senadores  miembros de la Comisión formularon distintas observaciones.


El Honorable Senador señor Novoa, en primer término, manifestó su acuerdo con las ideas inspiradoras del proyecto. Ahora bien, recogiendo lo planteado por la Superintendencia de Quiebras, propuso analizar la posibilidad de adecuar la actual legislación, de modo que cumpla con esos objetivos, y agregó que le gustaría escuchar la opinión del autor de la moción en relación al tema. El proyecto plantea un enfoque distinto, que requiere de un cuidadoso estudio, indicó.


Asimismo, manifestó que, en su opinión, no hay razón alguna para no comprender a las grandes empresas en estos convenios que excluyen la quiebra.


El Honorable Senador señor Pizarro, por su parte, se refirió a la necesidad planteada por algunos sectores, en orden a reformular el concepto de pequeña empresa, tomando en consideración múltiples factores, idea que le pareció interesante. Ello tomando en consideración lo que al respecto disponga el Estatuto Pyme, que conforme a lo informado por la representante del Ministerio de Economía, abordará el punto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Vásquez, expresó que, luego de escuchar las distintas posiciones, particularmente la de la Superintendencia de Quiebras, está aún más convencido de la enorme necesidad de un proyecto como el que se estudia. Recordó que el Ministerio de Economía se ha pronunciado en varias oportunidades en la misma línea, considerando a la moción como complementaria del Estatuto Pyme.


Luego se refirió a los planteamientos que se han efectuado, en orden a la conveniencia de refocalizar la legislación actual hacia los fines del proyecto. Recordó que en nuestra legislación, desde la dictación del Código de Comercio hasta nuestros días, con todas las modificaciones efectuadas, los procesos de negociación se hacen en relación a personas o a empresas, en función del concepto de insolvencia, aún cuando no está expresamente reconocido en la ley, ni lo ha reconocido la jurisprudencia de los Tribunales, que más bien se funda en el concepto de cesación de pago y vinculado esencialmente a la quiebra. En razón a lo anterior, las negociaciones, concursos y convenios destinados a facilitar el pago de las obligaciones pendientes de un empresario que está en una situación normal de producción, pero anormal desde el punto de vista financiero, no son utilizados por éstos, por las razones señaladas: lo farragoso de la legislación, lo caro del proceso, y la vinculación entre estos procesos de renegociación y la quiebra. En efecto, ante el rechazo del convenio preventivo, el tribunal está obligado a declarar la quiebra. Asimismo, en el convenio extrajudicial, cada deudor puede convenir independientemente con cada acreedor o categoría de acreedores según el orden de prelación, pero este convenio no obliga a los demás acreedores, por lo que si un acreedor rechaza el convenio, pide la declaración de quiebra, todo el trabajo hecho se pierde.


Destacó, entre los diversos aspectos que contempla el proyecto, precisamente la total desvinculación que éste establece entre el proceso de renegociación y refinanciamiento de las obligaciones del deudor, con el procedimiento de quiebra, lo que constituye una importante diferencia con la legislación actual, en la que esta ligazón entre ambos perjudica a la pequeña empresa.


En su opinión el proyecto es perfectible, y algunos de los aspectos planteados pueden ser recogidos en el mismo. En consideración a lo anterior, propuso votar en general el proyecto, y en el evento que este sea aprobado, solicitar a la Sala que fije un plazo amplio de indicaciones, de 90 días. 


Consultado el parecer de la Comisión, la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Flores, Novoa, Pizarro y Vásquez, acordaron solicitar a la Sala que, en el evento de que el proyecto sea aprobado en general, abra un plazo de 90 días para presentar indicaciones al mismo.
- - -
APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Flores, Novoa, Pizarro y Vásquez.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al texto de la moción, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el Libro IV del Código de Comercio, la presente ley regula un régimen de convenios aplicable a todos los deudores, personas naturales o jurídicas, civiles o comerciales, cuyas ventas anuales no superen el equivalente a cien mil Unidades de Fomento y a pequeños deudores cuyas actividades estén en mal estado económico o en cesación de pagos, con la finalidad de ordenar su patrimonio racionalmente y de buena fe. En ningún caso podrán acogerse a esta ley los patrimonios vinculados que sumados superen ventas por cien mil Unidades de Fomento.


Estos convenios son distintos de los establecidos en el Libro IV del Código de Comercio. Sin embargo, las normas de dicho Libro se aplicarán supletoriamente a aquéllos, con excepción a que su rechazo, nulidad o resolución puedan conducir de pleno derecho a la quiebra del deudor.


Artículo 2.- Para los efectos de la presente ley y en conformidad a sus disposiciones, el convenio es una oferta de pago de obligaciones dinerarias, en una manera distinta a las primitivamente contraídas con los acreedores.


Artículo 3.- La presente ley regula tres tipos de convenios: El convenio simple, el convenio de los pequeños deudores, y el convenio especial.


Artículo 4.- Conocerá de todas las cuestiones relativas a los convenios, incluidas su oposición, nulidad o resolución, el tribunal que sería competente para declarar la quiebra del deudor, aún cuando el proponente o acreedores sean personas que gocen de fuero especial.


Quedará radicado en el tribunal que conozca de un convenio determinado, todas las acciones, presentaciones o solicitudes que pudieran afectarlo.


Artículo 5.- En caso que el convenio sea aprobado, el tribunal ordenará a las empresas de información comercial e instituciones financieras, eliminar de los registros los protestos y morosidades de los créditos a que afecte el convenio.


Toda cuestión de conocimiento de los tribunales que se suscite se tramitará como incidente, a menos que la ley señale un procedimiento diverso. Sin embargo, la solicitud de nulidad o resolución de un convenio se sujetará al procedimiento del juicio sumario.


Salvo las excepciones expresamente contempladas en esta ley, las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo y gozarán de preferencia para su agregación extraordinaria a la tabla y para su fallo.


Los términos de días establecidos en esta ley se entenderán suspendidos durante los feriados, a menos que ella misma, o el tribunal por motivos fundados, disponga lo contrario.


Artículo 6.- Cuando esta ley o el tribunal ordenen que una resolución se notifique por avisos, se entenderá que debe publicarse un aviso destacado en un diario de circulación nacional. El aviso, aprobado en su texto por el tribunal, contendrá un extracto de la petición y copia íntegra de la resolución, a menos que la ley o el tribunal dispongan lo contrario.


Para los efectos de la presente ley se entenderá como categoría de acreedores, aquella que agrupe a acreedores de la misma preferencia, y en el caso de los acreedores hipotecarios o prendarios, los que tengan constituido su preferencia sobre un mismo bien que, de acuerdo al informe del interventor, alcancen a ser pagados total o parcialmente con su liquidación.


Artículo 7.- Serán conocidos e informados por el mismo tribunal e interventor, respectivamente, los convenios que comprendan más de un patrimonio vinculado. Cuando la aprobación de uno de ellos sea condición de que el o los demás puedan cumplirse, se convocará en primer lugar a la deliberación de la deudora condicionante.


Artículo 8.- Se tendrá por no propuesta cualquier estipulación que implique discriminación entre acreedores nacionales y extranjeros y sólo valdrá si es aceptada expresamente por los acreedores nacionales. En caso contrario se entenderá que la proposición corresponderá a la mejor opción propuesta.

TITULO II

DE LOS CONVENIOS SIMPLES


Artículo 9.- Podrá el deudor en cualquier momento acordar con sus acreedores un convenio simple, el que será obligatorio para quienes lo suscriban con tal que se observen las siguientes reglas:


1.- Que el deudor sea libre administrador de los bienes que lo componen.

2.- Que el deudor ponga a disposición de sus acreedores todos los antecedentes señalados en el Artículo 27 de esta ley.

3.- Que el consentimiento de los acreedores conste en escritura pública otorgada en una Notaría del domicilio principal del deudor.

4.- Que los documentos señalados en el número 2. de este artículo sean protocolizados en la misma notaría y con la misma fecha de la escritura señalada en el número 3.


El convenio podrá tener objetos múltiples, pero éstos deberán ser uno mismo por categorías de acreedores, sin perjuicio que dentro de cada una de éstas podrá estipularse cualquier modalidad, si es aceptada por la mayoría de los acreedores de la respectiva categoría, o impuesta por la ley.


Artículo 10.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo 9 el convenio será obligatorio a todos los acreedores si se cumplen los siguientes requisitos:


1.- Que el convenio simple haya sido suscrito por una mayoría igual o superior a dos acreedores que representen los dos tercios de los créditos, que figuran en el listado acompañado por el deudor en conformidad al número 4 del artículo 27.


Para los efectos del cómputo del quórum serán excluidos:

a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, si su voto es favorable al convenio.


b) Las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, y

c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


2.- Que copia autorizada del convenio y de los documentos protocolizados en conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 9 sean presentados ante el tribunal competente.


3.- Que en el convenio se acuerde por los acreedores y el deudor un listado que contendrá el nombre de un interventor titular y un suplente, quienes deberán tener la calidad de síndicos de quiebra, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la resolución que tenga por presentado el convenio simple .


El honorario del interventor será equivalente al 25% del monto que resulte de aplicar la tabla a que se refiere el artículo 33 del Libro IV del Código de Comercio, tomando como base de cálculo el monto de avaluación de los activos practicado por el deudor, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley. Estos honorarios tendrán la preferencia del Nº 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 11.- Presentado el convenio de acuerdo al artículo anterior, el tribunal dispondrá:

1.- Que se tiene por propuesto para todos los acreedores un convenio simple.

2.- Que el deudor queda sujeto al interventor designado en el convenio y ratificado por el tribunal en conformidad al número 3 del artículo 10.

3.- Que el interventor designado dentro del plazo de veinte días deberá rendir al tribunal un informe acerca:

a) de la verosimilitud del contenido de los antecedentes acompañados por el deudor en conformidad al artículo 27, y

b) si se han cumplido los demás requisitos legales para que pueda proponerse el convenio a todos los acreedores en conformidad al artículo 10.


Este informe sólo tendrá el carácter de dictamen pericial, y el tribunal apreciará su fuerza probatoria de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


4.- 
Que se notifique personalmente al interventor titular y suplente de esta resolución.

5.- 
Que se notifique por avisos a todos los acreedores del hecho de haberse celebrado el convenio simple, la que además señalará la fecha de la escritura pública en que conste el acuerdo y el notario ante quien se otorgó.

6.- Que todos los acreedores, incluso aquellos omitidos en el listado presentado por el deudor, y quienes hubiesen otorgado cauciones reales o personales, tendrán el plazo de diez días contados desde la fecha de la notificación de la resolución que tiene por acompañado el informe del interventor, para oponerse al convenio si alegaren alguna de las causales señaladas en el artículo 13.

7.- Que desde la fecha de la notificación de la resolución que tiene por presentado el convenio simple , en los términos señalados en el artículo décimo, hasta la fecha de la resolución que lo tenga por obligatorio para todos los acreedores, o en su caso la de la resolución que acoja la oposición deducida por las causales señaladas en los números 1 al 4 del artículo 9 , no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento.


Artículo 12.- La oposición al convenio se tramitará con arreglo al procedimiento incidental entre el deudor y la parte que lo promueva. Las resoluciones que se dicten durante el procedimiento como su fallo no serán susceptibles de recurso alguno.


Si no se dedujera oposición en el plazo fatal de diez días contados desde la fecha de la resolución que tuvo por presentado el informe señalado en el número 2 del artículo 11, o ésta fuere rechazada, el tribunal dispondrá que el convenio afectará a todos los acreedores en la forma, categorías y modalidades señaladas en éste. Esta resolución se notificará por avisos.


Artículo 13.- La oposición al convenio sólo podrá fundarse en una o más de las siguientes causales:

1.- Que no se hubiese dado cumplimiento a lo señalado en los números 1, 2 y 3 del inciso primero del artículo 9 o que la escritura pública que da cuenta de aquél contenga defectos en las formas establecidas en la ley.

2.- Existencia de error en el cómputo de las mayorías requeridas en la ley que afecten al quórum mínimo que habilita este procedimiento.

3.- Incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría del convenio simple.

4.- Falsedad, exageración u omisión de uno o más créditos, ocultación o exageración del activo o pasivo u omisión sustancial en las listas de bienes o de la información entregada en conformidad al número 3 del artículo 9 de esta ley o que la proposición tenga objeto ilícito.


Artículo 14.- La sentencia que acoja la oposición declarará fracasada la gestión y en consecuencia el convenio sólo será obligatorio a quienes lo suscribieron.

TITULO III

DE LOS CONVENIOS DE LOS PEQUEÑOS DEUDORES


Artículo 15.- Se entiende por pequeño deudor toda persona natural o microempresa bajo cualquiera de sus formas jurídicas, cuyas obligaciones valistas no excedan a dos mil Unidades de Fomento, según su equivalencia a la fecha de su proposición, y acredite de acuerdo a su balance o estado de situación que sus pasivos son superiores en un 100% a lo menos que sus activos.


Artículo 16.- Este convenio podrá ser presentado siempre y cuando no se haya formulado por la misma persona un convenio de igual naturaleza, ya sea como persona natural, o por sociedades de cualquier tipo en la que tenga aporte de capital, salvo que aquél haya sido rechazado.


Artículo 17.- El deudor deberá presentar la proposición ante el tribunal competente y deberá acompañar los antecedentes señalados en el artículo 27 sin perjuicio que, tratándose de personas que no lleven contabilidad efectiva, deberán acompañar un estado de situación que consolide sus activos y pasivos. Deberá asimismo acompañar certificado que emita la Superintendencia de Quiebras que acredite que el deudor no ha solicitado con anterioridad este tipo de convenio o que habiéndolo presentado este haya sido rechazado.


En caso que el convenio sea presentado por una microempresa deberá acreditar fundadamente, en conformidad a su libro de compras y ventas, llevado en conformidad a la ley y las instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, que sus ventas anuales no superan el monto de 2.000 Unidades de Fomento.


Artículo 18.- Es nula y de ningún valor la propuesta que contemple un pago inferior al 50% de sus obligaciones valistas, la solicitud de plazo que exceda de 24 meses con interés corriente para operaciones no reajustables al momento de la proposición y la petición de plazos de gracia mayores a tres meses. Las sumas correspondientes a reajustes e intereses formarán parte indivisible de las cuotas pendientes.


Artículo 19.- El deudor que se acoja a este tipo de convenio gozará, por el sólo ministerio de la ley, de privilegio de pobreza. El privilegio afectará todas las notificaciones y actuaciones a que dé lugar el procedimiento.


Artículo 20.- Presentadas las proposiciones, el tribunal ordenará:

1.- Que su notificación por avisos deberá contener un extracto de la proposición y la resolución recaída en ella o un extracto de la misma.

2.- Que se cita en el plazo máximo de treinta días a junta de acreedores para deliberar y votar el convenio en la sede del tribunal, o en el lugar ad- hoc que el tribunal determine.

3.- Que a contar de la fecha de la notificación no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento y gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por avisos de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.

4.- La advertencia a los acreedores que la inconcurrencia a la junta hará presumir su voto favorable.

5.- Que la Superintendencia de Quiebras deberá incluir el convenio propuesto en el Registro de Convenios de Pequeños Deudores.


Artículo 21.- En la junta de acreedores en que se trate el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor, dejándose en el acta respectiva expresa constancia de ellas. Si la garantía otorgada requiere de inscripción, la escritura pública a que fuera reducida el acta será titulo suficiente para solicitarla.


Artículo 22.- El convenio se considerará aprobado si en la junta de acreedores cuenta con el voto favorable de dos o más acreedores concurrentes, que representen más del 50% del pasivo de la proponente presentado en la nómina a la que refiere el artículo 17°, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos.


Se presumirá favorable el voto de los acreedores que no concurran a la junta.


No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:

a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;

b) Las personas que se encuentren en alguna se las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y

c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Artículo 23.- Los acreedores preferentes o privilegiados podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio, y sólo podrán votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote importa dicha renuncia. En caso de rechazo del convenio la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable, sólo respecto de los acreedores que hayan votado en contra.


El convenio comenzará a regir una vez notificado por avisos el acuerdo que lo tenga por aprobado, y el pago de las obligaciones contenidas en él se efectuará mediante consignación en la cuenta corriente del Tribunal en la fecha pactada para su cumplimiento y a nombre de cada acreedor.


El tribunal oficiará a la Superintendencia de Quiebras comunicando la aprobación o rechazo de las proposiciones.


Artículo 24.- No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y las que no cumplan con los requisitos mínimos señalados en esta ley.


La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.


Artículo 25.- El convenio podrá declararse resuelto con el solo mérito del certificado emitido por el Secretario del Tribunal, que acredite que no se han consignado la totalidad de las cuotas en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 22


La resolución dejará sin efecto el convenio y las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de resolución, será apelable en ambos efectos.


La sentencia ejecutoriada de nulidad o resolución hará exigibles, como si fueren de plazo vencido, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio, los que se regirán por sus respectivas convenciones, deducido lo pagado durante aquél.

TITULO IV

DE LOS CONVENIOS ESPECIALES


1.- De la proposición del convenio especial.


Artículo 26.- El convenio especial es una oferta de pago de las obligaciones de un deudor en una forma diferente a las primitivamente contraídas, que éste propone ante el tribunal competente a la totalidad de los acreedores, en conformidad a las disposiciones de este título.


Artículo 27.- Las proposiciones de convenio especial que haga el deudor se presentarán ante el tribunal competente y deberán estar acompañadas de los siguientes antecedentes por duplicado:

1.- Un inventario o relación detallada de todos sus bienes, con expresión del lugar en que se encuentren, de su valor estimativo y de los gravámenes que los afecten;

2.- Una relación de los bienes que, en conformidad a la ley, están excluidos del convenio.

3.- Una relación de los juicios que tuviere pendientes;

4.- Un estado de las deudas, con expresión del nombre y domicilio de los acreedores y de la naturaleza de los respectivos títulos, y

5.- Una memoria de las causas directas o inmediatas del mal estado de sus negocios, debiendo ella dar cuenta de la inversión del producto de las deudas contraídas y de los demás bienes adquiridos en el año último. El deudor que llevare contabilidad completa presentará, además, su último balance y la cuenta de ganancias y pérdidas.


Si el deudor fuere una sociedad colectiva o en comandita, las piezas indicadas serán firmadas por todos los socios colectivos que invistan esta calidad y se hallen presentes en el domicilio de la sociedad. Si el deudor fuere otra clase de persona jurídica, las piezas en referencia serán firmadas por sus administradores.


6.-
 Que demuestre fundadamente, en conformidad a su libro de compras y ventas llevado en conformidad a la ley y a las instrucciones del Servicio de Impuestos Internos, que sus ventas anuales no superan el monto de 100,000 Unidades de Fomento.


Artículo 28.- Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez designará un interventor titular y suplente provisionales, de entre aquéllos síndicos que figuren en una quina presentada por el deudor.


En la misma resolución en que el tribunal designe al interventor titular y al suplente provisional, nominado en la forma establecida en el artículo anterior, dispondrá: 


1.- Que el deudor quede sujeto a la intervención del titular designado.

2.- Que el interventor informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de treinta días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del interventor por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:

a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;

b) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor, de ser declarada la quiebra del proponente para los efectos del inciso primero del artículo 37, y

c) el monto del precio mínimo del establecimiento de comercio del deudor, si en las proposiciones de convenio ha optado a ofrecerlo en venta, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del inciso primero del artículo 37 de esta ley,

3.- Que el interventor notifique por aviso la nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos dentro del plazo de 20 días. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 36.

4.- Que todos los acreedores, incluso aquellos omitidos en el listado presentado por el interventor, tendrán el plazo de cinco días contados desde la fecha de la notificación señalada en el número 3 de este artículo para objetar la nómina cuando fuere omitido o para impugnarla si su crédito fuere considerado en un monto o preferencia inferior. Esta objeción se tramitará con arreglo al procedimiento incidental.

5.- Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio y la advertencia a los acreedores que la inconcurrencia a la junta hará presumir su voto favorable al convenio.

6.- Que se notifique personalmente esta resolución al interventor titular y suplente.

7.- Que esta resolución sea notificada a los demás acreedores por aviso, y

8.- Que se despache por carta aérea certificada o por correo electrónico las proposiciones del convenio y la resolución que ha recaído en ella, a los acreedores que se hallen fuera de la República.


El interventor titular y suplente pasarán a tener el carácter de definitivos si no fueren objetados en el plazo de cinco días contados desde la fecha de la notificación de la resolución que tuvo por presentado el convenio, por acreedores que representen más del 50 % del pasivo en conformidad a la nómina presentada por el deudor. En la solicitud los peticionarios deberán señalar los nombres de un interventor titular y suplente. Certificado el porcentaje por el Secretario del Tribunal, el Tribunal procederá a remover los interventores designados y a nombrar al titular y al suplente solicitados. En contra de esta resolución no podrá deducirse recurso alguno.


Artículo 29.- La notificación por avisos deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior.


Artículo 30.- Notificada la proposición de convenio, éste no podrá ser retirado por el proponente. Si el interventor no presentare el informe dentro del plazo indicado en el Nº 2 del artículo 174, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el interventor suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.


Si el interventor informante hubiere administrado fondos de la proponente, deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia.


Los honorarios del interventor equivaldrán al 35 % los que resultarían de aplicar la tabla a que se refiere el artículo 33 del Libro Cuarto del Código de Comercio, tomando como base de cálculo el monto de avaluación de los activos practicado por el deudor en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 33. Estos honorarios tendrán la preferencia del Nº 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 31.- La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, pero impedirá la realización de los bienes o a la ejecución de la sentencia en el caso de las obligaciones de hacer y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2° y 3° del Título VI del Libro Cuarto del Código de Comercio desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado.


En relación a las compensaciones, se aplicará para estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69 del Libro Cuarto del Código de Comercio, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.


Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI, del Libro IV del Código de Comercio. La referencia que el artículo 93 del Libro IV del Código de Comercio hace al interventor, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.


Artículo 32.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio especial se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.


El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 27 Nº 4 de esta ley, certificado por auditores externos independientes inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor.


Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:

a) las personas que se encuentren en una de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores; y

b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.


En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.


Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquéllos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquéllos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del interventor para la ejecución de dichos actos.


El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, dejaran de producirse los efectos señalados en el inciso primero.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2° y 3° del Título V se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha en que dejen de producirse los efectos señalados en el inciso primero.


Artículo 33.- Las proposiciones de convenio especial pueden versar sobre cualquier objeto lícito, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo.


El convenio podrá tener objetos múltiples, pero aquellos deberán ser uno mismo por categorías de acreedores, sin perjuicio que dentro de cada una de estas podrá estipularse cualquier modalidad, si aquélla es propuesta en forma alternativa o complementaria y ella es aceptada por los acreedores que le afecte directamente, en la forma señalada en el inciso tercero.


El convenio podrá contener, además, una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de los diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.


Las sociedades anónimas podrán proponer a una o más categorías de acreedores, que la cuota final sea pagada con participación accionaria de la empresa ya sea mediante la oferta irrevocable de cesión de acciones o de acciones provenientes de aumento de capital.


En el mismo convenio se podrá facultar a uno o más acreedores que para este solo efecto representen al directorio y los accionistas, a que convoquen a junta extraordinaria de accionistas y participen en ella, con el objeto de acordar el aumento de capital ofrecido y suscribir los instrumentos públicos o privados de cesión de acciones en conformidad al texto del convenio aprobado.


También el deudor podrá proponer a sus acreedores o terceros la venta de su o sus establecimientos de comercio o de la unidad económica que explota, en un valor en el que se considerarán sus flujos futuros y obligaciones reprogramadas, una vez aprobado el convenio. En este caso el interventor informará al tribunal sobre el precio mínimo y llamará a licitación pública para que los interesados hagan sus propuestas con anterioridad a la fecha de la junta de acreedores. Acordado que fuere, con el consentimiento del deudor o de la justicia en subsidio, en la misma sesión la junta de acreedores podrá adjudicar el o los establecimientos de comercio o la unidad económica, según sea el caso, al oferente que pagando a lo menos el precio mínimo dé mejores garantías de pago de las obligaciones del convenio.


En el convenio se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o resolución pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez arbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.


Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.


Artículo 34.- El interventor presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.


En el día hábil inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, que no sea sábado, a la hora que comience a funcionar el tribunal, se efectuará una audiencia verbal ante el juez, en la cual el interventor le informará por escrito acerca de la verosimilitud de la existencia y monto de los créditos que conforman el pasivo del convenio.


En ésta, oyendo previamente a los acreedores, el juez resolverá en única instancia y sobre la base de los antecedentes disponibles, cuáles de los créditos incluidos en la nómina presentada por el interventor, estén o no objetados, y por qué monto tendrán derecho a votar en esa junta. El juez apreciará los antecedentes en conciencia.


El reconocimiento de derecho a voto producirá efectos para la junta llamada a conocer del convenio, y el posterior resultado de la objeción sólo podrá alterar la determinación de la cuantía del crédito objetado y en nada afectará el acuerdo de la junta de acreedores llamada a deliberar y votar el convenio ni los efectos, de tal resolución.


Artículo 35.- Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución de mala fe por parte del interventor de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves.


En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio especial, el derecho a voto se determinará en conformidad al procedimiento señalado en el inciso primero.


2. De la aprobación del Convenio Especial


Artículo 36.- Cada categoría del convenio se considerará aprobada cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos de dos o más acreedores que representen los 2/3 o más de los créditos de la categoría. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:

a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193, salvo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo.

b) Las personas que se encuentren en alguna se las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores y

c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Si el pasivo del deudor incluyera categorías que agrupen a acreedores de la misma preferencia, se considerará acordado respecto de cada una de ellas, cuando cuente con el mismo quórum de aprobación señalado precedentemente. Para estos efectos se tomará votación por separado a cada una de las categorías de acreedores, las que podrán aprobar o rechazar en forma independiente el convenio, siendo sus estipulaciones obligatorias para aquellas categorías de acreedores que lo aprueben. No obstará al acuerdo del convenio acordado en conformidad al inciso primero, que una o más categorías no lo aprobaren, pero en tal caso no será obligatorio para los acreedores que componen la categoría disidente, salvo aquellos que voluntariamente se acojan a sus estipulaciones, declaración que se podrá efectuar en cualquier momento, mediante presentación escrita al tribunal. Aquellos acreedores incluidos en las categorías que tengan por aprobado el convenio, no podrán gozar del derecho de ejecutar individualmente al proponente.


Artículo 37.- Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro, sea de la misma o de otra categoría, acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra b) del número 2 del artículo 28, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta, en cuyo caso se entenderá que vota aprobando el convenio y que subroga legalmente al primitivo acreedor. Transcurrido ese plazo, sin que se haya practicado la consignación, el voto del acreedor que se intentó excluir se considerará emitido rechazando el convenio. Para estos efectos y previamente, el interventor deberá dar cuenta en la junta, verbalmente o por escrito, el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor.


El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.


El convenio se considerará aprobado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.


De la junta deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren, y la categoría a que pertenecen.


La modificación del convenio deberá aprobarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, excluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio, a quienes no obligará.


Artículo 38.- Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio.


Artículo 39.- En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el acta que apruebe el convenio o en instrumentos separados.


Sin perjuicio de la representación judicial y extrajudicial de los acreedores que tiene el interventor para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.


En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.


Una copia autorizada del acta de la junta en que se apruebe el convenio, y su respectiva resolución, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.


Artículo 40.- La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza.


La inconcurrencia del o los acreedores a la junta hará presumir su voto favorable al convenio.


Artículo 41.- Aprobado el convenio, el tribunal dictará la resolución que así lo declare, la cual será notificada por avisos mediante un extracto autorizado por el tribunal y desde esa época comenzará a regir.


3. De los efectos del convenio especial


Artículo 42.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, sin excepción alguna, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde y hayan o no tenido derecho a voto:

a) por los créditos anteriores a la fecha de la resolución que recae en las proposiciones de convenio


b) por los créditos consignados en el convenio simple respecto de los acreedores que lo suscribieron y, respecto de los demás, la fecha de la resolución señalada en el artículo 11.


Artículo 43.- Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los demás terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio.


Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:

a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas, sino en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;

b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía, pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor que habían garantizado;

c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;

d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


El acreedor que no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores y codeudores solidarios o subsidiarios y avalistas. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.


Artículo 44.- Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, y que no hayan sido considerados en el pasivo del convenio podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.


Artículo 45.- Una vez aprobado el convenio, los acreedores que tengan la calidad de vendedores o prestadores de servicios en los en los términos definidos en los números 3 y 4 del artículo segundo del decreto ley 825, y que se encuentren afectados por los impuestos establecidos en el titilo II o en los artículos 40 y 42 del mismo cuerpo legal, podrán solicitar que sea emitida por el deudor la nota de débito en los mismos términos señalados en la ley 18.591, si acreditan los requisitos establecidos en dicha ley, siempre que hayan efectuado esta solicitud al tribunal dentro de los 30 días contados desde la notificación de la resolución señalada en el artículo 28, previa calificación del sindico en informe que presentará en forma previa a la junta llamada a deliberar y votar el convenio.


En este caso, si el convenio versa sobre abandono de bienes, una vez emitida la nota de débito por los impuestos cuya devolución se solicite, el Fisco por el sólo ministerio de la ley se subrogará en todos los derechos que el acreedor tenia para pagar la deuda y gozará de pleno derecho y sin más trámite de la preferencia establecida para su pago en el número 9 del artículo 2472 del Código Civil.


En los otros tipos de convenio esta subrogación se hará efectiva mediante la deducción que debe hacer el deudor al cada pago comprometido, tomando como base de cálculo el porcentaje del valor considerado en la nota de débito respecto del crédito, aplicado al porcentaje que considera cada pago del convenio.


El deudor estará obligado a enterar en arcas fiscales el monto de lo deducido en virtud del artículo anterior, a más tardar el día 12 del mes posterior al de la deducción señalada en el artículo precedente.


Artículo 46.- El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor especial, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.


El interventor especial sólo podrá ser revocado, con el acuerdo del deudor, con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto y sin la aceptación del deudor, con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.


Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.


Artículo 47.- Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerden facultades distintas:

1.- Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;

2.- Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;

3.- Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;

4.- Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;

5.- Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;

6.- Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.

7.- Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y

8.- Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal.


Artículo 48.- Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a intervención si ésta no se hubiere estipulado, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.


Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al Nº 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 62, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a este.


4. Del rechazo del convenio especial


Artículo 49.- Rechazadas las proposiciones de convenio el tribunal lo tendrá por desestimado y devolverá la documentación al acompañada por el deudor.


5. De la nulidad y resolución del convenio especial


Artículo 50.- No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio, consistentes en:

1.- Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;

2.- Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;

3.- Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;

4.- Ocultación o exageración del activo o pasivo, y

5.- Contener objeto ilícito en una o más de sus estipulaciones.


Podrán también solicitar la nulidad del convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.


Artículo 51.- La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Artículo 52.- Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.


Artículo 53.- El convenio podrá declararse resuelto a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de las obligaciones del deudor y a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, en el caso a que se refiere el artículo 48.


Artículo 54.- Las acciones de resolución prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.


Artículo 55.- La sentencia ejecutoriada que declare resuelto el convenio, lo dejará sin efecto y extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


Artículo 56.- Las cantidades pagadas por el deudor antes de la resolución servirán de abono a las deudas respectivas.


Artículo 57.- La nulidad y la resolución del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 27, o por el árbitro designado en conformidad al artículo 62.


La sentencia que acoja la demanda de nulidad o de resolución será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención de un síndico, si el interventor no lo fuera, que será designado por el tribunal en conformidad a la proposición del demandante de acuerdo al artículo 59, que tendrá las facultades del artículo 47 y las que además estime necesarias el tribunal, contra cuya resolución no procederá recurso alguno.


Artículo 58.- En la demanda de nulidad o resolución del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente que deberían asumir como interventores, y sólo a éstos el deberá designar tribunal en la sentencia que dé lugar a la demanda.


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de resolución del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.


Si el convenio resultare declarado nulo el convenio por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.


Artículo 60.- Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones del convenio que le dio origen, y la sentencia ejecutoriada que dé lugar a la nulidad o a la resolución, se regirán por las reglas de los Párrafos 2°, 3° y 4° del Título VI del Libro Cuarto del Código de Comercio.


Artículo 61.- La sentencia definitiva de nulidad o de resolución de un convenio reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida.


6. De los tribunales arbítrales.


Artículo 62.- El deudor y dos o más acreedores que representen en su conjunto más del 50% de los créditos con derecho a concurrir y votar, certificado en la forma señalada en conformidad al inciso segundo del artículo 32 y cuya base de cálculo excluya a los acreedores señalados en el inciso tercero de la misma disposición, podrán proponer en el convenio especial de que trata este título, el nombre de un arbitro titular y un arbitro suplente, incluido en la lista que la Superintendencia de Quiebras lleve al efecto.


En la forma propuesta el tribunal deberá designar el árbitro, notificándolo personalmente.


Artículo 63.- La competencia del árbitro se extenderá a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio especial y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente al Tribunal que conoció del convenio.


El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.


El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.


El árbitro será de derecho, salvo que en la proposición se le otorgue el carácter de mixto. La aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario del tribunal que lo designó.


Artículo 64.- Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, los que serán de hasta un 4% del valor del activo declarado en la proposición de convenio.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 4 de marzo y 1 de abril de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Guillermo Vásquez Ubeda (Presidente), y señores Fernando Flores Labra, Jaime Orpis Bouchon (Jovino Novoa Vásquez), José García Ruminot y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 8 de abril de 2008.
(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.450, DE FOMENTO DE INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO Y DRENAJE, A FIN DE PERMITIR QUE AGRICULTORES Y ARRENDATARIOS POSTULEN A PROYECTOS DE RIEGO

(3336-01)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Urrutia, Álvarez-Salamanca, Bauer, García, Hernández, Masferrer, Recondo y Von Mühlenbrock, y los ex Diputados señores José Antonio Galilea y Pablo Prieto.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 9 de noviembre de 2005, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura, y por la de Hacienda, en su caso.

 - - -


Se deja constancia expresa que por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez, la Comisión de Agricultura ha estimado que no procede, atendida la naturaleza del proyecto, darle trámite a su estudio por la Comisión de Hacienda y que debe informarse directamente a la Sala.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez. 


A una de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Sergio Romero Pizarro.





Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, el entonces Ministro de Agricultura, señor Álvaro Rojas y su asesor legislativo, señor Andrés Jouannet. El señor Reinaldo Ruiz, Subsecretario de la citada Cartera de Estado. Por la Comisión Nacional de Riego, el Secretario Ejecutivo, señor Nelson Pereira, la Jefa del Departamento de Fomento al Riego, señora María Loreto Mery y el asesor, señor Daniel Rey.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


- Permitir que los agricultores arrendatarios puedan acceder a los beneficios de la bonificación de la ley N°18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje.


- Sancionar con una multa equivalente al monto recibido como bonificación al que, sin aviso previo y antes de cinco años, retirare del predio bienes adquiridos con la respectiva bonificación.


- Imponer una multa equivalente al triple de la bonificación obtenida al que, sin autorización y antes de 10 años, enajenare los bienes adquiridos.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República:


- Artículo 19, Nº 22, que establece la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica.


b) Ley N°18.450, que aprueba normas para el Fomento de la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje. 


c) Decreto ley N° 993, de 1975, del Ministerio de Agricultura, que establece disposiciones especiales sobre arrendamiento de predios rústicos, medierías o aparcerías y otras formas de explotación por terceros.


d) Decreto N° 397, de 21 de octubre de 1997, del Ministerio de Agricultura, que aprueba el reglamento sobre normas para fomento de inversión privada en obras de riego y drenaje.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


1.-  La Moción que dio origen a este proyecto hace presente que la ley N°18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, excluye a los agricultores arrendatarios de la postulación a proyectos de riego y a los beneficios que otorga el Estado y a la tecnificación del riego.


Observa que sólo pueden acceder a dichos beneficios los agricultores propietarios, y que, respecto de los agricultores arrendatarios sólo pueden postular aquellos que presenten un contrato de arrendamiento a 12 años, más sus derechos de usufructo.  Al respecto, previene que, en la práctica, los dueños de propiedades agrícolas no arriendan por períodos tan prolongados, sino que, generalmente, lo hacen por períodos anuales, renovables por acuerdo de las partes.  Asimismo, pone de manifiesto que la mayor parte de los agricultores de nuestro país, son pequeños y medianos, y que, a su vez, muchos de éstos son arrendatarios. 


Señala que la situación descrita, esto es, impedir que los agricultores arrendatarios puedan recibir el subsidio que ofrece la citada ley, se transforma en una discriminación, especialmente, porque parte de los recursos destinados a la ley de riego, proviene de los recursos entregados por el Estado a todo los agricultores, en compensación por el ingreso de Chile al Mercosur. Destacan que hoy más que nunca se debe ser eficiente para competir con los grandes subsidios que los países industrializados otorgan a sus productores agrícolas, lo que significa que los agricultores deben competir con productos fuertemente subsidiados.


Destaca que en los últimos años las inversiones en riego tecnificado, en particular, aquellas que son móviles, adquieren cada día mayor relevancia ya que se adaptan en buena forma a las distintas situaciones y han demostrado un gran impacto positivo en el aumento de las producciones, todo lo cual acrecienta el desarrollo de este segmento tecnológico y aprovechar sus beneficios.  Argumenta que el hecho de no ser propietario de tierras y derechos de aguas no limita que una persona pueda desarrollar la actividad agrícola como agricultor arrendatario y, obviamente, los arriendos que celebre incluyen los derechos de aguas.


Finalmente, agrega la necesidad de garantizar la igualdad de oportunidades en esta materia, considerando que los agricultores que arriendan, también, generan riqueza para nuestro país y utilizan una gran mano de obra que contribuye a la generación de empleo en las diferentes regiones agrícolas.


2.- Oficio de ley N°5930, de 8 de noviembre de 2005, de la Honorable Cámara de Diputados mediante el cual comunica la aprobación del proyecto de ley materia de este informe.


La iniciativa legal consta de un artículo, el cual se desglosa en tres numerales que modifican la ley N° 18.450, que aprueba normas para el Fomento de la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje. 


Mediante el numeral 1, se intercala, en el artículo 2°, entre las expresiones “propietarias” y “usufructuarias”, la palabra “arrendatarias”.  El objeto de esta modificación consiste en facultar a las personas naturales o jurídicas arrendatarias de predios agrícolas para que puedan acogerse a la bonificación que establece la ley N°18.450, individualmente o en forma colectiva, de igual forma que lo hacen aquellas que son propietarias, usufructuarias, poseedoras inscritas o mero tenedoras en proceso de regularización de títulos de predios agrícolas, por las obras e inversiones que ejecuten en beneficio directo de los respectivos predios.



Con el numeral 2, se agrega, en el inciso tercero del artículo 4º, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “cualquiera que sea la condición de los postulantes indicados en el inciso primero del artículo 2º”. Lo anterior, a fin de incluir a los arrendatarios de predios agrícolas en el llamado a concurso que efectúa anualmente la Comisión Nacional de Riego.


Finalmente, el numeral 3, sustituye el inciso primero del artículo 14 por el siguiente:





“El que, sin aviso previo a la Comisión Nacional de Riego, retirare del predio bienes adquiridos con la bonificación, antes de que concluya el plazo de cinco años, contado desde la fecha de recepción, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, equivalente a las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación.  El que, sin la autorización de la Comisión, enajenare estos bienes antes del plazo de diez años, será sancionado con multa equivalente al triple de dicha bonificación.  En este último caso, la autorización procederá siempre que los bienes en cuestión hayan sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto.”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Agricultura de la época, don Álvaro Rojas, manifestó su conformidad con la iniciativa en estudio, por cuanto permite una mejor utilización del suelo y de la agricultura, en general, con el consiguiente beneficio que ello implica; independiente de quien posea la tierra, agregó, es un beneficio colectivo, ya que genera una mayor productividad y volúmenes de inversión, así como también mayores niveles de actividad.  

Precisó que este tipo de arrendamiento, se localiza, especialmente, en los rubros que son cultivos tradicionales, como trigo y maíz, ámbitos en que el tema de la productividad será probablemente el escenario de los próximos años, requiriéndose un esfuerzo importante tanto para mantener como para aumentar dicha productividad; desde esa perspectiva, indicó, el riego es una herramienta fundamental para cualquier proceso de innovación que quiera continuarse a futuro.  Asimismo, agregó, hay personas que llevan mucho tiempo arrendando, que tienen una disciplina como arrendatario y que han demostrado ser responsables, lo cual le lleva a considerar que el proyecto es oportuno y a manifestar el respaldo del Ministerio de Agricultura.

A continuación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, don Nelson Pereira, recordó que la ley vigente es categórica en términos de que sólo pueden participar, del beneficio, propietarios de derechos tanto de tierras como de aguas.  Informó que la Contraloría, al responder una consulta específica de la Comisión Nacional respecto a la posibilidad de participar de los arrendatarios, señaló que ello no era factible. 

Coincidió con el respaldo a la iniciativa manifestada por el señor Ministro, no obstante precisó que las recientes evaluaciones a las que fue sometido este instrumento de fomento, indicaron que es una ley extremadamente potente para incentivar iniciativas de riegos de proyectos productivos y sustentables en el tiempo, por tanto, siendo partidarios de que los arrendatarios puedan participar, consideran necesario establecer un plazo en el modelo de arrendamiento, con el objetivo de procurar que los cultivos que se promueven con esta iniciativa, sean sustentables en el tiempo.  Para tal efecto, proponen exigir un arrendamiento de un plazo de 10 años, en particular, teniendo presente el texto actual de la ley de fomento, que señala que los equipos móviles no podrán ser retirados del predio antes de los 10 años.  Aclaró que si bien el proyecto propone rebajar dicho plazo a 5 años, dado que la Comisión Nacional tendrá la responsabilidad de vigilar la salida de los equipos así como su permanencia durante el lapso fijado por la ley, estiman que dicho plazo significará una carga bastante alta para el Servicio, en términos de inspeccionar que efectivamente esos equipos no salgan del predio y sean utilizados para fines productivos en una segunda etapa.

Finalmente, informó que han estado en una etapa de reuniones con organizaciones de regantes a lo largo del país para recoger su opinión y posibles adecuaciones de este instrumento legal, con miras a su prórroga, a partir del 1 de enero del 2010, y, en este punto, han señalado que están de acuerdo con un mínimo de 10 años.

El Honorable Senador señor Romero manifestó que en general la acción de esta ley de fomento al riego y el actuar de la Comisión Nacional le parece uno de los grandes logros que ha tenido la agricultura en los últimos años y recordó su participación en dicha Comisión, hace 30 años atrás. Coincidió con lo manifestado por el señor Director en materia de plazo, por cuanto el objetivo es garantizar que el predio, independientemente de quien es el titular, se beneficie de forma permanente de este recurso escaso, que es el agua.  Planteó la conveniencia de requerir la anuencia del propietario del predio, teniendo presente que la bonificación es solicitada por el arrendatario y beneficia a un predio que no le pertenece, por lo que puede suscitarse una situación delicada considerando que lo accesorio sigue la suerte de lo principal y éste comprende la estructura de obras de riego que quedan en el predio.  Además, dijo, puede ocurrir que un predio que era de secano se convierta en de riego, lo que cambia la tasación del mismo, y el dueño deberá soportar en el futuro un mayor valor en las contribuciones, por tanto, desde esa perspectiva, es necesaria la voluntad del dueño, e insistió en que si se retira una parte de los medios, dejará sin ser utilizado una parte importante del capital que le proveyó el Estado al particular para mejorar la productividad de la tierra.

Por otra parte, Su Señoría hizo presente la grave sequía que afecta a la provincia de Petorca, con las graves consecuencias que ella implica y solicitó, expresamente, al señor Ministro la formalización de proyectos especiales de riego para poder habilitar obras de regadío y construcción de pozos. 

El Honorable Senador señor Coloma enunció cuatro inquietudes, la primera dice relación con lo planteado por Su Señoría en orden a que se trata de una norma que tiene sentido en la medida que se entienda que el beneficio está dirigido al predio y no a la persona. Le parece fundamental que se cuente con la anuencia del propietario, no sólo por un tema patrimonial, sino también por el tipo de obras que involucra; en segundo lugar, manifestó que 10 años es un período razonable y precisó además la necesidad de contar con alguna exigencia de naturaleza jurídica, como sería la inscripción del contrato al margen del título en el Conservador de Bienes Raíces, lo que también representa una garantía para la Comisión Nacional y le otorga formalidad; tercero, no le parece, si el beneficio funciona a favor del predio, que se autorice a retirar los equipos, independiente del plazo y, finalmente, consultó si es factible que algunos propietarios pudiesen simular arriendos y con ello burlar el sentido de la ley.  

El Honorable Senador señor Vásquez precisó que si bien, en general los beneficios, derechos y obligaciones corresponden a las personas, no es extraño que en el derecho civil se establezcan en función de los predios, como en el pago del impuesto territorial, accesión a inmueble o el pago de los gastos comunes en los condominios que siguen al propietario del predio, independientemente de las transacciones que se hayan efectuado; por tanto, a su entender, las obras deberían seguir dentro del predio, sobre todo si se considera que al hacer una obra de esta naturaleza se examina la particularidad del predio y la productividad del mismo, es decir, en general, todas las obras de riego se hacen en función de aquél, y al retirarlas se pierde el objeto que precisamente se tuvo a la vista al momento de otorgar el subsidio. Respecto al plazo, no le parece rebajarlo a 5 años.  Finalmente, compartió la prevención en el sentido de evitar que mediante estos mecanismos, sean reales o simulados, se logre obtener beneficios por una misma persona y recordó algunas normas similares en materia de contaminación tributaria para predios agrícola de modo de mejorar en ese sentido el texto.

El ex Ministro señor Rojas recordó que el año 2010 vencen tres importantes instrumentos de la política pública en materia agrícola: el decreto ley N° 701, la ley de riego, y la ley de recuperación de suelos degradados, instrumentos exitosos que benefician el desarrollo de la agricultura en diferentes partes del país. Al respecto, informó que durante el 2008 convocarán a una discusión de usuarios regionales enfocados a establecer cómo se han beneficiado con estos instrumentos y las sugerencias para una nueva versión de las mismas. 

Observó que el último censo agropecuario recoge efectivamente los efectos, al señalar que más del 35% del suelo regado en nuestro país está hoy bajo sistemas de riego tecnificado, lo que da una cifra por sobre las 350 mil hectáreas que están optimizadas al uso del riego.  Lo anterior, dijo, como parte de la política pública que tiene el Ministerio para combatir el calentamiento global, fijar prioridades de norte a sur,  concentrando un importante número de concursos en las Regiones Tercera, Cuarta y Quinta, con el objeto de que en un futuro toda la superficie de riego hasta las regiones más vulnerables estén bajo un sistema tecnificado.

Respecto a los comentarios efectuados por Sus Señorías, coincidió en que el dueño del terreno manifieste su opinión mediante un contrato de arrendamiento de al menos 10 años de plazo, formalizado en la instancia que corresponda, y a no retirar parte de los equipos, por cuanto el beneficio colectivo público, se pierde y no cumple la utilidad para la cual fue aprobado.  





El Honorable Senador señor Coloma planteó que al establecer la prohibición de retirar los equipos, la persona conocerá de antemano que si va a invertir en un período prolongado, las mejoras quedarán en beneficio del bien raíz.  





El señor Secretario Ejecutivo de la CNR, señaló que el plazo de 10 años, viene desde la ley original, esto es, el año 1985, y el sentido fue la obsolescencia de estos equipos móviles, como mangueras, aspersores, bombas, entre otros.

Respecto a los arriendos no reales o ficticios, indicó que es un hecho que ocurre en la actualidad. Explicó que se llama a concursos separados para distintos estratos dependiendo del tamaño de la propiedad: pequeños productores, aquellos que atiende INDAP, 12 hectáreas de riego básico; agricultores medianos, hasta 100 hectáreas, y agricultores grandes.  Particularmente, precisó, el agricultor mediano puede subdividir el predio y es bastante difícil tener acceso a la información para investigarlo.  Se está haciendo un esfuerzo en ese sentido mediante la creación de una red de fomento, que contenga todos los instrumentos que se manejan en una página web, en coordinación con el Servicio de Impuestos Internos.

En cuanto al arrendatario, coincidió que será muy difícil controlar que por la vía del arriendo se disminuya el tamaño físico de la superficie para poder optar a estos concursos,  evidentemente, mientras más pequeños son los propietarios, las competencias son menores y los subsidios son más altos, versus el caso de los agricultores grandes donde los subsidios son muy inferiores. 

El Honorable Senador señor Coloma planteó que el proyecto está bien inspirado pero presenta ciertas dificultades que se deben enfrentar, para lo cual propuso redactar, en conjunto con la CNR, a lo menos tres indicaciones: una, para establecer que los beneficios que se obtienen por este subsidio queden en beneficio del predio y no puedan ser retirados. 

En segundo término, continuó, para requerir la anuencia del propietario y señaló que deben distinguirse dos situaciones: una, que el arriendo conste en el instrumento público adecuado y otra, que la solicitud por parte del arrendatario sea suscrita por el propietario del predio autorizando el subsidio.

En esta materia, el Honorable Senador señor Romero consideró que con la anuencia del propietario se evita el resquicio del arrendamiento porque quedará registrado el beneficiario que es en definitiva el propietario.

Finalmente, el Honorable Senador señor Coloma propuso estipular una norma genérica que sancione a quien utilizare maliciosamente estos beneficios.


El Honorable Senador señor Naranjo consultó si el texto aprobado por la Cámara de Diputados tiene su origen en una indicación del Ejecutivo; de lo contrario, expresó, sería inconstitucional, ya que aumenta el número de beneficiarios. Manifestó que si el Ejecutivo está de acuerdo con la iniciativa, sería aconsejable que presentara una indicación a fin de evitar una cuestión de inconstitucionalidad. Esta situación, acotó, equivale a que por una Moción parlamentaria se apruebe una ley que habilite a los arrendatarios a obtener el subsidio habitacional. Precisó que no es contrario a la norma y que sólo le mueve prevenir una situación que en algún momento se puede generar.  


El Honorable Senador señor Coloma discrepó del punto de vista planteado por Su Señoría y señaló que ha estudiado la materia, pues se trata de un proyecto de ley que tuvo su origen en una Moción y que, de acuerdo con la Ley Orgánica del Congreso Nacional, el momento oportuno para declarar si es constitucional es aquél en que se da cuenta de aquélla; refirió que en su momento la Cámara de origen la estimó constitucional y, en consecuencia, al Senado no le cabe si no declararla como tal, hecho que no obsta a votarla en contra o requerir el pronunciamiento del Tribunal Constitucional.  Desde su perspectiva, prosiguió, no le parece que haya una inconstitucionalidad porque no se aumentan los beneficios, dado que éstos siguen siendo los mismos y están fijados por la Ley de Presupuestos, y enfatizó que sólo cambian los requisitos para optar a ellos: hasta el momento, sólo pueden hacerlo los propietarios y los usufructuarios y, en lo futuro, podrán acceder a la bonificación, también los arrendatarios, sin que por efecto de lo anterior se incremente el gasto.


Puntualizó que el asunto queda planteado para que el Ejecutivo tome nota del criterio de Su Señoría.


Con posterioridad, la Comisión Nacional de Riego acompañó una sugerencia de redacción.  Sobre el particular, por estimar que se trata de una materia de iniciativa parlamentaria y, en el ánimo de perfeccionarlas para avanzar en su estudio, los Honorables Senadores señores Coloma y Espina formalizaron con posterioridad su propia indicación, las que en síntesis apuntan a lo siguiente: primero, exigir un contrato de arrendamiento de un plazo determinado otorgado por escritura pública e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo; segundo, incorporar a los arrendatarios vía leasing para postular a los beneficios de la ley de fomento, y, finalmente, mantener la norma legal vigente que prohíbe el retiro o enajenación de los bienes adquiridos con la bonificación antes del plazo de 10 años, salvo autorización de la Comisión Nacional de Riego.


El Honorable Senador señor Coloma remarcó la importancia del proyecto, aunque le asiste la duda de establecer si, desde la perspectiva gubernamental, el beneficio se plantea en favor del predio o de la persona del titular, sea este dueño, usufructuario o arrendatario.  Señaló que resulta contradictorio con los requisitos que se proponen: por una parte, se establece una duración determinada del contrato y la autorización del propietario, y por otra, el hecho de que el arrendatario, una vez vencido aquel plazo, se pueda llevar las obras móviles de riego, con la sanción aplicable a quien las retire dentro del período de restricción determinado por ley, pues de estas disposiciones se infiere que el beneficio favorece a la persona.


Señaló que su concepto es distinto: se está ante un subsidio fiscal en beneficio del predio y no del propietario, y en esa perspectiva le parece irrelevante si la duración del contrato es de cinco o diez años, pues la estipulación del término es un asunto del interés de las partes y, obviamente, no parece lógico que, al cabo del mismo, el arrendatario tenga el derecho de retirar las obras móviles y pase a ser dueño de algo que fue subsidiado por el Presupuesto General de la Nación.  En consecuencia, explicó, la indicación que propone, modificatoria del criterio planteado por la Comisión Nacional de Riego, favorece una duración menor del contrato de arrendamiento lo que es concordante con el hecho de que el arrendatario, en ninguna circunstancia, estará facultado para retirar los recursos.  


Agregó que personas que se desenvuelven en servicios públicos le expusieron la conveniencia de que los bienes fiscales que están arrendados puedan ser objeto, también, de algún tipo de beneficio de riego, aspecto no considerado, hasta ahora.  Estimó que el fundamento es atendible: en el presente, grandes extensiones de terrenos fiscales se han entregado en arrendamiento o en concesiones onerosas sin que en estos casos el arrendatario pueda optar a la bonificación de la ley N° 18.450.  Adelantó que en el entendido de que la bonificación se confiere al predio, no le parece, en principio, que haya algún inconveniente para extender esta clase de beneficios al mejoramiento de la capacidad agrícola de terrenos fiscales cuya tenencia esté en manos de particulares y formen parte de sistemas productivos.


El Honorable Senador señor Naranjo hizo notar que la bonificación de esta ley tendría un sentido equivalente al subsidio de regularización de títulos de dominio, que está dirigido a la propiedad, y una vez concedido, los herederos de quien regularizó la posesión quedan impedidos de acceder al beneficio.  Adelantó que comparte la idea de que el beneficio de la ley N° 18.450 se conceda a favor del terreno.  Previno, sin embargo, que el subsidio se endosa, aun bajo el supuesto de una modificación al régimen legal actual, sea al propietario o al arrendatario, y la consecuencia es que el sujeto quedará inhabilitado para obtener un segundo beneficio.  Hizo hincapié que el arrendatario que hubiera postulado y que, con posterioridad, adquiriera un predio, quedaría en la situación de no ser elegible para aquél.  


El Honorable Senador señor Vásquez compartió el criterio de que es ilógico que el propietario se pueda llevar las obras móviles, por lo cual estima imprescindible dejar constancia expresa de que se trata de un subsidio real y no de un subsidio a la persona ya que, precisamente por las razones expuestas por Su Señoría, si una persona vende el predio de que es propietario y compra otro quedaría, igualmente, limitado para requerir la bonificación de riego a beneficio de otro predio distinto. Definió el beneficio como una mejora en general de la productividad agraria y no como el enriquecimiento o mejora directa del propietario de un predio determinado.  Instó a asentar con claridad manifiesta que se trata de un subsidio real.


El Honorable Senador señor Espina requirió que el representante del Ejecutivo explique el modo en que opera, en la práctica, el subsidio a la inversión privada en obras de riego a fin de definir si éste beneficia a la tierra o a la persona.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, señor Pereira, señaló que, tal como lo dejó de manifiesto, el entonces señor Ministro de Agricultura, existe una disposición favorable a la incorporación de los arrendatarios a este beneficio.  No obstante, expuso que tiene una aprensión dado que el objetivo de la ley N° 18.450 es aumentar la productividad de los predios, básicamente por el tránsito desde una agricultura extensiva a otra más intensiva en inversiones y de cultivo tecnificado, entre otros factores, mientras que el arrendatario interesado en maximizar en un lapso breve las ganancias, se inclina más bien por los cultivos anuales; por lo que se considera razonable la ampliación de la norma,  pero sujeta a ciertas normas de resguardo.  


La primera de dichas normas, enunció, se refiere a la duración mínima del arrendamiento, y recordó que la ley vigente establece que el propietario puede disponer libremente de todos los equipos móviles al cabo de diez años, y el concepto que sustenta esta modalidad es que en aquel período se produce la obsolescencia de los equipos, razón por la cual, transcurrido aquel tiempo, la persona pueda reemplazarlos, sin necesidad de una inspección del Estado. Indicó que aquella es la razón que justifica la vigencia no menor a diez años de los contratos en relación con la aceptación de los arrendatarios.  


El segundo factor, continuó, es la aceptación del proyecto por el propietario, como requisito para admitir la solicitud de bonificación al concurso correspondiente, idea que es concordante con el decreto ley N° 993, de 1975, sobre arrendamiento de predios agrícolas que establece en uno de sus artículos que cualquier mejora que se realice requerirá de la autorización del dueño, y ninguna duda cabe de que las obras de riego constituyen una mejora.


En relación con la consulta específica de Su Señoría, precisó que el postulante es una persona natural o jurídica que, al momento de la presentación, debe cumplir con dos condiciones o requisitos esenciales: tener la calidad de propietario o usufructuario de un predio agrícola y ser dueño de los derechos de agua; aclaró que si bien el propietario es quien postula, la Comisión Nacional de Riego registra al predio como el hecho cierto que recibe la bonificación, y lo incorpora en la base de datos y en todas las estadísticas, de manera que si aquel propietario intentara postular nuevamente, el sistema marca, de inmediato, que ya obtuvo una bonificación por ese predio; aclaró que si lo hiciera con la finalidad de regar una porción distinta de la beneficiada, le es lícito postular por esta causa y, desde luego, por otros predios distintos.


Refirió que el sistema de concurso exige que el agricultor presente un proyecto elaborado por un consultor debidamente registrado, instrumento que pasa por una revisión técnico legal orientada a determinar si quien postula está legitimado para hacerlo, si el proyecto es técnicamente viable y si los cálculos de costo corresponden a los valores de mercado; hecho lo anterior, opera el mecanismo de asignación fundado en tres variables: la primera, es el aporte del interesado, dado que la ley dispone que la bonificación alcanzará hasta un 75% del costo de la obra, pero en la medida que aquél haga un aporte superior al 25% mínimo, acrece su puntaje; la segunda, es el costo del proyecto, rubro en el cual por un sentido social el costo del mismo es función inversa del puntaje que se asigna al proyecto, y, por último, la superficie que se incorpora al riego, precisando que si bien el caudal de agua no se considera separadamente, desde luego, incide, dado que determina la superficie en riego. 


Indicó que los factores descritos se ordenan en función de los criterios mencionados, procedimiento que determina la asignación de las bonificaciones mediante un certificado que es endosable y cuyo pago se realiza contra la recepción de la obra.  En respuesta a una consulta de Su Señoría, respecto de si la bonificación está sujeta a reducción, en el evento de que la certificación de la obra ejecutada revele una diferencia al confrontarla con las condiciones iniciales, el representante del Ejecutivo señaló que el monto de la bonificación es fijo y su pago está sujeto a la recepción definitiva por la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas.  Explicó que si obras complementarias requirieran un monto de inversión mayor que lo comprometido, el agricultor está obligado a ejecutarlas a su costa porque sin ellas no habrá pago.  Eventualmente podría suceder la hipótesis contraria, esto es, que el costo resultante fuere menor, caso en el cual la ley prevé que el interesado pida la rebaja, misma que es autorizada por una resolución.


En relación con la figura del leasing, agregó que ha habido varias consultas específicas de entidades bancarias al respecto porque les interesa que estas transacciones puedan acceder a las bonificaciones porque su garantía mejora acceder al beneficio de la ley.


El Honorable Senador señor Coloma expresó que entiende la filosofía de pasar desde una agricultura extensiva a una intensiva, implícita en el establecimiento de una duración mínima de diez años del contrato de arrendamiento, pero estimó imprescindible exponer sus razones para revisar dicho criterio, dado que hay zonas del país, como la Séptima, la Novena o la Décima, en las que no se dan condiciones propicias para frutales y, por lo mismo, la lógica imperante es mejorar los cultivos anuales.  Especificó que acrecentaría mucho la productividad de éstos una reducción del plazo de los contratos, por lo que consulta a la Comisión Nacional de Riego si es posible explorar la flexibilización de éstos.  Afirmó que la propuesta de un plazo largo para el contrato de arrendamiento fue manifestada como una salvaguarda ante la aprensión que expuso el señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional. 


El señor Rey, asesor de la Comisión Nacional de Riego, señaló, en primer término, que, en pro de recoger los planteamientos de los Honorables señores Senadores, se atiende no tanto a que se trate de cultivos permanentes sino de sistemas productivos innovadores, en los que, acorde con esta calidad, se justifique una inversión por un plazo de mayor extensión. La segunda consideración, continuó, es que las inversiones realizadas queden, en cualquier circunstancia, en el predio sin que puedan ser trasladadas ni retiradas, salvo en situaciones de daño de los equipos, renovación de los mismos u obsolescencia.  Agregó, finalmente, que tanto las empresas de leasing como los bancos tienen una alta expectativa de que se incluya esta modalidad de contratación, por dos consideraciones: por una parte, a los tomadores de leasing les es notoriamente difícil, durante un largo período del contrato, asumir que serán los propietarios de la cosa sobre la cual el mismo recae; por otra parte, si se requiere una inversión, la empresa de leasing la financiará porque, al aumentar los inventarios productivos, disminuirá el riesgo de la operación y mejorará la garantía, en condiciones más ventajosas que las actualmente disponibles en el mercado financiero.  Reseñó que la bonificación favorece al predio y a los sistemas productivos más que a los cultivos permanentes, por lo tanto, en respuesta a la inquietud de los señores Senadores, dijo que cubrirá cultivos anuales siempre que configuren un sistema productivo que incorpore la rotación del predio y que, además, evolucione en función de las condiciones del mercado.


El Honorable Senador señor Vásquez refirió que al ser la bonificación, desde el punto de vista de su operatoria, un beneficio real -institución reconocida por la legislación civil chilena-, el correlato debería ser prohibirle a cualquiera persona, sea propietaria o arrendataria, el retiro de materiales del predio, ya que la imposición de una multa es un resguardo insuficiente, ante lo complicado que resulta hacerla efectiva si el arrendatario desaparece; en su lugar, le parece lógico tipificar una figura de apropiación indebida y cautelar la productividad del predio con todas las  instalaciones que correspondan.


El señor Rey hizo notar que la propuesta cautela la hipótesis a que alude Su Señoría al disponer que el propietario del predio bonificado será responsable frente a la Comisión Nacional de Riego de la obligación que dispone el artículo 14 de la ley, precepto que establece la prohibición de retiro durante 10 años.


El Honorable Senador señor Naranjo advirtió que para que constituya un real incentivo al arrendatario, el plazo debiera ser mayor a cinco años.


El Honorable Senador señor Espina previno que en las distintas opciones existe un margen de razonabilidad, pero falta conocer la práctica del agricultor habitual, y en el imperativo de hacer las cosas bien, es evidente la necesidad de incorporar la situación objetiva en que se encuentra el agricultor. Enfatizó que el objetivo de la ley es fomentar las inversiones en obras de riego, y es lógico preguntarse quién se gastará una parte de su patrimonio -aunque sólo fuere el 25% del costo total de la obra- si no tiene garantizado un plazo razonable en el que podrá recibir el retorno de la inversión, por lo tanto, es dable pensar que a mayor plazo mayor será la tendencia de la persona a querer invertir más; a corto plazo no tendrá el tiempo para obtener la devolución.  


En segundo lugar, explicó, el interés es que la persona haga la inversión y persista en el proyecto para que se transforme en productividad.  La seguridad de la inversión supone una duración razonable del contrato porque si es de plazo muy corto, a su término es probable que el nuevo arrendatario o el propietario no siga con el proyecto, debido a la creciente convertibilidad de cultivos anuales en agricultura de exportación, de modo que la inversión se pierda, finalmente, por falta de interés del actual tenedor.  Concluyó diciendo que, para tomar una buena decisión, lo ideal sería considera la pluralidad de aspectos considerados para no excluir a muchas personas del beneficio.


El Honorable Senador señor Coloma insistió que se trata de poner una cláusula que establezca un plazo mínimo, lo cual no entorpece a quien requiera pactar contratos más largos.  Solicitó al Ejecutivo que haga llegar la indicación, a fin de avanzar en la materia. 


El señor Ruiz, Subsecretario de Agricultura, explicó que se es partidario de una extensión al máximo de los beneficios que la Ley de Fomento al Riego ha significado para una parte muy importante de la agricultura chilena, sin olvidar que su eficacia temporal concluye el 1 de enero de 2010, motivo por el cual es imprescindible contar con un proyecto de ley en el Congreso Nacional, de preferencia durante este año. Señaló que les parece una buena idea ampliar la posibilidad de acceso a la bonificación de la ley a los arrendatarios, pero, se intenta medir cuál sería el impacto hoy de esta extensión, y esto es lo que están haciendo la Comisión Nacional de Riego y el Poder Ejecutivo.  


Agregó que al tener el programa una asignación de recursos definida por la Ley General de Presupuestos, una ampliación del universo de postulantes, naturalmente, inducirá un número mayor de proyectos, pero cómo el sistema opera sobre la base de concursos, finalmente, quedan seleccionados sólo los mejores.  En vista de lo anterior, reconoció que no parece conveniente generar falsas expectativas que finalmente muchos proyectos no cuenten con financiamiento. Indicó que el Ejecutivo observa con simpatía esta iniciativa de ley, pero no está en el presente en condiciones de comprometer el patrocinio del Ejecutivo en indicaciones a este proyecto, como era el temperamento de la Comisión, sin perjuicio de lo cual, manifestó, existe el compromiso no sólo de ampliar el espectro de la ley y de los beneficiarios. Agregó que, al interior del Ejecutivo, se tiene la convicción de que  las bonificaciones han sido una buena forma de invertir recursos públicos, y que la intención es ampliar la magnitud de los mismos, pero desean hacerlo en ese marco.  Insistió en que les parece un buen proyecto y que el plazo de diez años que se había propuesto resulta excesivo porque al cabo de ese lapso están depreciadas. 


El Honorable Senador señor Coloma expresó que entiende lo expuesto por el señor Subsecretario, pero lo anterior no obsta a distinguir lo que significa generar una nueva ley de riego que involucra un compromiso nacional en el que se perciben ideas buenas y, en tal contexto, la Comisión se halla en la mejor disposición de considerarlas, pero otra cosa es este proyecto de ley, originado en una iniciativa de señores Diputados y le parece que cuando hay un buen esfuerzo, cuyo objeto es incorporar un valor agregado a aquella legislación, lo razonable es darle un tratamiento acorde con esta virtud. 


El Honorable Senador señor Espina hizo notar los alcances devastadores de la sequía en diversas regiones en las que, de haber obras de riego, distinto sería el panorama. Resaltó que los problemas de agua para el consumo humano son actuales y que, según informes oficiales del ex señor Ministro de Agricultura, con la ejecución del canal de regadío que está comprometido por los tres últimos gobiernos se podrían convertir 80.000 hectáreas de secano en superficie de riego, beneficiando a más de cinco mil personas y favoreciendo el cambio de cultivos.  Sintetizó que si bien el proyecto no resuelve en su totalidad el problema, en el hecho, efectivamente, representa un avance pues tiene un patrón de inclusión y que  consultado en la Región de la Araucanía, suscitó una decidida adhesión.  Reiteró lo expresado a la señora Ministra de Agricultura, en orden a que se trata de temas de subsistencia, ante los cuales no existe respuesta y las personas toman decisiones económicas extremas de sobrevivencia, y que al recorrer las comunas de Victoria, Collipulli y otras, administradas por la Concertación, le expresaron lo insostenible de la situación presente.  Lo anterior, hace inaceptable una respuesta de que se estudiará el respaldo.  Pidió a los representantes del Ejecutivo que le trasmitan a la señora Ministra estos antecedentes y se la invite para que explique las razones por las cuales no se da patrocinio a las indicaciones.  Cree que el proyecto es técnicamente viable, en razón de que un número considerable de personas han optado por el arrendamiento y que, además, se ha conocido una excelente propuesta del Honorable Senador señor Allamand para establecer un subsidio a la prospección para pozos profundos. 


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que no estima relevante la duración del contrato de arrendamiento si se tiene presente que, respecto de las obras, se produce necesariamente su accesión al predio, quedando materialmente afectadas a éste con lo cual se beneficia a la agricultura y no a un propietario o arrendatario determinado. Señaló que las obras de riego deberían acceder al predio lo que garantiza que se asegure el riego del mismo y no el enriquecimiento del peticionario.


Advirtió que falta elaborar una política integral  por parte de la Comisión Nacional de Riego y la Dirección de Obras Hidráulicas.  También, refirió, la necesidad de una coordinación que evite el absurdo de montar, por un lado, un programa de riego y, por el otro, un programa de agua potable rural, cuando resulta que la fuente es o puede ser la misma, y se estaría en situación de garantizar estabilidad de suministro de agua para el consumo humano en el período veraniego.


El Honorable Senador señor Coloma concordó con Sus Señorías y planteó pronunciarse sobre la idea de legislar, pues se trata de un proyecto que es constitucional, aprobado en la Cámara de Diputados por amplia mayoría y, en el hecho, las únicas enmiendas que se incorporarían en este trámite, son las que regulan las formalidades del contrato y explicitan la posibilidad de bonificar a los titulares de derechos en el leasing. 


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó respecto al leasing tener una diferencia que se sustenta en el hecho de que se trata de un sistema de adquisición bajo una fórmula jurídica de arrendamiento, pero cuyo tratamiento debe ser distinto al de ese contrato.  Sucede que en el marco de leasing se hace una obra en un predio que es del beneficiario del leasing, aunque jurídicamente no sea aún el propietario. Precisó que le parece que lo lógico asimilar su situación a la bonificación que percibe el propietario y no a la del arrendatario.


El Honorable Senador señor Espina indicó que el propietario que realiza obras de riego está habilitado para acceder a un financiamiento fiscal de hasta el 75% del costo de ella y a los estudios de construcción, y la enmienda aprobada  por la Cámara de Diputados consiste en que se habilita al arrendatario para postular a los beneficios de la Ley de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje.  Al explicitar la situación de quien tiene un leasing, como lo propone la indicación, es necesario tener presente que a su término,  éste pasará a ser el propietario; desde el punto de vista jurídico estricto, le asiste la duda de si en la legislación actual, aquél no estaría en la situación de acceder a la bonificación, dado que su posición jurídica es mucho más cercana a la del propietario que a la del arrendatario.


El Honorable Senador señor Vásquez concordó con Su Señoría en que bajo un enfoque económico la situación es así.  Anunció que en el plazo de indicaciones propondrá un tratamiento sistemático distinto.


El señor Subsecretario de Agricultura reiteró el compromiso de aquel Ministerio con lo planteado por el Honorable Senador señor Espina respecto del riego, y señaló que en los últimos diez años se han invertido más de US$ 500 millones en obras de riego, lo que ha traído un cambio radical de la  agricultura chilena.  Hizo notar que el censo de 2007, al cotejarlo con el precedente, revela que en términos de riego tecnificado hay 200.000 hectáreas más que las que había bajo ese régimen en 1997.  Manifestó compartir la idea de que haya más beneficiarios potenciales de esta ley, pero lo anterior no significa el flujo de recursos nuevos sino una expansión de las postulaciones, y lo que se procura es ampliar el programa con más recursos en el marco del próximo proyecto de legislación de fomento del riego que se deberá discutir necesariamente.  


El Honorable Senador señor Espina solicitó que se informe de las obras de regadío que se han construido en los últimos diez años, desglosada por región.


Por otra parte, cabe señalar que los Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez estimaron que el trámite acordado por la Sala de la Corporación, en orden a que lo informe la Comisión de la Hacienda, en su caso, no tiene lugar dado que el proyecto no genera gasto, por lo cual acordaron informar directamente a la Sala del Senado.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe, consta de un artículo permanente que modifica la ley N° 18.450, que aprueba normas para el Fomento de la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, con tres numerales, los cuales se describen a continuación:

N° 1.


Mediante el numeral 1, se intercala, en el artículo 2°, entre las expresiones “propietarias” y “usufructuarias”, la palabra “arrendatarias”. 


La modificación tiene por objeto facultar a las personas naturales o jurídicas arrendatarias de predios agrícolas para que puedan acogerse a la bonificación que establece la ley N°18.450, individualmente o en forma colectiva, de igual forma que lo hacen aquellas que son propietarias, usufructuarias, poseedoras inscritas o mero tenedoras en proceso de regularización de títulos de predios agrícolas, por las obras e inversiones que ejecuten en beneficio directo de los respectivos predios.

Los Honorables Senadores señores Coloma y Espina formularon dos indicaciones sobre el particular, la número 1, intercala un nuevo inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser, respectivamente tercero y cuarto, del tenor siguiente:

“Podrán postular a los beneficios de la ley, los arrendatarios de predios agrícolas cuyos contratos de arrendamiento consten por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, que cuenten con la autorización previa y por escrito del propietario y cuyo plazo de duración no sea inferior a cinco años contado desde la fecha de apertura del concurso al que postulen.  Del mismo modo y bajo las mismas condiciones, podrán postular los arrendatarios con opción de compra o leasing, cursados por instituciones bancarias, compañías de seguros u otras, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos o de Valores y Seguros. El propietario del predio bonificado, será responsable frente a la Comisión de la obligación que le impone el artículo 14 de la ley.”.

La indicación número 2, formulada en subsidio de la anterior, es de idéntico contenido con la salvedad que extiende el plazo de duración que se exige para el contrato de arrendamiento de 5 a 10 años.


Sobre las indicaciones, el Honorable Senador señor Coloma solicitó que los representantes del Ejecutivo orienten respecto del plazo de vigencia del contrato de arrendamiento que se adecue mejor a las finalidades de la bonificación. Manifestó, en principio, su parecer por un contrato de 5 años.


El señor Subsecretario de Agricultura expuso que hay un tecnicismo respecto de los plazos que será abordado por el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, pues se pretende asegurar que, obtenida la bonificación, ésta sea utilizada conforme a la voluntad del arrendatario, agregó que en algunos cultivos, de más largo plazo como los frutales y los cultivos anuales, la seguridad se relaciona con este requisito. 


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego hizo presente que el espíritu del texto legal vigente permite que en el caso de bienes muebles, como serían las mangueras de un sistema de riego por goteo o las motobombas, entre otros, pueden ser retiradas del predio al cabo de diez años, lo cual concuerda con que el contrato tenga ese mismo tiempo de duración.  Lo anterior, no obsta que se analice la posibilidad de ponderar los criterios expuestos por los miembros de la Comisión.


El señor Rey, asesor de la Comisión Nacional de Riego, informó que han realizado tres encuentros a los cuales han concurrido 670 dirigentes de agricultores y de regantes, y en dos de dichas reuniones la petición fue incluir como beneficiarios de la ley a los arrendatarios con contratos de duración igual o superior a 10 años. 


El Honorable Senador señor Espina señaló que la respuesta de dichos dirigentes se debe a que fueron consultados al tenor de ese supuesto en forma exclusiva, y en dicho contexto, lo esencial en su respuesta, es la voluntad de incorporar a los arrendatarios al campo de los beneficiarios. Manifestó que el plazo de cinco años le parece absolutamente razonable dado que, en el presente, es riesgoso mantener contratos de arrendamiento por plazos superiores a aquél.  Destacó que no advierte un contrasentido en que el artículo 14 señale un plazo de 10 años para el retiro de los bienes muebles, porque si bien, se disminuye el plazo del contrato a cinco, aquel precepto compele a mantener la inversión por el total. 


En el mismo sentido, los representantes del Ejecutivo admitieron que hay espacio para la compatibilidad, en especial porque el artículo 14 está pensado en el predicamento de que el objeto de la inversión es favorecer, fundamentalmente, al predio.


El Honorable Senador señor Vásquez hizo presente que la segunda parte de la indicación en lo que se refiera al leasing, es relevante sólo desde un punto de vista jurídico, y no económicamente, porque dicha operación es un arrendamiento con opción de compra con lo cual ya estarían comprendidos al ampliar la norma a los arrendatarios.  Aclaró que se trata de un contrato distinto y que, en estricto sentido, desde el punto de vista jurídico no se habla de contrato sino de un convenio por que para obtener un efecto económico determinado se mezcla una pluralidad de contratos.


Puntualizó que el leasing está hecho para adquirir, y su tratamiento contable es distinto del tributario, pues en aquél corresponde registrar la operación por su fondo económico, es decir, como una inversión cuya finalidad es la adquisición de un inmueble mediante una compraventa a plazo y, por ende, se trata de un activo de corto plazo con la contrapartida de un pasivo de largo plazo, mientras que en el segundo, atendida su naturaleza de un arrendamiento con opción de compra, se trata de un gasto necesario para producir la renta que puede ser amortizado en un plazo menor al de su depreciación.  Aclaró que su observación apunta a cambiar la norma del leasing al inciso primero, en el que se regula la situación del propietario, y pidió que se deje constancia de que su concurrencia a la aprobación de esta indicación se hace bajo la prevención de que en el plazo de indicaciones que se abra con oportunidad del debate en particular de esta iniciativa, formalizará su propuesta en el sentido a que ha hecho mención.


El Honorable Senador señor Coloma concordó con la razonabilidad del planteamiento de Su Señoría, y propuso, considerando los argumentos esgrimidos, aprobar la indicación número 1; y retirar la indicación número 2.

Cerrado el debate, la Comisión concordó en establecer como requisitos, para que opere este beneficio a favor de los arrendatarios: primero, la existencia un contrato de arrendamiento otorgado por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo; segundo, la autorización previa y por escrito del propietario, y tercero, que el contrato tenga un plazo de duración no inferior a 5 años contado desde la fecha de apertura del concurso al que postulen.

Del mismo modo, concordó en que los arrendatarios de un predio agrícola, bajo la modalidad de leasing, puedan postular a los beneficios de la ley de fomento, quedando diferida la discusión sobre su ubicación definitiva para el segundo informe.


-Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vázquez.


La indicación número 2 fue retirada por sus autores.


Los Honorables Senadores señores Coloma y Espina formularon la indicación número 3 para suprimir el inciso tercero del artículo 2°, de la ley N° 18.450.


El Honorable Senador señor Coloma explicó que la norma vigente, que se propone suprimir, establece una excepción para acogerse a los beneficios de esta ley, que pesa sobre las entidades en que el Estado tenga aportes o participación, salvo el caso de que formen parte de una organización de usuarios o de una comunidad no organizada.  Sobre el particular, señaló, le fue observado que ante el hecho de que un número considerable de predios del Estado se encuentran actualmente arrendados sería aconsejable incluirlo, en vista que la bonificación se otorga en función de la capacidad del predio para concurrir a aumentar la superficie de riego de Chile.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego aclaró que al suprimir esta norma podría ocurrir, por ejemplo, que el Instituto Nacional de Investigaciones Agropecuarias, entidad en el cual el Estado tiene aporte o participación, presente un proyecto de riego para hacer sus investigaciones o instalar sus sistemas de riego, es decir, financiar sus operaciones con subsidios fiscales.  Ante la pregunta del Honorable Senador señor Coloma de si aquella hipótesis es negativa conceptualmente, respondió que el reparo es que los fines del INIA son de investigación y no de carácter productivo. Agregó, además, que una Universidad en la cual el Estado tenga aporte o participación podría, asimismo, ser bonificada.


Ante la consulta de Su Señoría, sobre si en el marco de la normativa vigente, el arrendatario de un predio fiscal podría optar a este beneficio, precisó que los predios en que el Estado tenga aporte o participación no pueden ser sujetos beneficiarios de esta ley, y ejemplificó la situación con los casos que administra el Ministerio de Bienes Nacionales, los del Banco del Estado o de la Corporación de Fomento de la Producción.


El Honorable Senador señor Espina expuso que no existe garantía mejor de que la inversión será acuciosamente protegida, sino, precisamente, en un predio de esta clase, por lo que tendría menos temor a extender la procedencia de la bonificación a estos arrendatarios. El riesgo máximo, enfatizó, es el de la pérdida de la inversión porque la idea es que el predio use permanentemente aquel sistema de riego.  Destacó su aprensión por la falta de igualdad en las condiciones en que los particulares competirían con el Estado.


El señor Subsecretario de Agricultura manifestó que el argumento de Su Señoría tiene sentido, y a él le hace fuerza el argumento de la mejor garantía de la inversión.


El Honorable Senador señor Vásquez hizo presente la concursabilidad de proyectos y señaló que a diferencia de lo sostenido por el representante del Ejecutivo, aun en los casos en que se pudiera destinar a la investigación de instituciones públicas, como es el INIA o las universidades, resulta que son proyectos cuya finalidad va en beneficio de la agricultura.


El Honorable Senador señor Coloma puntualizó que la norma establece una contraexcepción para el caso de entidades del Estado que formen parte de una organización de usuarios o de una comunidad no organizada, las que sí pueden postular; la excepción está referida al Estado, como tal.


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, en el mismo sentido, ejemplificó que si es parte de una organización de usuarios puede postular, como sería la reparación de un canal que beneficia a 50 agricultores, uno de los cuales es el INIA, pero la bonificación directa de un predio fiscal está impedida por la norma vigente, sin perjuicio de lo cual, señaló, que se está abierto a su estudio. 


El Honorable Senador señor Coloma retiró la indicación número 3 y anunció que la estudiará referida a los arrendatarios de predios fiscales.


- En consecuencia, el número 1 del proyecto fue aprobado con la modificación descrita por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores  Coloma, Espina y Vásquez. 

N° 2.


Mediante este numeral 2, se agrega, en el inciso tercero del artículo 4º, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “cualquiera que sea la condición de los postulantes indicados en el inciso primero del artículo 2º”.


Lo anterior, tiene por finalidad incluir a los arrendatarios de predios agrícolas en el llamado a concurso que efectúa anualmente la Comisión Nacional de Riego.


Con el objeto de concordar esta norma con la  modificación precedente, los Honorables Senadores señores Coloma y Espina formularon la indicación número 4 para agregar, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “cualquiera que sea la condición de los postulantes indicados en los incisos primero y segundo del artículo segundo.”.


-Puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vázquez.


-En mérito de lo expuesto, el número 2 del proyecto fue aprobado con la modificación precedente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.

N° 3.


El numeral 3, sustituye el inciso primero del artículo 14 de la ley Nª 18.450.

Dicho precepto sanciona al que sin autorización retire del predio o enajene bienes adquiridos con la bonificación antes de que concluya el plazo de 10 años, contado desde la fecha de recepción de la obra, con una multa, a beneficio fiscal, equivalente al triple de las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación. Establece, además, que para que la Comisión Nacional de Riego otorgue la autorización referida, los bienes en cuestión deberán haber sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto.  

El texto aprobado por la Cámara de Diputados propone sustituir la norma por otra que distingue dos situaciones.  En primer término, la de quien, sin aviso previo a (ya no autorización) la Comisión Nacional de Riego, retirare del predio bienes adquiridos con la bonificación, antes de que concluya el plazo de cinco años (lo reduce para este caso a la mitad), contado desde la fecha de recepción, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, equivalente a las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación (como se advierte, rebaja la multa).  En el segundo caso, esto es, el de la enajenación de dichos bienes conserva el régimen legal vigente.


Los Honorables Senadores señores Coloma y Espina formularon la indicación número 5 para suprimir este número.


Sobre el particular, explicaron que el objetivo de su propuesta consiste en rechazar la modificación acordada por la Cámara de Diputados que sustituye el inciso primero del artículo 14 y, en consecuencia, mantener el régimen actual establecido por dicha ley.   


El señor Subsecretario de Agricultura manifestó que en el caso de los bienes muebles el lapso al que hace referencia el artículo vigente implica la consumación de la vida útil de ciertos elementos como goteras y mangueras, entre otros.  Hizo presente que si bien no han tenido inconvenientes en la aplicación de la norma, ello se debe, precisamente, a que ha sido aplicada sólo a los propietarios, y lo cierto es que al incorporar una nueva categoría es indispensable prever y adoptar los resguardos que fueren necesarios.  Instó a ser estrictos porque el espíritu de la norma es mejorar la infraestructura predial.


El Honorable Senador señor Coloma vinculó al punto en debate el contenido de la indicación número 6, en virtud de la cual se propone que al arrendatario le esté prohibido en todo tiempo retirar o enajenar los bienes adquiridos con la bonificación, las que accederán al predio.  Planteó que supone un trato diferenciado entre el dueño que, al cabo de diez años podría retirar los bienes muebles y el arrendatario a quien le estaría vedado.  Adelantó que es indudable que dicha indicación requiere ser afinada en su redacción, pero recoge las inquietudes planteadas por algunos regantes en orden que al cabo de unos siete años las obras quedan caducas por lo que deben tener la posibilidad de modificar parte de las que se hicieron originalmente.


El asesor de la Comisión Nacional de Riego, señor Rey, planteó que el punto práctico a saber es qué tipo de equipos podría durar más de diez años, lo que ejemplificó con un equipo de riego por aspersión o un equipo de riego de ala, esto es, un pivote, y esa es la consideración que mueve al Ejecutivo a evitar, precisamente, el retiro de estas obras.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que la norma legal vigente tiene complejidades, dado que tiende a evitar que quien financia una parte de la inversión desmantele las obras del sistema de regadío, criterio que opera como un desincentivo al no permitir el retiro de las cosas, si bien manifestó  su duda de que una persona al año décimo opte por sacar lo existente y reemplazarlo por otro sistema. Del mismo modo, estimó grave que el Fisco haga el esfuerzo financiero de incorporar mejoras al riego del predio, para que después las mismas sean retiradas.  Sugirió estudiar, en el segundo informe, una redacción de la disposición que se haga cargo del cambio de destinatario de la ley ya que es obvio que cuando el beneficiario era el mismo propietario no había lugar a que se planteara esta clase de problemas.


Sostuvo que si una persona ha hecho la obra con recursos fiscales no debería llevársela, salvo que la cambie por una obra nueva, caso en el cual se requeriría una autorización previa de la Comisión Nacional de Riego, otorgada con la expedición del caso.  Expuso que si bien coincide con la disposición, le incomoda que el propietario pueda hacer el retiro y no el arrendatario; señaló que su opinión es que ni el arrendatario ni el propietario pueden retirar nada. Fundó su planteamiento contrario a esa posibilidad en el mayor aporte estatal, que puede llegar, incluso, hasta el 75% de la obra y en la consideración de que, de no ser así, la permanencia de la inversión pasará a depender de la voluntad del arrendatario, con lo cual zonas que en un momento podrían estar adecuadamente regadas, al término del arrendamiento mutarían su situación.  


Abogó por la igualación de situaciones entre el uno y el otro, para lo cual propuso no modificar, de momento, esta norma por estimar que en caso de proceder así se debilita la eficacia de la bonificación, y estudiar en el segundo informe la situación del arrendatario y de los propietarios, una vez cumplido el término de diez años a que se refiere dicha norma. 


El Honorable Senador señor Coloma observó que en ocasiones queda maquinaria en desuso y debe cumplirse el trámite de pedir autorización a la Comisión Nacional de Riego; le parece complejo generar procedimientos administrativos de autorización para su retiro o enajenación, habiendo muchos predios favorecidos con la bonificación.  Invitó a ser cuidadosos en este criterio. Reiteró en que el precepto legal vigente no considera la situación del arrendatario y expuso que si un arrendatario accede al beneficio de la ley es porque concurre en una parte al financiamiento de la obra y una vez terminado el contrato el espíritu normal indica que tenderá a entender que es legítimo su derecho a disponer de los equipos susceptibles de ser retirados.


El Honorable Senador señor Vásquez distinguió entre los bienes perecibles en el largo plazo y la situación de las obras móviles que terminan siendo inmuebles por accesión porque, de acuerdo con las normas del Código Civil, si no son mejoras necesarias, el arrendatario puede retirar los materiales.  Previno, asimismo, que el inciso final del artículo 669 del Código Civil dispone que si se ha edificado, sembrado o plantado a vista y paciencia del dueño del terreno, éste será obligado para recobrarlo a pagar el valor del edificio, plantación o sementera, lo que lleva a la necesidad de vincular la materia en debate y aclarar su alcance en el marco del régimen jurídico común.

Los integrantes de la Comisión de Agricultura y los representantes del Ejecutivo coincidieron en mantener la norma actual y no innovar al respecto, por cuanto la ley, en su artículo 13, estipula que quien utilice mal intencionadamente un resquicio para acceder a los beneficios de la ley, sea el tenedor del predio, a cualquier título, o el o los consultores, quedarán sujetos a las sanciones establecidas en dicho artículo. 


También, se tuvo presente que, no obstante que el contrato de arrendamiento no puede ser inferior a 5 años, por imperio del artículo 14 en examen, tanto al propietario como al arrendatario le queda prohibido retirar o enajenar los bienes adquiridos con la bonificación antes de los 10 años, contado desde la fecha de recepción de la obra, salvo una autorización expresa de la Comisión Nacional de Riego, bajo condición de que los bienes que se retiren hayan sido debidamente usados en el proyecto. 


Puesta en votación la indicación número 5, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.


- En consecuencia, el número 3 del proyecto fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.


Los Honorables Senadores señores Coloma y Espina formularon la indicación número 6 para agregar, en el artículo 14, el siguiente inciso final, nuevo:


“Al arrendatario le estará prohibido, en todo el tiempo, retirar o enajenar los bienes adquiridos con la bonificación, las que accederán al predio”.


La indicación número 6 fue retirada por sus autores, dejando constancia de que se revisará la situación para formular indicaciones, en la oportunidad reglamentaria.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Agricultura os propone  aprobar el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

N° 1.


Sustituirlo por el siguiente:

“1.- Intercálase, en el artículo 2º, un inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser, respectivamente, tercero y cuarto, del tenor siguiente:

“Podrán postular también a los beneficios de la ley, los arrendatarios de predios agrícolas cuyos contratos de arrendamiento consten por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, que cuenten con la autorización previa y por escrito del propietario y cuyo plazo de duración no sea inferior a cinco años contado desde la fecha de apertura del concurso al que postulen.  Del mismo modo y bajo las mismas condiciones, podrán postular los arrendatarios con opción de compra o leasing, cursados por instituciones bancarias, compañías de seguros u otras, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos o de Valores y Seguros. El propietario del predio bonificado, será responsable frente a la Comisión de la obligación que le impone el artículo 14 de la ley.”.”.

(Indicación Nº 1, unanimidad 3x0).

Nº 2.


Reemplazar la expresión “en el inciso primero” por la frase “en los incisos primero y segundo”.

(Indicación Nº 4, unanimidad 3x0).

Nº 3.


Suprimirlo.

(Indicación Nº 5, unanimidad 3x0).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



"Artículo único.- Modificase la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, en la siguiente forma:

1.- Intercálase, en el artículo 2º, un inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser, respectivamente, tercero y cuarto, del tenor siguiente:

“Podrán postular también a los beneficios de la ley, los arrendatarios de predios agrícolas cuyos contratos de arrendamiento consten por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, que cuenten con la autorización previa y por escrito del propietario y cuyo plazo de duración no sea inferior a cinco años contado desde la fecha de apertura del concurso al que postulen.  Del mismo modo y bajo las mismas condiciones, podrán postular los arrendatarios con opción de compra o leasing, cursados por instituciones bancarias, compañías de seguros u otras, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos o de Valores y Seguros. El propietario del predio bonificado, será responsable frente a la Comisión de la obligación que le impone el artículo 14 de la ley.”.

2. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 4º, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “cualquiera que sea la condición de los postulantes indicados en los incisos primero y segundo del artículo 2º”.”.

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 2 y 16 de enero y 18 de marzo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero (Sergio Romero Pizarro), Jaime Naranjo Ortiz (Jaime Gazmuri Mujica) y Guillermo Vásquez Úbeda.



Sala de la Comisión, a 2 de abril de 2008.

(Fdo.): XIMENA BELMAR STEGMANN, Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, GIRARDI, NAVARRO Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.300, SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE, Y EL CÓDIGO DE AGUAS, EN LO RELATIVO A IMPACTO AMBIENTAL DE PEQUEÑAS Y MEDIANAS CENTRALES HIDROELÉCTRICAS Y A OTORGAMIENTO DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS

(5805-12)

Honorable Senado:

MOCION

PROMOCIONA LAS ENERGIAS RENOVABLES Y EN 

PARTICULAR LAS PEQUEÑAS Y MEDIANAS CENTRALES HIDROELECTRICAS

CONSIDERANDO

1.-
La gran disponibilidad del potencial y diversidad de energías renovables en Chile según la Tabla N° 1:

TABLA N° 1

[image: image2.wmf]
2.-
El impacto que produce otro tipo de generación de energía como combustibles fósiles, nucleares y grandes represas

3.-
La alta tasa de demanda de energía en Chile según la Tabla N° 2.

TABLA N° 2

[image: image3.png]POTENCIAL ENERGETICO

Tipo de energia Potencial
Geotermia >6.000 MW
Pequefias y medianas centrales 33.000 MW
Mareomotriz > 50.000 MW
Solar 937.000 MW
Eélica >65.000 MW
Biomasa (Sélo Residuos Forestales) | 6.984.986 MWhlafio





4.-
El largo procedimiento para obtener los derechos de aguas, los estudios de impacto ambiental y otros trámites administrativos que afectan la ventaja de poder realizar centrales pequeñas en breve tiempo (Tabla N° 3)
TABLA N° 3
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5.-
El bajo impacto ambiental de las energías renovables

6.- 
El potencial de pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas en Chile según Tabla N° 4, preparada por la Asociación Chilena de Energías Renovables (ACERA)
TABLA N° 4
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7.-
La necesidad de perfeccionar la Ley de Bases del Medio Ambiente y el Código de Aguas

8.-
La garantía constitucional establecida en el Art. 19 N° 8 de la Carta Fundamental que dispone el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, y que es deber del Estado para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.
Es que vengo en proponer la siguiente Moción de Ley:

MOCION

PROMOCIONA LAS ENERGIAS RENOVABLES Y EN 

PARTICULAR LAS PEQUEÑAS Y MEDIANAS CENTRALES HIDROELECTRICAS

Artículo 1°.-

1.- Modifiquese la letra c) del artículo 10 de la Ley General de Bases y Medio Ambiente N° 19.300: por la siguiente:

“c) centrales generadoras de energía mayores a 3 MW. En el caso de las centrales en base a energías renovables, según la Ley 20.257, mayores de 20 MW”.

2.- Agréguese un nuevo Artículo 150 bis al Código de Aguas_
“Los plazos para el otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas para centrales hidroeléctricas menores a 20 MW se reducirán hasta la mitad, los que en todo caso no deberán superar en total los 120 días. Para estos efectos se deberá salvaguardar siempre los caudales ecológicos”.

3.- Modifíquese la Ley 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, en los siguientes términos: 

“3.1
En el inciso tercero de su artículo 18, reemplácese el punto ubicado a continuación de la palabra “Ambiental” por una coma, agregándose la siguiente expresión: “contados desde la fecha de la publicación establecida en el artículo 27.” 

3.2
En el inciso primero de su artículo 19, agréguese después del punto ubicado a continuación de la expresión “respectiva Declaración” lo siguiente: “Se deberá efectuar la referida aclaración siempre que se reciba una denuncia fundada de cualquier persona que exprese interés en cuanto que la Declaración de Impacto Ambiental sometida a evaluación es errónea, incompleta, o inexacta.”  

3.3
En el inciso primero de su artículo 27, intercálese entre la palabra “Estudio” y la expresión “de Impacto Ambiental” lo siguiente: “o Declaración”.

3.4
Al final de su artículo 28, intercálese entre las palabras “estudio” y “presentado” la expresión “o declaración”.

3.5
En el inciso primero de su artículo 29, agréguese después del punto ubicado a continuación de la palabra “extracto” la siguiente oración: “En el caso de una Declaración de Impacto Ambiental tales observaciones se podrán formular dentro del término de veinte días contados desde la fecha de la referida publicación.”

3.6
En el inciso tercero de su artículo 29, intercálese entre las expresiones “observaciones” y “no hubieren” la frase “formuladas a un Estudio de Impacto Ambiental”

3.7
En el inciso tercero de su artículo 29, agréguese después del punto ubicado a continuación de la expresión “la solicitud” la siguiente oración: “Si se tratare de una Declaración de Impacto Ambiental, el término para presentar el referido recurso será de cinco días desde la respectiva notificación, debiendo resolverse por la autoridad competente dentro del plazo de diez días.” 

3.8
Deróguese su artículo 30.”
(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.

Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GARCÍA, CHADWICK, ESPINA, NOVOA Y ROMERO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE OTORGA RANGO DE ÓRGANO CONSTITUCIONAL AL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO

(5806-07)

Honorable Senado:

El Consejo de Defensa del Estado es uno de los organismos públicos que reviste mayor importancia dentro del país, desde el momento en que por mandato legal le corresponde la función de defender judicialmente los intereses del Estado, tal como expresamente lo dispone el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 1993, del Ministerio de Hacienda, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de su Ley Orgánica, labor cuyo cumplimiento se traduce en el ejercicio de las acciones y defensas judiciales que sean procedentes, en los términos que señala el texto legal recién citado.

En la actualidad, un organismo que tiene el carácter de descentralizado, con personalidad jurídica propia y al cual compete el desarrollo de la función antes anotada, tarea de una enorme relevancia para el debido desenvolvimiento del país, lo que evidencia el hecho de que ya en 1895 al entonces Presidente de la República, don Jorge Montt Alvarez, le preocupaba la organización de un ente a cuyo cargo estuviera la adecuada defensa y representación de los intereses patrimoniales del Fisco y del Estado. 

Teniendo en cuenta la importancia de la labor señalada y la necesidad de que ella fuera prontamente cumplida, ese mismo año se dictó el decreto supremo N° 2.629, de Hacienda, que creó el Consejo de Defensa Fiscal, antecesor del Consejo de Defensa del Estado y mediante el cual se organizó la defensa fiscal. 

La constitución definitiva del órgano de defensa a que nos referimos se materializó en 1925, cuando el Presidente de la época, don Arturo Alessandri Palma, dictó el decreto ley N° 638, de 17 de octubre de ese año, otorgándole una regulación jurídica que, en términos generales, puede afirmarse que era similar a la actual, ya que contemplaba un Presidente, que debía nombrarse de entre los siete Abogados Consejeros, un Secretario Abogado, Abogados Procuradores Fiscales en cada ciudad asiento de Corte de Apelaciones, abogados auxiliares y diverso personal subalterno.

En 1958 y 1963 se introdujeron modificaciones a la estructura establecida en 1925 y, en virtud de las dispuestas en el primero de esos años la entidad pasó a tener el nombre de Consejo de Defensa del Estado, denominación que mantiene en la actualidad, formada por la fusión del Consejo de Defensa  Fiscal, del Servicio de Cobranza Judicial de Impuestos y del Servicio de Defensa Fiscal de la Ley de Alcoholes y se elevó a 12 el número de Abogados Consejeros. 

El año 1979 se dicta el decreto ley N° 2.573, nueva ley orgánica del  organismo, dándose inicio a una etapa durante la cual se dictaron diversas normas que diversifican la labor del organismo otorgándosele, incluso, labores propias de un Ministerio Público que luego fueron asignadas a este último. 

Así, si bien en sus inicios el organismo de que se trata fue concebido con el fin de que asumiera una defensa netamente patrimonial de los intereses fiscales, lo cierto es que con el transcurrir del tiempo le fueron otorgadas  nuevas y variadas atribuciones, tanto en el ámbito civil como en el  criminal, lo que permitió demostrar a este organismo su facilidad de adaptación y adecuación a nuevos desafíos.

En este orden de ideas no puede dejar de manifestarse que la integración cada vez mayor de Chile en el concierto mundial, principalmente en el ámbito económico, implica que las transacciones comerciales que involucran a personas naturales y jurídicas chilenas con sus pares en el extranjero se han multiplicado ostensiblemente, lo que trae como consecuencia que la eventual defensa judicial de los intereses del Estado puede ocurrir no sólo ante los Tribunales que existen dentro del territorio nacional sino que tener lugar, también, ante tribunales u organismos de carácter internacional.

 Es útil citar, dentro de esta última instancia jurisdiccional, el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, creada por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la cual Chile es signatario, organismos ante los cuales el Estado de Chile ha debido litigar en defensa de sus derechos.

Como puede apreciarse, la integración de Chile a la economía mundial implica la posibilidad de que en distintas oportunidades sea necesario defender judicialmente los intereses del país ante tribunales de carácter internacional. 

 Ahora bien, la legislación actualmente en vigor no prevé que la defensa judicial en este nivel deba ser asumida, en términos generales, por el Consejo de Defensa del Estado o por otro organismo expresamente facultado para hacerlo y destacar, en este sentido, que parece del todo razonable que tal labor sea encomendada explícitamente al mencionado Consejo, desde el momento en que ella dice relación con la defensa judicial de los intereses estatales, tarea que, a nivel nacional, constituye el principal objetivo de la entidad y respecto de la cual posee valiosos conocimientos y experiencia.

En estas condiciones, la órbita de las atribuciones legalmente asignadas a dicho organismo, demuestra palmariamente la enorme relevancia que el Consejo de Defensa del Estado reviste en el concierto de los organismos públicos y evidencia la conveniencia de reforzar su independencia. Por ello, al igual que acontece con el Ministerio Público y  la Contraloría General de la República, debe ser la Constitución Política de la República, el texto que prevea su existencia, determine la función esencial que le compete desarrollar y prevea las normas necesarias para la designación de su Presidente y de los Consejeros, con el objeto de garantizar, así, su independencia y la eficacia en el cumplimiento del cometido que le ha sido encomendado, de defender adecuadamente los intereses del Estado en el campo judicial, razones por las cuales se propone el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL. 

“Artículo único: Intercálase entre los Capítulos X y XI de la Constitución Política el siguiente Capítulo XI, nuevo, pasando a ser los actuales Capítulos XI, XII, XIII, XIV y XV, a ser los nuevos Capítulos XII a XVI, respectivamente, del mismo modo que los artículos 101 a 129 pasan  a ser los nuevos artículos 102 a 130, en el mismo orden:

“Capítulo XI.

“Consejo de Defensa del Estado.

Artículo101: Un organismo autónomo, con el nombre de Consejo de Defensa del Estado, tendrá a su cargo la defensa judicial de los intereses del Estado a través del ejercicio de las acciones y defensas judiciales que correspondan, así como la asesoría técnico jurídica y la representación del Estado de Chile, tanto en sus intereses patrimoniales como no patrimoniales, funciones que ejercerá de acuerdo con lo que establezca su respectiva ley orgánica constitucional.

El Consejo de Defensa del Estado deberá ejercer siempre la acción civil originada en los perjuicios causados al Estado por la comisión de delitos declarados como tales por sentencia ejecutoriada.

La misma acción deberá interponer en el caso de perjuicios causados al Estado por la comisión de irregularidades administrativas cuya existencia se encuentre respaldada por informe de la Contraloría General de la República y cometidas en los organismos de la Administración del Estado o en las entidades privadas en que el Estado tenga aporte o participación mayoritarios. 

Igualmente, deberá ejercer la acción penal tratándose de hechos que revistan los caracteres de un delito que pudieren acarrear perjuicios económicos para los organismos de esa Administración del Estado o para las entidades de derecho privado en que el Estado tengan aportes o participación mayoritaria, y en el caso de la comisión de hechos que tengan los caracteres de delito cometido por  funcionarios o empleado público en el ejercicio de sus funciones o empleos. 

En todos los casos indicados, las acciones deberán deducirse siempre que el perjuicio supere la cantidad equivalente a 100 unidades tributarias mensuales, salvo opinión en sentido contrario de los miembros del Consejo de la entidad, adoptada por las cuatro quintas partes de esos Consejeros.

La facultad de emitir dictámenes a petición del Presidente de la República o de los Ministros de Estado sobre materias jurídicas determinadas es sin perjuicio de la que asiste, por su parte, a la Contraloría General de la República.

El Presidente del Consejo de Defensa del Estado debe tener el título de abogado. Será designado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, a partir de una nómina de cinco postulantes confeccionada por la Corte Suprema mediante concurso público de antecedentes. Sólo podrán participar en el concurso quienes tengan una destacada actividad profesional o académica y acrediten a lo menos diez años de ejercicio profesional.

Los Consejeros, quienes deben estar en posesión del título de abogado y acreditar a lo menos cinco años de ejercicio profesional, serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, a partir de una nómina de tres postulantes, una para cada vacante, elaborada por la Corte Suprema mediante concurso público de antecedentes. 

El Presidente durará 8 años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente. Los Consejeros durarán 8 años en sus cargos, podrán ser designados por nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada 4 años.

El Senado se pronunciará sobre el conjunto de las proposiciones, en sesión secreta especialmente convocada al efecto, y su aprobación requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. De no reunirlos, se tendrá por rechazada. El procedimiento de designación será regido por la ley respectiva. 

Una ley orgánica constitucional determinará la organización, el funcionamiento y las demás atribuciones del Consejo de Defensa del Estado.

(Fdo.): José García Ruminot, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.-  Alberto Espina Otero, Senador.- Sergio Romero Pizarrro, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ROMERO, FLORES, FREI, LARRAÍN, MUÑOZ BARRA, PROKURICA Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN QUE EL SENADO EXPRESE SU RECHAZO A ACTIVIDADES TERRORISTAS DE LAS FUERZAS ARMADAS REVOLUCIONARIAS DE COLOMBIA (FARC)

(S 1053-12)

Honorable Senado:

En semanas recientes, fuerzas militares y efectivos de la policía de Colombia incursionaron en la Provincia de Sucumbíos, en territorio ecuatoriano, con motivo de la realización de un operativo contra miembros de las FARC que sostenían a aquella época, un campamento en dicho territorio, desde el que se coordinaban una serie de actividades del movimiento terrorista para presumiblemente, ser desplegadas en territorio colombiano. Ello generó un conflicto diplomático entre ambos países, que derivó en la ruptura de sus relaciones diplomáticas y una fuerte tensión militar en la frontera que comparten, a la que se agregó el despliegue de fuerzas militares en la frontera colombo-venezolana, por parte del Presidente de Venezuela, Hugo Chávez, gatillándose una de las más graves amenazas a la estabilidad regional de los últimos años.

Cabe señalar que dicho conflicto hizo necesario el análisis y convocatoria de la Organización de Estados Americanos a través de su Consejo Permanente y mediante una Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, a la luz de los artículos 61 y siguientes de la Carta de la OEA. 

Al respecto, el Senado de Chile, considera y tiene presente:

1º El respeto y apego al artículo 21 de la Carta de la OEA, que enfatiza la inviolabilidad del territorio de un Estado, de manera de no terminar aquel siendo objeto de ocupación militar ni de otras medidas de fuerza tomadas por otro Estado, directa o indirectamente, cualquiera que fuere el motivo, aun de manera temporal.

2º El principio, también consagrado en la misma Carta, en su artículo 19, el cual dispone que “Ningún Estado o grupo de Estados tiene el derecho de intervenir, directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro”, excluyendo no solamente la fuerza armada, sino también “otra forma de injerencia o de tendencia atentatoria de la personalidad del Estado, de los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen”.

3º La firme convicción sobre el más absoluto rechazo a la cooperación con grupos de guerrilla y terrorismo armado, la que viola el principio establecido por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en su declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados, que señalan el deber de abstención de todos los Estados para organizar, instigar y apoyar actos terroristas perpetrados en otro Estado o de participar en ellos, así como de permitir actividades organizadas en su territorio a fin de cometer dichos actos.

4º La Resolución Nº 1373 del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, que expresamente exige a todos los Estados prohibir a sus nacionales o a toda persona y entidad que se encuentre en su territorio cooperar directa o indirectamente, con personas que cometan o intenten cometer actos de terrorismo o faciliten su comisión, así como con toda entidad relacionada con las mismas o que actúen en nombre de esas personas o bajo sus órdenes.

Por estas consideraciones,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

“Expresar su más categórico rechazo a las actividades terroristas de las FARC en el continente, instando a la comunidad interamericana a redoblar sus esfuerzos para poner fin a las actividades de movimientos guerrilleros y terroristas armados como el indicado, que ejecutan actos de esa misma naturaleza motivados por la intolerancia o el extremismo, instando al mismo tiempo a la comunidad interamericana para entender el principio de no intervención e inviolabilidad de la mano de la cooperación en contra del terrorismo, al amparo del Sistema Interamericano e internacional”.

(Fdo.): Sergio Romero Pizarro, Senador.- Fernando Flores Labra, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.-Roberto Muñoz Barra, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, NARANJO Y NÚÑEZ, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE ENVÍE A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA LOS PROYECTOS CONDUCENTES A UNA REBAJA IMPOSITIVA AL PAN, Y QUE EL MINISTERIO DE HACIENDA Y EL SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS REALICEN LOS ESTUDIOS TÉCNICOS PARA IMPLEMENTARLA

(S 1054-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO: 

1. Que Chile es el segundo mayor consumidor de pan en el mundo, con 98 kilos al año per cápita, siendo superado sólo por Alemania, donde demandan 106 kilos per cápita. 

2. Que un estudio de la consultora LatinPanel determinó que en 2005 todos los hogares del país consumieron pan. El estudio mostró que en 2005 cada hogar consumió en promedio 208 kilos de pan y gastó $123 mil por familia. En el Gran Santiago (45% de la muestra) el año pasado el consumo de pan alcanzó los 201,7 kilos por hogar versus los 197,9 consumidos en 2004. Así también, las familias de la capital destinaron en promedio $122.021 a este ítem, mientras que en el año anterior gastaron $118.691. 

3. Que respecto del perfil del consumidor, fueron los segmentos más bajos los que más consumieron (19 kilos en un mes) y destinaron mayor dinero ($130 mil en el año). Por eso, el 51,8% del consumo de pan correspondió a los segmentos D y E. En cambio, el estrato ABC1 aportó sólo el 5,6% del gasto nacional de pan. 

4. Que el pan integral, de fibra y especial fue preferido por la población de mayores ingresos (ABC1 y C2). Si el sector ABC1 destinó cerca de $9 mil en un año a comprar pan integral, los D y E sólo gastaron $2.856 en esa categoría. 

5. Que el pan corriente fue el favorito de los grupos C3, D y E. De los $64 mil que gastó en el año 2005 una familia ABC1, una D-E destinó $127 mil en promedio a esa variedad. 

6. Que el quintil más pobre consume casi un 15% de su presupuesto en pan. 

7. Que durante el año 2007, el pan fue uno de los productos con mayor ponderación en el IPC, con una incidencia de un 2,5%. Según el INE, el precio promedio del kilo de pan en julio fue de 662 pesos el corriente, y 789 pesos el especial 

8. Que el aumento del precio del pan tiene el efecto de aumentar la recaudación fiscal. De acuerdo a la Asociación de Consumidores CONADECUS, son cerca de 100 millones de dólares al año que pasan a aumentar el excedente que son depositados en las cuentas fiscales en el extranjero. Antes del alza, el pan representaba cerca de 300 millones de dólares al año por concepto el IVA, con el pan a 750 pesos el kilo este monto aumenta a 400 millones. 

9. Que desde julio del 2006 a julio del 2007 el trigo aumentó su precio en el mercado internacional en 60%. Pero en agosto se desbordó, y subió un 15% adicional. En EEUU  y Canadá, grandes  exportadores, su precio llega a 290 dólares la tonelada métrica (mil kilos). 

10. Que el promedio de 100 kilos de consumo de pan por habitante al año, es sólo un promedio y mezcla los hogares de menos recursos que consumen entre 150 y 200 de kilos de pan al año, con los de altos recursos que sólo consumen 50 kilos y menos. Es decir, que el precio del pan castiga más fuertemente a los hogares más pobres y la eliminación del IVA favorece directamente a la gente con menos recursos. 

11. Que el IVA diferenciado ya existe, como el que por años se ha concedido a la construcción de viviendas, sin distinguir entre viviendas sociales y viviendas de lujo. El control de las boletas  de compraventa de pan es aún más fácil  que el control sobre los artículos  de la construcción que son extremadamente variados, por lo que no parece que un IVA diferenciado vaya en desmedro de la fiscalización.  

12. Que la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA), explicó que el alza del pan obedece al aumento de 50% en el precio del trigo durante el último año, situación que afecta directamente el valor de la harina de trigo, producto con el cual se elabora finalmente el pan. A su juicio, el alza del precio internacional del trigo continuará en aumento, debido a factores climáticos, especialmente por sequías que afectarán las cosechas, lo que, sumado a una demanda en alza, estrechará por segundo año consecutivo los stocks mundiales. 

13. Que de acuerdo a datos de Cotrisa, el precio del pan en enero del año 2000 era de 567,7 pesos mientras que en enero de 2007 fue de 562,9 pesos. En diciembre de ese mismo año el precio del pan ascendió a 637 pesos, pasando los 700 pesos el primer cuarto de 2008. 

14. Que nos parece necesario emprender una rebaja al IVA aplicado al pan, a efectos de aliviar la economía de las familias de escasos recursos de este país, que son los que más consumen pan. 

15. Que la estructura impositiva del pan implica que un 30% del costo del mismo es ingreso para el Estado, si sumamos el IVA más el impuesto específico a la harina. 

16. Que otros países tienen un impuesto diferenciado para productos básicos como lo es el pan. De acuerdo a CONADECUS, en la Unión Europea, 25 países poseen IVA múltiple y sólo uno, Dinamarca IVA único. Una directiva europea establece que la tasa standard no puede ser superior al 15% y la reducida no inferior al 5%. 

17. Que en América Latina, Argentina, República Dominicana, Guyana, México, Paraguay, Uruguay y Venezuela poseen IVA múltiple.  Con un impuesto rebajado que fluctúa entre cero y 12%. En este caso también se aplica la rebaja a alimentos y productos de primera necesidad.

18. Que de acuerdo a la misma fuente, los únicos países, que al igual que Chile, tienen un iva único son Colombia (16%), Ecuador (12%) y Panamá con un (5%). De los otros países no se tiene información.

19. Que es de toda justicia implementar esta medida, si tenemos en cuenta que el pan estuvo siempre exento de IVA, y que incluso la primera versión vigente de la Ley de IVA, de 1974, mantuvo esa exención, por la sencilla razón de ser un producto de consumo básico, y vital en la canasta de la familia chilena humilde. Sólo el año 1976 se gravó al pan con este impuesto.

20. Que de acuerdo a la Constitución, las rebajas impositivas sólo se pueden emprender mediante proyectos de ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El Senado acuerda:
1. Solicitar a la Sra. Presidenta de la República, Michelle Bachelet, que presente los proyectos de ley necesarios para la emprender una rebaja impositiva al pan, con el objetivo de aliviar los efectos perniciosos que ha provocado el alza de su precio en la economía doméstica de los más pobres. 

2. Solicitar al Ministerio de Hacienda y al Servicio de Impuestos Internos que realicen los estudios técnicos necesarios para implementar esta rebaja, sin lesionar la eficiencia de la recaudación fiscal del Impuesto al Valor Agregado. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador.
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DEMANDA ENERGÉTICA DE CHILE

Consumo energía secundaria en Chile, año 2004

Ref: http://www.cne. 

		 		CRECIMIENTO ANUAL (6,8%)
(en MW)

		CAPACIDAD INSTALADA
(en MW)		AÑO 2005		AÑO 2015		AÑO 2019

		10.378		350		850		1.050
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Id Nombre de tarea 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 20
a T4 (T2 T2 (73 [T4 T2 T2 (T3 |T4 T2 T2 (T3 /T4 T2 T2 T3 |T4|T1 T2 /T3 |T4 |T1 T2 |T3[T4[T1[T2[T3[T4[T1

° PCH Tipo _ 6 MW 0406 § 1909

1 1 Derechos de Agua 04-06 10-03

2 1.1 Exploracién preliminar del recurso

3 1.2 Solicidud Derechos de Agua

4 1.3 Estudio Hiderolégico

5 1.4 Estudios DGA Regional para obt. Der Agua L 1

6 1.5 Constitucién Derechos de Agua ( DGA Stgo ) L} ][I

7 1.6 Aprobacién Derechos de agua 10-02

8 1.7 Inscripciéon DA en Conserv BR |:|

9

10 2 Proyectos de Preinversién 11-02 26-04

11 2.1 Solicitud de paso prelim. / Servidumbre

12 2.2 Ingenieria Coceptual

13 2.3 Ingenieria Basica

14 2.4 Declaracion de Impacto Ambiental DIA- ¢~ [ [

15 2.5 Ingenieria de Detalles

16 2.6 Plan de manejo forestal ( CONAF )

17 2.7 Solicitud Construcciéon Bocatoma ( DGA ) [

18 2.8 Presentacion al SEG / SIC

19 2.9 Compras de terrenos

20 2.10 Otros tramites

21

22

23

24 3 Construccién PCH Tipo _ 6 MW 02-03

25 3.1 Compray Fabr. Turbinas y Sist Eléctro Mecanic.

26 3.2 Llamado a propuesta de construccion

27 3.3 Contrato de construccion

28 3.4 Ejecucién obras Civil y Electr.

29 3.5 Pruebas y Marcha Blanca

30 3.6 Puesta en servicio

Mantex S.A. / E. Cornelius F: (2) 212-9475
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